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CAUSA CliXJTXI 



Don Benjamín A. Ddvalos, contra don Juan Alcántara^ por 

reivindicación; sobre nulidad. 



Sumario. — Debe rechazarse la nalidad dedacida, cuando 
ella importa una excepción de falta de personería, que ya no es 
tiempo de oponer . 



Caso. — En Enero de 1890, el señor Dávalos inició contra el 
señor Alcántara, juicio de reivindicación de una finca. Sustan- 
ciada la causa, se dictó sentencia definitiva en 20 de Octubre de 
1892. La Suprema Corte dejó sin efecto todo lo actuado desde 
foja 94 adelante. 

Devueltos los autos, la parte de Alcántara pidió que se de- 
clare nulo todo lo obrado desde la demanda, pues según consta 
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de autos, la finca de cuya Teivindicacíon se trata pertenece á la 

■ 

esposa de Davalas, quien no tiene poderes ni facultades, para 
promover este juicio ; que, además, la señora de Dávalos ha fa- 
llecido^ comees público y notorio, no pudiendo aquel, por consi- 
guiente, ejercer esta acción ni absolver las posiciones que le ha 
dirigido. 

Dávalos^ evacuando el traslado que se le confirió, pidió el re- 
chazo, con costas, de la nulidad interpuesta. 

Dijo: que el incidente promovido importa una excepción, que 
no es la oportunidad de oponer (arts. 73 y 76 de la ley de pro- 
cedimientos), mucho más cuando la demanda se contestó lisa y 
llanamente, lo que vale reconocer su personería. 

Que independientemente de esta razón de forma que funda el 
rechazo de la nulidad deducida, debe tenerse en cuenta que es- 
tando reconocido su carácter de esposo, por la parte contraria, 
su derecho para estar en juicio representando los derechos de 
su esposa, es terminante según las (Üsposiciones de los artícu- 
los 55 de la ley de matrimonio, 55, 57, inciso 40, y 1276 del Có- 
digo Civil. 

Que no obstante la representación que la ley le confiere, su 
esposa le otorgó el poder general amplio que acompaña, del que 
resulta acreditada su personería. 

Qué la muerte de su esposa no hizo caducar su representación: 

1^ Porque tenía derecho á sus bienes, como condómino ó he- 
redero, y en este carácter podía él sólo continuar el juicio 
(art. 2679 y 3450, Código Civil) ; 2« porque la acción deducida 
era en interés de su esposa y del suyo propio (art. 1982, Código 
Civil). 

Que la causa quedó conclusa para definitiva, por el llamamien- 
to de autos, en 1890, y su esposa falleció en 1893 (Julio 19), de 
manera que el juicio ha seguido su tramitación regular. 

Que acompaña la partida de defunción de su esposa, la de 
matrimoniojla dejbautismo de su hija Elena Dolores, menor de 
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edad^ cuya representación ejerce, y ratifica, en consecuencia, 
todo lo obrado, y testimonios de los poderes generales que le 
tienen otorgado sus hijos mayores. José María, Asunción, Car- 
men, Juan Francisco y Andrés Dávalos, que lo autorizan para 
entender en todos sus asuntos judiciales, con facultad de ena- 
jenar é hipotecar sus bienes, y la de intervenir en el juicio su- 
cesorio de la madre de aquellos^ á cuyo nombre ratifica tam- 
bién todo lo actuado; 

Con estos antecedentes, testimonio del auto de declaratoriade 
herederos, y previo llamamiento de autos, su dictó el siguiente 



Fallo del Jue» Federal 



Buenos Aires, Noviembre 13 de 1894. 



Vistos: por los fundamentos aducidos en el escrito de foja 
170, que el juzgado encuentra perfectamente arreglados á de- 
recho, DO ha lugar, con costas, ala nulidad pedida por el repre- 
sentante del demandado y corran los autos según su estado. 

Juan del Campillo . 



JFalle de la Auprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1896. 

Yistos : Importando la nulidad deducida en el escrito de foja 
ciento cincuenta y cinco, una excepción de falta de personería que 
debe oponerHO dentro del término señaladoen el artículo setenta 
de la ley de procedimientos, el quesehalla vencido con exceso, 
como lo demuestra el estado de la causa en que ella ha sido in- 
terpuesta, se confirma con costas el auto apelado de foja ciento 
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retenta y siete^ no haciéndose lugar al recurso de nulidad, por 
no haber mérito para ello. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL RAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXXXXII 



Don Laureano Ellas , contra el Ferrocarril del Sud de Buenos 
Aires, por pago de un terreno esapropiado ; sobre nombra- 
miento de perito tercero. 

Sumario. —^ No es apelable el auto, nombrando un tercer pe- 
rito para mejor proveer. 



Caso. — El señor Elias, extranjero, demandó al Ferroca- 
rril del Sud por el pago de un terreno que ooupa éste. Las 
partes nombraron peritos para la fijación del precio del terre- 
no é indemnización de perjuicios, con arreglo á la ley de ex- 
propiación. 

Palle del Jíuess Federal 

La Plato, Mayo 28 de 1894. 

Notando el juzgado que entre los precios asignados por los 
peritos de las partes al terreno expropiado existe suma diver-^ 
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gencia, para mejor proveer, nómbrase perito especial á don Jai- 
me de la María, á fin de que se constituya en el lugar de la ex- 
propiación, é informe sobre el valor del terreno y de los per- 
juicios causados por el cruce déla vía. Repóngase la foja. 

Áurrecoechea. 



Fulle de la Auprenuí C^rte 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1896. 

Vistos: No siendo apelable el auto de foja cuarenta j cinco, 
se declara mal concedido el recarso. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JOAN E . 
TORRBNT. 



CAUSA CJLXXXIII 



Don Tomás B. PeUers, capitán del vapor « Blackheath », contra 
don Miguel Vaccaro, armador del vapor ^Litorah^ por cobro 
de salvataje; sobre competencia y arraigo. 

Sumario. — Corresponde al Juez federal de La Plata, el 
eonocimiento de la causa sobre Cdbro de salvataje, resultando 
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ser Patagones el puerto del destino del buque salvado, y Bahía 
Blanca el de la arribada. 



Caso. — £1 demandado, sin contestar la demanda, opuso las 
excepciones de incompetencia y arraigo. Fundando lal" dijo: 
quese trata de supuestos servicios de asistencia prestados por el 
vapor inglés Blackheath al vapor argentino Litoral^ en aguas 
de la costa próxima á Bahía Blanca, provincia de Buenos Ai- 
res, yendo el último en viaje de Buenos Aires á Pa'tagones, 
cargado de mercaderías genérales, y en ocasión que el primero 
sallado Bahía Blanca para La Plata. Que el Litoral no fué lle- 
vado á puerto alguno por el Blackheath, sino que lo dejó pró- 
ximo á la bova número 2 del canal de entrada al de Bahía Blan- 
ca, á dónde fué conducido posteriormente por otro vapor. Que 
(.n tal caso, es de estricta aplicación la disposición del artítulo 
\o\ \ , Código de Comercio. 

El actor dijo: que este artículo no era aplicable ; porque si 
bien es cierto que el Litoral entró á Bahía Blanca, fué traído 
inmediatamente á Buenos Aires, para las reparaciones de las 
averías sufridas. Que la competencia del juzgado surje además 
del hecho de ser el Litoral^ de la matrícula del puerto déla 
capital, donde está también domiciliado su armador, el señor 
Vacare. 

Fallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Noviembre 23 de 1895. 

T vistos: Por los fundamentos del escrito de foja... y tenien- 
do en consideración además que la disposición del artículo 1314 
del Código de Comercio^ sólo sería aplicable en el caso de que 
el vapor Litoral, hubiera sido conducido por el Blackheath 
á algún puerto, lo que no sucede, según ue desprende de las pro- 
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testas acompañadas, no ha lugar ú la excepción de íucompeteu- 
cia: y encaanto á la de arraigo, atenta la conformidad del ac- 
tor, fíjase la soma de 1500 pesos moneda nacional, que deberá 
depositar esta parte en el Banco de la Nación Argentina, como 
cantidad suficiente á los efectos del arraigo del juicio. Hágase 
saber. 

Juan del Campillo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



BueDOs Aires, Marzo 24 do 1890. 
Suprema Corte: 

Las protestas de fojas 3 y i9, contra el accidente demarque 
puso en peligro el vapor nacional Litoral y que dieron ocasión 
al remolque por parte del vapor Blackheathj están ambaH de 
acuerdo, en que el hecho se produjo en alta mar, á cuatro ó seis 
millas de distancia del Pontón faro. 

Hay, pues, conformidad de ambas partes respecto del lugar en 
que los hechos st produjeron, como la hay respecto a la irribada 
forzosa del vapor remolcado, y su inmediata venida á Buenos 
Aires. 

Ante esas circunstancias, el hecho de ser el buque de esta ma- 
trícula, de permanecer en esta jurisdicción, y de tener aquí su 
domicilio el armador propietario y responsable de la indemniza- 
ción reclamada, autorizan la jurisdicción del Juez de la capital. 

Porque el artículo 1311 del C'^ligo de Comercio, al hometer 
las cuestiones sobre pagos de salarios de asistencia ó salvataje, 
al tribunal del destino del buque ó del puerto donde entrare 6 
fuere conducido, supone la permanencia en alguno de esos [uer- 
to8, por caoüa del siniestro. 
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Caando la arribada fué accidental y momentánea, j el buqne 
7 sas representantes se encuentran ya en el puerto de su desti- 
no, en el momento de deducirse la acción, á la jurisdicción de 
ese lagar corresponde el conocimiento y decisión. Por ello* pido 
á Y. E. se sirva confirmar el anto recurrido de foja 39 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1896. 

Vistos y considerando : Que el actor no ha desconocido que el 
destino del vapor Litoral^ ha sido el puerto de Patagones, y 
que el de su arribada, después de los servicios prestados, ha si- 
el de Bahía Blaixca. 

Que en tal caso la competencia del juez que debe conocer de la 
demanda de foja tres, según la expresa disposición del artículo, 
mil trescientos once, Código de Comercio, es el de la sección de . 
Buenos Aires, á cuy a jurisdicción pertenecen dichos puertos. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja treinta y nueve 
vuelta, declarándose que el conocimiento de esta causa corres- 
ponde al juez federal de la provincia de Buenos Aires, el que 
deberá pronunciarse sobre la excepción de arraigo opuesta por 
el demandado. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE» 

« 

— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA cxx.¥:iiv 



Don Arturo Soler, por doñaJacinta Santülan de Márquez, por 
tercería de dominio en la ejecución de don Eloy Porcada, 
contra doña Concepción Márquez; sobre personería y costas. 



Sumario. — Reconocida la razoa de la excepción de falta de 
personería, por el hecho de presentar nuevo poder que habilita 
al actor paTadedacii* la demanda^ las costas del incidente relati- 
To deben de ser de cargo de éste. 



Caso. — Resulta deí 



rallo del #aes Pederal 



Salte, Setiembre 12 de 1895. 



Vistos: En la excepción dilatoria de falta de personería 
opuesta por el ejecutante don Dionisio Zerdan, representado 
por don Eloy Forcada, en la tercería de dominio deducida por 
don Arturo Soler en representación de dona Jacinta Santillan 
de Márquez^ resulta: 
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Que este último se presenta con el documento de foja 2, de* 
daoiendo tercería de dominio en la cantidad de pf^sos, importe 
de dicho documento, invocando la representación de dicha se- 
ñora de Márquez, en mérito del poder que ésta le confirió 
y que obra á foja i8 de los autos de la tercería que antes 
opuso á la misma ejecución de Zerdan contra doña Concepción 
Márquez, alegando el dominio exclusivo del ganado que so 
embargó. 

Y considerando : que dicho poder fué especial para oponer 
dicha tercería de dominio en el ganado que se embargó por la 
expresada ejecución^ sin extenderse á, otras que pudieran surgir, 
pues que se determina con precisión la gestión para la cual fué 
conferida ; que por disposición del artículo 4884 del Código Ci- 
vil € el mandato especial para ciertos actos de nna naturaleza 
determinada, debe limitarse á los actos para los cuales ha sido 
dado, y no puede extenderse á otros actos análogos^ aunque és- 
tos pudieran considerarse como consecuencia natural de los que 
el mandante ha encargado hacer », y si bieu la nueva tercería 
opuesta sobre el dinero expresado es análoga á la anterior ter- 
minada por sentencia ejecutoriada, no es la misma, pero ni si- 
quiera una consecuencia de ésta, porque ese dinero no es el 
producido de la venta del mismo ganado que se embargó á soli- 
citud del ejecutante, que fué ganado de cría de diferentes sexos 
y edades, según lo demuestra la diligencia de aquel embargo» 
sino de una novillada perteneciente á los mismos esposos^ ó de 
la exclusiva propiedad déla tercerista; que, p>r consiguiente, 
el poder especial para la primera tercería concluyó con ésta, y 
no puede extenderse á ningún acto análogo, aunque fuese con- 
secuencia natural de dicha primer tercería, según la disposición 
citada, y porque terminado el negocio ó pleito, objeto del man- 
dato, éste concluye «.lógicamente, y en cumplimiento de lo pros- 
cripto por el artículo 1960 del Código citado, asila excepción 
de falta de personería en el representante de la tercerista está 
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fandada en la ley, si bien ha sido oportunamente subsanada 
con la exhibición del poder de foja... 7 ratificación en él con- 
tenida. 

Por estas razones, fallo : declarando justificada la expresada 
excepción sin costas, y estando subsanada la falta de persone- 
ría opuesta, contéstese el traslado ordenado en decreto de 28 
del próximo pasado. Repóngase y notifíquese original. 

David Zambrano . 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 22 de 1896. 



Vistos : Habiendo reconocido el tercerista la razón de la ex- 
cepción opuesta á foja cuarenta y cuatro, por el hecho de pre- 
sentar el nuevo poder de foja cuarenta y ocho, que recien lo 
habilita para deducir la demanda de foja cuarenta y una, se 
declaran & su cargo las costas de dicha excepción, quedando 
revocado, en esa parte, el auto recurrido de foja cincuenta y 
dos. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA ci«x.i:i[¥ 



Don Antonio Pérez, contra don Raimundo Renateau y don Pe- 
dro Brunet, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre nulidad de 
declaraciones y apelación. 

Sumario. — No es apelable en el juicio ejecutivo el auto que 
declara nulas las declaraciones d« testigos presentados por el- 
ejecutado. 

Caso. — Estando recibida la causa aprueba para justificarse 
laexcepcion de espera que opusieron los ejecutados,, éstos por 
medio de su apoderado don Clodomiro Rivas, con fecha 15 de 
Febrero de 1895, pidieron que se librara oficio al Juez de Paz de 
Las Heras, paraque tomara declaración á los testigos que indi- 
caba. 

fin ese mismo día, el juez proveyóde conformidad, haciéndo- 
se las notificaciones en la forma siguiente : 

< En la misma fecha alas 11 a. m., notifiquéá don Clodomiro 
Rivas, leyó.» 

€ C. Rivas. — Suarez. 

« Febrero 16 de 1895. 

c Oficióse : 

c Suarez. 
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€ En la misma fecha notifiqué al señor Ciríaco Bravo^ siendo 

las diez a. m. 

« 

« 5. Bravo. — SiMirez. » 

» • I ■ 

En 16 de Febrero^ á las diez y media a. m., ol apoderado del 

ejecatante solicitó que los testigos declararan ante el Juez, sien- 
do de su cargo lob gastos que se originen. 

El juez proveyó de conformidad en ese mismo día, señalando 
la audiencia en que debían declarar los testigos. 

El oficio á que se refiere la primera providencia, fué librado con 
fecha 16 de Febrero, y en ese mismo dia declararon los testigos 
ante el Juez de Pazj que devolvió, en ese mismo día también, 
las diligencias producidas. 

El apoderado delejecatante dedujo nulidad de esas diligencias 
de prueba, diciendo que el oficio se había librado antes de ser 
notificado y sin dársele el tiempo necesario para hacerse repre- 
sentar y vigilar la prueba, y cuando había pedido qua los testi- 
gos declararan ante el Juez de sección. Que el Juez de Paz había 
procedido con suma rapidez, pues tomó las declaraciones el 
mismo día en que se recibió el oficio. 

Pidió que se declare nulas dichas pruebas. 



Fallo del Jíues Federal 



Mendoza, Febrero 27 de 1895. 

Vistos y considerando: 1® Que el oficio de foja 30 en que se 
cometíala recepción déla .pru*)ba testimonial, ofrecida por la 
parte representada por el procurador señor Rivas, se ha remiti- 
do por el Juzgado de Paz, antes de haberse hecho la competen- 
te notificación á la parte contraria. 

T. LXV 2 
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2^ Que la notiñcacion del decreto de foja26 voelta^ al ptoca- 
rador de la parte actora, señor Bravo^ ha tenido lagar con pos- 
terioridad á la misma notificación hecha al procarador Rivas, ó 

• 

sea al día sigaiente, i6 de Febrero y no el día i5 como se sos- 
tiene por los demandados. Así resalta del informe del pro-se- 
ci^ario, corriente á foja..., y además de diferentes circanstan- 
ciasque los autos mismos establecen. En primer lagar, en el 
orden delaa notificaciones, no es posible que la primera se veri- 
ficase á las 11 a. m., y 1:1 segnnda, la sabsigaiente^ en el orden 
deoQlocacion á las 10 a. m. del mismo día. Por otra parte, si 
se aticKide sólo al valor de las diligencias asentadas por el em- 
pleado de Secretaría, debería concluirse qoB € la misma fecha >, 
que expresa U notificación á Bravo, es la de la constancia in- 
mediatamente ant^^riorqne dice: «Oficióse^ Febrero 16 de 1895», 
atestación que bastaría á determinar la fecha, si no existiera el 
informe de! mismo empleado y la circanatancia ya notada acer- 
ca del orden en las diligencias respectivas. 

3^ Que estos hechos han dado lugar á que la recepción de los 
testigos de fojas 30 á fojas 32, laviese efecto en e) departamen- 
to de Las lleras, sin conocimiento ni audiencia de Upatte con- 
traría, no obstante el ilecreto de la misma fecha 16 de Febrero, 
foja 27 vuelta, en que se ordenaba la comparecencia al Jmgado 
délos testigos ofrecidos por bs demandados, 

4® Que es esencial en la recepción de toda prueba, la publi- 
cidad de ella, sobre todo jraspecto de las partes que litigan y 
afianzan en su fuérzalas pretensiones ó derechos cnestíonados 
(art. 123,124, 129, 131 y 139, Ley de Procedimientos). 

5® Que habiéndose obtenido subrepticiamente el oficio sin 
la previa noticia y notificación de la parte contraria, para que 
hiciera valer sus derechos en forma, con arreglo á la ley^ el 
acto y la diligencia comunicada como resultado de la menciona- 
da prueba, carecen de valor, son nulos y deben tenerse por tales 
como obtenidos y realizados por engaño ó fraude. 
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6^ Que el defecto notado no podría salvarse con la ratifica- 
ción de los testigos en audiencia posterior designada al efecto, 
por cnanto los hechos qne motivan este incidente, no han debi- 
do producirse y el vicio de nulidad empieza en la notificación 
verificada con fecha errónea y falsa, lo que invalida por com- 
pleto las ulteriores tramitaciones (artículos 62 y 7i, Ley de Pro- 
cedimientos). 

7^ Qne el error en la notificación, salvada por la interposición 
de la constancia del oficio que hace referir aquella á la fecha 
real, ó sea el 16 deFebrero, ha motivado, sin embargo, la diligentf 
cia de prueba á que se refiere el decreto respectivo, en las con- 
diciones primitivas, de manera que las consecuencias del vicio 
de la notificación se han hecho sentir en la producción irregular 
de dicha diligencia, obtenida con rara presteza por el señor pro- 
curador Rivas, que tiene la obligación de conocer el procedi- 
miento y ha debido propender, con su intervención, ala mayor 
legalidad de todos los trámites en el juicio, no pudiendo ignorar 
que la firmeza de la prueba, depende de su publicidad y del con- 
trol á que las partes pueden sujetarla, para mejor esclareci- 
miento de la verdad con arreglo á la ley. Salvado, pues, el error 
en la notificación, la nulidad de las diligencias ulteriores no ha 
dependido de ese error, sino de la inoportuna remisión del oficio 
de foja 30, concedida irregularmente al procnrador de la parte 
demandada. 

Por tanto, decláranse nulas las actuaciones de prueba de foja 
30 y foja 32, debiendo estarse al decreto de foja 27 vuelta, 
ejecutoriada que se encuentre esta resolución. Y resultando 
evidente la falta cometida por el señor Procurador Rivas, que 
en la tramitación del juicio ha obstruido así el curso de la jus- 
ticia, se le apercibe seriamente por su conducta. No encontran- 
do mérito para imponer al empleado la multa que prescribe el 
artículo 71 de la ley de procedimientos, en fuerza de lo expues- 
to y la naturaleza del caso, previénese á todos los de secretaría 
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que deberán extender las notificaciones completas con sns re- 
quisitos de ley, sin referencia en fecha, hora ni otra cosa algu- 
na á otro acto ó notificación, por inmediatos que sean; bajo aper- 
cibimiento de imponerse las penas que para estas infracciones 
marca la ley. Hágase saber original. 

Severo G. del Castillo. 



Fallo de la SupreMia Corte 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1896. 

Vistos : No estando el auto de foja cuarenta y seis vuelta 
comprendido entre los que son apelables conforme al artículo 
trescientos de la ley de procedimientos, se declara mal concedi- 
do el recurso. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL B AZAN . — OCTAVIO BCNGE . 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAIJ^A CliXXXYI 



DonJimn ñ. Borges contra don Samuel Bosch,por cobro eje- 
cutivo de pesos; sobre consignación y costas del juicio eje- 
cutivo. 



Sumario. — Resultando que el deudor ha hecho consignación 
de lo adeudado, antes de que se le intimara el pago, debe de- 
clarársele exento de las costas del juicio ejecutivo. 



Caso, — Resulta del 



rallo del #ueK Federal 



Buenos Airesi Junio 11 de 1896. 

Autos y vistos : Considerando : Que según resulta del certi- 
ficado corriente á foja 23, el demandado depositó á la orden del 
juez Dr. Méndez Paz, y como perteneciente al ejecutante, la 
suma debida antes de que se le intimara el pago de ella y tu- 
viera conocimiento del presente juicio ; por esto y de acuerdo 
con el artículo 760 del Código Civil y jurisprudencia de la Su- 



22 FALLOS DE LA* SUPREMA CORTE 

prema Corte en el casodeNaTarToOnyiñas contra el doctor Ra- 
fael Calzada, no halagar á lo solicitado en el escrito de foja... 
Y proveyendo al presente escrito, se le tiene por parte al com- 
pareciente á mérito del poder presentado qae le será devaelto 
dejando constancia en autos, declarándose exento de costas el 
ejecutado. Al otrosí, hallándose cbancelada la hipoteca, según 
resulta de las anotaciones verificadas á foja . . . por el escri- 
bano autorizante de la escritura, y por el encargado del registro 
á foja..., no halagar al oficio solicitado. 

Campillo. 



Fallo úe la üupreMia Corte 



Buenos Aires, Agosto 22 de 1896. 

Vistos : Por sus fundamentos y con arreglo á la jurispruden- 
cia establecida por esta Suprema Corte en casos análogos, se 
confirma, con costas, el auto de foja treinta y ocho en la parte 
apelada. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. —OCTAVIO BÜNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CliXXXTII 



El Ferrocarril de Buenos Aires y Rosario ^ contra los herederos 
del general López, por eoopropiacion; sobre nombramiento de 
defensor y apelación. 

Sumario. — No es apelable el auto que rechaza el recurso de 
reposición interpuesto sin el de apelación en subsidio. 



Caso. — £1 representante del ferrocarril manifestó que no 
habían concurrido, en virtud de la citación por edictos, sino 
una de las personas demandadas, la que está representada por 
don Manuel López Zamora, y pedía que se intime á éste que 
justifique los derechos que cree tener su mandante. 

El Juez nombró defensor de los que no habían comparecido 
al doctor Agustín Lando, y confirió vista al señor López Za- 
mora del escrito del apoderado del ferrocarril. 

El señor López Zamora pidió se dejara sin efecto el nombra- 
miento de defensor, por ser su representado el único interesado 
en la causa. 

Fallo del Jues Fedeimi 

Rosario, Octubre 13 de 1893. 

Y vistos : El llamamiento de foja 52 vuelta, respecto ála so- 
licitud de foja 45, en la que se pide se deje sin efecto el nom- 
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bramiento de defensor de ausentes verificado por el auto de 
foja 40 vuelta, en la persona del doctor Agastín Lando. 

Considerando : i^ Que al presente se trata de la expropiación 
de un terreno perteneciente á los herederos del fallecido gene- 
ral don Juan Pablo López, y que en el escrito de foja 23 se di- 
cen ser las diversas personas allí nombradas. 

2® Que éstas, no obstante las diversas citaciones que se les 
ha hecho por medio de edictos para su comparecencia enjuicio, 
no se han, empero; presentado. 

3^ Que annqoe en la escritura de foja 42, extendida á favor 
del doctor don Félix Pujato, quien como dueño del terreno á ex- 
propiarse es el único que se ha presentado en los autos, se ex- 
presa es propietario de dicho terreno por compra hecha á los 
herederos del general Lopez^ no encontrándose estos nombra- 
dos, no puede asegurarse constituyan la totalidad de los here- 
deros de dicho general López, y por tanto, que la venta haya 
sido verificada por todos los que tuvieran derecho al terreno de 
la cuestión. 

4^ Que aunque no existiera la razón anterior, se tendrían 
siempre las expresadas en el escrito de foja 50, referentes á las 
diversas cuestiones judiciales y transacciones de que ha sido 
objeto el predio en debate, y cuyas soluciones terminales, no 
siendo conocidas por el Juez, por no constar en autos^ imponen 
como acto de justicia y equidad dar intervención en el presente 
al defensor á que se refiere el artículo i O de la ley que rige la 
materia, á objeto de dejar así salvada toda y cualquiera emer- 
gencia posterior á causa de nulidad. 

5^ Que el nombramiento de tal defensor, ningún gravamen 
trae, por otra parte, á la del doctor Pujato, pues, bien sabido 
es, corresponde por lo general^ en esta clase de juicios, el pago 
de las costas al expropiante, y en caso que en el presente ellas 
no llegaran áser de cargo de dicho expropiante, desde ahora se 
resuelve deban ser los actuales á su costa. 



DE JUSTICIA NACIONAL 25 

Por tanto, mantiénese el nombramiento hecho en decreto de 
fecha 10 de Abril próximo pasado, disponiéndose asimismo se 
notifique, bajo apercibimiento de rebeldía, al acreedor hipote- 
cario del terreno en litigio, don Pedro L. Zavalla, gerente del 
Banco Agrícola, en el domicilio que se indica en el escrito de 
foja 50. Notifíquese con el original, y repónganse los sellos. 

G . Escalera y Zuvirla. 



Auüm del Jluea W%úmrmt 



RosariOr Febrero \% de 1894. 

Antos 7 vistos : La revocatoria solicitada por !a parte del fe- 
rrocarril en su escrito de foJA 57. 

* * 

Y considerando: Que en la actualidad existe un defensor de 
menores y ausentes titular, creado por la ley de presupuesto. 

Que esta circunstancia hace inútil el nombramiento de un 
defensor ad hoc, como lo es el nombrado á foja 40 vuelta. 

Por tanto, se resuelve dejar sin efecto la condenación en 
costas establecida en el considerando 5^ del auto de foja 54, 
y que se estableció á mérito de solicitud expresa, hecha por la 
parte del ferrocarril, á quien se cargaba con dichas costas, como 
se manifiesta por la confesión de esa parte, constante en el acta 
de foja 59. 

Notifíquese y repóngase. 

G. Escalera y Zuviria. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1896. 

Vistos y considerando : Primero: Que el escrito de foja cua- 
renta y cinco, en que se pide se deje sin efecto el auto de foja 
cuarenta vuelta, en cuanto nombra defensor á las personas que 
han sido citadas y no han comparecido á estar A derecho en la 
cansa, importa un recurso de reposición . 

Segundo: Que dicho recurso no se halla acompañado del de 
apelación en subsidio, y el auto que sobre él recaiga no es ape- 
lable, con arreglo al artículo doscientos cinco, ley de procedi- 
mientos . 

Por esto, se declara mal concedido el recurso interpuesto á 
foja sesenta y una. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO B13NGE. — 
JUAN £. TORRÉNT. 



i 
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CAUSA CXXXXTIII 



El Ferrocarril del Oeste de Buenos Aires contra la proüincia 
deBuenos Aires, por eviccion y saneamiento; sobre personería. 



Sumario. — £1 fiscal de Estado de la proyincia de Baenos 
Aires, no tiene personería para representar á la provincia en las 
cansas en qne ésta sea parte ante la Suprema Corte nacional. 



Caso. — El representante del ferrocarril pidió á la Suprema 
Corte que se diera intervención en la causa al Fiscal de Esta- 
do de la provincia, con el propósito de evitar nulidades, desde 
que á dicho funcionario compete representar á la provincia, de 
acuerdo con su Constitución . 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1896. 

Con arreglo á lo establecido por esta Suprema Corte en los 
casos que se registran en la colección de loe Fallos, serie ouar- 
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ta^ tomo sexto, páginas doscientos setenta y una y doscientos 
setenta y tres, y tomo séptimo^ página treinta y nneve, no ha 
lugar á lo pedido. 

LUIS V. VÁRELA. —ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JÜAH E. 
TÓRRENT. 



CAUSA eijxxxix 



Contra Gómez hermanos; sobre dobles derechos 



Sumario. — Corresponde al administrador de rentas la clasi- 
ficación de la mercadería, y penalidad en consecuencia aplica- 
ble. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Rosario, Enero 9 de 1896 • 

Vistos los presentes seguidos por diferencia de calidad en 
elásticos . 
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Y resultando : Qae los señores Gómez hermaaos , pid ierou por su 
permiso número 9572, despacho de 917 kilos elásticos para ca- 
rros; de la Teriñcacíon hecha por el vista, resultó 3125kilos para 
jardineras y 2529 para carros, por cuya razón el vista dio cueii- 
ta del hecho en el parte que encabeza este expediente. 

Que los interesados en su declaración de fojas 1 vuelta á 5 
vuelta, sostienen que han pedido bien su mercadería y niegan 
exista la diferencia dénuciada por el vista, y piden á esta admi- 
nistración se consulte con personas competentes sobre el aforo 
que les corresponde & los elásticos en cuestión. 

T considerando : Que para mejor proveer, esta administración 
además de la opinión unánime del tribunal de vistas, que dicen 
que á los elásticos en cuestión les corresponde el aforo que de- 
signa la partida número 1105 de la tarifa de avalúos vigente, 
consnltó privadamente con personas competentes de esta plaza, 
quienes han confirmado la opinión del tribunal de vistas de es- 
ta Aduana. 

Que de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 136 de las 
de las Ordenanzas de Aduana, en casos de controversia como el 
deque se trata, es el administrador quien debe resolver. 

Portante: declaro comprendidos en la partida 1105 de la 
tarifa de avalúos vigente á los 2208 kilos elásticos pedidos 
para carros y qué resoltan ser para jardineras. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo prescripto por el 
artículo 930 de las Ordenanzas de Aduana, resuelvo aplicarla 
pena de dobles derechos, sobre la diferencia que resulte á los 
2208 kilos elásticos manifestados. 

Hágase saber y pase á la contaduría para su ejecución y á los 
efectos de los artículos 1029 y 1030 de las Ordenanzas de 
Aduana, y repuestos los sellos pase á la Alcaidía para la entre- 
ga de la mercadería y con constancia vuelva á sumarios para su 
archivo. 

En ejercicio déla Administración, pronuncio este fallo con- 
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forme á las atribaciouea que me confiere el Reglamento Gene 
ral de Aduanas. 

José López. 



VISTA FISCAL 



Señor Juez de Sección : 

£1 Procurador Fiscal nacional, en los autos traídos en apela- 
ción ante V. S. por los señores Gómez hermanos de esta plaza, 
reclamando de una resolución administrativa que los condena 
al pago de dobles derechos por la diferencia de calidad de una 
mercadería solicitada á despacho ; eyaouando la vista conferida» 
ante V. S. expone: 

Que he notado que esta aduana ha establecido la práctica de 
conceder el recurso de apelación en los casos del artículo 135 
de las ordenanzas, en lo que se refiere á la pena; al mismo 
tiempo que se deniega en la parte de la resolución referente i 
la clasificación de la mercadería. El artículo 1063 de las orde- 
nanzas que cita el señor administrador, á foja 15, al conceder 
la apelación, entiendo, señor Juez, que es para el caso 
en que pueda apelarse la resolución administrativa, en cuanto 
al punto resuelto, de acuerdo con las ordenanzis, pero no cuan- 
do éstas establecen^ como en e\ sub-judice, que el fallo es obli- 
gatorio é inapelable por tratarse de deudas entre el comercian- 
te y el vista sobre la partida déla tarifa que corresponda ó so- 
bre la clase de los artículos. 

La pena en estos casos, viene á ser una consecuencia de la 
resolución sobre la cuestión de diferencia de tarifa^ clase ó cali- 
dad; y sí se admitiera la apelación en cuanto á la pena, la justi* 
cia nacional no podría entrar á juzgar sobre ella, sin revocar la 
resolución administrativa en la parte inapelable. 
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La Suprema Corte Naoional, á mi jaioio, así ha interpretado 
el alcance de las disposiciones legales citadas; puesto qne en los 
fallos que se registran sobre estas cuestiones de diferenciado ta- 
rifas, clase ó calidad, ha declarado qne la justicia nacional es 
incompetente para conocer de las apelaciones contra esas reso* 
1 aciones administrativas, y esto no obstante haber en todos 
ellos condenaciones de dobles derechos (Fallos de la Suprema 
Corte Nacional, serie 2*, tomo2^ página 32B; tomo 3®, página 
414; tomo 4*", página 42; tomo 9, páginal20). 

Por lo expuesto pido que Y. S. se declare incompetente para 

conocer en el caso sub-judice. 

Será justicia 

H. G. Pavera. 



Fallo del Juex Pederal 

Rosario, Junio 6 de 1896. 

Vistos: De conformidad al fallo de la Suprema Corte conte- 
nido en el tomo 8^, serie 4", página 152, se declara mal conce- 
dido el recurso de apelación de fojas 14yne1tayl5, sin perjuicio 
dé que el recurrente puede hacer raler ante la Dirección de 
Rentas los derechos que tuviese (art. 138 de las Ordenanzas de 
Aduana). Repóngase. 

Daniel Goyíia. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BueDos Aires, Agosto 17 de 1896. 
Suprema Corte : 

Los textos citados y la jurisprudencia de los fallos de Y. £., 
indicados en la resolución recurrida de foja 28, y la de referencia 
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de foja 24, me ioclinan á pedir á Y. E. su confírmacioD en el 
caso . 

Sabiniano Kier. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1896. 

Vistos: Considerando: Que la resolución de foja seis pro- 
nunciada por la aduana, se refiere únicamente á la clasificación 
de la mercadería y penalidad en consecuencia aplicable. 

Por esto 7 de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja veinte y cuatro. Repuestos los 
sellos^ deyuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAll. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



exe 



Don Juan Pinoges, contra don A. Mollel, por nulidad de una 
patente de invención; sobre agregación de documentos 

Sumario. — Después de cerrada la discusión de la causa, 
no es permitido á las partes presentar documentos. 
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* Caso. — Llamados autos, ana de las partes presentó dooa- 
mentos que se mandaron agregar. 

Se pidió reposición y apelación en sul)sidio. 



Fallo del Jíuex federal 

Baenos Aires, Marzo 3 de 1896. 

Y yistos: Atento lo establecido en los artículos iO y li de 
la ley^Éionalde Procedimientos, no ha lugar á la revocatoria 
solicitiraay concédese en relación la apelación subsidiariamen-. 
te interpuesta^ debiendo elevarse los . autos á la Suprema Corte 
en laforma de estilo. Repóngase el papel. 

J. V. Lalanne. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1896. 

Vistos: No siendo permitido en el estado del juicio, la pre- 
sentación del escrito de foja ciento catorce y los documentos á 
que éste se refiere, por cuanto la providencia de autos, corriente 
á foja sesenta y uno, cerró la discusión de la causa, se revoca 
el auto apelado de foja ciento diez y seis, sin perjuicio de los 
derechos que á la parte puedan corresponder en el caso del ar- 
tículo doscientos diez y nueve de la ley de procedimientos y de 
las facultades que al Juez confiere dicha ley. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse* 

LUIS V. VAll£LA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUIIGE. — JUAN B. TO- 
RRBIIT. 

T. IXV 3 
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CAUSA CXCI 



Contra don Vicente Morales; sobre infracción i la ley de 

enrolamiento 



Sumario. — No puede ser considerado como infractor de la 
ley de enrolamiento, el ciudadano ^ae ha ocurrido en tiempo á 
la comandancia militar j no ha podido ser enrolado por falta 
délas papeletas impresas requeridas por la ley. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del JTuea Federal 



La Plata, Julio 13 de 1896. 

Antos y vistos : Y considerando: 1^ Que de la partida de 
bautismo de foja Qyuelta, consta que el procesado ha cumplido 
18 años recien el 22 de Enero del corriente añu. 
' S** Que el artículo 17 de la ley sobre organización del Ejérci- 
to y Guardia Nacional impone el deber de enrolarse á la edad 
de 18 años. 
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d^ Qae si bien la ley anterior impone el mismo deber desde 
]a edad de 17 años, la falta que el procesado cometió al no 
cumplir con dicho deber durante el per(od9 qne para ello 'se lijó 
el año próiimo pasado^ esta faUa ha que^^ado sin pena, según 
el principio reconocido en derecho criminal de la retroactiyidad 
de las leyes nuevamente sancionadas ciando son más benignas 
que los que antes regían. 

4^ Que el procesado no puede enrocarse después de cumplir 
los iSafios; porque habiendo ya voncido en 30 de Junio del 
año anterior el termine fijado para ello, no se han instalado 
aún las registros permanentes que estatuye el artículo 50 de 
la ley vigente. 

5® Qne no obstante, el procesado se presento á la comandan- 
cia militar de Lujan, una vez que cumplió los 18 años, con el 
objeto de enrolarse, lo que no se verificó por causas indepen- 
dientes de su voluntad, como lo certifica el comandante Ramí- 
rez en su informe de foja 6; cuyo hecho demuestra que el pro- 
cesado nunca tuvo el propósito de infringir la ley; no siendo 
por lo tanto pasible de ningún castigo. 

Forestas razones sobreseo definitivamente en la presente 
causa y ordeno que el detenido Vicente Morales sea puesto in- 
mediatamente en libertad . 

• ■ 

M.S.de Aurrecoechea. 



VISTA ÜBL SEÑOR PBOCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 20 de 1896. 
Suprema Corle: 

Vicente Morales ha justificado con la partida de foja 9, que 
no había cumplido la edad de 18 años que requiérela ley para 
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obligar ala inscripción en la Guardia Nacional, y con el certifi- 
cado de la comandancia militar de ]a Villa de Lujan, corriente 
á foja 6, que no pudo yerifícarlo después, por carecer aquella 
comandancia de las papeletas impresas requeridas por la ley. 

Siendo ajustadas á esos antecedentes y á los de derecho que 
se derivan de las prescripciones de la ley de enrolamiento, las 
conclusiones de la resolución de foja 14, pido á V. E. se sirva 
confirmarla por sus fundamentos . 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 29 de 1896. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, y por sus fundamentos, se confírmala sentencia 
apelada de foja catorce. Devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — OCTAVIO BUN- 
G&. — JUA^l E. TORRENT. 
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CAUSA CXCII 



El Banco Nacional, contra don Saturnino de la Presilla, por 
cobro de pesos; sobre oblación de precio de la finca rema" 
tada. 



Sumario. — No es razón para no oblar el precio de la finca 
comprada en remate, qae ésta deba el impuesto de contribu- 
ción territorial, y no se hayan hecho en la misma las obras de 
salobridad. 



Ca50. -—Don Julio Pueyrredon, comprador de la finca vendi- 
da en el juicio ejecutivo, pidió revocatoria del auto en que se le 
ordenó que oblara el •precio, y expuso que: 

Como lo manifestó en su escrito anterior había llegado á su 
conocimiento que la casa vendida adeuda el impuesto de con- 
tribución territorial y que no se han construido las obras de 
salobridad correspondientes. 

Ahora bien, esas deudas, y especialmente la última constitu- 
yen un gravamen para la propiedad y por ellas tiene el Estado 
una acción real para exigir so cumplimiento de acuerdo con la 
ley de la materia y por consiguiente el comprador, conforme 
con lo dispuesto por el artículo 1425 del Código Civil, tiene de- 
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recho á suspender el pago del precio hasta tanto se le ofrezca la 
casa libre de tpdo gravamen. 

Qae basado en estas razones pidió se solicitaran los informes 
de las respectivas reparticiones, para según ello proceder 6 no 
al depósito. 

Hasta tanto, pues, no se contesten esos informes en un sen- 
tido favorable, la oblación del precio no procede, de acuerdo con 
la disposición legal citada. 

El apoderado del Banco contestó diciendo : 

Tina vez hecha la oblación y dada la posesión, será llegado el 
momento en que el escribano que se nombre para el otorga- 
miento de la escritura, pida que informen las oficinas públicas 
respecto á los gravámenes que pueda reconocer la propiedad 
vendida, ya sea por impuestos, contribución directa, ú otros, 
y ellos &erán en el acto satisfechos por el Banco que repre- 
sento. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Mayo 7 de 1896. 

Por los fundamentos aducidos en el precedente escrito; 

Y considerando además : Que en cuanto al gravamen que se 
dice pesar sobre la propiedad subastada, él no puede constituir 
un inconveniente para la escrituración de la misma desde 
que al extenderse ésta, el escribano respectivo ha de exigir 
el pago délos mismos que se efectuará con los fondos que se de- 
positen como producto de la venta, según lo ofrece también el 
representante del Banco en el precedente escrito. 

Que en cuanto ala faltado construcción délas obras de salu- 
bridad, ello no constituye propiamente un gravamen como lo 
pretende el comprador, pues que al efectuar su compra en el re- 
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mate ha tenido conocimiento de que dichas ohras no se habían 
efectuado, como debe también haberse tenido presente al hacer- 
se la estimación de la finca por el perito tasador nombrado ai 
efecto, 7 la aprobación judicial de dicha tasación, y en todo 
caso, á existir alguna obligación de parte del propietario ejecu- 
tado^ por multas que adeude la finca por razón de los servicios 
de cloacas y demás, ellas deberán también ser satisfechas de los 
mismos fondos. 

Por tanto, no ha lugar á la revocatoria solicitada y concé- 
dese en relación el recurso interpuesto para ante la Exma. Su* 
prema Corte á la que se elevará los autos en la forma de es* 
tilo. 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 29 de 1896. 

Vistos: De acuerdo con dispuesto en la última parte del ar- 
t ículo doscientos noventa y dos de la ley de procedimientos^ y 
por los fundamentos del auto de foja ciento sesenta y ou a tro* se 
confirman, con costas, los apelados de fojas ciento cuarenta y 
tres vuelta y ciento cincuenta y ocho. Bepuestos los sellos, de- 
vuélvanse . 

LUIS V. TÁRELA. — OCTAVIO BCN- 
G£. — JUAN E, TORRÉNT. 
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€)AVHA CXCIII 



Contra don Domingo Laque ó Francisco Rossi; sobre infracción 

á la ley de enrolamiento 



Sumario. — En la dada, debe absolverse al acusado. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jíuess Federal 



Buenos Aires, Julio 10 de 1896. 

Vistos : Este juicio seguido contra Domingo Laque ó Francis- 
co Rossi, argentino, de 16 años de edad, soltero, vendedor am- 
bulante, domiciliado en la calle Reconquista entre Tres Sar- 
gentos y Paraguay. 

Y considerando: Que con fecha Agosto 2 del año próximo pa- 
sado, fué puesto á disposición de este Juzgado y en su declara- 
ción indagatoria de foja 2 vuelta, manifestó no haberse enrola- 
do por haber estado ausente en Montevideo, habiéndose produ- 
cido después de practicadas las diligencias correspondientes del 
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sumario, la acusación fiscal de foja 13 vuelta, y la' defensa de 
foja 14. 

Que según resulta de la confesión del procesado, éste tiene i6 
años de edad, cuyo hecho no ha sido desconocido por la acusa- 
ción fiscal, debiendo por lo demás en caso de duda estarse á lo 
favorable, á cuya circunstancia se agrega como consideración 
de equidad la del tiempo de prisión preventiva que lleva sufrido 
el procesado. 

Por estos fuodamentos, fallo : absolviendo á Domingo Luque 
6 Francisco Rossi, y en consecuencia líbrese el correspondiente 
oficio al director de la Penitenciaría para que sea puesto en li- 
bertad . Notifíquese original . 

* 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 20 de 1896. 
Suprema Corte: 

Si bien no se ha demostrado de una manera fehaciente, ni la 
edad del procesado Luque, ni su ausencia del país durante el 
tiempo del último enrolamiento, existen presunciones que in- 
ducen á aceptarlo como cierto. 

iRespecto á la.edad^ la declaración de foja 3 establece la de 
16 anos, que el Juzgado nu encontró sin duda inverosímil cuan- 
do la hizo anotar sin observación alguna. 

Y este hecho de la edad, establecida sin contradicción, ni del 
Juzgado ni del ministerio público, que renunció expresamente, 
á foja !25 vuelta, el término de prueba en que pudo impugnarle 
ó exigir su justificación, debe admitirse cómo cierto, en el ac- 
tual estado de la causa, y si á ello se agrega que el procesado 



42 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

ha ocurrido unos días después de vencido el término del enrola- 
miento ala mayoría del l^" Regimiento de caballería de la Ca- 
pital, según lo afirma su jefe en el oficio de foja 10, debe con- 
cluirse que no hubo por parte del procesado infracción, al 
menos voluntaria^ de las prescripciones de la ley de enrola- 
miento, y en la duda, la ley favorece al procesado, que por otra 
parte ha sufrido por retardo del proceso, un término de deten- 
ción igual al que de servicio militar le hubiera correspondido, 
si fuese condenado. Sírvase por ello, Y. E., confirmar el auto 
recurrido de foja 26. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la liuprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 29 de 1896. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto, y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja veinte y seis. Devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGB. 
— JUAN E. TORRERT. 
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CAUSA CXCIV 



Don Antonio y don José Blanco contra don Honorio Alurralde, 

sobre daños y perjuicios 



Sumario. — Debe rechazarse la dernaada por danos y perjui- 
cios» fondada en la falta de acequia en la finca arrendada, que 
del mismo contrato de arriendo resulta haber existido, y se ha 
probado haber dado agua para el riego. 



'Caso. — Lo explica el 



rallo del Juez Vederal 



Tucuman, Abril 6 de 1896. 

Vistos : estos autos seguidos por don Fernando raima, como 
apoderado de don Antonio y don José Blanco, contra don Hono- 
rio Alurralde, sobre rescisión de un contrato de arriendo, de los 
que resolta: 

£1 expresado apoderado señor Palma se presenta á foja 8 y 
expone : 'que según la escritura pública que acompaña, sus poder- 
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dantes arrendaron al señor Alurralde nn terreno situado en el 
departamento de Monteros, para establecer trabajo de agrical- 
tnra bajo las bases y condiciones que en la misma se expresan; 
qae sus representados han ocupado el terreno y han ejecutado los 
siguientes trabajos : han plantado 800 surcos de caña, reparado 
los cercos y hecho otros más reparando también la casa existente, 
que no tenía techo, y construido ranchos para peones; borrado 
zanjas y preparado terreno para mayores plantaciones; en una 
palabra, han gastado al rededor áe siete mil pesos ^ en estos y 
otros trabajos, porque estaba en el interés de ellos hacer produ- 
cir lo más posible á dicha propiedad para cubrir el fuerte ar- 
riendo á que estaban obligados ; que con este propósito compra- 
ron también semilla de arroz para hacer siembra de este grano, 
que siempre deja resultados provechosos, é igualmente de tabaco ; 
que todos estos proyectos han fracasado á causa que á sus poder- 
dantes les ha faltado el agua para sus cultivos ; pues, á pesar de 
lo que se expresa en el contrato , el locador no había tenido 
acequia alguna con agua para el riego de estos terrenos. De mo« 
do que aquellos han sido víctimas de verdadero engaño al contar 
con una acequia que se les daba y que resulta que no tiene ni 
nunca ha tenido el señor Alurralde; que siendo el agua un ele- 
mento esencial para esos cultivos, al faltarles^ falta una de las 
estipulaciones esenciales del contrato ; que en yista de estas con- 
sideraciones, viene á interponer demanda contra el expresado 
Alurralde, y pide se declare rescindido dicho contrato condenan- 
do á aquél al pago de las mejoras hechas, y á la indemnización de 
los daños y perjuicios. 

Corrido traslado, el demandante expone : Que el Juzgado se ha 
de servir proveer como lo solicitará en adelante, con costas en el 
casode oposición; que puestoquese demanda la rescisión del con- 
tratono tiene inconveniente en rescindirlo; que demandándose así 
mismo el pago de las mejoras existentes en la finca arrendada, 
declara que tampoco tiene inconveniente en indemnizarlas, pré- 
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via estimación de ellas por peritos que se nombrarán oportuna- 
mente : que en cuanto álos daños y perjuicios que se suponen 
sufridos por falta de cumplimiento del contrato, no existe causa 
para fundar semejante acción, y en esta parte déla demanda pi- 
de su rechazo con costas; que los actores no contaron con el 
agua de la finca para regar sus plantíos; que es inexacto todo lo 
afirmado á este respecto; no contaron con el agua: 1^ porque 
la bondad del tiempo les ha participado, como á todos los agri- 
cultores de esta provincia, de los beneficios de una de las más 
abundantes délas cosechas conocidas; 2® porque su contrato se 
refiere al derecho de agua que tiene, y ha estado siempre á dispo- 
sicion de ellos, pero no al agua corriente, pues los locatarios 
debieron limpiar el cauce de la acequia, qneaún en la hipótesis de 
que por el contrato hubiese estado obligado á entregarles ó dar- 
les el agua corriente por la acequia, y que no lo hubiese hecho, 
aun en este supuesto, no podría pedirse la condenación á pagar 
daños y perjuicios sin antes pedir ódemandar el cumplimiento 
de la obligación ; que los demás hechos que se exponen en el es- 
crito que contesta son inexactos, y niega los que se opongan á 
sus afirmaciones ; que usando del derecho de contrademanda, 
contrademanda á los señores Blanco, á fin de que se les ordene 
abonarle el importe de las mensualidades de arriendo vencidas y 
que vencieren hasta el día del fallo, 6 en su defecto, se rescinda 
el contrato; condenándolen á pagarlos danos y perjuicios, con 
más las costas. 

Oídos los señores Blanco, respecto de esta contrademanda, 
manifiestan que ella es inadmisible por ahora; puesto que la 
falta de cumplimiento por parte de Alurralde á una estipulación 
esencialísima del contrato, hace desmerecer el precio de la lo- 
cación, y que en los contratos que establecen obligaciones bilate- 
rales una de las partes no puede demandar su cumplimiento si 
no ha cumplido la obligación que le es respectiva. 

Después de esta discusión^ se recibió la causa á prueba, pro- 
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duciéndose por las partes la qne corre de fojíi. . . á foja. • . , de 
que da cuenta el secretario á foja.. . 

Y considerando : 1** Que como se ve por lo expuesto ante- 
riormente^ existe conformidad de partes en cuanto á que el con» 
trato en cuestión se rescinda, así como el sefipr Alnrralde debe 
pagar las mejoras existentes en la finca arrendada. 

2^ Que en tal caso el pleito queda reducido á saber si proce* 
denlos danos y perjuicios demandados por los actores. A este 
respecto es de notar que, el derecho á cobrarlos lo fundan los 
actores en que, habiéndoles prometido una acequia con agua, el 
locador no había tenido ninguna en el terreno arrendado. 

3° Qne esta afirmación de los actores no es admisiblu: 1® por- . 
que el contrato qne sirvo de base á este juicio, en la cláusula 
S*, al obligar por la conservación de la acequia, reconoce j admi- 
te implícitamente la existencia de ella; 2® porque no es 
verosímil que, habiendo los locatarios entrado á ocuparla fin- 
ca el 16 de Julio de 1894^ y teniéndola hasta Agosto de 1896, 
hayan podido, después de más de un año, darse cuenta re- . 
cien de que el terreno no tenía acequia, argumento que se 
desprende délos artículos 1494 y 4041, combinados, del Código 
Civil, razonamiento tanto más atendible' ene! caso, cuanto que 
los mismos arrendatarios se quejan de haber perdido varias se- 
menteras de tabaco por falta de acequia, interrogatorio de foja 
28; de que resulta, que ya desde mucho antes de presentarse en 
juicio, los arrendatarios sabían que no existía acequia^ y sin 
embargo no reclamaron, lo qne implica la inverosimilitud de la 
afirmación d«) los actores, antes recordada. 

4^ Que no puede suponerse, por otra parte, que la finca en 
cuestión no hubiese sido examinada palmo á palmo antes de 
que los demandantes la tomasen en arriendo, resolviendo 
arrendarla después de cerciorarse de que tenía acequia, aunque 
fuese en estadodedeterioro^dadoslos fines paraque se le arrenda* 
ba; á que se agrega que Alurralde ha demostrado sin contradic- 
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cion qae tiene una bocatoma de su propiedad, en el río c Chusco > 
ó c Romano» para sacar el agaa hacia su finca, la que supone 
la constitución déla acequia correspondiente^ declaraciones de 
fojas 4iá49, no siendo en ningún caso causa bastante parala 
rescisión del contrato, el que ella existiese borrada 6 de otra 

« 

manera deteriorada (artículo 1521 del Código Civil) . 

5® Que en consecuencia de lo expuesto, resulta procedente la 
contraiemanda, dado que los actores no han tenido razón para 
demandar la rescisión del contrato en cuestión. 

Por estos fundamentos : se resuelve : 

1® Queda rescindido el contrato á que se refiere el documento 
do fojas 3 á 7; 

2° Alurralde pagará las mejoras existentes en la finca que 
fué materia de dicho contrato, á juicio de peritos, que nombra- 
rán las partes oportunamente ; 

3® Los actores abonarán el importe de los arriendos vencidos 
j que vencieren hasta la fecha en que esta sentencia fuese eje- 
cutoriada, debiendo además cargar con las costas de este juicio. 

Hágase saber, reponiéndose los sellos. 

Delfín Oliva. 



PaIIo de la Mup^^wam Corte 

fiaenos Aires, Setiembre 1* de 1896. 

Vistos 7 considerando : Primero: Que habiéndose obligado 
los señores Blanco por el artículo tercero del contrato de 
arrendamiento celebrado con don Honorio Alurralde, á conser- 
rar la acequia en buen estado, es de suponerse que ésta existía 
realmente en el terreno arrendado, tanto más cuanto que ellos 
hicieron diversas y sucesivas plantaciones, sin deducir reclamo 
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algano por !a falta de dicha acequia durante más de un año que 
ocuparon la finca, antes de la interposición de la demanda. 

Segundo: Que las declaraciones de los testigos de la parte 
actora, de haber trazado Alurralde una zanja que es insuficien- 
te á su objeto, están contradichas por las de los testigos del de- 
mandado que dicen que desde hace mucho tiempo ha existido y 
existe actualmente el cauce de la acequia por donde corre el 
agua con que se riega el inmueble. 

Tercero: Que habiéndose demostrado la existencia de la aoe- 
quia en el terreno materia del contrato, los perjuicios alegados 
por los actores^ si ellos existieren, no serían imputables al de- 
mandado. 

Cuarto: Que no estando justificada la demanda en la parte 
relativa á los danos y perjuicios, la imposición de las costas á 
los actores, es procedente con arreglo á derecho. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia corriente á foja 
setenta y tres, se confirma ésta con costas en la parte apelada ; 
y deyuélvanse, reponiéndose el papel. 

LUIS Y. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN B. TORRBNT. 
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CAUSA CXCV 



El Ministerio de Menores, por el menor don Pedro Celedonio 
Moreira, por nulidad de enganche ; sobre baja del perdió de 
linea . 



Sumario. — El menor enganchado sin aatorizacion de sus 
padres, tiene que ser puesto en libertad, sin perjuicio de las 
acciones á que pueda dar lugar el hecho de haberse presentado 
con calidad simulada para recibir el precio del enganche. 



Caso. — El Defensor de Menores se presentó al juzgado pi- 
diendo la baja de Pedro Celedonio Moreira, que se había engan- 
chado, fundado en que el contrato es nulo por ser aquel menor 
de edad. 



FaIIo del Jluea Vederal 



Tucumao, Junio 2 de 1895. 

Autos 7 vistos : Dado que es verdad que los menores de edad 
no pueden enrolarse en el servicio militar^ sin licencia ó auto- 

T. tlT 4 
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rizacíon de sus padres, de acuerdo con el artículo 275 del Códi- 
go Civil, y en atención á que de la partida de bautismo que se 
acompaña aparece que Pedro Celedonio Moreira no tiene los 22 
aaosqae constituye la mayoridad de las personas, y siempre 
que ai s^or jefe de la oficina de Reclutamiento no tuTiere nada 
que observar ádioba partida, se resuelve que el expresado Mo- 
reira, sea puesto enlibertad, dándosele de baja. Hágase saber. 

Del/in Oliva . 



VISTA riSCAL 

Señar Juez de Sección : 

La copia de partida de bautismo, corriente á foja... demues- 
tra que Pedro Celestino Moreira ha cumplido 17 años de edad 
el 15 de Abril próximo pasado y por consiguiente no ha podido 
contratarse enrolándose para el servicio militar, de conformi- 
dad á lo dispuesto en el artículo 275 del Código Civil. 

En mérito de lo expnesto y usando de la vista conferida, ma- 
nifiesto estar conforme con lo solicitado por el señor Defen- 
sor de Menores y pido á V. S. se sirva resolver en ese sentido. 

Será justicia, etc. 

Napoleón M. Vera . 



Pallo del Juea Pederai 



Tacumáu, Junio 17 de 1895. 

Autos y vistos : Por los fundamentos del escrito presentado 
por el Defensor de Menores y con lo expuesto y pedido por el 
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Procurador Fiscal, líbrese orden nuevamente, 6 sea más bien 
dicho, hágase saber alJefe de la Oficina de Beclutamiento que 
este juzgado resuelve disponerlo mismo que se halla ordenado 
en el auto de foja 2 vuelta, para que sea puesto en libertad, 
inmediatamente, el menor Pedro Celedonio Moreira. 

9 

Delfín Oliva. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 30 de 1896. 
Suprema Corte : 

La partida de bautismo agregada á foja 1" demuestra con 
evidencia, que lacerta edad del menor Pedro Celedonio Morei- 
ra le inhabilitaba para el contrato de alistamiento voluntario, 
que consigna el documento de foja 4. 

Pidoá y. E. por ello, la confirmación del auto recurrido de 
foja 14 vuelta. 

Pero como el acto del menor, presentándose con] calidad si- 
mulada para recibir una suma de dinero, puede importar la 
perpetraoion de un delito del CódigoPenal, de que sa autor se- 
ría responsable ; pido á Y. E. que la confirmación del auto re- 
ourrido, sea sin perjuicio de las responsabilidades del menor, 
por el acto consumado con engaño, respecto de las que, deberá 
conocer el Juez de la causa, con arreglo á derecho. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Carie 



Buenos Aires, Setiembre 1* de 1896. 



Vistos: De acaerdocon lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se confirma el auto apelado de foja catorce 
vuelta, sin perjuicio de las acciones á que pudiera dar lugar 
el hecho que ha motivado esta causa. Devuélvanse. 



LUISV. VÁRELA.— OCTAVIO BUNGB 
— JUAN fi. TORRERT. 



CAUSA CXCVI 



Don Emilio F. Giraldes contra don Gregorio Errecaborde.por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre nulidad 



Sumario. — Es nulo lo obrado en juicio ejecutivo, en el cual 
no se ha hecho la intimación de pago, ni se ha despachado man- 
damiento. 
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Caso. — El señor Giraldes, oon tres pagarés de don Gregorio 
Errecaborde, hizo autenticar la ñrma de éste por información y 
sumaria 7 pidió y obtuvo inhibición de bienes, ante el Juez de 
Comercio de la Capital. 

Seguido el juieio ejecutivo en todos sus trámites, el deudor 
declinóde jurisdicción por ser extranjero. El Juez de Comer- 
cio se declaró incompetente y mandó pasar los antos al Juez 
federal. Ante éste se acreditó la distinta nacionalidad de las 
partes, manteniéndose la inhibición decretada por el Juez de 
Comercio, y se citó al deudor para reconocer las firmas, las que 
fueron dadas por reconocidas en su rebeldía, siendo después ci- 
tado de remate, á petición del ejecutante. 

El ejecutado opuso excepción de inhabilidad del titulo; el se- 
ñor Oiraldes contestó, y el Juez federal no hizo lugar á la ex- 
cepción mandando llevar la ejecución adelante. 

Interpuesto recurso de apelación y nulidad, y se dict&el si- 
guiente 



FaIIo de lA Suprema Corto 



Buenos Aires, Setiembre 1* de 1896. 

Vistos : Habiéndose omitido en la tramitación del presente 
juicio, las disposiciones de los artículos doscientos cincuenta y 
dos y doscientos cincuenta y cinco de la ley de procedimientos, 
se declara, de acuerdo con el artículo doscientos treinta y tres 
de la misma ley, nulo todo lo obrado de foja doce adelante. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

LOISV. VÁRELA. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CXCYII 



Contra don Daniel G. Silva ^ por contienda de competencia ; 

sobre fallecimiento. 



Sumario. — El fallecimiento del inculpado extingue la ac- 
ción fiscal, y hace cesar la contienda de competencia suscitada 
para conocer en ella . 



Caso. — Lo explica la 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 21 de 1896. 
Suprema Corte : 

El fallecimiento del procesado determina ipso fado la ex- 
tinción de la acción fiscal que persigue el castigo del delito 
causado. 

Si resultase comprobado el hecho del fallecimiento de Silva, 
que se expresa en el escrito de foja 95, no procedería en conse» 
cuenoia, la continuación de la causa. 
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Pero esa declaración/ como el coDOcimientodela acción oivil. 
que pudiera gestionarse sobre devolución de dinero que se dice 
defraudado^ correspondería al Juez de 1' instancia. En este 
concepto^ pienso que el auto sobre competencia, pendiente de la 
resolución de Y. E. debiera ser fallado^ á fin de dejar estable- 
cida la jurisdicción que haya de pronunciarse sobre los tópicos 
expresados. 

Sabiniano Kier. 



Comprobado el hecho del fallecimiento se dictó el 



Fallo de la SupremA Corte 

Buenos Aires, Setiembre 1* de 1896. 

Vistos nuevamente : Por lo que resulta de la partida de de- 
función adjunta, y de acuerdo con lo expuesto por el señor Pro- 
curador General en la primera parte de su vista de foja noven- 
ta y siete, hase por terminado el presente juicio, sin perjuicio 
de las acciones civiles á que hubieren lugar. Devuélvanse, 
avisándose por oficio al Juez de sección de Córdoba. 

LUIS y. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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t^AVflA CXCVIII 



Doña Celina Egaña de Williams contra don Juan B. Larraburu^ 
por desalojo ; sobre pruebas y apelación denegada 



Sumario. — En los juicios sobre desalojo, no es apelable el 
aato que ordeaa y manda agregar diligencias probatorias. 



Caso. — Resolta del 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 



Suprema Corte: 

En los autos á que se refiere la precedente nota de Y . E. se reci- 
bió la cansa á prueba, y la parte de Williams, solicitó á foja 35, 
testimonio de varios telegramas y de una carta dirigida por Lar- 
raburu, á la cuñada de aquel, señorita Mercedes Egaña, sobre el 
contrato de arrendamiento que la misma parte había presentado 
como prueba en un juicio sobre consignación, que sigue ante 
este mismo juzgado don Roberto Somaini. El juzgado proveyó 
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de conformidad con fecha 12 de Julio de 1895, auto de foja 36, 
el mismo que las partes consintieron. 

Dichas diligencias no pudieron cumplirse por haberse conce- 
dido una apelación para ante Y. E. y elevado los autos como 
es de práctica. 

Cuando estos fueron devueltos al juzgado, la parte de Wi- 
lliams, reiteró su pedido de prueba, á que antes se ha hecho re- 
ferencia, proyeyéndose en todo de conformidad á lo solicitado. 

La parte de Larrabnru, pidió reyocatoria y apelación de di- 
cho auto. 

Evacuando el traslado conferido, la parte de Williams» 
alegó que las diÜRencias de prueba áque se hace referen- 
cia estaban consentidas, pues fueron las que se decretaron por 
auto de foja 36, y además porque no se tratabade cartas dirigi- 
das á tnrceros, puesto que su cuñada Mercedes obraba en el ca- 
so, en representación de su esposo, que era aún soltera desde 
que se trataba déla administración de sus bienes, que la ejercía 
Mercedes, como hermana mayor. 

Por último habiéndose presentado los testimonios que se 
mandaron expedir por autos de fojas 36 y 53, se ordenó su agre- 
gación por auto de foja 160 vuelta, providencia que también 
quedó consentida por ambas partes. 

Resolviendo sobre la revocatoria y apelación deducida por 
Larraburu, el juzgado proveyó con fecha 6 de Agosto, nohaciendo 
lugar á dichos pedidos por considerarlos estemporáneos desde 
que el juzgado en el estado actual del juicio, no podía pronun- 
ciarse sobre el mérito legal de la prueba prodncída. 

Es cuanto puedo informar á Y . E. sobre el particular . 

Agustín Urdinarrain . 
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Fallo de Mi üwpreáia Corte 

Buenos Aires, Setiembre 1* de 1896. 

Autos y vistos: Por loque resulta del presente informe y en 
mérito de lo dispuesto en el artículo quinientos noventa y dos 
del Código de Procedimientos de los Tribunales déla Capital, 
incorporado á la ley de procedimientos de los tribunales fede- 
rales por la ley número tres mil trescientos setmta y cinco, de 
tres de Agosto del corriente año, se declara bien denegado el 
recurso. Remítanse estas actuaciones al juez de la causa para 
8U agregación á ésta, debiendo ante él reponerse los sellos. 

LUIS V, VÁRELA. —OCTAVIO BÜN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA C.1¿CIX 



El doctor don Miguel Ángel Ángulo y García, reclamando deuna 
resolución de la Exma. Cámara de Apelaciones en lo Civil ; 
sobre prohibición de informar in voce por no ser abogado 
inscripto en la matrícula, y no haber prestado el juramento 
de ley , 

Sumario. — 1° No es contraria á la Constitución nacional, la 
resolución de los tribunales locales^ exigiendo la previa inscrip- 
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oion en la matrícola, 7 el juramento que prescribe la ley i3, 
título 6, partida 3, para que uo abogado sea admitido á infor- 
mar in voce . 

2^ Laa resoluciones de dichos tribunales interpretando y 
aplicando las leyes de forma, están fuera del juicio y revisión de 
la Suprema Corte. 



Caso. — El doctor Miguel Ángel Ángulo y García pretendió 
informar tnt;oee, como defensor de una de las partes, en una 
causa pendiente ante la Cámara Civil. Esta negó ese derecho 
por no estar inscripto en la matrícula de abogados, ni haber 
prestado juramento. £1 doctor Ángulo y García reclamó, alegan- 
do que era inconstitucional la exigencia de la inscripción en la. 
matrícula previo juramento, y solicitó que se le permitiera in- 
formar in voce, desde que tiene título de abogado de la univer- 
sidad de Córdoba, y se halla inscripto en la matrícula de la Su- 
prema Corte. 



RESOLUCIÓN DE LA CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL 

Buenos Aires, Abril 18 de 1896. 

Vistos : en el acuerdo con audiencia del señor Fiscal ; 

T considerando : 1^ Que con arreglo al artículo 254 del Código 
de Procedimientos, los informes in voce sólo pueden producirse 
por los interesados ó por sus defensores. 

^ Que por defensores so entienden, y ne ha entendido siem- 
pre, las personas que se hacen cargo de la defensa en juicio de 
los derechos é intereses de otros (ley 1^, títclo 6^, partida 3*). 

S'' Que por razones de orden público, clara y sabiamente ex- 
puestas en la ley 13 del mismo título de la citada partida, en 
pleno vigor con arreglo al artículo 814 del Código de Procedí- 
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mientos» el ejercicio de la defensa de otros, sólo puede ser de- 
sempeñado por los qae tengan títulos profesionales expedidos 
por autoridades competentes, previo juramento ante el tribunal, 
en que haya de ejercerse el cars^o é inscripción en la matrícula 
respectiva que cíefrerá llevarse en el mismo tribunal (ley citada 
y 1, título 16, libro 2, Recopilación Castellana). 

4° Que estos preceptos y limitaciones, observadas tradicio- 
nalmeate por esta Cámara y todos los superiores tribunales de 
la República, inclusive la Suprema Corte de la Nación, en ma- 
nera alguna son contrarios ni repugnantes á las garantías cons- 
titucionales, pues si bien todos los habitantes de la Nación go- 
zan, entre otros derechos, del de trabajar y ejercer toda 
industria lícita, no lo es con la amplitud que sostiene el postú- 
lame, sino de conformidad á las leyes que reglamenten su ejer- 
cicio (artículo i4 de la Constitución Nacional); ni podría tampo- 
co pretenderse que con ellos se atenta ála inviolabilidad de la 
defensa consagrada por el artículo 18, desde que lejos de perju- 
dicar se procura una mayor ventaja y garantía al exigir al inte- 
resado que no haya de defenderse por sí mismo, que lo haga 
por medio de personas expertas, cuya suficiencia ha sido acredi- 
tada debidamente; exigencia por otra parte necesaria é indis- 
pensable para la buena marcha de los juicios. 

Es del caso mencionar que si durante algún tiempo hubo una 
provincia argentina que admitía la libre defensa en juicio por 
otro, no tardó en reformar la cláusula constitucional que la con- 
sagraba (artículo 175 de la actual Coustituclon de la provincia 
de Buenos Aires). 

5® Que las consideraciones precedentes bastan para desesti- 
mar el primer pedido referente á que se declare que los informes 
in voce, pueden ser producidos indistintamente por la parte ó por 
otra cualquiera persona, aunque no tenga título profesional ni 
se hayan llenado las formalidades requeridas perlas leyes vi- 
gentes para ejercer la defensa en juicio. 
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6^ Que es igualmente improcedente la solicitud de que se de- 
clare indebida la exigencia del previo juramento é inscripción 
del diploma del postulante, para serle reconocido el carácter que 
invoca de abogado nacional, por haber llenado esas formalidades 
ante la Suprema Corte Nacional, pues tratando de ejercer su 
profesión ante tribunales de diversa jurisdicción j fuero, total- 
mente desvinculados, en su orden interno, de la autoridad y su- 
premacía de aquel alto poder del estado, es ante ellos que deben 
cumplirse los mandatos de la ley, porque son los tribunales su- 
periores de cada localidad, los encargados de guardar el orden 
y disciplina en sus respectivas administraciones, no sólo con 
relación álos funcionarios inferiores, sino también con los que 
por razón de su profesión se encuentren en algún modo vincula- 
dos ó sometidos á su autoridad. Si, pues, en el territorio de la 
Nación existen tribunales federales, nacionales y provinciales, 
autónomos é independientes los unos de los otros, es obvio que 
los actos de mera reglamentación están regidos por sus propias 
leyesy reglamentos, y que aun cuando sean las mismas, deben 
cumplirse separadamente (leyes pertinentes del título 6^, parti- 
da 3* y título i6, libro 2^, Recopilación Castellana, y artículo 
102 de la ley orgánica de los tribunales de la Capital). 

7® Que por otra parte, la mencionada solicitud es tanto más 
improcedente é insólita, cuunto que con anterioridad se ha soli- 
citado por el mismo recurrente y le ha sido concedida, la ins- 
cripción del diploma en la matrícula de abogados que se lleva 
en este Tribunal. 

Por estos fundamentos : no ha lugar á lo solicitado, y archí- 
vese. Repónganse los sellos. 

Díaz. —González del Solar.— Molina 
Arrótea. — Giménez. — Gelly. 

Ante mí : 

Felipe Arana. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 9 de 1896. 
Suprema Corte: 

Puesto que se invoca la violación de garantías constitucio- 
nales, en un fallo de carácter definitivo, el recurso de apela- 
ción instaurado á foja 17, parece bien concedido y procedente 
la jurisdicción de Y. E. para resolverlo. 

La doctrina sustentada en el escrito de foja 1" está sólida- 
monte contestada en los considerandos del fallo recurrido. 

Resultando evidente que la prescripción del artículo 14 de 
la Constitución Nacional, soto garante á los habitantes de li 
nación, el libre ejercicio de toda industria lícita conforme d las 
leye^que reglamenten su ejercicio^ que la reglamentación en el 
caso, existe por consiguiente con fuerza legal y constitucional^ 
que el mismo interesado reconoce haberla cumplido, anto el 
tribunal de Y. E. inscribiendo su diploma ; que esa inscripción 
á los efectos de la jurisdicción federal no implica la inscripción 
ante los tribunales del fuero común de la Capital, que ejercen 
una jurisdicción independiente, según su propia organización y 
régimen legal, pienso que el fallo de la cámara a quo no vulne- 
ra las garantías constitucionales, invocadas por el reclamante^ 
y pido á Y. E. su confirmación . 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 



BaeDOs Aires, Setiembre 1* de 1896. 

Vistos: Considerando : En cnanto á la solicitud formulada en 
la audiencia de esta fecha, por el doctor Ángulo y García pi- 
diendo que, declarada libre la apelación, se le permita expresar 
agravios : 

Que no sólo el recurrente ha dejado pasar la oportunidad pa- 
ra formular esa petición, consintiendo que quedaran ejecuto- 
riadas las providencias cal relator > de foja veinte y cuatro y 
cantos» de foja veinte y seis, sino que, dada la naturaleza de 
la causa, esta Suprema Corte no cree llegado el caso del artí- 
culo doscientos veinte y siete de la ley de procedimientos, y así 
se declara, sin que esto importe pronunciarse respecto déla sub- 
sistencia de esa disposición después de promulgada la ley núme- 
ro tres mil trescientos setenta y cinco de tres de Agosto de mil 
ochocientos noventa y seis, que ha suprimido la relación y la 
vista de las causas ante la Suprema Corte. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto: Que si bien 
el artículo catorce de la Constitución Nacional consagra la li- 
bertad de industria, sn ejorcicio queda sometido por esa misma 
disposición alas leyes que lo reglamenten, no siendo, por tanto, 
ella absoluta, ni pudiendo deducirse de que baya previsto el 
caso que motiva estas actuaciones^ importe reconocer en los 
abogados el derecho de ejercer su profesión sin someterse & las 
prescripciones establecidas en los procedimientos de los tribu- 
nales de las provincias, ante los cuales usen de ese derecho. 

Que en consecuencia, la resolución recurrida no es contraria á 
la Constitución nacional, por cuanto ella no priva al doctor 
Ángulo y García del ejercicio de su profesión de abogado, liuii- 
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tándose sólo á exigirle el requisito de la inscripoiou en la ma- 
trícula del tribunal, á fin de que conste que es tal abogado, y el 
del juramento que prescribe la ley trece^ título sexto, partida 
tercera^ incorporada á la de procedimientos de los tribunales 
federales, por el artículo trescientos setenta y cuatro . de la de 
jurisdicción y competencia de dichos tribunales, y complemen- 
taria del Código de Procedimientos de la Capital, según el espí- 
\ r¡ tu del artículo sesenta y dos y texto del ochocientos catorce 
del mismo. 

Que las resoluciones délos tribunales locales aplicando ó in- 
terpretando las leyes de forma, está, por otra parte, fuera del 
juicio y reyision de esta Suprema <])orte, con arreglo á lo dis- 
puesto por los artículos sesenta y siete, inciso diez y siete de la 
Constitución, y quince de la mencionada ley sobre jurisdicción y 
competencia de los tribunales federales, como lo tiene declara- 
do esta Suprema Corte en repetidos fallos. 

Que la legislación y también la jurisprudencia de esta Supre- 
ma Corte han equiparado los tribunales locales de la capital de 
la república, á los tribunales locales de las distintas provincias 
en cuanto se refiere ala jurisdicción federal, siéndoles, por tan- 
to, aplicables á aquellos la jurisprudencia establecida respecto 
de estos. 

Forestes fundamentos y de conformidad alo expuesto y pe- 
dido por el señor Procurador general: se declara improcedente 
el recurso traído, y repuestos los sellos, devuélvanse i la Ca- 
marade lo Civil. 

LÜIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA ce 



I 

La Municipalidad de Salta contra el doctor don Daniel Goytia, 
por daños y perjuicios y costas ; sobre embargo preventivo 



Sumario. ^V La ley número 3375^ de 7 d6 Agosto de 1896, 
es aplicable con efecto retroactivo, á los casos pendientes. 

2^ Procede el embargo preventivo, cuando se ha obtenido 
una sentencia favorable. 



Caso. — El representante de la Manioipalidad, fundado enha- 
ber obtenido en 1^ instancia sentencia favorable, pidió embar- 
go preventivo, invocando la ley de procedimientos de la provin- 
cia. 



Pallo del Joes Federal 

SalU, Febrero 5 de 1896. 

Por consistir los bienes denunciados en créditos contra la 
misma Municipalidad, trábese en ellos el embargo preventivo 
solicitado, bajo la responsabilidad del solicitante. No pudiendo 
tener efecto la cesión de crédito, sin la notificación y asenti- 

T. txv 5 
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mieato del deador (art. 14597 ^^^)y ^o b& lugar á lo solici- 
tado en la segunda parte del escrito anterior; porque además 
la notificación ó aceptación no tendría efecto existiendo el em- 
bargo ordenado (art. 1465 del Código Óiyil). 

Zambrano . 



Auto del Sumw* Federal 



Salta, Marzo 20 de 1896. 

Y vistos: Considerando: que en cumplimiento del artículo 21 
déla ley nacional sobre jurisdicción y competencia de los tri- 
bunales federales debe aplicarse la ley de la provincia, en los 
casos no previstos por la ley nacional de procedimientos; en el 
que se encuentra el embargo preventivo, no autorizado ni prohi- 
bido por la ley nacional ; que la disposición del artículo 284 es 
absoluta porque acuerda el embargo preventivo en todo juicio 
ordinario, en el cual el que lo solicite hubiese obtenido una 
sentencia favorable; tal ocurre en el presente caso; que los fa-^ 
Uos de la Suprema Corte citados por parte del doctor Goytia, 
no recayeron sobre casos análogos, sino diferentes del que nos 
ocupa. 

Por estos fundamentos : no ha lugar ala revocatoria pedida, 
y se concede la apelación interpuesta en subsidio, en relación, 
para ante la Suprema Corte, del auto interlocutorio de 5 de Fe- 
brero último, sin perjuicio de trabarse los embargos ordena- 
dos. Elévense, emplazándose á las partes para que comparezcan 
á estar á derecho en el término de 15 días. 

Notifíquese original, etc. 

Zangaño • 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 3 de 1896. 

Vistos 7 considerando : Que la ley número tres mil trescien- 
tos setenta y cinco, de tres de Agosto del corriente año, ha in- 
corporado á la ley de procedimientos federales^ el títalo trece del 
Código de Procedimientos vigente en los tribunales de la Capi- 
tal. 

Que con arreglo al artículo cuatrocientos cuarenta y ocho de 
dicho Código, procede el embargo preventivo cuando se hubiere 
obtenido una sentencia favorable, circunstancia que existe en 
el presente caso. 

Que esa disposición, dada la naturaleza de la citada ley, es 
aplicable con efecto retroactivo al embargo pedido á foja una y 
ordenado por el auto de foja dos, aun cuando dicho embargo no 
hubiese sitio procedente á la época en que se solicitó y se man- 
dó trabar. 

Por estos fundamentos : sé conñrma, con costas^ el auto de 
foja dos en la parte apelada, no haciéndose lugar al recurso de 
nulidad por no haber mérito para ello. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUN GE. 
—JUAN E. TORRENT. 



68 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAVSA CCI 



Don Juan Malatesta contra la provincia de Buenos Aires, por 
cobro ejecutivo de pesos ; sobre inhabilidad de titulo 



Sumario. — No es admisible la excepción de inhabilidad de 
título, fondada en la doctrina de no ser demandables las proyin- 
cias, en contra de lo resuelto invariablemente por la Suprema 
Corte al respecto. 



Co^o.— Resulta del 



Fallo de la tluprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 3 de 1896 (1). 

Vistos y considerando: Que esta causa se sigue por don 
Juan Malatesta^ extranjero, contra la provincia de Buenos Ai- 

[1] En la misma fecha se dicló análoga resolución en las causas se- 
fluidas contra la provincia de Buenos Aires por don Enrique Solanet, so- 
bre escrituración, en las que se opuso la excepción dilatoria de incom- 
petencia, la cual fué rechazada. 
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res, loque pone fuera dedada la jurisdiccioa originaria de esta 
Suprema Corte . 

Que citado de remate, el deudor ha opuesto á la ejecución la 
expepcion de inhabilidad de título, basado en la incompetencia 
de esta Suprema Corte. 

Que fonda la incompejbenoia en la doctrinaque sustenta, de no 
ser demandables las provincias. 

Que esta Suprema Corte, encargada de interpretar la consti- 
tución en los casos ocurrentes, ha declarado invariablemente 
qtie siendo partes las provincias, pueden estar en juicio tanto 
como demandantes como en calidad de demandadas. 

Que no es aceptable después de tan larga serie de resolucio- 
nes, una interpretación distinta de la que ellas han consagrado 
como el derecho constitucional del país. 

Por estos fundamentos y concordantes de la vista del señor 
Procurador General, no se hace lugar á la excepción opuesta, y 
llévese adelante ia ejecución hasta hacerse pago al acreedor del 
capital, intereses y costas. Hágase saber y repóngase el papel. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BÜNGE. 
— JUAN E . TORRENT. 
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CAUSA CCTI 



Criminal delewtradidon, contra Luis Krauss, acusado de falsi- 
ficación y estafa; sobre excarcelación provisoria 



Sumario. — 1® La sustitución de una letra de2500 florines, 
por tres con firma falsa de 500, 1000 y 1000 florines en un 
mismo acto, y á un mismo efecto, no importa reiteración del 
delito. 

2^ Importando esa suma la cantidad de 15&0 pesos oro, la 
pena correspondiente al delito, que no excede dos años de pri- 
sión, permite la excarcelación provisoria bajo fianza. 



Caso. — B'esulta délas siguientes piezas: 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Julio de 1896. 

Sefíor Juez : 

Dada la importancia del delito que se imputa á Krauss, á ha- 
berse cometido en la República, no sería, por la penalidad que 
le corresponde, susceptible su autor de ser excarcelado bajo 
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fianza, pues áser cierto, sería pasible de majorpena que la que 
determina el artículo 376 del Código de Procedimientos. 

Pero aun prescindiendo de esto, se nota que el individuo 
Erauss se halla acusado de delitos reiterados en las dus formas 
que los delitos pueden reiterarse. 

En primer lugar, el acusado (estando á los términos de la 
acusación) ha cometido una falsificación y luego una estafa al 
Banco de crédito de Vergees. 

En segundo lugar tanto la falsificación como la estafa se ha 
referido por tres veces, según consta de los antecedentes. 

Bajo uno j otro aspecto, la reiteración ha tenido lugar no sólo 
por la repetición del mismo delito, sino aun también por la 
existencia en el hecho de que se trata de los delitos sucesivos de 
falsificación y estafa (art. 85, Cód. Penal y su comentario : 
Aguirre). 

Existiendo la reiteración en el presente caso, la excarcelación 
bajo fianza por ese solo hecho no es procedente, de acuerdo con 
el artículo 377, inciso ^°^ del Código de Procedimientos penal. 

Por estas consideraciones, considero que Y. S. debe negar 
lo que se solicita. 

J. Botet. 



Pallo del Juez Federal 

ff 

Buenos Aires, Julio 31 de 1896. 

Autos y vistos : De conformidad con lo dictaminado por el 
señor Procurador Fiscal en su precedente vista, y de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 377 del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal, no ha lugar á la excarcelación que se so- 
licita. 

Agustín Urdinarrain. 
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VISTA DEL SBflOH PROCURADOH GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 14 de 1896. 

Suprema Corte : 

El heoho de sastitucion de una letra de 2500 florines, por 
tres como las falsificadas de 500, 1000 y 1000, en on mismo 
acto y al mismo efecto, no importa la reiteración del delito, se- 
gún se desprende de los artícnlos 84, inciso S"", y 85 del Código 
Penal. 

En tal caso, á ese delito sólo correspondería la pena de uno á 
dos años de prisión, según el articulo 202, inciso 4"", del mismo 
Código, desde que la suma defraudada por los documentos simu- 
lados no alcanza á pesos 2000 moneda nacional, y la elcarcela- 
cioD bajo fianza procede en el caso, según lo prescribe el artí^ 
culo 376 del (iódigo de Procedimientos en lo criminal . 

Pido por ello, á V. E . , se sirva así resolverlo, revocando en 
consecuencia, el auto apelado de foja 37 vuelta. 

Sabiniano Kier . 



Fallo de la Supreaia Corte 

Bueoos Aires, Setiembre 12 de 1896. 

Vistos nuevamente: Considerando: Que con arreglo á ley 
número mil ciento treinta, de cinco de Noviembre de mil ocho- 
cientos ochenta y uno, la unidad monetaria de la Bepública es el 
peso de oro ó plata. 

Que según resulta del precedente informe de la Bolsa de Co- 
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mercio, los dos mil quinientos florines de Austria-Hungría, que 
se dicen defraudados por el detenido equivalen á mil quinientos 
cincuenta pesos moneda nacional oro sellado. 

Que en el supuesto de comprobarse la perpetración del delito 
imputado al recurrente, la pena que le correspondería, según 
las leyes de la República, sería la determinada por el inciso cuar- 
to del artículo doscientos dos del Código Penal, la que no exce- 
de de los dos años que fija el artículo trescientos setenta y seis 
del Código de Procedimientos en lo criminal, para hacer proce* 
dente la excarcelación bajo fianza, prescripción aplicable á los 
casos de extradición, según el artículo seiscientos setenta y cua- 
tro del mismo Código. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca el auto apelado de foja treinta y 
siete vuelta, y se declara procedente la libertad provisoria bajo 
fianza solicitada á foja treinta y cuatro, debiendo el inferior de- 
terminar el monto de ésta. Devuélvanse previa notificación que 
podrá hacerse en el original. 

LUIS V. VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. 
TORRENT. 
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CAUSA CCIII 



Don Bemardino Acosta contra don Silvio Biscuccia^ por cobro 
de pesos; sobre incompetencia y defecto legal en la demanda. 



Sumario. — 1® No estando designado el lugar donde debe 
hacerse efectivo el cumplimiento de las obligaciones procedentes 
de nn contrato, corresponde se cumplan en el lugar en que se 
hizo éste, siendo el del domicilio del deudor. 

2^ No procede la excepción de defecto legal en la demanda, 
cuando ésta reúne los requisitos del artículo 57 de la ley de 
procedimientos. 

3° La aceptación por el juez de los fundamentos del escrito de 
la parte, basados en disposiciones legales, importa fundar en 
éstas el auto que las acepta. 



Caso. — Resulta del fallo de la Suprema Corte. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Julio 8 de 1895. 



Y vistos : Por los fundamentos del escrito de foja 24, que el 
juzgado encuentra ajustados, resuelvo desestimar las excepcio- 
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nes opuestas, debiendo por tanto contestársela demanda dere- 
ohamente dentro del término legal. 
Sin especial condenación en costas. Repóngase el papel. 

J. V, Lalanne. 



VISTA DEL SEftOR PROCUAAOOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 9 de 1896. 
Suprema Corte : 

£1 expediente agregado no ha satisfecho los propósitos del 
dictamen anterior, sobre exhibición del contrato de arrenda- 
miento invocado en la demanda. 

No obstante, como solóse trata en este incidente de la excep- 
ción de incompetencia, cualquiera que sea la resolución al res- 
pecto, siempre estará á cargo del juez que resulte competente, el 
examen del contrato y la imposición de la multa, si resultara pro- 
ceder como parece presumible, por infracción á la ley de sellos. 

Entre tanto, resultando que aun cuando el demandado reside 
accidentalmente en Inglaterra, él y su representante han expre- 
sado en los documentos de fojas 21 y 35, que tienen su domicilio 
en esta capital, y esto es corroborado por el hecho mismo de la 
notificación y aceptación de la diligencia de foja 10 vuelta, que el 
contrato se reconoce fué celebrado aquí, deduciéndose en con- 
secuencia que es éste el lugar designado por las partes ó por su 
propia naturaleza, para el pago del arrendamiento; que aun 
cuando así no fuera, el lugar en que el contrato fué hecho, sería 
el del cumplimiento de las obligaciones de pago, con sujeción á 
lo establecido en el artículo 1212 del Código Civil. Por ello pi- 
do á V. £. la confirmación del auto recurrido de foja 62, en 
cuanto á la competencia declarada. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 1 de 1896. 

Vistos 7 considerando: Qne según el poder de foja veintiuna, 
el domicilio de don Silvio Biscuocia es la ciudad de Buenos Ai- 
res. 

Qne es en esta misma ciudad donde se ha celebrado el contrato 
de arrendamiento qne sirve de fundamento á la demanda de foja 
cuatro, becho que no ha sido desconocido por la parte deman- 
dada. 

Que no estando designado el lugar donde debe hacerse efecti- 
vo el cumplimiento de las obligaciones contraidas por don Sil- 
vio Biscuocia, en el referido contrato, corresponde que aquellas 
se cumplan en esta capital, conforme á lo dispuesto en el 
artículo mil doscientos doce del Código Civil. 

Que la demanda reúne los requisitos prescriptos por el ar- 
tículo cincuenta j siete de la ley de Procedimientos, en cuyo 
caso no procede la excepción de defecto legal en el modo de pro- 
ponerla. 

Por esto, y no siendo exacto que el auto del juez carezca de 
fundamento legal al rechazar las excepciones deducidas por la 
parte de Biscuocia, como se demuestra por las citas legales de la 
presente r^soluoion^ aceptadas por el auto apelado de foja sesen- 
ta y dos, y en que se ha fundado la contestación del actor al 
traslado de dichas excepciones, se confirma^ con costas, dicho 
auto, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V . VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA €CI¥ 



Portland hondón Cement Company contra los señores Francés 
y Merley, por regularon de honorarios ; sobre apelación dene- 
gada. 



Sumario, — Cuando los interesados han estimado sus honoraT 
rios en una suma mayor de 500 pesos, el auto regalándolos en 
dicha suma 6 en una suma menor^ es apelable por aquellos. 



Caso. — El doctor Malbran y el procurador Bordes presen- 
taron sus cuentas de honorarios, estimándolos el primero en 
1500 pesos y el segundo en 1000. £1 Juez reguló en 500 y 200 
pesos respectivamente. El doctor Malbran y el señor Bordes 
apelaron, siéndoles negado el recurso. 



Falto de la Suprema Corto 



Baeoos Aires, Setiembre 17 de 1896. 

Vistos en el acuerdo: Resultando que el doctor don José M. 
Malbran y don Luis G. Bordes, presentaron sus cuentas de ho- 
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norarios, apreciándolos respectivamente en mil quinientos j mil 
pesos moneda nacional, habiendo fijado el Juez los del primero 
en quinientos pesos y los del segundo en doscientos. 

Y considerando: Que ea tal caso, el auto que regula los ho- 
norarios es ape1a.ble para ante esta Suprema Corte, con arreglo 
al artículo tercero de la ley número tres mil noventa y cuatro 
de treinta y uno de Agosto de mil ochocientos noventa y cuatro, 
cuya disposición declara procedente el recurso cuando la regu- 
lación 6 la estimación hecha por el interesado excediese de qui- 
nientos pesos. 

Por esto: se declara mal denegada la apelación interpuesta, 
y se concede en relación. Líbrese, en consecuencia, oficio al Juez 
de la causa para que remita los autos con noticia de las partes; 
y repóngase el papel . 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA 



Don Carlos Bianchi contra don Gregorio C. DoneSy por cobro de 
pesos ; sobre absolución de posiciones y costas 



Sumario. — Procede contra expreso derecho, y por consi- 
guiente es pasible de las costas, el litigante que invoca la dis- 
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posición relativa á las declaraciones de testigos por medio de 
informe, para sostener que debe absolver posiciones por dicho 
medio . 



Caso. — Biunchi pidió se citara á Dones para que absolvie- 
ra posiciones. £1 Jaez señaló la audiencia en que Dones debía 
comparecer á ese objeto, bajo apercibimiento. 

Dones dedujo revocatoria j apelación en subsidio, en cuanto 
se le mandaba comparecer al juzgado, fundado en que, siendo 
diputado á la Legislatura déla provincia de Buenos Aires, 
debía verificarse el acto por medio de informe. 



Fallo del Juex federal 

Buenos Aires, Diciembre 34 de 1896. 

Y vistos: Beñriéndose la disposición del artículo 140, invo- 
cado por la parte de Dones, á declaración de testigos y no ab^ 
solución de posiciones j siendo la de concurrir á éstos una obli- 
gación personal que no tiene por la ley excepción alguna, no ha 
lugar ala revocatoria solicitada, ni á la apelación en subsidio, 
por no causar este auto gravamen irreparable, y señálase el día 
i2 del mes de Febrero del año entrante, á las 2 de la tarde para 
la absolución de posiciones, siendo á cargo de Dones las costas 
de este incidente . 

J. V. Lalanne. 

Falto de la Suprema C*opte 

Buenos Aires, Setiembre 19 de 1896. 

Vistos : Habiendo el recurrente procedido contra expreso de- 
recho como se demuestra en el auto de foja ciento cincuenta y 
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cinco Tiielta, se confirma con costas dicho anto en la parte ape- 
lada. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS Y. VÁRELA. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUNGE. 



t^AlIüA CCTI 



Don Vicente Rodríguez] contra el Banco Nacional, por cobro de 

pesos ; sobre absolución de posiciones 



Sumario. — No puede ser llamado á absolver posiciones 
el cedente del crédito que no es parte en el juicio. 



CcLSO. — El representante del Banco Nacional pidió que don 
EusebioFh. García, cedente del demandante Rodríguez, queha- 
cí« valer en la caúsalos derechos de aquel, compareciera :i 
absolver posiciones. 

El Juez proveyó de conformidad. 

Rodríguez se opuso, diciendo que García no es parte en la 
causa. 

El Juez federal mantuvo su auto, concediendo la apelación 
subsidiariamente interpuesta. 
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Palto de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 19 de 1896. 

Yistos : Resaltando de las constancias de autos que don En- 
sebio Fh. García no es parte litigante en el juicio, y por consi- 
guiente, no puede ser llamado á absolver posiciones, de confor- 
midad con lo dispuesto por el artículo ciento ocho de la ley 
de procedimientos y lo resuelto por esta Suprema Corteen va- 
rios casos^ entre otros los que se registran en la serie segunda, 
tomo trece, página ciento treinta y tres, serie cuarta, tomo 
quinto, página ciento noventa y siete, se revoca el auto de foja 
veinte y nueve en la parte apelada. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAIf. 
—OCTAVIO BUN6E. 



CAUSA €t)TII 



Don Julián iV. Martínez, contra el Ferrocarril del Oeste, por 
cobro de pesos; sobre el carácter de los peritos nombrados para 
lá tasación. 



Sumario, — Los peritos que se nombren en el juicio ordi- 
nario sobre daños y perjuicios, dentro del término de prueba 

T. IXV fl 
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parahaoer su avaluación, no tienen otra misión qae suministrar 
al JQzgado un elemento parala estimación délos perjuicios re- 
clamados. 



Caso. — Dictada la sentencia que se registra en el tomo 59, 
página 263, la parte de Martinez, fundada en dicha sentencia, 
se presentó al juzgado demandando á la empresa del Ferro- 
carril del Oeste, para que en oportunidad se la coudene & 
abonar los perjuicios correspondientes á 120 mil y pico de me- 
tros cuadrados, que han quedado depreciados con motivo del 
cruce de la línea en terreno de su propiedad, perjuicios que 
fueron declarados y reconocidos por los peritos de ambas partes 
en los autos principales, y que por consiguiente revisten la au- 
toridad de la cosa juzgada. 

Contestada la demanda por el representante del ferrocarril, 
se dictó el siguiente 



Auto del JíneaB Vederal 

La Plata, Julio 11 de 1895. 

Yistosy considerando: l^'Que laSaprema Corte de Justicia, en 
su fallo de foja 109, ha declarado que por más que sea cierto el 
AecAo deque la existencia de perjuicios causados á Martinez por 
la expropiación^ no hay en autos elementos que basten para co- 
nocer la extensión y laestimacion pecuniaria de esos perjuicios. 

2^ Que á fin de que esos perjuicios sean estimados pecunia- 
riamente se ha promovido el actual juicio ordinario, con los 
alegatos presentados de las partes, siendo por tanto indispensa-* 
ble que éstas presenten sus respectivas pruebas en cuanto al 
montoy la calidad de los perjuicios, así como en cnanto á los 
pescargos que se alegan por el expropiante. 
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Por todo ello, ábrese esta causa á prueba i^or diez dios co- 
munes j prorrogables, debiendo versar la testimonial sóbrela 
naturaleza de los perjuicios que se cobran y cuantía de éstos. 
Repónganse las fojas. 

M. S. de Aurrecoechea. 



Martínez ofreció prueba pericial, y con este motivo se suscitó 
un incidente sobre el carácter de los peritos, ó sea sobre si la 
misión deéstoaera la de jueces arbitros, como los llama la ley 
provincial de expropiación, ó si debían reducirse á informar ó 
dictaminar al juzgado . 



Fallo del Jíue» Federal 



La Plato, Octubre 14 de 1895. 

T vistos : Los seguidos entre el Ferrocarril del Oeste y don 
Julián N. Martínez sobre indemnización de daños y perjuicios 
provenientes de una expropiación y demás en autos deducidos 
á foja. . ., á fin de resolver el incidente incoado^ sobre facul- 
tad y carácter de los peritos nombrados. 

Y resultando: Que con motivo de la presentación del escrito 
de foja 172 se pidió al juzgado declarara cuál era el verdadero 
carácter en que los peritos habían de producirse en este juicio. 

2^ Que con tal causa se afirmó por esa parte que era el de 
jueces destinados á fijar el monto de los perjuicios discutidos. 

3° Que corrido traslado de esta pretensión, el representante 
del ferrocaril lo evacuó, sosteniendo que sus funciones habían de 
circunscribirse á informar al juzgado respecto á la indemniza- 
ción apagarse para que éste, de acuerdo con lo resuelto por la 
Suprema Corte^ procediera á dictar sentencia avaluándolos per- 
juicios reclamados. 
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4(* Qne por todo ello, concluía diciendo, procediera el juzgado 
al rechazo de la petición formulada de oontrario, con especial 
condenación en costas al actor. 

Y considerando: 1® Que con arreglo á lo convenido en autos 
(v. acta de foja 22 de los autos principales), el presente juicio 
tiene que ser solucionado, á estar á los términos allí empleados 
€ en un todo >, de acuerdo con la ley de expropiación de 21 de 
Octubre de 1881. 

2® Que esto mismo se ha declarado y reconocido de una mane- 
ra clara, evidente y aun si se quiere palmaria, en la sentencia 
de la Suprema Corte (corriente á foja 244 de los autos referi- 
dos), al hacerse mención y mérito de la misma. 

3^ Que ejercitándose en el inciáente sub-judice, la facultad 
de cobrar perjuicios, ampliamente acordada por toda ley al ex* 
propiado, no puede razonablemente sostenerse que se trate 
aquí de un juicio nuevo, regido por disposiciones distintas del 
anterior y así de la prosecución del juicio principal á que seha- 
ce referencia en el acta de foja 22, cuyas consecuencias tienen 
de regir en un todo por la ley provincial recordada. 

4^ Que siendo esto así la sentencia de la Suprema Corte (v. 
foja 110) no ha entendido en lo minímo alterar lo pactado por 
las partes á foja 22, desde el instante que aquel alto tribunal 
carece como el infarscnpto de poderes suficientes para variar, 
trastornar, ó modificar siquiera en algo lo expresamente conve- 
nido por los litigantes, que es la ley de los mismos y que este 
juzgado tiene obligación de hacer respetar. 

5® Que la Suprema Corte se limita en el fallo recordado á 
prescribir que tienen de observarse las leyes del procedimiento 
federal en el nombramiento de peritos, vale esto decir, la aplica- 
ción simplemente de la ley de forma en la prosecución del jui- 
cio, pero sin que ello importe derrogar \opactado á foja 22, que 
es de fondOj como ya se ha dicho en el considerando anterior. 

6° Que es inadmisible la tesis sostenida por el Ferrocarril 
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del Oeste do ser los peritos meros agentes de información, ante 
el infrascripto, ávirtad de estar ordenado se obsérvenlas le- 
yes del procedimiento federal, pues que no es dado admitir que 
laSapremaCorte, á foja 110^ haya entendido desvanecer lo qae 
expresamente y de ana manera clara é intergiversable, recono- 
ció en su sentencia de foja 2i4 vnelta, repitiendo lo eospresamen-- 
te pactado d foja 22. 

Por todo ello, siendo esto asi, el jnzgado debe declarar como 
áQ<*AdLXdk que los peritos nombrados deberdn proceder en un todo 
de acuerdo con las prescripciones de la ley de expropiación de 
la provincia de Buenos Aires y qae su misión no es la de asesorar 
al juzgado, sino la de sentenciar como aquella lo determina, es 
decir, como jueces, y todo con costas. Notifíquese con el ori- 
ginal, regístrese en el libro de sentencias y repónganse las fo- 
jas. 

Mariano S. de Aurrecoechea . 



Fallo de la Auprenia Corte 

Buenos Aires, Setiembre 19 de 1896. 

Vistos : Resultando que según la propia exposición de Upar- 
te de Martínez, en el acta de juicio verbal de foja ciento cincuen- 
ta y tres, y en las solicitudes de los escritos de foja ciento cua- 
renta y cinco y foja ciento cuarenta y ocho, aquel ha pedido que 
los peritos nombrados para la estimación délos perjuicios re- 
clamados procedan como tasadores, con arreglo á los artículos 
invocados de la ley de procedimientos en los tribunales fede- 
rales. 

Que así también lo resolvió la sentencia de foja ciento nueve 
de esta Suprema Corte, mandando que en el juicio sobre cobro 
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de perjuicios se aplicasen las leyes de procedimiento federal pa- 
ra los juicios ordinarios, por no tratarse de la expropiación, 
sino de la estimación de los perjuicios por ella causados. 

Que por otra parte, el nombramiento de los peritos en estos 
autos, ha tenido por origen, no un compromiso arbitral en qae 
se someten á su fallo cuestiones previamente determinadas, ^in6 
el auto de foja ciento Teinte y ocho^ que se limita á abrir la 
causa aprueba^ siendo la pericia ordenada sólo uno de los ele- 
mentos que servirán al juzgado parala estimación de los per- 
juicios reclamados. 

Por estos fandamentos : se revoca d auto apelado de foja 
ciento ochenta y seis, declarándose que los peritos nombrados 
por las partes, tienen el carácter que les atribuyen las leyes fe- 
derales que rigen el caso. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

■ 

LUIS V. VÁRELA. — AREL RAZAN. — 
OCTAVIO RUNGE. 



CAUSA CO^III 



Don Mariano Esteban, contra el general don Francisco B. Bosch^ 
por cobro ejucutivo de pesos; sobre smtitucion de embargo y 
apelación. 

Sumario. — No es apelable en el juicio ejecutivo, el auto que 
deniega lalsuátitucion de un embargo. 
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Caso. — El ejecutado pidió que el embargo trabado sobre sus 
sneldos fuera sustituido sobre un terreno situado en La Plata, 
qae, á su juicio, garantía suficientemente la deuda; El ejecu- 
tante §e opuso á ello. 



JPallo del Jues Federal 

Buenos Aires, Junio 1' de 1896. . 

Por los fundamentos aducidos en el presente escrito, y con- 
siderando además qne en el acto de precederse á la diligencia 
del embargo ha podido el demandado ofrecer los bienes quetu- 
Tiere, en la forma que determina el artículo 258 de la ley de 
Procedimientos nacionales^ habiendo su negativa dado lugar á 
qne el demandante solicite el embargo de sus sueldos, por no 
ofrecer este procedimiento los peligros de una tercería de domi- 
nio, no ha lugar á la sustitución del embargo solicitada en el 
escrito de foja . . . , y cítese de remate al deudor, etc. 

Juan del Campillo. 



Vallo de la Suprenu^ €)erte 



Buenos Aires, Setiembre 19 de 1896. 



Vistos : No siendo apelable el auto de foja cuarenta y dos 
melta, con arreglo á lo dispuesto en el artículo trescientos de 
la ley de procedimientos, se declara mal concedido el recurso. 
Bepuestos los sellos, devnélyanse. 



LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA CCIX 



D" Encamación O. de Pardo, contra don Luis Morales, por 
desalojo y cobro de alquileres; sobre competencia 



Sumario. — El haber opuesto antes los jueces locales una 
excepción previa sobre nulidad de lo obrado, sin alegar nada 
contra la jurisdicción de los mismos, importa la prorrogación á 
que se refiere el artículo 1% inciso 4% de la ley sobre jurisdic- 
ción 7 competencia de los tribunales nacionales. 



Caso. — Lo explica el 



Fallí» del Jues Vederal 



Buenos Aires, Agosto 7 de 1896. 

Autos y fistos: Resultando de las actuaciones remitidas por 
el Juez de Faz de la Sección 2" de la Capital, que don Emilio 
Ferro, en representación de doña Encarnación O. dePardo, de- 
mandó á don Manuel Morales por desalojo y cobro de alqui- 
leres. 
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Que en el jaicio verbal á que fueron citados las partes el de- 
mandado expuso : 

Que sia contestar la demanda y sin que por ello le corra tér- 
mino ni pare perjuicio, venía á alegar de nulidad de la resolu- 
ción dictada para dicho desalojo, por lo cual se ordena una sola 
citación, bajo apercibimiento, violando así las formas estableci- 
das; formando por lo tanto artículo de previo y especial pronun- 
ciamiento. 

Que negada por el Juez de Paz la petición del demandado^ 
éste ocurrió en apelación al señor Juez de I** Instancia en lo 
Civil, quien confirmó la resolución del inferior, por los funda- 
mentos que se expresan en el auto de foja 11 vuelta. 

Y considerando: 1® Que al promover el demandado el inci- 
dente sobre nulidad del procedimiento ante el Juez de Paz, sin 
excepcionarse por razón de su calidad de extranjero, aceptó ex- 
presamente la jurisdicción de aquel Juzgado. 

2*^ Que la jurisdicción se entiende prorrogada cuando un ex- 
tranjero es demandado por un argentino ante un Tribunal de 
provincia y se contesta la demanda sin oponer declinatoria (se- 
rie ^, tomo 1*", página 490, y tomo B"", página 384). 

3^ Que según lo ha declarado en diversos casos^ la Exma. 
Corte Suprema de Justicia, radicado el juicio ante los Tribu- 
nales de provincia, debe fenecer allí, y sólo podrá apelarse á la 
Suprema Corte nacional en los casos especificados en el artí- 
culo 14 de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales nacionales de 14 de Setiembre de 1863 (serie 2*, tomo 8"^, 
página 411 ; tomo 9^, página 23; tomo 11, página 234). 

4^^ Que los jueces federales deben separarse del conocimien- 
to de la causa, cualquiera que sea el estado del juicio en 
que aparezca su incompetencia (serie 2**, tomo 15, página 
282). 

Por estos fundamentos, el insfrascripto se declara incompe- 
tente y remítanse Iom autos al Juez de Paz de la sección 2^^, 
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para qae lleve adelante sus procedimientos. Bepónganse las 
fojas. 

P. Olaechea y Alcorta. 



VISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 

Baenos Aires, Agosto 26 de 1896. 
Suprema Corte: 

Aun caando la exposición del demandado se hiciera sin con- 
tentar la demanda, nada se alegó contra la jurisdicción y los 
procedimientos admitidos. 

La nulidad alegada á foja 4 vuelta, y la apelación llevada á 
la jurisdicción común á foja 0, importan la conformidad para la 
aceptación de la jurisdicción común y la radicación del juicio 
ante ella. Corresponde entonces la confirmación por sus funda- 
mentos del auto recurrido de foja 27 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fallí» de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 19 de 1896. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja veinte y siete vuelta. Rupuestos 
los sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAIJfSA COX 



Don Vicente Rodríguez, cesionario de don Eusebio Ph. García, 
contra el Banco Nacional en liquidación^ por cobro de pesos; 
sobre absolución deposiciones. 



Sumario, — No puede ser obligado á absolyer posiciones, el 
cedente del crédito que no es parte en el juicio. 



Caso. — El representante del Banco pidió que don Eusebio 
Ph. García, cedente del actor, absuelva posiciones. El Juez 
proveyó de conformidad. El demandante se opuso, fundado en 
que Qarcía no era parte en el juicio. El Juez no hizo lugar á 
la revocatoria y concedió la apelación que en subsidio se inter- 
puso. 



Fallo de la Suprenui Corte 



Buenos Aires, Setiembre 19 de 1896. 

Yistos: Besultando de las constadas de autos que don Eu- 
sebio Ph. Qarcía no es parte litigante en el juicio, y por oonsi- 
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gaiente^ no puede ser llamado á absolver posiciones, de confor- 
midad con lo dispuesto por el artículo ciento ocho de la ley de 
procedimientos y lo resuelto por esta Suprema Corte en varios 
casos, entre otros, los que se registran en la serie segunda, tomo 
trece, página ciento treinta y tres, y serie cuarta, tomo quinto, 
página ciento noventa y siete, se revoca el auto de foja veinte y 
nueve, en la parte apelada. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BDNGE. 



t^AIJSA €€XI 



D* Elisa P. de Whitaker contra el Ferrocarril del Sud de la 
provincia de Buenos Aires, por cobro de perjuicios; sobre 
arraigo . 



Sumario. — No procede la excepción de arraigo, contra el 
demandante que se halla domiciliado en la República. 



Caso. — El representante del ferrocarril, sin contestar la de- 
manda, opuso la excepción de arraigo, fundado en que el actor 
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es vecino de la provincia de Buenos Aires. El actor contestó 
que la excepción no procedía, con arreglo á la jurispradencia de 
la Suprema Corte, por cuanto se halla domiciliado en la Repú- 
blica. 



Fallí» del Jues Federal 



Buenos Aires, Diciembre 28 de 1895. 

Por los fundamentos aducidos en el precedente escrito, que 
el Juzgado encuentra perfectamente ajustados á derecho, no ha 
lugar con costas á la excepción opuesta, y contéstese el traslado 
de la demanda en el término de ley. 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 19 de 1896. 

Vistos: No hallándose el caso comprendido en el artículo 
setenta y cuatro de la ley de Procedimientos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja diez y ocho vuelta. Bepuestos los 
sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. —ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. 
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CAUSA COA II 



Contra don Pedro José Peralta, por infracción á la ley 

de enrolamiento 



Sumario, — El procesado por infracción á la ley de enrola- 
miento, está obligado aprobar sns excepciones; y no haciéndolo^ 
sufre la pena de un año de servicio militar, descontándose de 
él el tiempo de prisión sufrida. 



Caso. — Resalta de las siguientes piezas 



(Fallo del JueK Federal 



Buenos Aires, Julio 10 de 1896. 

T vistos : este sumario seguido contra Pedro José Peralta, 
argeatino, de 20 años de edad, jornalero y domiciliado en la 
calle 1^ Constitución número 2385, por infracción á la ley de en- 
rolamiento. 

Considerando: Que de autos resulta que el procesado fué 
puesto á disposición de este juzgado con fecha Enero 10 del co- 
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rriente año, y en su declaración indagatoria de foja 1 raelta 
confesó que efectivamente no se había enrolado, alegando que 
no lo hizo por haberse encontrado enfermo durante la época del 
enrolamiento, en un lugar de la provincia de Buenos Aires cu- 
yo nombre no recordaba. 

Que con tal motivo el Procurador Fiscal formuló á foja 7 su 
acusación^ y el defensor hizo la defensa á foja 4, no habiéndose 
producido prueba alguna. 

Que de todo lo expuesto resulta que por propia confesión del 
acusado está probada la infracción, no habiéndose justificado^ 
ni intentado jastificar la escusa de enfermedad, por lo cual de- 
be ser rechazada. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando & Pedro José Pe- 
ralta al servicio de las armas por un año, á cuyo efecto se li- 
brarán los oficios correspondientes. Notifíquese original. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEftOn PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto S7 de 1896. 
Suprema Corte : 

No es aplicable el principio de la indivisibilidad de la confe- 
sión, cuando se trata como en el caso, del cumplimiento de uoa 
prescripción legal, y la excepción se funda en hechos que no 
constituyen excepción admisible según la ley, además de no po- 
der justificarse, según la declaración del mismo procesado á 
foja 2. 

Se ha de servir Y. E. confirmar por ello la resolución recu- 
rrida de foja 9, con el descuento del tiempo de la prisión sufri- 
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da, que solicita ol defensor y parece arreglado á derecho, dado 
el retardo qae ha sufrido el proceso. 

Sabiniano Kier. 



Fallo do la AiipreBia Corte 

Buenos Aires, Setiembre 22 de 1896. 

Vistos: Considerando: Qae el artículo treinta y seis de la 
ley número tres mil trescientos diez y ocho, de veinte y tres de 
Noviembre de mil ochocientos noventa y cinco, establece que : 
c ElPoder Ejecutivo en laCapital y en los territorios nacionales, 
y los gobernidores de provincia en las de sn mando harán de- 
tener álos no enrolados en la guardia nacional, hasta que jus- 
tifiquen no estar obligados á enrolarse. Si no lo jastíficasen en 
el término de cuarenta y ocho horas, los pondrá á disposición 
del Juez Federal respectivo». 

Qne según resulta de la comunicación de foja primera, el pro- 
cesado ha sido detenido por el Jefe de Policía de la Capital y 
aunque de autos no consta, debe suponerse que lo ha sido en 
virtud de la facultad acordada al Presidente de la Bepública 
por el citado artículo. 

Que sometido al Juez Federal respectivo ha sido destinado á 
servir un año en el ejército permanente, de acuerdo con el artí- 
culo treinta y cinco de la misma, por no haber justificado no es- 
tar obligado á enrolarse. 

Qne no pudiendo acreditarse las excepciones del enrolamiento 
en otra forma que las determinadas por la ley, en los artículos 
veinte y cinco y siguientes, es á los interesados á quienes in- 
cumbe la prueba de estar comprendidos en aquellas. 

Que en el caso ocurrente, el procesado no ha producido prue- 
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ba alguna que justifique su afirmación de haber estado imposi- 
bilitado de enrolarse. 

Que según consta de la nota de remisión de foja una, el pro- 
cesado se encuentra detenido en prisión preventiva desde el 
diez de enero del corriente año, no podiendo imputarse á su 
culpa la demora que ha sufrido la sustanciacion de su causa. 

Que aun cuando la ley número tres mil trescientos diez y ocho 
nadaba establecido respecto de la manera de compotarse el 
tiempo de prisión preventiva con relación al año en el ejército 
permanente á que destina á los no enrolados, en el artículo 
treinta y cinco de aquella ley, esta Suprema Corte ha entendi- 
do que debe hacerse computando un día de prisión por un día 
de servicio délas armas» según resulta de los fallos, serie pri- 
mera, tomo sétimo, página cuatrocientas treinta y tres, y serie 
cuarta, tomo ocho, página trecientas cuarenta, lo que también 
se desprende de la doctrina del artículo ciento trece del Código 
Penal de mil ochocientos ochenta. 

. Por estos fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
lada de foja nueve, declarándose que debe computarse al pro- 
cesado el tiempo de prisión sufrida por un tiempo igual de servi- 
cio en el ejército permanente á que se le destina. Devuélvanse . 

LUIS V. VÁRELA . — OCTAVIO BüN- 

GE. —ABEL BAZAif (cu disi- 
dencia). 



DISIDENCIA 



Vistos: Considerando: Que el enrolamiento déla Guardia 
Nacional en la Bepública, es obligatorio para los ciudadanos 

. LXV 7 
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desde la edad de diez y ocho años á ouareuta, siendo casados, y 
cuarenta y cinco siendo solteros^ bajo la pena de on año de ser- 
vicio en el ejército permanente, para los qae estando obligados 
á enrolarse no lo verificasen : artículos diez y siete y treinta y 
cinco déla ley número tres mil trescientos diez y ocho. 

Que está probado que el procesado Pedro José Peralta, segnn 
su propia declaración de foja dos, es argentino, de veinte años de 
edad^ y no se ha enrolado; y aunque ha alegado para no haberlo 
hecho, que ha estado enfermo en la campaña de la provincia de 
Buenos Aires, no es menos cierto que no lo ha probado, ni po- 
día probarlo^ á pesar de haberse recibido la causa á prueba, por 
cuanto el mismo procesado^ en su indagatoria dé foja dos, decla- 
ró que no recordaba cómo se llamaba el paraje donde estuvo 
enfermo, que no le asistió médico, ni conocía persona alguna 
que pudiese acreditar la veracidad de su dicho. 

Que con tal motivo, es evidente que el procesado Peralta ha 
incurrido en la pena del artículo treinta y cinco de la ley antes 
citada; sin que pueda invocarse para exonerarlo de ella el prin^ 
cipio déla indivisibilidad de la confesión por el hecho alegado, 
como escasa, por su parte, pero no probado de haber estado en- 
fermo, porque tratándose de deberes que la ley impone bajo 
una pena determinada, para eximirse de ésta el que no los cum- 
pla, necesita no alegar simplemente, sino justificar causal legí- 
tima que lo releve de la pena, lo que no ha sucedido en el pre- 
sente caso. 

4 

Que el tiempo de prisión preventiva qne ha sufrido el proce- 
sado, mientras se ha sustanciado sa causa, no puede descontarse 
del año de servicio en el ejército á que lo condena la )ey, por- 
que no hay disposición alguna legal que á ello autorice, en cuyo 
caso sería violar la ley que ha fijado el término de un año, como 
daraoion de la pena de servicio en el ejército, si se dispensase de 
dicho término un tiempo cualquiera, por razón de prisión pre- 
ventiva 6 por otra causa que no haya mencionado la ley. Que el 
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artículo caarenta y nneve del Código Peaal que autoriza á 
computar el tiempo de prisión preventiTa en las penas que en 
él expresainente se determinan, no es aplicable en el presente 
caso, porque entre las penas que ese artículo designa, no se 
menciona la del servicio en el ejército permanente, y por ser 
indudable que los jueces, en materia penal, no pueden hacer 
extensivos en favor de los reos de un delito, franquicias que la 
ley les ha acordado en determinados casos, á otros diferentes, 
mayormente si de ello resultase que jamás se cumpliría la pe- 
na en la integridad que la ley ha proscripto . 

Que la resolución de esta Suprema Corte, que se registra en 
el tomo octavo, serie cuarta, página trescientos cuarenta y tres 
de sus fallos, no destruyela verdad de las «lonolusiones sentadas 
en los anteriores considerandos, ni sería justo aplicarla al pre- 
sente caso, en que no concurren las mismas circunstancias y 
cuando ni se resolvió entonces por la Suprema Corte que el 
procesado fuese culpable de la infracción de la ley de que se 
trata. 

Por estos fundamentos : se confirma con costas la sentencia 
apelada de foja nueve. Devuélvanse. 

ABEL BAZAN. 
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CAUSA «;€XII1 



Contra don Alejandro Pila, por infracción á la letf 

de enrolamiento 



Sumario, — i^ La prueba de ser extranjero y de hallarse co- 
mo tal, comprendido en las excepciones de la ley de eivrolamien- 
to, incumbe al procesado. 

2® £1 tiempo de prisión sufrida debe computarse por un tiem- 
po itjual al de servicio en el ejército permanente á que se \e des- 
tina. 



Ca^o. Resulta del fallo de la Suprema Cortey de la vista del 
señor Procurador General. 



FmIIo del «lúes Federal 



La Plata, Setiembre !• de 1896. 

Y vistos: Este sumario seguido contra Alejandro Pila, por in- 
fracción á la ley de enrolamiento. 

Y considerando: Que la defensa nó ba justificado la calidad 
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de subdito español alegada por el procesado; y antes por el con- 
trario, de la misma prneba ofrecida por ella, resulta que es co- 
nocido como argentino; que por otra parte, el Procurador Fis- 
cal no está obligado á presentar la prueba de su acusación, des- 
de que la presunción legal está de su parte, de haber el acusado 
nacido en territorio argentino, debiendo ser éste por lo tanto 
quien deba justificar su nacionalidad y no aquél. 

Por estas consideraciones, fallo imponiendo al detenido Ale- 
jandro Pila, la pena de un año de servicios de las armas. Líbrese 
oficio á la policía para que lo ponga á disposición del Ministro 
de la guerra, á quien se la hará la comunicación respectiva. 

M, S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEflon PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 12 de 1896. 

La infracción á la la ley de enrolamiento no constituye un 
delito del Código Penal, sino una falta regida y penada por la 
ley número 3318. 

El hecho de la infracción no resulta de la confesión del infrac- 
tor; antes de ella se evidencia, por el hecho de no existir la inscrip- 
ción en los registros nacionales y de no exhibitse los justificati- 
vos del acto. El reconocimiento de la no inscripción y las cau- 
sas alegadas para disculparle, no constituyen por ello una con- 
fesión calificada que pueda conducir á la indivisibilidad pros- 
cripta en el artículo 310 del Código de Procedimientos en lo 
criminal. 

El artículo 35 de la ley de enrolamiento dispone : que c los que 
estando por la presente ley, obligados á enrolarse no lo verifi- 
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casen, serán destinados á servir un año en el ejército permanen- 
te >, y el 36 agrega: c qae el Poder Ejecutivo 6 los gobiernos de 
provincia, harán detener á los no enrolados en la guardia na- 
cional, hasta que justifiquen no estar obligados á enrolarse >. 

Todo habitante del país, se presume nacido en él. La calidad 
de extranjero, siendo una excepción opuesta por el procesado 
7 personal, es al oponente que incumbe el deber de probarla. 

La justificación obligatoria con sujeción al texto expreso de 
la ley especial en la materia, no ha sido rendida dentro del tér- 
mino legal. 

Pido por ello, á V. E., se sirva confirmar la sentencia recu- 
rrida. 

Otrosí digo: Que si no obstante venir otorgado este recurso 
en relación, V. E. cree procedente oir al Procurador General, 
pienso que el reo debiera nombrar defensor en esta instancia 6 
haberse por tal al de pobres, á efecto de que conozca los proce- 
dimientos impresos á la causa, y las resoluciones dictadas por 
V.E. 

Sabiniano Kier. 



Pallo die la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 22 de 1896. 

€ 

Vistos: considerando: Que el artículo 36 de la ley número 
3318 de 23 de Noviembre de 1895, establece que c el Poder Eje- 
cutivo de la capital y los territorios nacionales, y los goberna- 
dores de provincia en las de su mando harán detener á los no 
enrolados en la Guardia Nacional hasta que justificasen no es- 
tar obligados á enrolarse. Si no lo justificasen en el término de 
48 horas, los pondrá ádisposicion del juez federal respectivo. 
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Que según resulta de la comunicación de foja 9, el procesado 
ha sido detenido por autoridades de la provincia de Buenos Ai- 
res, y, aunque de autos no constat debe suponerse que lo ha sido 
en virtud de la facultad acordada al Gobernador de dicha pro- 
vincia por el citado artículo. 

Que sometido al juez federal respectivo, ha sido destinado á 
servir un año en el ejército permanente, de acuerdo con el arti- 
culo 35 déla misma ley, por no haber justificado no estar obli- 
gado á enrolarse. 

Que no pudiendo acreditarse las excepciones del enrolamien- 
to en otra forma que las determinadas por la ley en los artí- 
culos 25 y siguientes, es á los interesados á quienes incumbe la 
prueba de estar comprendidos en aquellas, así como á los que 
aleguen ser extranjeros, la comprobación de su calidad de tales 
por los medios legales de prueba. 

Que en el caso ocurrente el procesado no ha producido prueba 
que justifique su afirmación de ser extranjero. 

Que según consta á foja 1^ el procesado se encuentra detenido 
en prisión preventiva desde el 30 de Abril del corriente año, no 
pudiendo imputarse á su culpa la demora que ha sufrido la sus- 
tanciacion de su causa. 

Que aun cuando la ley número 3318 nada ha establecido res- 
pecto de la manera de computarse el tiempo de prisión preven- 
tiva con relación al año de servicio en el ejército permanente, á 
que destina á los no enrolados el artículo 35de aquella ley, esta 
Suprema Corte ha entendido que debe hacerse compatando un 
día de servicio de las armas, según resulta de los fallos, serie 
1", tomo 7% página 433^ y serie 4", tomo8^ página 346; lo que 
también se desprende de la doctrina del artículo 113 del C6digo 
Penal de 1880. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y pedi* 
do por el señor Procnrador General, se confirma la sentencia 

■ 

apelada de foja 18, declarándose que debe computarse al pro- 
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cesado el tiempo de prisión sufrida por un tiempo igual al de 
servicio en el ejército permanente á que se le destina. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGE. 

— ABEL BAZAN (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Conforme con los fundamentos aducidos respecto de la confír • 
macion de la sentencia, y en disidencia, en virtud de lo expues* 
to por el infrascripto, eu la fecha, en la causa contra Pedro José 
Peralta, en cuanto se manda computar al procesado el tiempo 
de prisión preventiva. 

ABEL BAZAN. 



CAUSA €CXI¥ 



Criminal contra don Trinidad S. Osuna y don Pedro Lupo, por 
defrcCudacion de impuestos de contribución territorial ; sobre 
competencia. 



Sumario. — No corresponden á los tribunales federales las 
causas por defraudación de rentas fiscales, que procedan de im- 
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puestos estableoidos exclasivameate para la Capital y territo- 
rios nacionales. 



Caso. — Resalta de las siguientes piezas: 



VISTA riSCAL 



Buenos Aires, Febrero 12 de 1896. 
Señor Juez : 

Acompaño á V. 8. ^copia legalizada del samarlo administrati- 
vo levantado por la dirección de rentas con motivo de la def rao- 
dacion de dineros del fisco, cometida por los señores Osamay 
compañía, no rindiendo cumplida cuenta délos dineros por ellos 
percibidos en el cobro del impuesto de contribución territorial 
en esta Capital, que les fué otorgado por concesión especial co- 
mo sucesores de los señores Esteban Ibañez y compañía. 

Según ese sumario, que por decreto del señor Ministro de 
hacienda me ha sido enviado á ñn de que interponga las accio- 
nes que de él derivaren, la razón social c señores Osuna y com- 
pañía» está compuesta, según propia declaración, por los seño- 
res Trinidad S. Osnma y don Miguel Lupo. 

Interrogados estos señores sobre la falta de ingreso á las ca- 
jas del ñsco de dineros & él pertenecientes y cobrados por ellos, 
y que ascienden ¿la suma de 16.346 pesos con 74 centavos, han 
confesado la falta, atribuyéndola á hechus de sus empleados ó 
sabordinados, lo que hasta este momento no pasa de una sim- 
ple afirmación de su parte; siendo, por otra parte, un descargo 
de muy poca importancia, dado que ellos eran los directamente 
responsables para con el fisco de las referidas sumas, de su co- 
bro, y de la rendición de la cuenta respectiva. Estas circuns- 
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tancias resultantes del menoiouado samarlo, coloca á los señores 
Trinidad S. Osuna y Miguel Lupo en la condición de adminis- 
tradores infieles de caudales públicos, y por tanto comprendi- 
dos por las disposiciones legales que á ellos se refieren. 

No pudiendoser calificados los señores Osuma y Lupo como 
empleados en el sentido extrictode la palabra, el hecho de que 
les acuso cae bajo la prescripción del artículo 80 de la ley sobre 
justicia federal de Setiembre de 1863 ; es decir, que siendo re* 
caudadores de dineros páblicos, y estando obligados á rendir 
cuenta al gobierno, no lo han hecho, distrayendo esos caudales, 
deben ser castigados con la pena que ese artículo establece. 

Deben ser igualmente compelidos á la devolución inmediata 
de la suma de dinero que ha sido distraída y que dejo expresada- 
anteriormente. 

A estos efectos vengo á V. S. presentando la presente acusa- 
cion y pidiendo que los señores Miguel Lupo y Trinidad S. Osu- 
ma sean citados ante Y . S. á fin de ser interrogados á propósito 
de ella, y de hacerles saber la obligación perentoria en que están 
de devolver el capital de lo defraudado con más los intereses y 
costas. 

Otrosí digo: que ignorando el domicilio de los señores Miguel 
Lupo y Trinidad S. Osuna, Y. S. se ha de servir librar oficio al 
señor jefe de policía á fin de que notifique á esos señores la cita- 
ción que tengo solicitada, en el caso que Y. S. se sirviera pro- 
veer de conformidad. 

J. Botet. 



Fallo di el Juez Federal 



Buenos Aires, Agosto 21 de 1896. 

Autos y vistos: T considerando : que el proceso formado con- 
tra Trinidad S. Osuna y Miguel Lupo, loes por defraudación 
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de dinero del fisco, percibido por ellos en el cobro de impuestos 
de contribacion territorial en esta Capital, que les fué otorgada 
por concesión especial como sucesores de los señores Esteban 
Ibañez y C*. 

Que el artículo 31, inciso 9^, del Código de Procedimientos 
en lo Criminal prescribe que los jueces del crimen en la Capital 
conocerán de las causas de defraudación de rentas fiscales, cuan- 
do provengan de impuestos establecidos eiciusivamente para 
la Capital y territorios nacionales. 

Que atenta la prescripción del artículo citado, este juzgado 
carece de competencia para seguir conociendo del presente jui- 
cio. En su consecuencia, remítase con oficio al señor juez de, 
instrucción en turno. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 2 de 1896. 

Suprema Corte : 

El artículo 23 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
atribuye, por su inciso 4®, jurisdicción á los jueces do sección, 
para conocer de los delitos de toda especie que se cometan en 
lugares en que el gobierno nacional tenga absoluta y exclu- 
siva jurisdicción» 

Pero de esa regla exceptúa aquellos que por esta misma ley 
quedan sometidos á la jurisdicción ordinaria de los jueces de la 
Capital y territorios nacionales. T el artículo 31 prescribe ex- 
plícitamente, según su inciso 9"*, la exclusión déla jurisdicción 
federal, respecto de aquellas defraudaciones de rentas fiscales 
que provengan de impuestos establecidos exclusivamente para 
la Capital y territorios nacionales. 
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Ante esta prescripción legal, no creo jostificado el recurso 
interpuesto contra la resolución de foja 44, cuya confirmación 
solicito de y. E. 

Sabiniano Kier. 



Fallii de la Hapremn Coria 

Buenos Aires, Setiembre 32 de 1896. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General y por sus fundamentos, se confirma el auto ape- 
lado de fojacuarenta y cuatro. Devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. — ^ 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA ccxir 



Árnold Schulze y C" contra Schiffner y C*, por imitación 
de marca de fábrica ; sobre presentación de documentos 



Sumario. — En materia criminal pueden presentarse basta 
el llamamiento de autos para definitiva, los documentos que se 
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jure no haber sido conocidos, 6 no haberlos tenido á su disposi- 
cion con anterioridad. 



Caso. — Lo explica el 



ff*allo diel Juas Federal 



Buenos Aires, Diciembre 19 de 1896. 

Y vistos: Para resolver sobre el pedido de revocatoria y ape- 
lación en subsidio del auto de foja 128, interpuesto en el escrito 
de foja 139. 

Y considerando : Que la parte que presentó los documentos 
mandados agregar por el citado auto, lo hizo bajo juramento de 
que no había tenido cenocimiento de ellos ni habían éstos esta- 
do á su disposición con anterioridad . 

Que el artículo 528 del Código de Procedimientos en materia 
penal admitri en estas condiciones la presentación de documen- 
tos, aún en segunda instancia, antes del llamamiento de autos, 
es decir, fuera del término para producir prueba. 

Por esto resuelvo mantener el auto recurrido, concediendo la 
apelación en subsidio interpuesta. 

Elévense los autos á la Suprema Corte en la forma de estilo y 
repóngase el papel. 

J. V. Lalanne. 
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Fallo úe la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 22 de 1896. 



Vistos : Por los fundamentos del auto de foja oiento cincuen- 
ta 7 siete, se confirma con costas, el apelado de foja ciento 
veinte y ocho. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAI78A CCXYI 



Contra don Adolfo Peresutti, por infracción ala ley 

de enrolamiento 



Sumario. — El procesado por infracción á la ley de enrola- 
miento está obligado á probar sus excepciones; y no haciéndolo, 
sufre la pena de un año de servicio militar, descontándose de él 
el tiempo de prisión sufrida. 
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Caso. — Resulta de las sígaientes piezas : 



Fallo diel Suem Federal 

La Plata, Agosto 26 de 1896. 

Y vistos : Los autos seguidos contra Adolfo Peresutti, por in- 
fracción á la ley de enrolamiento, de los cuales resulta : que ase- 
gura el declarante ser extranjero ; que tiene su partida de bau- 
tismo, no haciéndola traer de Paysaudú (República Oriental), 
existiendo en poder de sus padres, por carecer de medios. Que 
corrido traslado de la vista fiscal y abierta esta causa á 
prueba, la defensa alega entre otras cosas que el detenido no 
está obligado á justificar nada para ser exonerado de la pena 
que en su contra se solicita. 

Y considerando: 1° Que durante el término de prueba conce- " 
dido con el objeto de justificar los extremos alegados en su de- 
claración de foja... nada se ha producido que corrobore est& ase- 
veración, según se desprende del certificado de foja... 

2^ Que desde el momento que la ley es imperativa y manda 
ineludiblemente ejercitar un hecho á los que se encuentran den- 
tro de las condiciones prefijadas, no cumplido el mandato se 
violó la ley, luego es penable por su omisión, lo que no sucede 
con las leyes prohibitivas donde la absolución del reo es la con- 
secuencia legal de la falta de prueba por el actor ó querellante, 
lo que no ocurre en el presente caso. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando al referido Pere- 
sutti á la pena de un año de servicio en el ejército nacional, con 
arreglo alo dispuesto por el artículo 35 de la ley número 3318. 
Líbrense los oficios del caso, notifíquese con el original y regís- 
trese . 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Bueoos Aires, Setiembre 9 de 1896. 
Suprema Corte: 

La infracción á la ley de enrolamiento, no constituye un deli- 
to del Código Penal, sino ana falta regida y penada por la ley 
número 3318. 

El hecho de la infracción no resulta de la confesión del infrac- 
tor; antes de ella se evidencia por el hecho de no existir la ins- 
cripción en los registros nacionales, y de no exhibirse los justi- 
ficativos del acto. El reconocimiento del hecho y las causas ale- 
gadas para disculparle, no constituyen por ello una confesión 
calificada que pueda conducir á la indinsibilidad prescripta en 
el articulo 318 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

El artículo 35 de la ley de enrolamiento, dispone por ello que 
c los que estando por la presente ley obligados á enro- 
larse no lo verificasen, serán destinados á servir un año en el 
ejército permanente >, y el 36 agrega : c que el poder ejecu- 
tivo ó los gobiernos de provincia, harán detener á los no enro- 
lados en la guardia nacional, hasta que justifiquen no estar 
obligados á enrolarse » . 

La justificación de la excusa es obligatoria, en el caso, con su- 
jeción al texto expreso de la ley especial en la materia. 

Y no habiéndola ofrecido el procesado, no obstante habérsele 
acordado un término de prueba al efecto, corresponde la confir- 
mación del auto recurrido de foja 10, que solicito de V. £. 

Sabintano Kier. 
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Fnllii die la Huprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 22 de 1896. 

Vistos y considerando : Qne el artículo treinta y seis de la 
ley número tres mil trescientos diez y ocho, de veinte y tres de 
Noviembre de mil ochocientos noventa y cinco, establece qne : 
cel poder ejecutivo en la capital y territorios nacionales y los 
gobernadores de provincias en las de su mando, harán detener á 
los no enrolados en la guardia nacional, hasta que justifiquen 
no estar obligados á enrolarse. Si no lo justificasen en el tér- 
mino de cuarenta y ocho horasj los pondráná disposición del juez 
federal respectivo ». 

Que según resulta de la comunicación de foja primera, el pro- 
cesado ha sido detenido por autoridades de la provincia de Buenos 
Aires y aunque de autos no consta, debe suponerse que lo han 
sido en virtud de la facultad acordada al gobernador de dicha 
provincia por el citado artículo . 

Que sometido al juez federal respectivo, ha sido destinado & 
servir un año en el ejército permanente, de acuerdo con el artí- 
culo treinta y cinco de la misma ley, por no haber justificado no 
estar obligado á enrolarse. 

Que no pudiendo acreditarse las excepciones del enrolamien- 
to en otras formas que las determinadas por la ley en los artí- 
culos veinte y cinco y siguientes, esa los interesados á quienes 
incumbe la prueba de estar comprendidos en aquellas, así como 
á los que aleguen ser extranjeros la comprobación de su calidad 
de tales por los medios legales de prueba. 

Que en el caso ocurrente, el procesado no ha producido prueba 
alguna que justifique su afirmación de ser extranjero. 

Que según consta de la nota de remisión de foja tres, el pro- 

T. LXV 8 



i 12 FALLOS DE LA SUPREIU CORTE 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 9 de 1B96. 

Suprema Corte: 

La infracción á la ley de enrolamiento, no constituye un deli- 
to del Código Penal, sino ana falta regida y penada por la ley 
número 3318. 

El hecho de la infracción no resulta de la confesión del infrac- 
tor; antes de ella se evidencia por el hecho de no existir la ins- 
cripción en los registros nacionales, y de no exhibirse los justi- 
ficativos del acto. El reconocimiento del hecho y las causas ale- 
gadas para disculparle, no constituyen por ello una confesión 
calificada que pueda conducir á la indiTÍsibilidad prescripta en 
el artículo 318 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

El artículo 35 de la ley de enrolamiento, dispone por ello que 
c los que estando por la presente ley obligados á enro- 
larse no lo verificasen, serán destinados á servir un año en el 
ejército permanente >, y el 36 agrega : cque el poder ejecu- 
tivo ó los gobiernos de provincia, harán detener á los no enro- 
lados en la guardia nacional, hasta que justifiquen no estar 
obligados á enrolarse » . 

La justificación de la excusa es obligatoria, en el caso, con su- 
jeción al texto expreso de la ley especial en la materia. 

Y no habiéndola ofrecido el procesado, no obstante habérsele 
acordado un término de prueba al efecto, corresponde la confir- 
mación del auto recurrido de foja 10, que solicito deV. E. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de to Supremii Corte 



Baenos Aires, Setiembre 22 de 1896. 

Vistos 7 considerando : Que el artículo treinta y seis de la 
ley número tres mil trescientos diez y ocho, de veinte y tres de 
Noviembre de mil ochocientos noventa y cinco, establece qae : 
<el poder ejecutivo en la capital y territorios nacionales y los 
gobernadores de provincias en las de su mando, harán detener á 
los no enrolados en la guardia nacional, hasta que justifiquen 
no estar obligados á enrolarse. Si no lo justificasen en el tér- 
mino de cuarenta y ocho horas, los pondrán á disposición del juez 
federal respectivo ». 

Que según resulta de la comunicación de foja primera, el pro- 
cesado ha sido detenido por autoridades de la provincia de Buenos 
Aires y aunque de autos no consta, debe suponerse que lo han 
sido en virtud de la facultad acordada al gobernador de dicha 
provincia por el citado artículo. 

Que sometido al juez federal respectivo, ha sido destinado á 
servir un año en el ejército permanente, de acuerdo con el artí- 
culo treinta y cinco de la misma ley, por no haber justificado no 
estar obligado á enrolarse. 

Que no pudiendo acreditarse las excepciones del enrolamien- 
to en otras formas que las determinadas por la ley en los artí- 
culos veinte y cinco y siguientes, esa los interesados á quienes 
incumbe la prueba de estar comprendidos en aquellas, así como 
á los que aleguen ser extranjeros la comprobación de su calidad 
dótales por los medios legales de prueba. 

Que en el caso ocurrente, el procesado no ha producido prueba 
alguna que justifique su afirmación de ser extranjero. 

Que según consta de la nota de remisión de foja tres, el pro- 

T. LXY 8 
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cesado se encnentra detenido en prisión preYentiva, desde el 
nueve de Julio del corriente año, no podiendo imputarse á su 
culpa la demora que ha sufrido la substanciación de su causa. 
Que aun cuando la ley número tres mil trescientos diez jocho, 
nada ha establecido respecto de la manera de computarse el 
tiempo de prisión preventiva con relación al año de servicio en 
el ejército permanente, áque destina á los enrolados el artículo 
treinta y cinco de aquella ley, esta Suprema Corte ha entendi- 
do que debe hacerse computando un día de prisión por un día 
de servicio de las armas, según resulta de lois fallos, serie pri- 
mera^ tomo séptimo, página cuatrocientos treinta y tres, y serie 
cuarta, tomo ocho, página quinientos cuarenta, lo que también 
se desprende de la doctrina del artículo ciento trece del Código 
Penal de mil ochocientos ochenta. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y pedi- 
do por el señor Procurador General, se confirma la sentencia 
apelada de foja diez, declarándose que debe computarse al pro- 
cesado el tiempo de prisión sufrida por igual al de servicio en 
el ejército permanente á que se le destina. Devuélvanle. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGE. 



Conforme con los fundamentos aducidos resoecto de la confir- 
macion de la sentencia, y en disidencia en virtud de lo dispues- 
to por el infrascripto en la fecha, en la cansa contra Pedro Jo- 
sé Peralta, en cuanto se manda computar al procesado el tiem- 
po de prisión preventiva. 

ABEL BAZAN . 
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CAUSA CCM^VII 



El Ferrocarril delSud de la Provinciade Buenos Aires, contra 
don Francisco Pr adere, por expropiación ; sobre competencia. 



Sumario. — No corresponde á la jurisdicción federal la can- 
sa de expropiación segnida entre vecinos de una misma loca- 
lidad, en virtud de una ley de provincia. 



Caso. — Lo explica la vista del señor Procurador General 
y el 



Fallo del Jíuea Federal 



La Plata, Octubre 4 de 1892. 

Autos y vistos, en el artículo de incompetencia de este juzga- 
do ; y considerando : 

i^Que tratándose de una expropiación de un bien raíz situa- 
do en el territorio de la provincia, es á las autoridades de ésta 
que corresponde el conocimiento de la causa. 

2^ Que la competencia de este juzgado se hace derivar de la 
distinta vecindad de las partes, por tener el directorio del Fe- 
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rrocarril del Sud su asiento en la capital federal y el demanda- 
do en la provincia. 

3^ Qae según la disposición terminante del artículo 11 de la 
ley de 14 de Setiembre de 1863 sobre jurisdicción y competen- 
cia de los tribunales nacionales: < la vecindad en una provin- 
cia se adquirirá, para los efectos del fuero, por la residencia 
continuado dos años, (^por tener en ella propiedades raices 6 
un establecimiento de industriaj comercio, etc^ » 

4^ Que por lo tanto, no puede negarse que aun cuando el ex- 
propiado resida permanentemente en la Capital de la Repú- 
blica, el ferrocarril ha podido y puede legítimamente ocurrir á 
la justicia nacional del territorio donde se halla situado el bien 
raiz, cuya expropiación trata de llevar á cabo. 

5® Que el hecho de ser el Ferrocarril del Sud autorizado por 
ley de la provincia de Buenos Aires no obsta á que pueda estar 
sujeto á la justicia nacional, de acuerdo con la disposición tras- 
crita y subrayada : 1^ porque en la época en que se dictó la ley 
de concesión, no existían ferrocarriles nacionales; 2° porque 
la que es Capital de la República hoy lo era de la provincia en- 
tonces. La ley del soberano Congreso vigente desde el 1® de 
Enero del corriente año declara ferrocarriles nacionales todos 
los que estén ligados con la Capital ó un territorio federal, ó 
con una ó más provincias, es aplicable á este caso. 

6'' Que si bien es cierto que esta última ley rigo después de 
iniciado este juicio, no lo es menos que el Ferrocarril del Sud, 
no es para el beneficio exclusivo de la provincia de Buenos Ai- 
res, pues al tener su cabecera en la Capital de la República, 
queda por lo tanto ligada á los principales ferrocarriles de la 
nación y sirviendo por consiguiente á toda ella. Así si el juzgadu 
considera que en el caso ocurrente puede dársele efecto retroac- 
tivo á esa ley nacional, es porque en nada lesiona derechos del 
expropiado ni le perjudica su aplicación^ y no tiene ésta otro 
objeto que corroborar la disposición aplicable al caso del re- 
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cordado artícalo 1 i de la ley sobre jarisdiocion y competencia 
de los tribanales nacionales. 

7*^ Que en cnanto al otro hecho en qne se apoya la declinato- 
ria de jurisdicción, es el de que, uno de los condóminos del bien 
cuya expropiación se trata, ha fallecido y tramita aún su testa- 
mentaría; y que siendo universal el juicio testamentario atrae á 
sí todos sus incidentes activos y pasivos. Esto no es exacto, 
pues los juicios de expropiación son absolutamente independien- 
tes de los juicios universales ya sean testamentarios ó de quie- 
bra. 

Por todo ello, fallo: no haciendo lugar, con costas, á la in- 
competencia deducida por el expropiado. Notifíquese con el ori- 
ginal, regístrese y repónganse los sellos. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 3 de 1896. 

Suprema Corte: 

La acción instaurada se refiere á la expropiación de un cam- 
po ubicado en la provincia de Buenos Aires, partido de Lobe- 
ría. 

El expropiante «Empresa del Ferrocarril del Sud », tiene su 
domicilio legal en la Capital de la República; el expropiado don 
Francisco Fradere y la sucesión condómina de don Juan Pradere, 
tienen el mismo domicilio, según se ha comprobado por los tes- 
timonios no contradichos de los testigos examinados de fojas 
lii áii6, y lo declarado y reconocido por la misma parte de- 
maftdante, según las diligencias de fojas 99 y i 04. 
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No se trata entonces de personas de diverso domicilio^ como 
erróneamente se estableció en la demanda; no puede pretender- 
se, por tanto^ la aplicación al caso sub-judice del artículo ^""^ 
inciso 2®y de la ley sobre competencia nacional, para fundar el 
imperio de la jurisdicción nacional, por razón de la diversidad 
del domicilio. 

Tampoco procede en el caso, elartícalo 11 de la ley de compe- 
tencia nacional, pues si ese artículo expresa las causas que in- 
duce vecindad, á falta de otras pruebas, no puede interpretar- 
se su mandato, contrariando, cuando se poseen bienes en di- 
versos puntos, el principal domicilio probado y reconocido con 
evidencia. 

El hecho establecido por la prueba, es que ambas partes tie- 
nen establecido el mismo domicilio en esta capital, y están por 
ello fuera déla jurisdicción nacional, por razón de su vecin- 
dad. 

Si se trata de una gestión sobre bienes raíces radicados en la 
provincia de Buenos Aires, y á su respecto la demanda fué de- 
ducida con anterioridad ante el juzgado civil del Departamento 
de Dolores de aquella provincia, según consta á foja 99, á esa 
jurisdicción no se oponía la ley de ferrocarriles nacionales, que 
es por otra parte posterior en fecha, ni ninguna otra disposición 
especial de la nación que pudiera determinar ratione materice la 
competencia exclusiva del fuero federal. 

Una gestión entre vecinos de un mismo lucrar, acerca de un 
bien raiz ubicado en la provincia cuya expropiación se solicita- 
ba por un ferrocarril de concesión por la provincia, y en virtud 
de una ley provincial, podía legalmente ventilarse ante esa ju- 
risdicción, y una vez deducida la acción con sujeción á lo dis- 
puesto en el artículo 10 de la ley de competencia, ha debido 
continuarse ante la misma jurisdicción, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 14 de la misma. Por ello, creo que 
procede la revocación del auto recurrido, corriente á foja 193, 
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con declaración de no corresponder el conocimiento de la acción 
á la jurisdicción federal de la provincia de Buenos Aires. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 32 de 1896. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca el auto apelado de foja ciento no- 
venta 7 tres, declarándose que el conocimiento de esta causa no 
corresponde al juzgado federal de la provincia de Buenos iJres. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VAAELA. — ABELBAZAN» 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA CCXTIII 



Contra don Cirilo Garay, por infracción á la ley de enrola- 
miento; sobre revisión de sentencia pasada en cosa juzgada 

Sumario. — Si el condenado presenta un documento decisi- 
vo ignorado antes, debe dejarse sin efecto la sentencia pasada 
en cosa juzgada» é instruirse la cansa de nuevo. 
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Caso . — Lo explica la 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 23 de 1896. 
Suprema Corte: 

£1 artículo 651 del Código de Procedimientos en lo criminal, 
establece el recurso de revisión contra las sentencias pasadas 
en autoridad de cosa juzgada, entre otros casos, según su inciso 
8% «cuando el condenado hallase ó cobrase documentos decisi- 
TOS, ignorados, extraviados ó detenidos por fuerza mayor » . 

Este es el caso que surge del proceso actual. 

Cirilo Garay, ha sido condenado por sentencia pasada en au- 
toridad de cosa juzgada, por infractor á la ley de movilización; 
y ahora resulta de un documento fehaciente, como lo es la parti- 
da de nacimiento de foja 5, que no es tal infractor, 

AY. E. toca, según el artículo 553 del Código de Procedi- 
mientos citado, conocer de este recurso. 

Pido por ello á V. E . , que, en presencia de la partida de bau- 
tismo de foja 5, se sirva declarar la nulidad de la sentencia, por 
fundarse en hecho que resulta falso; resolviendo se instruya de 
nuevo la causa por el juez competente, con sujeción á lo dispues- 
to en el párrafo 3"" del artículo 554 del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal. 

Sabiniano Kter. 



rallo de to Suprema Carte 

Buenos Aires, Setiembre 24 de 1896. 

Autos y vistos : Atenta la naturaleza sumaria de la causa y 
por los fundamentos de la precedente vista del señor Procuia-* 
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dor General, déjase sin efecto la sentencia del juez de sección 
de fecha veinte y dos de Janiode mil ochocientos noventa y 
seis, y remítansele estas actuaciones para que instruya de nuevo 
la cansa, como lo dice el mismo señor Procurador General en la 
última parte de su citada vista. Notifíquese con el original. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAC8A €€XIX 



Don Benito Olazabaly por la sucesión de Don Casimiro de Ola- 
zabal^ contra Moañmiano Tambury, por ejecución de senten* 
da; sobre posesión. 



Sumario. — El jnez federal que por sentencia ejecutoriada 
ha reconocido la propiedad de los bienes á favor de una suce- 
sión, no puede desconocer el derecho de ésta, á obtener la pose- 
sión de los referidos bienes, y debe en consecuencia acceder á 
loque se solicita con ese fin, por su representante. 



Caso. — El representante de la sucesión de Don Casimiro 
Olazabal se presentó al juzgado diciendo: acompaño á este es- 
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crito copia auténtica de la sentencia dictada por Y. S. en el jai- 
cio sobre reivindicación iniciado por don Máximiano Tambury, 
contra la sucesión de mi señor padre don Casimiro de Olazabal, 
demanda en virtud de la cual Tambnry pretendía ser dueño de 
las propiedades de la sucesión que represento. 

Acompaño también copia del auto de laExma. Corte de jus- 
ticia nacional, declarando desierto el recurso deducido por Tam* 
bury; hecho por el cual viene á quedar consentida la sentencia 
en cuanto reconoce como de propiedad de la sucesión de Olaza- 
bal, todos los bienes que indebidamente retiene el señor Tam- 
bnry. Consentida la sentencia, procede su ejecución, y siendo 
y. S. el encargado por la ley de administrar justicia, y de eje* 
cutar las resoluciones judiciales, vengo en pedir que sin más 
trámite se sirva librar oficio al señor Juez doctor Vera y remi- 
tir el exhorto pedido ad effecíum videndiy para que en virtud 
del mismo exhorto librado por el Juez de la sucesión, suspen- 
dido en sus efectos por orden de Y. S., corra sus trámites^ po- 
niéndoseme en posesión de los bienes pertenecientes á la suce- 
sión de mi señor padre don Casimiro de Olazabal.. 

El Juez no hizo lugar á lo pedido. 



Fallo de Im Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 24 de 1896. 

Yistos y considerando : Que por la sentencia del Juez de la 
sección de Mendoza, que corre en testimonio á foja primera y 
que ha quedado ejecutoriada por haberse declarado desierto el 
recurso de apelación interpuesto contra ella por Máximiano 
Tambury, se resuelve que los bienes objetos de la acción rei- 
vindicatoría deducida por éste, son de propiedad de la aucesion 
de don Casimiro de Olazabal . 
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Qae, en consecuenoia, el juez de secoion no ha podido dejar de 
reconocer el derecho de dicha sucesión á obtener la posesión de 
los referidos bienes, dejando para ello sin efecto la orden libra- 
da al juez local de Mendoza á foja diez y ocho, del juicio de rei- 
vindicación^ queso ha tenido á la vista, por cnanto la existencia 
de este juicio que dio origen á dicha orden ha terminado defini- 
tivamente, no habiendo en tal caso razón que pueda oponerse al 
pleno uso de los derechos de posesión que corresponden al due- 
ño de aquellos bienes, en virtud del dominio. 

Por esto : se revoca al auto apelado de foja cuarenta, y se de- 
clara que el Juez de Sección debe dirigirse al Juez local en el 
sentido solicitado en el escrito de foja treinta y tres. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse . 

LUIS V. VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA eexx 



El procurador don L. J. Doy henard, por el convento de Santo 
Domingo contra don Antonio Pon^ por devolución de fondos 
y falta de personería; sobre costas. 



Sumario. — La declaración de falta de personería por defi- 
ciencia en el poder ejercido por el procurador del demandante, 
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no da mérito para condenar á éste en las costas de la articula- 
ción. 



Caso. — Resulta del 



Fi^lo del Juea Federal 



Baenos Aires, Abril 15 de 1896. 

Y vistos: En la excepción de falta de personería en el proca- 
rador del demandante. 

Y considerando : 1° Que la representación que invoca el señor 
Doyhenard emana del poder especial otorgado á sa favor por el 
convento de Santo Domingo, para que represente á éste hasta su 
definitiva conclusión en el juicio promovido con la testamenta- 
ría de doña María Gregoria García de Zuñiga> por cobro de pe- 
sos procedentes de una capellanía fundada por doña Josefa 
Varnes. 

2^ Que siendo especial el poder que da origen á su carácter 
de representante del expresado convento, su personería debe 
circunscribirse ó reducirse ala realización de los actos que en 
él se enumeran como facultades conferidas para el desempeño 
del mandato . 

3^ Que siendo esto así, es indudable que el procurador del de- 
mandante carece de personería para iniciar el presente juicio, si 
se tiene en cuenta que ella le ha sido conferida para represen- 
tar el convento en un determinado juicio, expresándose en el 
poder las partes y objeto del mismo, de tal modo que no es po- 
sible confundirla con otra y que permite adquirir el convenci- 
miento de que no es el que da ocasión á este incidente. 

4® Que si bien en el texto del poder se expresa que se c faculta 
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al procarador para dedocir todas las acciones que correspondan 
al enunciado convento , sea contra la testamentaría ó contra 
quien resultare obligado á cumplir las obligaciones impuestas 
por la fundadora», esta última cláusula examinada en presencia 
del escrito de demanda, demuestra de un modo conoluyente su 
falta de personería, pues que la frase < contra quien resultare 
obligada», etc., no se refiere sin duda alguna al demandado que 
no ha tenido intervención de ninguna clase en el juicio con la 
testamentaría y cuya personería aparece relacionada con el ob- 
jeto especial del mandato de una manera bien extraña, aun para 
el mismo demandante y si á cualquiera de los que intervinieran ó 
han podido intervenir en el juicio principal que quedare obliga- 
do por el resultado 6 incidencias de ese juicio y con arreglo á las 
disposiciones que lo han regido. 

5® Que el mismo poder, para que no quede género alguno de 
duda, se refiere de un modo categórico al juicio de la testamen- 
taría cuando textualmente dice : «los autos testamentarios re- 
cordados tramitan por el Juzgado á cargo del doctor Ángel Ga- 
ray, secretaría de don Saturnino García », faculta al mandata- 
rio para que ocurra ante dicho magistrado y aun cuando agrega 
f y demás autoridades competentes », debe entenderse siempre 
con sujeción al objeto especial del mandato, cual es el cobro de 
pesos procedentes de una capellanía en un juicio testamentario 
cuyo sólo carácter de universal bastaría pnra convencer de que 
no ha entrado en el ánimo del poderdante conferir facultades 
para ser ejercitadas ante una jurisdicción que carece de compe- 
tencia para conocer de ellas. 

Por estas consideraciones : se resuelve haciendo lugar á la ex- 
cepción de falta de personería en el procurador del demandante . 

Hágase saber y repóngase las fojas. 

Jtuin del Campillo. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 29 de 1896. 

Vistos : No habiendo mérito para la condenación en costas pre- 
tendida por el demandado, se confirma con costas el auto de fo- 
ja diez y nueve enlaparte apelada. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

LUIS V. VÁRELA. —ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CJAVSA Ct^XXI 



El Fuco de la Nación, contra el Frontón Buenos Aires, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre recurso d la Suprema Corte contra 
una sentencia de los tribunales de la Capital. 



Sumario. — La aplicación de las leyes nacionales no autori- 
za el recurso á la Suprema Corte contra las sentencias de lo^ 
tribunales de la Capital, cuando son leyes de carácter local. 
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Caso. — Resulta de las sigaientes piezas: 



SENTENCIA DE LA CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL 



En Baenos Aires, Capital de la República Argentina^ á i7 
de Setiembre de 1895, reanidos los señores vocales de la £i- 
ma. Cámüra de Apelaciones en lo Civil, en su Sala de Acuerdos, 
para conocer del recurso interpuesto en los autos seguidos por el 
< Fisco de la Nación contra el Frontón Buenos Aires, por cobro 
ejecutivo de pesos», respecto de la sentencia corriente á foja 51, 
el Tribunal estableció la siguiente cuestión ; 

¿Es justa la res)lucion de foja 5? 

Practicado el sorteo, resultó que la votación debía tener lu- 
gar en el orden siguiente: señores vocales doctores Molina Arro- 
tea, González del Solar y Giménez. 

El señor vocal doctor Molina Arrotea, dijo : 

En los procedimientos que rigen en el presente juicio sólo son 
admisibles, tres excepciones : falta de personería, falsedad de 
título ó pago : artículo 31, ley de 28 de Noviembre de 1893. La 
ley posterior de 17 de Octubre del año próximo pasado ha agre- 
gado áestas excepciones, la de prescripción. 

Sin desconocer el deudor los términos limitativos de la ley de 
referencia (foja 20) aduce, sin embargo, en su defensa, primera- 
mente la litis pendencia é incompetencia de jurisdicción y más 
tarde (foja 37 y foja 40) la de inhabilidad de título, falta de 
jurisdicción y nulidad de la ejecución. 

El Juez inferior al proveer sobre las primeras excepciones, 
entendió, á juzgar por los términosde su auto de foja 25 vuelta, 
admitir únicamente la de falsedad, declarando expresamente á 
foja 38 vuelta, que sólo tenía por ampliadas las deducidas des- 
pués con la inhabilidad de título . 



128 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

La inteligencia de estas resolaciones han qnedado por otra 
parte aclarada en los autos de fojas 45 y 46 vuelta. 

El recurso interpuesto por el representante del deudora foja 
58, en cuanto se refiere cá las demás excepciones que ha invo- 
cado», es así improcedente, entre otras razones, por haber con- 
sentido los decretos de foja 38 vuelta y foja 45, que sólo dieron 
curso á las excepciones de falsedad é inhabilidad de título. Son 
de consiguiente estas dos excepciones las únicas de que el tri- 
bunal debe ocuparse. 

En cuanto á la primera, considero que ha sido juzgada con 
acierto en la sentencia, aceptando y reproduciendo por mi parte 
las consideraciones que la fundan, cuando no se ha controverti- 
do la autenticidad de la boleta de foja 1 que es el título de eje- 
cución* cuando no se ha argüido que sean falsas ó se hayan 
adulterado las firmas ó los sellos de las oficinas públicas que las 
han expedido, cuando finalmente no se controvierte la identi- 
dad ni la investidura de los funcionarios que suscriben dicho 
documento, paréceme por demás incuestionable que carece de 
todo fundamento legal la excepción de falsedad en los términos 
que la autoriza nuestro derecho. 

La jurisprudencia que se hace mérito por el deudor en su es- 
crito de foja 20, no es conducente á la cuestión, porque en el ca- 
so que alU se recuerda se trataba de falsedad de ejecutoria, y 
no de falsedad de título que son defensas sustancialmente dis- 
tintas en las leyes procesales. 

La segunda excepción de inhabilidad de título, viene instruida 
con antecedentes de sustanciacion verdaderamente anormales . 

Nos encontramos en presencia de este hecho extraño : citado de 
remate al deudor, no utiliza aquella excepción, tramitándose úni- 
camente la de falsedad, contestada á foja 31 y recibida á prueba 
á foja 36. 

En este estado y después de nueve meses de vencido el tér- 
mino para excepcionarse (el juicio se paralizó á pedido del aeree- 
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dor) el ejecutado con la adqaíescencia j conformidad del represen- 
tante del Fisco dedujo la mencionada excepción de inhabilidad. 

No hace al caso discutir, si un empleado administrativo goza 
de la insólita facultad legal de renunciar los beneficios acordados 
por las leyes al Estado, cuando esa renuncia afecta directamen- 
te los derechos ó intereses cuya custodia y representación le ha 
sido confiada. 

No hace al caso, repito, porque la inhabilidad de título no es 
defensa autorizada en esta ciase de juicios y no siéndolo, ni el 
deudor ha podido á su turno admitirla y tramitarla. 

Bastaría recordar que las disposiciones que rigen los procedi- 
mientos son disposiciones de orden público. 

Pienso que en esta situación el Tribunal no puede considerar 
la excepción, limitándose á declarar su improcedencia como no 
podría considerar en juicio ejecutivo la excepción de usura au- 
torizada en el antiguo derecho, como no podría consideraren eje- 
cución de sentencia la falta de personería 6 el compromiso. 

Corresponde en definitiva la confirmación del fallo apelado 
en cuanto desestima la excepción de falsedad y la declaratoria 
de improcedencia de la de inhabilidad de título, debiendo en su 
mérito llevarse adelante la ejecución, conforme á lo dispuesto en 
el artículo 498 del Código de Procedimientos. 

Es en este sentido que emito mi voto en la cuestión pro- 
puesta. 

Los señores vocales doctores Qonzalez del Solar y Q-imenez, 
se adhirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguiente 
sentencia. 

Molina Arrotea. — González del 
Solar. — Giménez. 

Ante mí : 

Jorge L. Dupuis. 

T. LXV * 9 
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SENTENCIA 



Buenos Aires, Setiembre 17 de 1B95» 

Vistos : Atento el resultado de la votación de que instruye el 
acuerdo precedente, se confirma la resolución de foja 51 en 
cuanto desestímala eicepcion de falsedad, declarándose impro- 
cedente la de inhabilidad de título, debiendo llevarse la ejecución 
adelante. Begúlanse los derechos procuratorios de Losano en 
treinta pesos moneda nacional. Devuélvanse, reponiéndose los 
sellos. 

C. Molina Arrotea. — Nicanor 
G. del Solar. — Emilio Gi* 
menez. 

Ante mi : 

Jorge L. Dupuis. 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 19 de 1896. 

Suprema Corte: 

£1 auto de foja 65, se ha dictado en juicio ejecutivo, y se li- 
mita á desechar las excepciones opuestas contra el instrumento 
que funda la ejecución. 

Cualquiera que fuera el agravio que causare ese auto, puede 
ser reparado al dictarse sentencia ó cuando el ejecutado ejercie- 
ra el derecho de ventilar sus excepciones de nuevo, en el juicio 
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ordinario que antoriza la ley y ba reconocido la constante doc- 
trina de los fallos de los tribunales. 

La circunstancia de ser el fisco el ejecutante no desvirtúa el 
ejercicio de ese derecbo, ya se considerase la demanda ordinaria 
como una continuación emergente del juicio ejecutivo, ya fuese 
precedida de la autorización del Congreso. 

En cualquier caso, el auto recurrido, no siendo una sentencia 
definitiva, no está por ello comprendido en la disposición del ar- 
tículo 14 de la ley de competencia de los tribunales nacionales, 
que requiere aquella condición. 

Por ello pienso que el recurso traído ante Y. E. á mérito del 
auto de foja 69 vuelta, no ba sido debidamente concedido. 

Si el más ilustrado criterio de Y. £. resolviera lo contrario, 
el auto de la Cámara debiera ser confirmado. 

No es exacto el fundamento del recorso de foja 68 sobredes- 
conocimiento de la ley nacional de 1882. 

El Juez a qiw j la Cámara fundan su auto precisamente en 
la ley nacional sobre patentes número 3040, que en su artículo 
2^, inciso 10 prescribe textualmente «que los frontones, sin 
excepción, pagarán pesos 50.000», y en su artículo 31 «que su 
cobro se verificará por el procedimiento de apremio >. Como esa 
prescripción legal es posterior á la de 1882, derogativa en esa 
part ., tiene preferente aplicación. 

No es el caso, entonces, del inciso 1^ del artículo 14 de la ley 
de competencia, que se refiere al caso de ponerse eii cuestión la 
validez de una ley del Congreso y que la decisión haya sido 
contra su validez. Por ello pido á Y. £. se sirva declarar mal 
concedido el recurso y, caso contrario, confirmar el auto recu- 
rrido. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Huprema Corta 

Buenos Aires, Setiembre 26 de 1896. 

Vistos : Considerando : Qae la cuestión debatida y resuelta 
en esta causa, en lo que atañe al recurso traído ante esta Supre- 
ma Corte, versa puramente sobre el alcance é interpretación de 
la ley depatentes. 

Que ella no se baila comprendida por lo tanto, en la disposi- 
ción del articulo noTenta de la ley de doce de Noviembre de mil 
ochocientos ociienta y seis, que atribuye á esta Suprema Corte 
jurisdicción de revisión de los fallos de última instancia de los 
tribunales de la Capital ea los mismos casos en que ella puede 
ejercitarse respecto de las resoluciones definitivas de los tribu- 
nales superiores de provincia, con arreglo á lo dispuesto por el 
artículo catorce de la ley sobre jurisdicción y competencia de 
los tribunales federales, pues que siendo la ley de patentes de 
carácter puramente local y estando organizado el gobierno de la 
capital en lo judicial como un gobierno propio é independiente 
y de jurisdicción amplia y completa en todo lo que es de régi- 
men local, su interpretación y aplicación, como ladetodalas de- 
más leyes que conciernen sólo á la administración local, debe 
entenderse deferida solamente á los tribunales de este orden, en 
tanto, en cuanto no afecten ni envuelvan cuestiones especial- 
mente regidas por la constitución, tratados nacionales ú otros 
actos de carácter igualmente federal . 

Que el recurso autorizado por el articulo noventa de la citada 
ley de doce de Noviembre de mil ochocientos ochenta y seis, es un 
recurso extraordinario y excepcional, para los casos únicos y es- 
peciales que determina la ley y no se puede, por lo mismo, sin 
desnaturalizarlo y modificar su verdadero carácter, convertirlo 
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en una vía ordinaria y común de aplicación contra todos los fa- 
llos de los tribunales mencionados. 

Que tal sucedería, sin embargo, si hubiera él de entenderse 
aplicable á todos los casos de cuestiones regidas por las 
leyes locales, pues que estando los procedimientos de di- 
chos tribunales regidos exclnsivamente por esas leyes y 
debiendo estos su origen y organización á las mismas, apenas 
podría presentarse cuestión alguna de fondo 6 forma y especial- 
mente de forma que no las afectase directa y especialmente y 
que pudiese escapar, en consecuencia, á la jurisdicción de revi- 
sión por la corte federal. 

Que por consiguiente, la apelación interpuesta contra la reso- 
lución de foja sesenta y una, no es procedente, por no hallarse 
comprendida en ninguno de los casos previstos por dicho artí- 
culo. 

Por esto y de acuerdo con lo resuelto por esta Suprema Corte 
en casos análogos : se declara no haber lugar al recurso inter- 
puesto; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABELBAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAMJHA CeXXll 



Doña Corina Villanueva de Sotomayor, contra don Manuel Al-- 
varez, por cobro ejecutivo de alquileres ; sobre competencia. 



Sumario. — El cooocimiento de las causas por cobro de al- 
quileres que excedau de 200 pesos meusuales, no corresponde á 
la justicia de paz, y puede ser deferido á la justicia federal por 
razón de las personas, si el monto de la cantidad demandada 
excede de 500 pesos . 



Caso. — Doña Corina Villanueva de Sotomayor demandó an- 
te el juez de I'* instancia de la Capital, á don Manuel Alvarez, 
por cobro de la cantidad de 580 pesos, importe de alquileres. 

El demandado declinó de jurisdicción por ser extranjero, y 
argentina la demandante. 

Esta reprodujo su demanda ante el juez federal, y el deman- 
dado declinó nuevamente de jurisdicción, alegando correspon- 
der el asunto á la justicia de paz, de acuerdo con el artículo 13, 
inciso 2^, de la ley orgánica. 

El representante déla demandante pidió que no se haga lu- 
gar á la declinatoria, por cuanto se trata de un asunto de más 
de 500 pesos, y no está comprendido ni en la ley de justicia de 
paz ni en la ley de 3 de Setiembre de 1878. 
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FaIIo del JíueK Pederal 



Buenos Aires, Mayo 16 de 1896. 

Y vistos: A mérito de la resoUicioa de foja 8 vuelta y de 
aouerdo con lo solicitado en el precedente escrito, no ha lugati 
con costas, ala excepción de incompetencia deducida. Repón- 
gase la foja. 

Juan del Campillo. 



VISTA DEL SEÍSOR PROCUKADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 13 de 1896. 

Suprema Corte : 

Con sujeción á las prescripciones legales invocadas en el es- 
crito de foja 13, procede la confirmación del auto recurrido de 
foja 14, que solicito de V. £. 

Sabiniano Kier. 



Pullo de lA Suprenm Corte 

Buenos Aires, Setiembre 26 de 1896. 

Vistos y considerando : Qoe según el escrito de foja primera, 
el alquiler mensual de cuyo cobro se trata, excede de 200 pesos, 
en cuyo caso no corresponde el conocimiento de la causa á la 
justicia de paz, con arreglo al artículo trece, inciso segundo, de 
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la ley número dos mil ochocientos sesenta, de veinte y tres de 
Noviembre de mil ochocientos noventa y uno. 

Que la suma demandada excede también de la cantidad fija- 
da por el artículo primero de la ley de tres de Setiembre de mil 
ochocientos setenta y ocho, para excluir el caso de la jurisdic- 
ción federal. 

Por esto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
G-eneral, se confirma con costas el auto apelado de foja catorce. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



€ AUSA CCXXIII 



Contra Federico Rosazza y Juan Bissi (a) Brunetti; sobre 
expendio de billetes de curso legal falsos 



Sumario. — £1 testimonio de las personas que han provo- 
cado la comisión del delito para denunciarlo, ó que han practi- 
cado diligenciase dado recomendaciones en contra del procesa- 
do, no puede servir de fundamento para la imposición de una 
pena. 
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Caso. — Resulta del 



Fallo del JueK Federal 



Vista: Estacaasa criminal seguida de oficio á Federico Bo- 
sazza, sin sobrenombre ni apodo, italiano, de 22 años de edad, 
soltero, dependiente, domiciliado en la calle General Yiamonte 
número 1701 y á Juan Bis8i(a) Brunetti, italiano, de 29 años 
de edad, soltero, casado, domiciliado Rodríguez Peña número 
1372, procesados, el primero^ por el delito de circular billetes 
falsos de banco y el segundo por complicidad en el mismo de- 
lito, del estudio de la qae 

Resulta: Que según el parte policial de foja 1" los procesados 
Rosazzay JuanBissi (a) Brunetti, fueron detenidos por creerlos 
autores de la circulación de billetes falsos del Banco de la Pro- 
vincia de Buenos Aires valor de 200 pesos; que al ser detenidos 
en el interior del almacén calle General Yiamonte y Rodríguez 
Peña, aquel pretendió fugar arrojando previamente en un ca- 
nasto que allí existía^ 34 billetes falsificados de 200 pesos cada 
uno. 

Llamados á declarar Rosazza y Bissi, manifiestan que no han 
tenido en su poder billetes falsos de Banco, negando el primero 
ser él quien arrojara los billetes falsos encontrados en el ca- 
nasto. 

Los testigos Aquiles Mastruccioy Ángel Preggi, declaran 
que han visto que cuando la policía iba á proceder á la detención 
de los acusados, Rosazza disparó para el interior de la casa pre- 
tendiendo fugar y arrojando en un canasto los billetes falsos 
hallados y un cuchillo con vaina de cuero. 

Cerrado el sumario, y corrido traslado al Procurador Fiscal, 
este funcionario se expidió á foja 38 pidiendo se le aplique á Ro- 
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sazza la pena qae dispone el artícalo 285 del Código Penal en su 
primera parte, y á JnanBissila de tres anos de prisión, de acuer- 
do con el artículo 34, inciso 4^. 

El defensor de pobres al evacuar el traslado de la acusación, 
manifiesta que no la encuentra fundada, por no existir prueba 
de cargo que la autorice, que la prueba testimonial de que se 
hace mérito carece de importanciü legal, por cuanto esos testi- 
gos, según ellos mismos afirman, fueron comisionados por la 
policía para llevar á cabo las diligencias para el descubrimiento 
de los autores y cómplices de la circulación, mediante la prome- 
sa de recompensar sus trabajos empleándolos en esa reparti- 
ción. 

Que abierta la causa á prueba no se produjo ninguna por las 
partes, llamándose autos para sentencia. 

Y considerando : I^Que es principio inconcuso en materia 
penal, que ninguna sentencia condenatoria puede pronunciarse 
sin antes haber sido evidentemente comprobada la existencia 
del cuerpo del delito que sirvió de base al proceso, por los ves- 
tigios materiales que su ejecución haya dejado, pues esa com- 
probación es precisamente la base del procedimiento; en extremo, 
la existencia del cuerpo del delito, se halla acreditado sufi- 
cientemente en esta causa por el parte del comisario Suarez, 
corriente á foja 1, declaraciones délos testigos sumariantes, y 
que han sido debidamente ratificadas y billetes secuestrados é 
inutilizados según nota de la Caja de Conversión, foja 35. 

2^ Que las declaraciones prestadas por Agustín Mastruocío y 
Ángel Preggi comprueban claramente la participación que el 
procesado Bosazza ha tenido en el delito que se le atribuye de 
haber expendido billetes falsos del Banco de la Provincia de 
Buenos Aires valor de (200) doscientos pesos. 

El parte del Comisario Suarez confirma igualmente tal acertó, 
razón por la que esas declaraciones constituyen prueba legal, 
por haber sido prestadas por testigos hábiles y estar ellos con- 
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testes en lo fundamental, Ingar y tiempo que el delito se co- 
metió : artículo 306 del Código de Procedimientos Crimina- 
les. 

3® La negativa de Rosazza sobre su no participación en el de- 
lito incriminado, de nada sirve, no debe ser tenida en cuenta, 
desde que se encuentra destruida por el mérito probatorio que 
resulta de las mismas declaraciones, las que «e robustecen y 
vigorizan al observar que la tenencia de los billetes falsos que 
ban sido secuestrados en su poder, constituye por si sola la 
prueba viva y fehaciente del cuerpo del delito, y con ello su de- 
lincuencia. Por otra parte, el beneficio del artículo 318 del Có- 
digo citado no lo ampara, porque de la causa resultan graves 
presunciones en su contra, entre otras, la contradicción visible 
que se observa entre esa negación y la afirmación de Bissi, al 
sostener éste que el día y hora de la ejecución del delito se 
hallaba en el almacén sito calle General Yiamonte y Bodriguez 
Peña, acompañado de dos personas cuyos nombres y domicilios 
no conoce y de Rosazza, bebiendo amistosamente, mientras que 
éste dice se encontraba solo. 

4^ Que sin pronunciarse el juzgado, por razón de no hallarse 
sujeto á discusión ni pendiente de resolución judicial, sobre si 
los procedimientos de )a policía en el caso su6-;udtcehan sido ó 
no correctos, la inhabilidad que el defensor cree encontrar en 
esos testimonios, no existe por no ser de las indicadas en los 
artículos 275, 276, 277 y 487 del Código recordado, y porque 
no fueron ellas comprobadas durante la recepción de la causa á 
prueba, y desde luego, esos testimonios merecen fé por el con- 
cepto eipuesto. 

5^ Que comprobada por las constancias del proceso la delin- 
cuencia de Rosazza, el delito encuadra en la disposición de los 
artículos 285 del Código Penal y 62 de la ley nacional de 14 
de Setiembre de 1863, cuya penalidad por razones legales debe 
aplicarse en su término medio, por no concurrir circunstancia 
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atenuante ó agravante que modifiquen los términos del artículo 
52 del citado Código. 

6^gQue requiriendo la ley y la jurisprudencia constante de la 
Suprema Corte de justicia, la necesidad de existencia de una 
prueba evidente y clarísima de la perpetración del delito incri- 
minado para que pueda decretarse ó pronunciarse una senten- 
cia, ésta no puede legalmente subsistir cuando los elementos de 
convicción acumulados á la causa no llenan tal propósito. Que 
aplicando estos altos principios de moral y legislación al dete- 
nido Bissi, resulta que por no haber mérito bastante que de- 
muestre su complicidad en la circulación de billetes falsos de 
Banco, se impone su absolución de culpa y cargo (artículo 487, 
Código de instrucción criminal y Fallos de la Corte de Justicia, 
serie 2% tomos 1^ 4« y i3, páginas 338, 137 y 236). 

Enefecto, independientemente de su negativa absoluta, sobre 
la incriminación que se le hace, tenemos que el beneficio con- 
sagrado en el artículo 318 del citado Código, le comprende, por 
no resultar de la causa presunciones graves en su contra, y por 
el contrario sus antecedentes personales le son favorables, fo- 
ja 21; pero, aparte de ello, y de que en la duda debe siempre 
estarse á lo que sea más favorable al reo, se observa que el único 
testigo que lo compromete es Mastrucchio, que afirma que tenía 
conocimiento por Francisco Ciaburri que poseía billetes falsos, 
afirmación que no merece fé, porque llamado éste á declarar, 
sostiene bajo juramento que no ha hecho jamás tal manifesta- 
ción; desde luego, como testigo singular de referencia y sospe- 
choso bajo todos conceptos, su declaración no merece fé proba- 
toria, imperando por consecuencia la inculpabilidad del proce- 
sado Bissi (artículos 305 y 306, Código de Procedimientos, y serie 
1°, tomo 9°, página 70 ; serie 2*, tomos 1® y 20, páginas 114, 
149 y 85, y tomo 5"", página 476, fallos citados). 

Forestes fundamentos, definitivamente juzgando, fallo con- 
denando á Federico Rosazza como autor del delito de expender 
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billetes falsos del Banco de la provincia de Buenos Aires, valor 
de 200 pesos, á la pena de 5 años j medio de trabajos forzados 
y malta de 2750 pesos fuertes, con sus accesorios legales é im- 
posición de las costas procesales; y absolviendo á Juan Bissi de 
culpa y cargodel delitode supuesta complicidad atribuido en ésta 
causa y con ocasión del mismo delito^ á quien se le pondrá en 
libertad, así que esta sentencia quede ejecutoriada. 

A sus efectos, líbrese oficio al director de la cárcel Peniten- 
ciaría y al señor jefe de policía para las anotaciones del caso. 
Así lo pronuncio mando y firmo en Buenos Aires á los 31 días 
del mesde Julio de 1896. 

Agustín ürdinarrain. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOK GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 14 de 1896. 
Suprema Corte : 

Ala referencia de la expresión de agravios, contestan satis- 
factoriamente los considerandos 1%2% 3^y4° déla sentencia 
recurrida. EUos^ apoyándose en constancias inequívocas del pro- 
ceso, convencen de la culpabilidad del procesado. 

Nada necesito agregar por ello, bastando su invocación para 
arribar á la conclusión que impone al procesado Federico Ro- 
sazza la pena de 5 años y medio de trabajos forzados y multa de 
pesos 2750 pesos, por circulación fraudulenta de billetes de Ban- 
co, con sujeción á lo prescripto en el artículo 62 de la ley de 14 
de Setiembre de 1863. 

Buego á Y. E., por ello, se sirva confirmar por sus fundamen- 
tos la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier . 
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Fallo de la Suprema Corta 

Buenos Aires, Setiembre 26 de 1896. 

Yistos : Considerando: Que de la prueba producida en estos 
autos, no surge la evidencia de la perpetración del delito por 
que se procesa á Federico Bosazza. 

Que las únicas declaraciones que pueden servir como presun- 
ciones cuntra el procesado Bosazza son las prestadas por Aquí- 
les Mastruccio (fojas cuatro y veinte y siete), quienes, según 
el parte de foja diez y siete, aparecen como agentes encargados 
por el Comisario déla sección yeintey seis, para perseguir á los 
circuladores de billetes falsos^ comisionando á Aquiles Mastruc- 
cio para que propusiese á Bosazza comprarle billetes de esa 
claae. 

Que la inmoralidad del acto de mandar proponer la autoridad 
aun individuo la comisión de un delito, aparece confesada, no 
sólo por el mismo comisario de la sección veinte y seis, sino 
también por Mastruccio, quien declara áfoja veinte y ocho, que 
sin ser empleado de policía y esperando serlo, hacía esta clase 
de pesquisas por orden del mencionado comisario. 

Que tales testimonios no pueden servir de fundamento para la 
imposición de una pena, dado lo expresamente preceptuado en el 
artículo doscientos setenta y seis, incisos diez y trece del Código 
de Procedimientos. 

Forestes fundamentos: se revócala sentencia de foja cin- 
cuenta y nueve, en la parte apelada, absolviéndose de toda culpa 
y cargo á Federico Bosazza. Devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUMGE. 
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CAUSA CCXXIT 



Contra don Pedro Nolasco Garda, por infracción de las dispo- 
siciones sobre movilización de la guardia nacional 



Sumario. — Las autoridades provinciales carecen de facul- 
tad para detener y someter á la justicia federal á los infracto- 
res de las disposiciones sobre movilización de la guardia nacio- 
nal; 7 lo obrado en consecuencia por el juez de sección, debe de- 
jarse sin efecto. ' 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



FaIIo del JTuez Federal 

La Plata, Agosto 18 de 1896. 

T vistos : estos autos seguidos contra Pedro Nolasco García, 
por infracción á la ley de movilización y de los cuales resulta : 

1® Que el detenido no se presentó á su comandante para ser mo- 
vilizado, por creer no tuviera tal obligación, por lo que pasada 
esta causa en vista al procurador fiscal, éste solicita se le apli- 
que la pena del artículo 14 de la referida ley. 
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2^ Que corrido traslado de la acu&acion al defensor de pobres, 
éste invoca^ como defensa, entre otras cosas, qae: todo hombre 
es reputado inocente por la ley mientras nose pruebe la comisión 
de un delito, no encontrando en autos justificados estos extre- 
mos, por lo que solicita la absolución de su defendido. 

Y considerando : Que desde el momento que la ley es impera-- 
tiva y manda ineludiblemente ejercitar un hecho á los que se 
encuentran dentro de las condiciones prefijadas; no cumpliendo 
el mandato, se violó la ley, luego es penable por su omisión, lo 
que no sucede con las leyes prohibitivas, donde la ab&olucion del 
reo es la consecuencia legal de la falta de prueba por el actor ó 
querellante, lo que no ocurre en el presente caso. 

Por esto y atento lo solicitado por el procurador fiscal, fallo 
condenando al referido Pedro Nolasco García á la pena de dos 
años de servicio en el ejército nacional, con arreglo alo dispuesto 
por la ley número 3318. Líbrense los oficios del caso. 

SI. S. de Áurrecoechea. 



VISTA DEL SEÍ90R PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 27 de 1896. 

Suprema Corte: 

El inciso 2^ del artículo ^ de la ley número 3318, prescribe 
que forman parte del ejército permanente, los argentinos que 
en «1 año anterior al de su llamamiento hayan cumplido los vein- 
te años de edad. 

El artículo 14 del decreto reglamentario, de 28 de Enero del 
corriente año, dispone la autenticación del estado civil, al abrir- 
se el enrolamiento, con la partida de bautismo ó declaración 
jurada . 
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No aparece tal constancia en el caso, y como la fijación de la 
edad sea necesaria para la declaración de responsabilidaddes, 
se ha de servir Y. E. disponer se acompañe la partida de 
bautismo á los efectos expresados . 

Sabiniano Kier. 



r»llo &m lA Suprem» Cort« 



Buenos Aires, Setiembre 29 de 1896 (1). 

Vistos : De autos resulta que el procesado Pedro Nolasco 
García fué sometido al juez de sección de la provincia de Bue- 
nos Aires, por oficio del jefe de policía de la misma, á quien le 
fué remitido por el comisario de Trenque Lauquen, imputándo- 
sele el delito de infracción á la ley de reclutamiento, por no ha- 
ber concurrido á la movilización de la guardia nacional del co- 
rriente año. 

Que para sostener la acusación, el procurador fiscal pretende 
que el procesado ha cumplido veinte años en el anterior, y, por 
lo tanto, que estaba obligado á concurrir á la movilización en 
el presente. 

Que el procesado niega haber cumplido la edad que se le atri- 
buye en la época determinada por el fiscal , sin que se haya 
producido prueba alguna por ninguna de las partes, fallando 
el juez la causa, destinando al recurrente á dos años deservicio 
en el ejército, por no haber justificado sus descargos. 

(1) Eo la misma fecha se dictaron iguales resoluciones en las causas se- 
guidas contra Edaardo González, Francisco Cáceres, Conrado Guzman, Ar- 
turo Arce, Pedro Patrón y Antonio Rojas, por no haber concurrido á la 
movilización déla guardia nacional. 

T. LXV 10 
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Y considerando : que la ley número tres mil trescientos diez 
y ocho de veinte y tres de Noviembre Je mil ochocientos noven- 
ta y cinco, ha hecho dos contravenciones diferentes en sn nata- 
raleza y represión, de la falta de enrolamiento en los registros 
de la guardia nacional de la República, y de la falta de concu- 
rrencia á la movilización de sesenta días á que están obligados 
los enrolados que hubiesen cumplido los veinte años en el año 
anterior al de la movilización. 

Que en los casos de falta de enrolamiento, el artículo treinta 
y seis de la mencionada ley faculta expresamente á los goberna- 
dores de provincia para detener á los que, debiendo haberse en- 
rolado, no lo hubieran hecho, sometiéndolos al juez federal, si 
dentro decaarentayocho horas no justificasen su omisión. 

Que esta facultad, lejos de estarles acordada ó reconocida, 
cuando se trata de la infracción de los guardias nacionales que 
no concurren al servicio obligatorio, proscripto por el título 
cuarto de la ley, lies está tácitamente negada por el artículo 
treinta y dos del decreto reglamentario de la misma, que dispo- 
ne que < á los efectos de la pena que establece la ley en el artí- 
culo catorce, título cuarto, la autoridad policial ó militar remi- 
tirá al juez de sección que corresponda, una nómina de los jóve- 
nes comprendidos en la clase de veinte años que no se hubiesen 
presentado al campamento ó cuartel en los plazos fijados > ; lo 
que importa dejar al juez federal el ejercicio de las acciones que 
correspondan, sin que los comisarios de policía de provincia pue- 
dan detener por sí, á los presuntos infractores para someter- 
los á aquel. 

Que la única intervención de la autoridad policial está deter- 
minada al final del artículo treinta y cinco del decreto regla- 
mentario, la cual no puede ejercerse por derecho propio, sinóá 
instigación de la autoridad militar en el caso que en ese artículo 
se menciona, ó por mandato judicial, en los casos del artículo 
treinta y dos del mismo decreto. 
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Qae el espíritu que dominó álos legisladores, al sancionar 
esta ley, se encuentra perfectamente consignado en la discusión 
á que dieron lugar los artículos pertinentes al caso, tanto en la 
cámara de diputados como ^n la de senadores nacionales, pu- 
diendo allí verse que hubo el deliberado propósito de excluir la 
acción facultativa de la policía, por considerarla peligrosa para 
la libertad individual y contrariad los propósitos que laley per- 
seguía. 

Que no estando acusado el procesado de falta de enrolamiento 
sino de falta de concarrencia á la movilización, las autoridades 
provinciales que le han detenido han carecido de facultad para 
hacerlo, y, por tanto, el juez federal debió así declararlo, termi- 
nando definitivamente en su causa. 

Por estos fundamentos y oído el señor Procurador General, se 
deja sin efecto todo lo obrado en la causa, declarándose que el 
procesado debe ser puesto en libertad. Notifíquese con el origi- 
nal y devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGE. 

— ABEL BAZAN (cu disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos: Considerando: Que la ley sobre organización del ejér- 
cito y guardia nacional número tres mil trescientos diez y ocho, 
ha hecho obligatorio para los ciudadanoi> que ella determina en 
su artículo diez y siete, el enrolamiento en la guardia nacional 
de la Bepúblicay el servicio por sesenta días, en el ejército per- 
manente para los que han cumplido la edad de veinte años en el 
anterior al de su llamamiento al servicio por el poder ejecuti- 
vo, incurriendo, en el primer caso, los que faltan á la obliga- 
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cien de enrolarse, en la pena de un año de servicio en el ejérci- 
to permanente; y, en el segnndo caso, en la de dos años del 
mismo servicio, aquellos que faltan, sin cansa justificada al 
llamamiento ya mencionado : artículos catorce y treinta y cinco 
de la ley. 

Que para el debido cumplimiento de la referida ley, el poder 
ejecutivo, en uso de sus facultades constitucionales, ha dicta- 
do el decreto reglamentario de veinte y ocho de Enero de mil 
ochocientos noventa y seis, en el que, por el artículo treinta es- 
tablece que, «los guardias nacionales que incurran en las fal- 
tas previstas y penadas por la ley tres mil trecientos diez y 
ocho, podrán ser detenidos en todo tiempo al tenor do lo dis- 
puesto en su artículo treinta y seis, título noveno. Los que no 
pudieran justificar la excepción en el término de cuarenta y 
ocho horas, serán puestos inmediatamente á disposición del 
juez competente >. 

Que estando previstas y penadas en la ley ya citada, no sólo 
la falta de enrolamiento en la guardia nacional, sino también 
la de presentación al llamamiento del poder ejecutivo para el 
servicio obligatorio en el ejército, de los ciudadanos á que se 
refiere dicha ley, es evidente que de conformidad con la disposi- 
ción reglamentaria que se deja transcripta, pueden ellos, tanto 
en el uno como en el otro caso, ser detenidos en todo tiempo, al 
tenor de lo dispuesto en el artículo treinta y seis, título nueve, de 
aquella ley, y como lo que dispone ese artículo es que c el poder 
ejecutivo en la Capital y territorios nacionales y los goberna- 
dores de provincia en las de su mando, harán detener á los no 
enrolados en la guardia nacional, hasta que justifiquen no es- 
tar obligados á enrolarne. Si no lo justificaren en el término de 
cuarenta y ocho^horas, los pondrá á disposición del juez federal 
respectivo >, es desde luego incontestable que, en virtud del 
artículo treinta del decreto reglamentario, los que falten al de- 
ber proscripto por el artículo catorce de la ley número tres mil 
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trescientos diez y ocho, paeden ser detenidos en todo tiempo, 
por orden del Poder Ejecutivo en la Capital y territorios nacio- 
nales, y de los gobernadores de provincia en las de su mando, 
del mismo modo qae lo establece el artículo treinta y seis de la 
ley para los no enrolados en la guardia nacional, estando limi- 
tada la facultad de detener, en uno y otro caso, al tiempo de 
cuarenta y ocho horas, después del cual pasarán á los detenidos 
al juez federal respectivo, sí no hubiesen justificado la excepción 
6 justa causa que hubiesen tenido para no cumplir los debe- 
res de la ley. 

Que !a disposición del artículo treinta y dos del decreto re- 
glamentario, de que se trata, no implica negar al poder eje- 
cutivo nacional y á los gobernadores de provincia en su caso, la 
facultad de detener á los que hayan faltado ala obligación que 
les impone el articulo catorce de la ley, para atribuirla sólo al 
juez federal, porque esto sería contrario alo que establece el ar- 
tículo treinta del mismo reglamento, según se desprende de su 
claro texto, y porque no es de modo alguno incompatible con 
aquella facultad la disposición del artículo treinta y dos que 
dice: cá los efectos de la pena que establece la ley en el artí- 
culo catorce, título cuarto, la autoridad policial ó militar re- 
mitirá al Juez de sección que corresponda una nómina de los 
jóvenes comprendidos en la clase de veinte años que no se hu- 
biesen presentado al campamento ó cuartel en los plazos fija- 
dos »; puesto que, siendo el juez federal el que tiene que juzgar 
y aplicar las penas de la ley á sus infractores, sea por no haber- 
se enrolado, ó porno haber concurrido al campamento ó cuartel 
en los plazos fijados, se explica que á ese efecto se remitirá á di- 
cho juez la nómina de que habla el referido artículo treinta y 
dos del reglamento, sin que la remisión de tal nómina obste para 
que se detenga en todo tiempo por autoridad del Poder Ejecu- 
tivo nacional ó por la de los gobernadores de provincia á los in- 
fractores de la ley, y para que se les ponga á disposición del 
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juez, si en el plazo de oaarenta y ocho horas no justificasen ex- 
cepción legítima, como lo prescribe el artículo treinta del mis- 
mo reglamento. 

Que no se trata de examinar actualmente, si el procesado ha 
sido bien ó mal detenido por las autoridades que lo pusieron á 
disposición del juez federal, sino de juzgar si está bien ó mal 
condenado por dicho juez, por razón de no haber cumplido con 
el deber cívico que le impone el artículo catorce de la ley núme- 
ro tres mil trescientos diez y ocho. 

Que sentados estos antecedentes de derecho, y resultando de 
las constancias de autos que el procesado Pedro Nolasco García 
no ha justificado ante las autoridades que lo detuvieron, como 
infractor del artículo catorcedelalev número tres mil trecien- 
tos diez y ocho, ni ante el juez federal á cuya disposición fué 
puesto, la causal que ha alegado en sudefensa para estar exento 
del servicio, por cuya falta se le ha acusado, es fuera de duda 
que ha incurrido en la pena que establece dicho artículo, por el 
hecho de no haber probado la justa causa que ha alegado, para 
no haberse presentado á la convocación del poder ejecutivo. 

Por estos fundamentos : se confirma, con costas, la sentencia 
apelada de foja ouatro vuelta. Devuélvanse. 

ABEL BAZAN. 
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CAUSA €)CKX\ 



Contra Justiniano Rodríguez, por infracción á la ley de 

enrolamiento 



Sumario. — El infractor de la ley de enrolamiento debe ser 
condenado á la pena de nn año de semcío en el ejército, con- 
tándose el tiempo de prisión sufrida en proporción de nn dia 
de prisión por un dia de servicio. 



Caso. — £1 procesado manifestó no haberse enrolado porque 
sus padres se opusieron por no tener la edad requerida. Funda- 
do en esta declaración, el Defensor sostuvo que no había culpa. 



VaIIo del Juex Peder»! 



La Plata, Setiembre 14 de 1896. 



Autos y vistos: Los seguidos contra Justiniano Rodriguez, 
por infractor á la ley de enrolamiento, y resultando de la par- 
tidade nacimiento que corre á foja ..., deeste expediente, cons- 
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tatada la edad del detenido, razón por la cual estaba obligado á 
enrolarse no obstante la excusa alegada en su declaración j las 
razones invocadas por la defensa. De conformidad con lo pedido 
por el Procurador Fiscal, fallo: condenando al referido Bodri- 
guez á la penado un año de servicio obligatorio en el ejército de 
la nación, con arreglo á la ley de la materia. 

Notifíquese con el original, y regístrese y líbrense los oficios 
del caso. 

M.S.de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 23 de 1896. 
Suprema Corte: 

La excepción alegada por el procesado Rodríguez á foja 1% 
no ha sido justificada, á pesar de las diligencias intentadas al 
efecto, á fojas 10 y H . 

Corresponde^ entonces, la confirmación de la sentencia de 
foja 15 que solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier. 



FaIIo de 1» Suprem» Corte 



Buenos Aires, Octubre V* de 1896. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General y por sus fundamentos, se confirma, con cos- 
tas, el auto apelado de foja quince, con declaración que debe 
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contarse al procesado el tiempo de prisión sufrida en proporción 
de nn dia de prisión, por un dia de servicio en el ejército per- 
manente. Devuélvanse. 

LUIS V, VÁRELA. — OCTAVIO 
BUMGE. 



En disidencia, en cuanto se manda computar el tiempo de 
prisión sufrida, por los fundamentos expuestos en la causa se- 
guida contra José Pedro Peralta. 



ABEL BAZAN. 



CAUSA 



Contra Ludo López, por infracción d la ley de enrolamiento 



Sumario. — Debe darse por compnrgada la pena de un ano 
de servicio en el ejército, impuesta al infractor de la ley de en- 
rolamienco, si el tiempo de detención sufrida excede de un 
año. 



Caso. — Resulta del 
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PaIIo del JTuex Federal 



T vistos: Estos autos seguidos de oficio á Lucio López, por 
infracción á la ley de enrolamiento, sin sobrenombre ni apodo, 
argentino, de 42 años, soltero, jornalero, domiciliado en la sec- 
ción i% casillas del Riachuelo, de los que resulta : 

Que en el acto de prestar el procesado su declaración inda- 
gatoria confiesa que no se enroló á cansa de que habiendo sa- 
lido en libertad de la Cárcel Penitenciaría el dia 21 de Abril de 
1895, cayó enfermo en cama no habiendo por esta razón podido 
hacerlo . 

Que el ministerio público, entablando la acusación respectiva, 
pide la aplicación de la pena marcada por el inciso 1® del ar- 
tículo 16 de la ley de 28 de Setiembre de 1872, y el defensor, 
contestando el traslado conferido, sostiene el impedimento físico 
alegado por su defendido, ofreciendo justificarlo y pidiendo para 
el caso desfavorable no se le juzgue por esa ley, y sí por la pro- 
mulgada el 23 de Noviembre de 1895. Abierta la causa á prue- 
ba no se produce ninguna, según certificado del actuario, lla- 
mándose autos para definitiva. 

Y considerando : 1® Que la infracción imputada á López se 
encuentra conduyentemente justificada por propia manifesta- 
ción, cuya confesión merece fé plena, por haber sido prestada 
ante Juez competente y con las solemnidades previstas por los 
artículos 316 y 321 del Código de instrucción criminal. 

2° Que la excusa alegada y que dice lo imposibilitó para cum- 
plir con ese deber legal, no ha sido justificada en el período or- 
dinario déla prueba, cuya justificación era necesaria con suje- 
ción al texto claro y expreso de la ley de la materia y porque 
esa causal no constituye una confesión calificada, y puede 
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condacir á la indivisibilidad proscripta por el artículo 318 del 
Código citado, como lo tiene resaeltolaExma. Corte Federal, de 
acuerdo con el dictamen del señor Procurador General en la 
causa seguida por igual concepto contra Pedro Barrete. 

3^ Que no existiendo 6 no apareciendo justificado dicho im- 
pedimento, lógicamente resulta haber López infringido la ley 
que imperativamente lo compele á ello y desde luego se ha he- 
cho pasible de su sanción, que debe serlo con arreglo al artículo 
35 de la ley número 3318 sobre organización del ejército en la 
República, por su mayor benignidad, y no la de Noviembre de 
1872. 

Por estos fundamentos, no obstante la pena pedida por el 
Procurador Fiscal, definitivamente juzgando, fallo : condenando 
á Lucio López, como infractor á la ley de enrolamiento, á la pe- 
na de un año de servicio militar, la que deberá ser cumplida en 
el cuerpo que designe el Poder Ejecutivo nacional, debiendo á 
ese efecto serle comunicada esta res olucion al señor Ministro de 
la Guerra y encargado de la Penitenciaría por medio de los ofi- 
cios de estilo. Así lo pronuncio^ mando y firmo en Buenos Aires 
á 8 días del mes de Julio del año 1896. 

Agustín Urdinarrain, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 34 de 1896. 
Suprema Corte : 

Resulta de la exposición misma del procesado de foja A, que 
no fué enrolado en tiempo oportuno, porque salió de la cárcel 
Penitenciaría en Abril del año 95, y cayó enfermo en cama. 
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Esta excepción, cuya prueba correspondía al procesado, con 
sujeción á lo dispuesto en los artícnlos 35 y 36 de la ley núme- 
ro 3318, no ha sido justificada, como resulta del informe de foja 
11 vuelta. 

Ahora se presenta la papeleta y cartas de fojas 26 y 27, cuya 
autenticidad es dudosa; puesto que el procesado declara á foja 
4 vuelta, que no sabe leer ni escribir, y la papeleta está fecha- 
da con Julio 20 del corriente año, cuando el procesado se encon- 
traba como se encuentra actualmente, en la Penitenciaría. 

En cualquier caso, el enrolamiento actual, aun siendo cierto, 
no exonera de las responsabilidades legales en que había incu- 
rrido el procesado, cuando fué arrestado en 1895. Corresponde 
en consecuencia la confirmación de la sentencia recurrida de 
foja 20. Pero como el procesado ha sufrido una prisión superior 
en tiempo, al de la destinación a) servicio militar; haciendo 
V. E. efectivas en este caso, las declaraciones hechas en otros 
análogos, sobre descuento del término de prisión indebida, se 
ha de servir V. E. disponer la libertad del procesado Lucio 
Lonez. 

Sabiniano Kier. 



FaIIo de I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 1* de 1896. 

Vistos : Por los fundamentos aducidos por el señor Procura- 
dor General en su vista de foja treinta y dos, y los de la senten- 
cia recurrida de foja diez y nueve vuelta, se confirma ésta; y, 
atento el largo tiempo de detención sufrida por el procesado, que 
excede al año de servicio en el ejército permanente á que se le 
destina por la sentencia apelada, y de acuerdo con lo pedido por 
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el señor Procurador General en la última parte de la citada 
vista, se da por compurgada dicha pena. Y dcTuélvanse al Juez 
de la causa^ para que mande poner en libertad al procesado. 

LÜIS V. VÁRELA. — OCTAVIO 
BUNGE. 



En disidencia, en cuanto se da por compurgada la pena, por 
los fundamentos expuestos en la causa seguida contra Pedro 
José Peralta . 



ABEL BAZAN. 



CAUSA €C\XVII 



D" CelÍ7ia Egaña de^WilliamSy contra don Juan B. Larraburu^ 
por desalojo; sobre costas, recurso de hecho 



Sumario. — No es apelable la condenación en costas dictada 
en auto que no es suceptible de recurso. 



Caso . — Lo explica el 
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INFORME DEL JUEZ FEDERAL 



Suprema Carie: 

Con fecha 20 de Agosto se notificó á las partes en este juicio, 
que el expediente se encontraba en secretaría á los efectos del 
artículo 177 del Código de Procedimientos, á fin de que fuera 
examinado por sus respectivos letrados. 

Antes de esta fecha, en 13 de Agosto, Buisan se había presen- 
tado ante V. E. recurriendo de hecho de una resolución de este 
Juzgado referente á la agregación de una prueba, y Y. E., de 
acuerdo con lo informado por el suscrito y lo dispuesto en el 
artículo 592 del Código de Procedimientos de la Capital incor- 
porado á la ley de Procedimientos Federales, pues se trata de un 
juicio de desalojo, declaró bien denegado el recurso, ordenando 
se agregaran aquellas actuaciones al expediente. 

La misma parte recurrente se presentó ante este Juzgado pi- 
diendo reposición de la providencia de t autos > dictada en 4 de 
Setiembre, fecha en que se proveyó el < por devueltos, cúmplase 
y hágase saber » á las actuaciones á que me he referido en el 
párrafo anterior, y no haciéndose lugar á ello se proveyó lo si- 
guiente : 

c Y vistos : Por las consideraciones legales aducidas en el es- 
crito de foja 232, que el Juzgado las acepta por considerarlas 
arregladas á derecho, no se hace lugar, con costas, á la revoca- 
toria deducida del auto de foja 208 vuelta, ni á la apelación en 
subsidio interpuesta. Repóngase el papel. » De este auto se pi- 
dió apelación por las costas impuestas, y el Juzgado proveyó en 
22 del presente mes: tNo ha lugar, atento lo dispuesto en el 
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articalo 592 del Código de Procedimientos incorporado al pro- 
cedimiento federal por ley número 3375 del presente año ». 
Es cuanto puedo informar á Y. E. al respecto. 

Agustín Urdinarrain. 



FaIIo de la SupreniA Corte 

Buenos Aires, Octubre 1* de 1896. 

Vistos en el acuerdo : Por loque resulta del precedentti infor* 
me declárase bien denegado el recurso, y remítanse estas actua- 
ciones al Juez de la causa para su agregación á sus anteceden- 
tes. Repóngase el papel. 

LUIS V. VÁRELA. — AB£L BAZAN. - 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA cc]i::i:yiii 



Don Eduardo Caffaréna apelando de una resolución adminis- 
trativa de la Aduana del Rosario 



Sumario. — 1^ Pendiente un recurso de apelación, no puede 
innoTarse en la cosa que es materia de la cuestión. 
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2° De las resoluciones administratiTas de las aduanas, no co- 
rresponde recurrir á los tribunales federales. 



Caso. — Besulta de las siguientes piezas 



VISTA DEL SESoR PROCURADOR FISCAL 

Señor Juez de Sección : 

El Procurador fiscal nacional en los autos traídos en la ape- 
lación de hecho interpuesta perdón Eduardo Gaffarena, contra 
la resolución administrativa, quede foja 8 Tuelta á 9 declaró 
nulo el remate de 100 bordalesasde vino tinto común, evacuan- 
do la vista conferida del escrito de la parte apelante de fojas 17 
á 35, ante Y. S. respetuosamente expone : 

I"" Que el señor administrador (áfoja 1 vuelta) negó la apela- 
ción, fundándose en que no se trata de la aplicación de una pena 
sino de una disposición simplemente administrativa. 

La parte apelante pretende que V. S. tiene jurisdicción para 
conocer en grado de apelación del caso sub^judice, fundándose: 
1° en que la Suprema Corte nacional, con fecha 11 de Junio de 
1891, interpretando el artículo 1063 délas ordenanzas de adua- 
na, ha establecido c que en el sistema y economía general de 
las ordenanzas, están sujetos á revisión los. procedimientos de 
la administración del ramo que en las operaciones de Aduana 
tengan un carácter penal ó importen el ejercicio de una acción 
de carácter judicial sobre los bienes de los particulares t; 2^ en 
que el artículo 190 de las ordenanzas es aplicable á las merca- 
derías averiadas en los depósitos, por vicio propio, lo mismo 
queá las averiadas durante el viaje, á que se refieren los artí- 
culos 800 7 siguientes. 
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Respecto á lo primero, no encuentro analogía entre el caso 
sub'judice, j el dei fallo citado de la Saprema Corte. En efec- 
to, la antoridad administrativa que ordenó el remate de las 100 
bordalesas devino, es indudablemente la competente para apro- 
barlo 6 no; 7 de la resolución dictada con tal objeto^ ha podi- 
do recurrirse para ante el Ministerio de Hacienda, como en to*- 
das las de carácter administrativo, pero no para ante la justicia 
nacional, porque ella no importa ni la aplicación de una pena, 
ni el ejercicio de una acción de carácter judicial; desde que el 
señor Otto Begierd, comprador de las 100 bordalesas en el re- 
mate, según afirma el mismo apelante, que sería cl único real* 
menie perjudicado con la anulación de la operación, no ha he- 
cho reqlamo ni gestión alguna, á estar á lo que resulta de 
autos. 

£1 caso del fallo de la Suprema Corte, de 11 de Junio de 
1891 (serie 3^^, tomo H, página 253) aun cuando no estén rela- 
cionados los antecedentes, en los considerandos expresados se 
ve que es distinto del sub-judice ; pues la apelación fué motiva- 
da por una retención de mercaderías, lo que indudablemente 
importaría el ejercicio de una acción de carácter judicial sobre 
bienes de particulares. 

2^ En cuanto ¿ la cuestión avería de que se ocupa el ape- 
lante en el escrito que contesto, es completamente intempesti- 
va, dados los términos de la resolución administrativa de fecha 
31 de Enero próximo pasado que ha motivado la apelación y 
que dice así: € Visto el informe que antecede, suscrito por ol 
contador interventor y gefe de vistas, y resultando: i^ Que el 
precio obtenido en el remate, no dicp.con el estado de la merca- 
dería, lo que importa en el caso ocurrente despojar al fisco de 
una parte de su renta, y que debido á la impericia del empleado 
que con arreglo á lo que determina el artículo 143 de las Orde- 
nanzas, se hubo de consentir, á no ser la arlminístracion que 
apercibida á tiempo, tomó las medidas para evitar el abuso ; 

T. IXY 11 
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2*^ Que teniendo en cuenta lo prescrito en las ordenanzas, á pe- 
sar de ello, se prescinde por hallarse el fisco perjudicado con 
tales precios ; 3^ Que conviniendo que esta clase de abusos de- 
saparezcau; con beneficio de la renta, se resuelve : dejar sin 
efecto la venta no aprobada por esta administración. Para su 
cumplimiento y efectos, hágase saber al interesado, tomándose 
razón por vistas y contaduría, y fecho^ archívese ». 

Como se ve, señor Juez, la resolución administrativa se limi- 
ta á dejar sin efecto al remate^ en virtud del bajo precio obteni- 
do y sm otro fundamento. 

Ella no hace ni mención sobre si las mercaderías averiadas en 
depósito por vicio propio, están 6 no en las mismas condiciones 
que las averiadas á bordo, 6 en otros términos, si el dueño ó 
consignatario de mercaderías averiadas en depósito puede 6 no 
hacer uso del derecho que le acuerda el artículo 140 de las Or- 
denanzas para el caso de despacho directo á plaza. Y como la 
apelación debe versar sobre la resolución del señor adminis- 
trador y no sobre la de fojas 9 á 13, procedente de la Dirección 
General de Rentas, que es la que ha suscitado la cuestión de si 
las averías en depósito ó á bordo, deben ser regidas ó no por la 
misma disposición legal ; este ministerio es de opinión que no 
es del caso discutir el alcance de los términos del artículo 351 , 
sino si un administrador puede anular un remate cuando se ha 
obtenido un bajo precio que, como hemos dicho anteriormente, 
es de resorte puramente administrativo, por las rasones ya adu- 
cidas^ y que no puede ser traída á la consideración de V. S. 

3° Antes de terminar debo llamar la atención sobre los párra- 
fos del capítulo II del escrito que contesto^ en el que se de- 
nuncia la sustracción de dos documentos que debían estar 
agregados á este expediente, y que se han hecho desaparecer 
con el propósito de poder afirmar hechos contrarios á la ver- 
dad. 

Gomo esto importaría un delito de orden público, previsto y 
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castigado por el artículo 54 de la ley nacional del 14 de Setiem- 
bre de i 863, sobre delitos nacionales, corresponde y pido á Y. S. 
se sirva hacer sacar testimonio de este capítulo U donde está la 
denuncia y ordenar comparezca al señor Caffarena á prestar 
declaración sobre los hechos denunciados, á ñn de esclarecerlos 
y castigar á los culpables. 

En cuanto al fondo de esta apelación, áV. S. pido se de- 
clare incompetente por tratarse de una resolución de carácter 
puramente administrativo, con costas al apelante. 

Será justicia, etc. 

/?. fí. Parara. 



WmUo del JTuex Federal 



Rosario, Julio 17 de 189d. 

Vistos y considerando : 1*^ Que según el artículo 1063 de las 
Ordenanzas de Aduana, la justicia federal debe aceptar las ape- 
laciontss deducidas contra las resoluciones del administrador de 
aduana cuando esas resoluciones ap/t^tten/^enaá los particula- 
res en los casos sometidos á su decisión. 

i^ Que en el sistema y economía general de las Ordenanzas 
de Aduana, están sujetas á la revisión por los tribunales ordina- 
rios de justicia, los procedimientos de la administración dol 
ramo en las operaciones de aduana que tengan un carácter penal 
ó importen el ejercicio de una acción de carácter judicial, sobre 
bienes de particulares (Fallos de la Corte Suprema). 

3* Que según las premisas sentadas en loa dos considerandos 
anteriores, la justicia federal es competente únicamente en los 
caaos confónctoso5 en que las resoluciones de la administración 
afectan los derechos comunes, privilegios ó garantías reconocí- 
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das por la Constitución 6 establecidas por las leyes del Congre- 
so (artículo 2« de laley de Octubre 16 de 1862). 

Por consiguiente, las resoluciones administrativas que no com- 
prometen derechos privados, no dan lugar á la acción jcMicial. 

Pensamos conOdilonBarrot quees un vasto problema resolver 
apriori lo que se entiende por caso contencioso-administrativo y 
cuando corresponde á la justicia su conocimiento; no cabe otra 
solución que la aplicación del criterio del juez al estudiar la 
cuestión C07icreta que se le presente, y ver si existe con anterio- 
ridad á la providencia un derecho protegido por una ley, 6 si la 
administración ha dañado un interés legitimo. Según Colmei- 
ro, la reclamación del particular debe estar fundada en un de- 
recho adquirido que la administración conculca, es decir, qne 
debe haber lesión de un derecho perfecto y absoluto. 

Dalloz, en su Repertorio de legislación y jurisprudencia, con- 
fiesa sin vacilación que es una de las cuestiones más espinosas 
del derecho administrativo, la de averiguar cuándo un caso, por 
reclamación de resolución administrativa, debe fenecer en la 
misma administración ó en los tribunales de justicia. 

Se puede decir, en general^ que el primer procedimiento está 
abierto para atacarlos actos encadenados del foáer discrecional 
de la administración, y que hieren desde luego, no los derechos 
sino solamente los tVi^ere^e^ de los reclamantes; mientras qne 
hay lugar á otras por la vía contenciosa toda vez que sea cues- 
tión de hacer valer una reclamación fundada sobre un verdade- 
ro derecho que resulta de una ley, de una ordenanza ó de nn 
contrato, ó bien cuando en una materia cualquiera el procedi- 
miento contencioso está especialmente autorizado por un texto 
formal. 

Dueneg dice: cPara pertenecer á lo contencioso-administra- 
tivo, es menester que el reclamo dirigido contra un acto admi- 
nistrativo, sea fundado sobre la violación de un derecho adqui- 
rido y no sobre la lesión de un simple interés. 
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< Hay derecho adquirido cada vez que el acto ó el hecho contra 
el cual se reclamase ha ejecutado en menosprecio de una 6h\i- 
gacíon de la administración que resultede un textode la ley, de 
un reglamento ó de un contrato, bajo la protección del cual el 
reclamante puede ampararse; entonces solamente la vía con- 
tenciosa está abierta contra el acto administrativo. Estoesasí, 
pues que, si no se le puede oponer á la administración un dere- 
cho que ella está obligada á respetar, una obligación legal re- 
glamentaría ó de contrato, ella está autorizada por la ley á 
responiei : jure feci {Curso de derecho administrativo^ página 
324, tomo ^). 

Estudiando el caso ala luz de las reglas científicas citadas, 
tenemos: que el señor Caffarena^ dueño é introductor de cien 
bordalesas de vino, se queja ante la justicia porque el adminis- 
trador de aduana no aprueba el remate por el que se ha vendido 
á vil precio la mercadería. El señor Caffarena podrá tener algún 
tn^er^s en que su mercadería no se desprecie (que el Juez, no 
alcanza á comprender), pero ¿ se ha conculcado con la resolu- 
ción del administrador, algún derecho perfecto del señor Caffa- 
rena, reconocido por ley, reglamento ó contrato? No aparece 
en los procedimientos tenidos á la vista la violación del derecho 
de propiedad del señor Caffarena ; no ha invocado en su larga 
exposición, la garantía ó privilegio lesionado. 

El administrador, al ejercer el derecho de revisión de una 
acta de remate para aprobarla 6 desaprobarla, ha ponsiderado 
legal desaprobarla, usando del poder discrecional, que no afecta 
ningún derecho del apelante. 

El apelante sostiene que el administrador ha faltado á los ar- 
tículos 139 á 142 de las Ordenanzas de aduana. Pero no basta 
decir que ha violado un empleado las leyes, para tener derecho 
á ocurrir ante la justicia, sino que es indispensable que el con- 
culcamiento afecte los derecAo^ del que se cree perjudicado y 
que sea de naturaleza que dé lugar, como dice la Suprema Cor- 
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te, cal ejercicio de una acción de carácter judicial». Si no exis- 
te derecho lesionado, no hay acción. Acción civil e^ un derecho 
en ejercicio para reclamar algún bien de nuestro patrimonio, 
ya sea en virtud de ley de contrato ó cuasi contrato, delito ó 
cuasidelito. Remedium legitimum persequendi in judido jura 
qua tum in re, tum ad rem qui que compeíum. 

Según estos principios, el único que habría tenido acción pa- 
ra reclamar del auto administrativo, es el comprador del vino 
rematado^ como dice perfectamente el señor fiscal. 

Por estas consideraciones, y concordantes del fallo de la Su- 
prema Corte, en el tomo 4^, serie 3*^, página 253 y vista del se- 
ñor fiscal^ fallo : declarando que el caso no es de competencia 
del Juzgado federal^ porque la resolución administrativa de 
Enero 31 del corriente año no afecta ningún c{ere¿;Ao del ape- 
lante. Con costas. Repónganse los sellos. 

Daniel Goytia . 



VISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 28 de 1895. 

Suprema Corte : 

Encuentro justas las consideraciones del dictamen fiscal de 
foja 37 7 los considerandos del auto recurrido de foja 42; é in- 
vocándolos, pido á V. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Pendiente la causa ante la Suprema Corte, el interesado 
denunció que la aduana estaba procediendo en ella, y pidió 
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que se le ordenara suspendiera todo procedimiento hasta tanto 
sea resuelta. 



Auto de 1» SlupreiüA Corte 

Bueaos Aires, Diciembre 31 de 1895. 

Por lo que resulta del precedente informe, en el que se con- 
firma ]o expuesto en el escrito de foja cincuenta y cuatro, y apa- 
reciendo de aquel que la aduana ha ijnnovado en la causa des 
pues de haber ocurrido Gaffarena al Juez de Sección, lo que no 
es permitido hacer, pendiente la sustanoiacion del juicio, se- 
resuelve ordenar al administrador de la aduana del Rosario la 
suspensión de todo procedimiento respecto del recurrente, que 
tuviere por origen las mismas mercadería9 de que se trata en 
estos autos, debiendo reponer las cosas al estado en que se ha- 
llaban á la fecha de su iniciación ; y líbrese el oficio correspon- 
diente. Repóngase el papel. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN B. 
TORRBNT. 



FaIIo de im SupreniA Corto 



Buenos Aires, Octubre 3 de 1896. 

Vistos : Considerando: Que en el caso ocurrente no se trata de 
averiguar cuáles sean los derechos y acciones que por las leyes 
de fondo, en juicio contencioso, pueda ejercer el señor Caffa- 
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rena, sino simplemeDte de un trámite del procedimiento regla- 
do y sometido á la ley de forma. 

Qae segunde desprende del escrito de foja tres, el señor Caf- 
farena promueye ante el juez de sección de Santa Fé, un recnr- 
80 de hecho, apelando de una resolncion administratiya de la 
aduana del Rosario en que no se imponepeaa. 

Que no existiendo ley alguna que autorice semejante proce- 
dimiento ni siendo el caso de aplicar el artículo mil sesenta y 
tres de las Ordenanzas de aduana, cualesquiera que fueran los 
derechos que á Caffarena asistieran, no es la vía por él adopta- 
da, la que puede emplearse en un juicio ante los tribunales fe- 
derales. 

Que asilo tiene resuelto esta Suprema Corte en diversos fa- 
llos, entre otros el de fecha Mayo nueve del corriente año, re- 
caído en la causa de J. A. Furtado y Compañía. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo pedido por el 
señor Procurador General : se confirma con costas, el auto ape- 
lado de foja cuarenta y dos. Eepuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAIJliA CCXXIX 



DonPablo Amespil, contra don Ángel Ferrari, por cumplimiento 
de contrato; sobre deserción del recurso de apelación 



Sumario. — Para que se produzca la expresión de agravios 
son indispensables los dos requisitos, de haber sido emplazado 
el apelante y de haberse mandado por el superior que los autos 
sean puestos en la oficina. Sólo después de llenados estos re- 
quisitos^ 7 de vencido el término de los nueve días, sin haberse 
expresado los agravios de la sentencia que motiva la apelación, 
procede la deserción del recurso, acusándose rebeldía. 



Caso. — Llegados los autos después de seis días de haber ven- 
cido el término de emplazamiento, la Suprema Corte mandó ex- 
presar agravios, providencia de que fué notificada el apelante. 
El apelado, tres días después de hecha esa notificación, acusó 
rebeldía y pidió se declarara desierto el recurso, fundado en el 
artículo 4® déla ley número 3375^ según el cual, á su juicio, el 
término para expresar agravios estaba vencido. 

La Corte declaró desierto el recurso. 

Pedida revocatoria^ se dicto el siguiente: 
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FaIIo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 3 de 1896. 

Vistos: Considerando que el artículo cuarto de la ley número 
tres mil trescientos setenta y cinco, de tres de Agosto de mil 
ochocientos noventa y seis, establece que : c Cuando el recurso 
se hubiere concedido libremente, en el mismo día en que los 
autos lleguen al Tribunal, el secretario dará cuenta^y se orde- 
nará sean puestos en la oficina para que el apelante exprese 
agrarios dentro del término de nueve dias contados desde el fin 
del término del emplazamiento, siguiéndose después, conforme 
determina la ley vigente, hasta el llamamiento de autos t. 

Que de los términos precisos de este artículo se deduce que^ 
para que la expresión de agravios se produzca, son indispensa- 
bles los dos requisitos, de haber sido emplazado el apelantey de 
haberse mandado por el Superior que los autos sean puestos 
en la oficina á disposición de aquel, para que puedan expresarse 
los agravios déla sentencia que motiva la apelación. 

Que, si en la práctica, por diferentes causas, acontece que los 
autos llegan á esta Suprema Corte, vencido el término del em- 
plazamiento y aún á veces, pasados con exceso los nueve dias 
que la ley señala para la expresión de agravios, no puede dedu- 
cirse de este hecho, con frecuencia no imputable al apelante, 
la extinción de su derecho para continuar la apelación deduci- 
da en tiempo y forma. 

Que el artículo cuarto de la ley de tres de Agosto de mil 
ochocientos noventa y seis, no supone otro caso que el legisla- 
do ya por el artículo doscientos trece de la ley, en vigor, de 
Procedimientos, en cuanto se refiere al emplazamiento^ es decir, 
á aquellos casos en que la remisión délos autos se haga al Supe- 
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rior, dentro del tiempo del emplazamiento; pero no á aquellos 
en qae, no habiendo llegado los autos, la Corte Suprema no 
puede diotar la providencia mandándolos á la oficina para la 
expresión de agravios, debiendo entonces, áeste efecto^. contar- 
se el término desde que fué notificada esta providencia. 

Que antes de dictarse la ley de tres de Agosto de mil ocho- 
cientos noventa y seis, la jurisprudencia de esta Suprema Cor- 
te estableció que la expresión de agravios, y el término para 
expresarlos, sólo debía producirse después de que los autos es- 
tuviesen en el Tribunal ; pues en los casos en que la mejora 
del recurso se hacía, dentro del término del emplazamiento, y 
sin que los autos hubiesen llegado á la Secretaría de la Corte, 
ésta puso invariablemente como providencia la de « Téngase 
presente para cuando vengan los autos >, y, una vez que á éstos 
se les daba entrada, en la alzada, entonces ponía el auto de 
€ Exprese agravios el apelante dentro del término de ley». 

Quedo la supresión del trámite de la mejora de recurso que 
establece el artículo tercero de la mencionada ley de tres de 
Agosto de mil ochocientos noventa y seis, no puede deducirse 
que se haya pretendido disminuir los derechos del apelante, ha- 
ciendo en muchos casos, imposible la prosecución del recurso; 
porque la parte final del artículo cuarto, que manda que el tér- 
mino para expresar agravios, se cuente desde el fin del empla- 
zamiento, no implica la derogación de la disposición que señala 
al efecto el de nueve días después de la notificación del auto 
del Tribunal, mandando que se expresen los agravios, debiendo 
sólo deducirse de ello, que la ley presume que, dentro del em- 
plazamiento, los autos deberán llegar al Superior. 

Que, en el caso ocurrente, los autos han llegado á esta Su- 
prema Corte en nueve de Setiembre pasado, dictándose en do- 
ce del mismo la providencia que mandó poner los autos en la 
oOcina, para que el apelante expresase agravios, habiéndosele 
notificado esta providencia en el mismo día. 
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Qae según las constancias de autos y no lo desconoce la par* 
te de Ferrari, el escrito expresando los agraviosque se ha man- 
dado devolver por auto de foja ciento quince, fué presentadopor 
Amespil dentro de los nueve días hábiles siguientes á esa noti- 
ficación. 

Por estos fundamentos, déjase sin efecto el auto de foja cien- 
to once vuelta, y, agregándose el escrito de expresión de agra- 
vios, corran los autos según su estado. Repóngase el papel y 
hágase saber con el original . 

LUIS V . VÁRELA. — ABEL BAZAN . — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAVflA C.CXXX 



Contra don Tomás NoceUi,por defraudación al Tesoro nacional 
y falsificación de sello; sobre apelación denegada 



Sumario. — 1*" El denunciante no es parte en las causas cri- 
minales, y no puede por consiguiente interponer recursos del 
auto de sobreseimiento dictado en ellas. 

2^ El denunciante que no baya sido particularmente ofendi- 
do, no puede asumir el rol de querellante. 
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3^ Tampoco puede asumir dicho rol, después de ejecutoriado 
el auto de sobreseimiento definitivo. 



Caso. — Resulta del 



Pullo de la Suprenm Corte 



Buenos Aires» Octubre 10 de 1896. 

Vistos en el acuerdo, para resolver el recurso de queja traído 
á esta Suprema Corte por denegación délos recursos de nulidad 
y de apelación deducidos por don Francisco Francioni contra el 
auto de sobreseimiento definitivo de foja ciento catorce vuelta. 

Resulta de los autos: Que los delitos imputados á Nocetti y 
que fueron denunciados por Francioni, para la instrucción del 
sumario correspondiente y castigo del culpable ó culpables que 
hubiese, son el de defraudación al Tesoro Nacional por haberse 
Duesto en el documento de foja ciento siete^ años después de fir- 
mado, las estampillas que contiene, y el de falsificación de 
sello nacional por haberse timbrado, inutilizando tres de esas 
estampillas con el sello de la sucursal tribunales de sellos na- 
cionales, que al efecto se ha estampado sobre ellas. 

Que aceptada la denuncia por el Ministerio fiscal y ordenada 
la instrucción del sumario respectivo, después de evacuadas al- 
gunas diligencias para su formación, se dictó por el Juzgado el 
auto de foja ciento catorce vuelta, en que se declara que no 
existen los delitos incriminados, porque según informe de la di- 
rección de la casa de Moneda, las estampillas adheridas al do- 
cumento de foja ciento siete, son legítimas, y se resuelve por 
ello, sobreseer definitivamente en el proceso, con declaración 
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de que éste no afecta el honor y fama de don Tomás Nocetti, á 
quien, no obstante, se le condena por dicho auto, lo mismo que 
á Francioni, á pagar, cada uno, la multa del décuplo del valor 
del sello correspondiente al documento de foja ciento siete. 

Que notificado Francioni de este auto, interpuso contra él los 
recursos de nulidad j de apelación que le han sido negados en 
lo referente á laresolucion que contiene, en la parte que ordena 
el sobreseimiento definitivo de la causa, por lo que ha recurrido 
directamente á esta Suprema Corte, pidiendo le sean admitidos. 

Y considerando: Que para ser admisibles los recursos de nuli- 
dad y de apelación, es necesario que el que los deduzca sea 
parte en el juicio. 

Que Francioni, por su calidad de denunciante de los delitos 
materia del proceso, no ha contraído oblif^acion que lo ligue al 
procedimiento^ conforme :i lo dispuesto en el artículo ciento se- 
senta y ocho del Código de Procedimientos en lo criminal, y no 
puede, en consecuencia, ser tenido como parte en la causa. 

Que aunque el denunciante puede asumir en cualquier estado 
de ella, por no haber ley que lo prohiba, el rol del querellante, 
siempre que se trate de un delito del cual nazca acción pública 
y por el que haya sido particularmente ofendido, Francioni no 
podría en el caso sub^judice ser admitido á cambiar el papel 
que ha desempeñado por el de querellante, por cuanto los deli- 
tos que ha denunciado, si bien dan lugar á acción pública no lo 
han ofendido particularmente, circunstancia que es uno de los 
requisitos que el artículo ciento setenta del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal prescribe para asumir el rol de quere- 
llante. 

Que aun cuando no existiesen estas circunstancias y fuese in- 
contestable el derecho del recurrente para ser tenido como par- 
te querellante, esto sólo sería á condición de hacer una esplí- 
cita declaración de que se le admita en tal carácter antes de 
que termine definitivamente el juicio^ lo que no ha sucedido en 
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el caso, como lo demuestra el escrito de foja ciento treinta y 
dos, que ha sido presentado después de ejecutoriado el auto de 
que se recorre y que deja cerrado el juicio deiinitivamente, con 
arreglo á lo dispuesto en el artículo cuatrocientos treinta y seis 
del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Que tampoco autoriza la intervención del recurrente en el 
juicio, la obserTacion de que él no ha denunciado el delito de 
falsificación de estampillas, cuya no existencia motiva el auto 
de sobreseimiento de foja ciento catorce vuelta, sino los de de- 
fraudación y falsificación del sello, sóbrelos cuales no se aduce 
consideración alguna, en dicho auto, cuando han debido ser 
materia de un pronunciamiento expreso, desde que son delitos 
distintos del de falsificación de estampillas, todo lo cual 
aún siendo exacto, no habilitaría á esta Suprema Corte para co- 
nocer del auto de sobreseimiento, porque para ello sería necesa- 
rio que la causa hubiese sido sometida á su fallo por parte legí- 
tima, no siéndole dado avocarse de oficio su conocimiento. 

Por estos fundamentos: se declaran bien denegados los recur- 
sos interpuestos por don Francisco Francioni; y corran los au- 
tos según su estado, debiendo oportunamente señalarse día pa- 
ra el informe tn voce solicitado, respecto del recurso concedi- 
do sobre la última parte del auto de foja ciento catorce vuelta. 

Hágase saber con el original y repóngase el papel. 

LUISV. VARBLA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BDN6E. 
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CAUSA evxxxT 



El Procurador fiscal, contra la Empresa del Gas, por cobro 

de pesos ; sobre apelación 



Sumario. — En las causas criminales, la apelación que se in- 
terponga de la sentencia definitiva, debe concederse libre- 
mente. 



Fulla de la Suprema Carte 

Baeoos Aires, Octubre 10 de 1896. 

Teniendo en consideración la naturaleza de la causa y sen- 
tencia recaída en ella, se declana, de acuerdo con el artículo 
quinientos cuatro del Código de Procedimientos en lo criminal, 
otorgada libremente la apelación deducida; y pasen los autos á 
la oficina á los efectos del artículo quinientos diez y nueve del 
citado código, señalándose los días Martes, Jué?es y Sábados, 
para que los interesados comparezcan ala oficina del Ugier, á 
ser notificados. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BCNGE. 
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USA CCXXXII 



Don Antonio Santa María contra don Guillermo Ross, por daños 

y perjuicios ; sobre costas 



Sumario. — No procede la condenación encestas contra el 
demandado que no ha sido vencido en la reclamación principal 
hecha por el demandante . 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jues Federal {ad hoc) 

Rosario, Mayo 10 de 1893. 

Y vistos, resnlta: I"" Que con fecha 23 de Enero de 1890, el 
señor Enrique T. Gómez, en representación del señor Antonio 
Santa María, dueño de la asina del gas, entabla demanda contra 
el señor Graillermo Ross, fundándose en que siendo éste propie- 
tario de un terreno contiguo al gas, ubicado en la calle Bioja, 
esquina 1® de Mayo, ha sido excavado en toda la parte inme« 
diata álos muros divisorios, y que^ no obstante haberle hecho 

T. LXT 12 
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presente la empresa los peligros á que estaba expuesta la usina 
del gas, y haberle ordenado la Manicipalidad, repetidas veces, 
la construcción de vereda y muro, ha mantenido el costado que 
da frente á la calle Bioja, que sirve de descenso á las aguas 
pluviales, en completo abandono, sin muros y sin vereda^ dan- 
do lugar á que el 2 de Diciembre de 1889, el agua de la lluvia 
de ese día cayese en tas excavaciones hasta llegar á la altura de 
3 metros, consiguiendo su presión derribar la pared en una ex- 
tensión de 63 metros, entrando en consecuencia el agua á los 
talleres de la usina, inutilizando varios aparatos y herramien- 
tas, etc., pidiendo, finalmente^ que en vista de lo dispuesto por 
los artículos 2615, 2625, 2634, 1608, 1070, 1076, 1074, 908, 
904, 1109, 1110, Código Civil, se le condene al pago de los da- 
ños y perjuicios causados á su representado^ según se relata en 
el párrafo segundo del escrito de demanda, obligándosele á co- 
locar el terreno, según estudio é informes periciales, en condi- 
ción de no causar perjuicio con las aguas de lluvia que caigan 
en la excavación^ etc., y al pago de las costas y costos que el 
litigio origine. 

2^ Que corrido traslado de la demanda, ha sido contestada 
por el señor Cecilio Mallet, en representación del señor Rodri- 
go M. Boss, con fecha 8 de Mayo de 1890, solicitando al Juz* 
gado se digne rechazar la demanda con costas; fundándose, en 
que la pared qu» se dice destruida, es lindera con un terreno 
que no es propiedad del señor Boss, y que las excavaciones, que 
tanto en éste como en el terreno del señor Boss existen fueron 
hechas por la empresa demandante; en que es incierto que an- 
tes del 2 de Diciembre, pero ni aún antes de entablar demanda 
Santa María, recibiera el señor Boss repetidas veces, órdenes de 
la Municipalidad de construir vereda y muro frente á la calle 
Bioja, siendo tambienfalso que el señor Santa María le hiciese las 
advertencias á que se refiere; en que las disposiciones recorda- 
das en el párrafo 12 del escrito de demanda, son impertinentes. 
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3^ Que abierta la causa á prueba y producida la que ñgura 
de fojas 25 á 100 inclusive; verificados los alegatos que respec- 
tivamente corren de foja 105 á foja 109, y de foja 110 á foja 
116 (representando al señor Santamaría el señor Mauricio Za- 
valla)^ ha quedado conclusa esta causa para definitiva, con fecha 
10 de Mayo de 1892, en que se llamó autos. 

Y considerando por una parte: 1^ Que si bien los hechos 
considerados como fuentes del derecho, que es la forma en que 
se presenta el caso ocurrente, da lugar á indemnizaciones cuan- 
do el acto es ilícito y ha causado daño mediando dolo, culpa ó 
negligencia por parte del agente, es indiscutible, sin embargo, 
que dicha responsabilidad no puede afectar á otro que á su au- 
tor : artículos 896 y nota, 1067, 1109, 901 , 902, 903, 904, 905, 
Código Civil. 

2^ Que uno de los hechos, las excavaciones, imputado á la 
parte demandada y que invoca la parte demandante, como uno 
de los elementos generadores de su derecho para requerir la in- 
demnización de daños y perjuicios, resulta que han sido verifi- 
cados por la empresa del gas el año 1883 ó 1884, según consta 
de las declaraciones de fojas 39 y 41 , 60, 61 y 62, 58 vuelta, 59 
y 60, y de fojas 51 y 58, con arreglo á los interrogatorios de 
fojas 40 y 49. 

3^ Que si pudiese imputarse en el caso ocurrente y á los efec- 
tos de una indemnización, culpa ó negligencia en el demandado, 
porque no levantó un. tapial, cuando ordenanzas vigentes lo 
prescribían, podría objetarse también, que hubo imprudencia 
en la empresa del gas al excavar de tal manera el terreno que 
quedara amenazando el establecimiento. 

4^ Que la parte demandada recien hacía 14 días que era due- 
ño del terreno cuando ocurrió la inundación que se menciona 
por la parte demandante (t. escritura de f. 12 á 14) habién- 
dosele pedido por el director del departamento de Obras Públi- 
cas la construcción de una pared de sosten, á los dos meses y 19 
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días después del 2 de Diciembre de 1889 (v. nota de f. 15 j 
88) sin que antes haya constancia de que se le haya requerído 
para ello, ni por la Municipalidad ni por la empresa del gas, al 
menos esta parte no lo ha probado. 

5^ Que la actitud observada por la empresa del gas, hace apa- 
recer la inundación en cuestión como imprevista, así lo confír» 
mala circunstancia de no haber sospechado el peligro, que debe 
suponerse más que ninguno en ella, pues efectuando las exca- 
vaciones en su beneficio (v. declaraciones de f. 5i, 52 y 58) 
nadie más interesado en observar las consecuencias perjudiciales 
que de ellas podrían sobrevenirle, y sin embargo nada hizo pa- 
ra ponerse á cubierto hasta después de la mencipnada inunda- 
ción, pues no consta en autos ni se ha probado, que en el espa- 
cio de 6 años más ó menos, que median desde las excavaciones 
hasta la indicada inundación^ la empresa del gas haya reque- 
rido al propietario del terreno en cuestión para levantar muros, 
ni que se hayan hecho gestiones ante la Municipalidad para obli- 
garle á ello^ pues lo único que se manifiesta en la nota de foja 
88, es que el 17 de Setiembre del año 1889 se dirigió una nota 
al señor Firmat, como representante del señor Casado, indicán- 
dole la necesidad de construir una pared de sosten (estando para 
adoquinarse la calle Rioja) á fin de poder formar las veredas co- 
rrespondiente á las calles 1^ de Mayo y Sioja, sin que nada deje 
vislumbrar siquiera que haya tenido por objeto prevenir algún 
peligro de inundación. 

G"" Que no puede afirmarse que las ordenanzas municipales 
sobre construcción de tapiales en general, tenga por objeto pre- 
venir los efectos de las inundaciones, de tal manera que la falta 
de construcción, ocurriendo una inundación, desde luego tenga 
por resultado caracterizar una omisión que haga procedentes 
los daños y perjuicios que se originasen. 

7^ Que aun suponiendo se tratara de una omisión que hiciera 
procedentes los daños y perjuicios por parte del demandado, 
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debe advertirse que la parte demandante, con su propio hecho, 
es decir, con las excavaciones, ha concurrido á los hechos pro- 
ducidos y el caso estaría legislado por el artículo 1111, Código 
Civil. 

Y considerando por otra parte: 1^ Que de la inspección ocu- 
lar (f. 12), se desprende que las condiciones en que se encuentra 
el terreno ha dado lugar á que las aguas de lluvia que corrían 
por la calle Bioja se precipitasen á las excavaciones, dejando 
comprender naturalmente, que verificándose las obras adecua- 
das, el mal quedaría remediado, según también se expresa y lle- 
ga hasta determinarlas el director del departamento de Obras 
Públicas, en la nota de fecha 21 de Febrero de 1890, dirigida 
al señor Boss, la cual corre á foja 15 y ha sido presentada por 
la misma parte demandada, adjuntándola al escrito de contes- 
tación á la demanda. 

S*' Que aun cuando el daño por la destrucción de la pared se 
haya probado, es indudable que la invasión délas aguas, según 
el acta de foja 92, por dos puntos de la calle Bioja, pueden can- 
sar perjuicios y se afirma haber ésto sucedido en la nota de foja 
15 pasada al señor Boss por el director del departamento de 
Obras Públicas. 

3^ Que la circnnstancia de existir un terreno de por medio, 
no puede constituir razón para eludir la obligación de evitar la 
posibilidad del perjuicio, uba vez que no es inmediatamente por 
aquel terreno por donde invaden las aguas que corren por la 
calle Bioja, sino por el del señor Boss; y por fin, si el terreno del 
señor Boss no linda por el norte con las paredes del gas, linda, 
sin embargo con ellos, por la parte este. 

4^ Que la invasión de las aguas á las excavaciones, que pudo 
no ser prevista antes de que ocurriese, producida una vez, por 
más qne la haya originado una lluvia torrencial, etc., como afir- 
ma la parte demandada á foja 20 de su escrito de contestación á 
la demanda, hace presumir la posibilidad de que pueda ocurrir 
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ana segunda vez, si permanece el terre.io en las mismas condicio- 
nes, y no es jaste que se mantenga la existencia de un peligro 
para la usina delgas. 

5® Qne en tales condiciones, la pretensión de la parte de- 
mandante, es decir, la de que se obligue á la parte demandada á 
colocar su terreno en condiciones de que las aguas de lluvia no 
cansen perjuicio á los muros divisorios y usina del gas» etc., 
puede afirmarse que está amparada por el espíritu de los artí- 
culos 2635, 2658, 2630, Código Civil, y queda más justificada 
una ?ez que las excavaciones se verificaron coa el consenti- 
miento de los anteriores dueños (v. declaraciones de f . 39, il 
y 58 V., 59 y 60), lo cual hace presumir que había ventaja 
también para ellos, presunción que se confirma con lo consigna- 
do en el acta corriente á foja 92, relativa á la inspección 
ocular. 

Por todas estas consideraciones, se resuelve: no hacer lugar 
á la indemnización de daños y perjuicios, condenándose al señor 
Boss á colocar su terreno, ubicado en la calle Bioja esquina 1"^ 
de Mayo, en condiciones de que las aguas de lluvia que caigan 
á la excavación no causen perjuicio á los muros divisorios y usi- 
na del gas, dentro del término de 15 días, á contar desde la últi- 
ma notificación, y según informes periciales, si no hubiera con- 
formidad entre las partes, relativamente á la naturaleza Je los 
trabajos que se hayan de practicar. 

Pedro Antonio Echagüe . 



Fulla de la Suprema Carte 

Buenos Aires, Octubre 15 de 1896. 

Vistos y considerando: Que según las constancias de autos 
no aparece justificada la reclamación de daños y perjuicios he- 
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cha por el demandante, como lo demuestran los considerandos 
de la sentencia apelada, que le son referentes. 

Por esto, 7 no existiendo motivo para la condenación en cos- 
tas pedida por el reenrrente, se confírmala sentenciado foja 
ciento treinta y seis vuelta, en la parte apelada por don Anto- 
nio Santa María, á cuyo cargo se declaran las costas de esta 
instancia. Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 



CACSA CCXX^IÍIII 



D^ Concepción G. de Escobar, contra el doctor don Tomás Lu- 
que, por división de bienes; sobre cumplimiento de convenios 
y apelación. 



Sumario. — 1° No es recurrible el auto que importa el cum- 
plimiento de otro auto ejecutoriado. 

2"^ Aceptado y aprobado el convenio, en virtud del cual se 
da facultad á los peritos encargados de la división, para su- 
fragar los gastos de ella vendiendo los animales necesarios, las 
partes no pueden proceder por sí á hacer esas ventas, y la que 
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resulte haberlas hecho está obligada á entregar el precio á los 
peritos, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que hu- 
biese incurrido. 



Caso. — La señora de Escobar denunció al Juzgado que el 
doctor Luque, sin cumplir lo conTenído judicialmente, ha ven- 
dido todos los novillos del establecimiento, burlando sus dere- 
chos que le están reconocidos, por lo que pidió diversas diligen- 
cias, y que se obligara al doctor Luque á devolver el precio de 
los novillos vendidos. 



Falle del Summ Federal 



Corrientes, Abril 10 de 1892. 

Resultando de la exposición hecha en el precedente memo- 
rial que no se ha practicado la división de los ganados del esta- 
blecimiento € Duraznito » de acuerdo con lo convenido y ordena- 
do en su virtud en el auto número 288, por la razón, se dice, de 
que el doctor Luque ha vendido todos los novillos de dicho es- 
tablecimiento y debiendo cumplirse el auto precitado, desde que 
no se ha pedido por las partes se suspendiera y se dejara sin 
efecto, mando que los peritos nombrados cumplan á la breve- 
dad posible lo en él ordenado, debiendo el doctor Luque sacar 
inmediatamente del c Duraznito » los ganados que le correspon- 
da según la partición . Mientras esa división no se practique no 
podrán venderse haciendas de dicho establecimiento, para lo que 
se oficiará á los receptores de Mercedes, Libres y Curuzú-Cuatiá, 
para que no conceda guías de dichas haciendas. 

Los mismos peritos se trasladarán al establecimiento c Beduc- 
cion», del doctor Luque, á contar los ganados que existan allí 
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con la marca del c Dnraznito >, estén ó no contramarcados, de- 
biendo pasar su informe juntamente con la división encomen- 
dada. Al segundo otrosí, atento lo expuesto en la primera parte 
de este auto, no ha lugar. Al tercero, fundándose la petición 
de embargo en el reclamo que promete hacer de daños y perjui- 
cios, tampoco ha lugar. Al primero y cuarto, lo proTeido. 

Hágase saber, para lo cual y para el diligenciamiento de este 
auto se habilita el día de hoy. 

Lujamlño. 
£1 doctor Luque pidió revocatoria del auto anterior. 



Auto del Suex Fedeml 



Corrientes, Abril 22 de 1892. 

Vistos : Importando el auto de que se pide reposición y 
apelación subsidiaria, el cumplimiento de lo ordenado en el 
auto ejecutoriado de foja 200; que el agregado que se hace en 
el auto no puede cansar perjuicios á ninguna de las partes, 
las que deben estar interesadas en que todas las haciendas del 
€ Dnraznito» se encuentren reunidas, ó por lo menos se tenga 
conocimiento exacto de su verdadero número. 

Por esto, y de conformidad con 1(» expuesto en el precedente 
escrito, no ha lugar á los recursos interpuestos, con costas. 

£. A. Lujambio. 
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ralle del Juesn Pederel 



Corrientes, Junio 6 de 1892. 

Vistos y oonsiderando : 1^ Que por la base 14 de la traasac- 
cioQ contenida en el escrito de foja 194, se ha establecido que 
para proveer á los gastos que demandase el camplímiento de ese 
convenio, se destinase una cantidad suficiente de novillos, los 
que serían vendidos para sufragar los gastos. 

2® Que á los efectos de la división convenida en la base pri- 
mera 7 sus correlativas, las bases tercera 7 cuarta, las partes 
nombraron de común acuerdo, por medio del escrito de foja 198, 
los peritos que debían practicarla, encomendando á éstos al mis- 
mo tiempo, según el otrosí del mismo escrito, y si lo juzgasen 
necesario, la venta en cantidad suficiente de los novillos del 
«Duraznito», destinados por la base 14 para sufragar los gas- 
tos de la división. 

8° Que este convenio, ampliatorio del de foja 194, ha sido 
aceptado por el auto de foja 199 vuelta que fué consentido, 
disponiéndose en su consecuencia que la división convenida se 
practicara por los peritos nombrados, quienes podían venderlos 
novillos necesarios para sufragar esos gastos, levantándose á 
estos objetos la inhibición decretada á foja 8 vuelta, y librán- 
dose para su ejecución el oficio del caso al jefe político de Merce- 
des, según la diligencia de foja 200 vuelta. 

i^ Que el doctor Luque, contra lo expresamente convenido á 
foja 198, y dispuesto en el auto número 288, ha vendido por sí, 
abrogándose atribuciones de los peritos nombrados, 202 novillos 
al precio que su apoderado declara á foja 216, para sufragar 
los gastos que enumera y que tal vez no sean los de la división 
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coya olasifícacion j pago era de la exclusiva atribución de los 
peritos. 

5° Que importando este acto del doctor Luq[ne una violación 
palmaría del convenio de la referencia, debe restituir el precio 
de esos novillos que vendió sin intervención de los peritos, úni- 
cos facultados al efecto, y sin perjuicio de las demás responsa- 
bilidades de que sea pasible por su conducta incorrecta y abu- 
siva. 

Por estos fundamentos, resuelvo declarando, que el doctor 
Luqne debe restituir el precio de los novillos, entregando su 
importe ya sea á los peritos nombrados, para que sea invertido 
en los objetos de su aplicación ó depositándolo en la secretaria 
del Juzgado, en el término de diez días; dejándose á salvo los 
derechos de la demandante, para deducir contra el expresado 
doctor Luque las acciones que crea corresponderle por daños y 
perjuicios. Y repónganse las fojas. 

E.A. Lujambio. 



Falle de le Supreme Cerie 

Buenos Aires, Octubre 15 de 1896. 

Vistos : Por los fundamentos del auto de foja doscientos diez 
se confirma, con costas, el apelado de foja doscientos tres. Y 
respecto del de doscientos diez y nueve, por sus fundamentos, 
se confirma igualmente con costas. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

LUIS V. VÁRELA. — AfiELBAZAN. — 
OCTAVIO BUNG&. 
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rAUSA V€\1L\1\ 



Don Alfonso Terribile contra la Dirección de las obras de pro- 
longación del Ferrocarril Nacional Central TSorte^ por cobro 
de pesos . 



Sumario . — Si se ha oonyenido expresamente qoa el pago 
debe ser exigido conjuntamente por varias personas, el deudor 
no está obligado á hacerlo al acreedor que no justifique hallarse 
autorizado por las personas citadas para exigirlo. 



Cq^o. — Resulta del 



Fallo del ^uea Federal 



Tucuman, Marzo 12 de 1888. 

Y vistos: Estos autos seguidos por don Alfonso Terribile, con- 
tra la dirección de las obras de prolongación del Ferrocarril 
Norte, por cobro de pesos, y de los que resulta lo siguiente: 

Relación de los hechos. — El demandante expone que según lo 
acreditan los documentos con los que instruye su demanda, es 
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propietario de los materiales empleados y coustruidos^ entre los 
hectómetros 994 7 1362 de la vía de la prolongación. La pro- 
piedad invocada está acreditada, & so juicio, por sentencia del 
Juez de i'^ Instancia de la Provincia, recaida en el joioio qae si- 
guió contra don Antonio Pelaez, sobre cumplimiento de un con- 
trato^ daños 7 perjuicios, 7 CU70 testimonio en forma adjunta. 

A más su derecho está justificado, como lodice^ por el conve- 
nio GU70 testimonio reconocido corre en autos, 7 según se ex- 
presa en su artículo 2® el valor de los materiales recibidos que- 
dará depositado en poder del director, no pudiendo ser retirado 
este valor sin el consentimiento de todos los firmantes, que lo 
son, el director Sohneidewind, don Antonio Pelaez, el señor Mar- 
tin G. Güemes7 don Alfonso Terribile. 

£1 doctor Güemes, por escritura de cesión, cuja copia se acom- 
paña, cede á Terribile todos sus derechos á los materiales cons- 
truidos. Don Antonio Pelaez, otro de los firmantes, autoriza por 
poder general á don Juan Branzini para que lo represente en 
todos sus asuntos, 7 éste confirma 7 reconoce la propiedad de 
los materiales invocada por el demandante. Estos documentos, 
en parecer del demandante, prueban la propiedad que se atribu- 
7e 7 reúnen además la fuerza probatoria del consentimiento re- 
querido por el artículo 3^ del convenio de fojal^, en CU70 mé- 
rito pide se ordene á la dirección déla prolongación le abone el 
valor en que han sido justipreciados los materiales (n^ 8227.33), 
el que resulta del inventario 7 tasación practicados en el juicio 
seguido con Pelaez. 

El director de la prolongación, contestando la demanda, pide 
sea rechazada, por cuanto si bien es cierto que la dirección 
contrató con Cánepa 7 Pelaez la construcción de las obras de 
arte de la vía férrea entre esta Ciudad 7 Metan, este contrato se 
rescindió en 5 de Junio de 1885, según resultaba del documen- 
to que en copia adjunta, en virtud del cual se acordó que la 
dirección recibiría de Cánepa 7 Pelaez los materiales acopiados, 
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que á juicio de ella fueran útiles, pagándoles á éstos el valor 
de los recibidos, siempre que los ei-contratistas justifiquen la 
propiedad de aquellos. Como Cánepa y Pelaez hubiesen subcon- 
tratado con Terribile la provisión délos materiales, se acordó 
como expone en el convenio presentado por la demanda, que el 
valor de lo que la dirección recibiera, no sería entregado sin el 
consentimiento de todos los interesados. Añade que á pesar de 
este convenio, no ha reconocido á Terribile como propietario de 
los materiales, y como los contratos no pueden oponerse á ter- 
ceros, ni invocarse por éstos, la acción en la forma intentada, 
debía ser rechazada; que además, los documentos con los que la 
demanda pretende justificar el consentimiento de todos los in- 
teresados en el convenio de foja 1° á fin de que Terribile reciba 
de la dirección el valor de los materiales, eran insuficientes y no 
estaban en la forma requerida en documentos de su clase. 

La dirección no acepta tampoco el inventario de los materia- 
les, practicado en el juicio que el actor siguió con Pelaez, por no 
haber tenido intervención en él. 

Declara haber recibido los materiales que figuran en planilla 
en el expediente administrativo que acompaña á su contesta- 
ción, por los cuales debe un saldo de 1084 pesos moneda nacio- 
nal 24 centavos, valor que está dispuesto á entregar, siempre 
que se pongan de acuerdo en ello los interesados Cánepa, Pe- 
laez, Güemes y Terribile. 

Y considerando : l^Que la cuestión á saber, si los materia- 
les que don Antonio Pelaez debería entregar ala dirección en- 
tre los hectómetros 994 y 1362, son ó no propiedad del deman- 
dante don Alfonso Terribile, no tiene importancia para decidir 
la demanda, por cuanto el convenio de foja 1^ ha fijado clara y 
terminantemente la posición respectiva de las partes que en él 
figuran, y según el cual el valor de los materiales no se entre- 
garía por la dirección sino una vez que todos los interesados es- 
tuvieran en ello de acuerdo. 
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2^ Que siendo este convenio la ley á qae deben sujetarse las 
partes, sos cláusulas son de rigurosa aplicación para dirimir 
las controversias á que diere lugar; no pudieudo surgir otras 
en el caso sub-judice, que las que se originen, sea para el acuer- 
do todos los firmantes del convenio de foja 1^ en la forma de 
percibir el valor de los materiales, ó sea sobre la mayor 6 me- 
nor cantidad que de éstos hubiera recibido la dirección. 

3^ Que los documentos presentados por el actor, bajólos nú- 
meros 3 y 4 (escritura de cesión á favor de Terribile; poder ge- 
neral conferido por Felaez á Branzini) no pueden surtir efecto 
en juicio por no venir ninguno de ellos legalizado conforme á la 
ley nacional de 12 de Agosto de 1863. 

4^ Que en cuanto á la cantidad de materiales recibidos, la ta- 
sación y valuaaion practicadas en el juicio que el actor siguió 
conPelaez, no pueden hacerse valer contra ladireccion, la que 
no ha sido parte en el juicio . 

Por estos fundamentos, concordantes con los del escrito de 
fojas 26 y siguientes, fallo declarando que la dirección de las 
obras de prolongación^ no está obligada á abonar á don Alfonso 
Terribile el valor de los materiales que hubiese recibido de don 
Antonio Pelaez, mientras no presente testimonios bastantes y 
en debida forma del acuerdo á que serenero el artículo 3^ del 
convenio de foja l'^. 

Hágase saber con el original y repónganse los sellos. 

Francisco L . García . 
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FaIIo de Ia Supreum Corte (1 ) 



Buenos Aires, Octubre 20 de 1896. 

Vistos: Considerando: Que por el contrato de foja primera^ 
el pago por la administración del Ferrocarril, del valor de los 
materiales á que dicho contrato se refiere, está subordinado á la 
precisa condición de que él sea exigido conjuntamente por los 
señores Antonio Felaez, A. Terribiley Martin G. Güemes. 

Que la demanda de foja veinte pidiendo el pago de ese valor, 
no está deducida de conformidad á la estipulación mencionada 
en el precedente considerando^ pues no se ha presentado por 
don A. Terribile la autorización correspondiente para que dicho 
pago pueda verificarse por él demandado. 

Por esto 7 sus fundamentos concordantes, se confirma con 
costas la sentencia apelada de foja noventa y ocho ; y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN6B. — 
JUAN B. TORBÉNT. 



(1) Esta causa estuTo paralizada ante la Suprema Corte por no haber compare- 
cido el apelante ni haberse acusado rebeldía. 
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CAUSA CCXXXV 



La Municipalidad de la Capital, contra don Felipe Sola; sobre 

expropiación 



Sumario. — £1 valor de la expropiación é indemnización co- 
rrespondiente, debe fijarse teniendo en cuenta los antecedentes 
de autos, y la estimación pericial. 



Pililo del ^uea Federal 



Buenos Aires, Octubre 28 de 1889. 

Vistos : Estos autos promovidos por la Municipalidad déla 
Capital contra el doctor don Felipe Sola y otros, sobre expro- 
piación de una fracción de terreno perteneciente á los deman- 
dados, para la apertura de la calle General Horuos, entre las de 
Progreso é Industria, cuya calle se encuentra cortada por el es- 
tablecimiento de los demandados, denominado Instituto Fre- 
nopático. 

Y considerando: Que no se ha suscitado ninguna cuestión le- 
gal acerca del derecho de la Municipalidad para proceder á la 
expropiación del terreno necesario para la apertura de la calle 

T. LXV 13 
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General Hornos, estondo conformes los interesados en que ella 
se realice con sujeción á la ley de la materia de 13 de Setiembre 
de 1886. 

2^ Qae ambas partes están conformes, segan el dictamen de 
sus respectivos peritos, en qae la superficie á expropiar constade 
814 metros con 4 centímetros cuadrados; que el perito de la 
Mnnioipalidad avalúa á razón de 25 pesos el metro cuadrado j 
el de los expropiados á razón de 50 pesos. 

3^ Que además de la divergencia en cuanto al precio, hay otra 
no menos importante entre ambos dictámenes, consistente en 
que en el primero están comprendidos en el precio señalado todos 
los perjuicios resultantes al establecimiento, de la expropiación 
y apertura de una calle que lo divide casi por mitad, y en el se- 
gundo se aprecian separadamente esos perjuicios, en 87.300 
pesos, comprendiendo cercos, vereda, empedrado y plantaciones 
perdidas. 

4"^ Que en la inspección ocular practicada por el Juzgado 
con citación de las partes, ha podido constatar los siguientes 
hechos y antecedentes, indispensables para determinar la 
justa indemnización que se debe al expropiado : I'' Que 
el terreno dentro del cual está comprendida la zona que 
se trata de expropiar para la prolongación de la calle Ge- 
neral Hornos, se halla destinado desde muchos años atrás al es- 
blecimientoFrenopático, donde se asiste nn gran número de 
pensionistas de ambos sexos; 2^ Que páralos fines de su institu- 
ción, el establecimiento está dividido en dos grandes departa- 
mentos principales, situados próximamente en las dos extremida- 
des del terreno y separados por un extenso jardin que será cor- 
tado por la nueva calle; 3^ Que en uno de estos cuerpos de edi- 
ficio, construido especialmente para recibir y aislar los aliena- 
dos en períodos furiosos, quedará casi en el fondo de la fracción 
de terreno comprendido por la calle Herrera y la nueva calle, 
quedando por esta circunstancia y por su especial construcción 
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d(reotament6perjodioado; 4'' Qae la traslación de alienados de 
upo áotro departamento, así como la asistencia y demás servi* 
cios requeridos tendrá que hacerse atravesando ana vía pública; 
^° Qne el establecimiento quedará privado de una gran parte 
4el parque 6 jardin que es completamente indispensable en es- 
tablecimientos de esta naturaleza. 

5^ Que según el artículo IBdela layantes citada de 13 de Se- 
tiembre de 1866, laindemnixacion al expropiado debe compren- 
der todos los gravámenes 6 perjuicios que sean consecuencia 
forzosa de la expropiación; tales como el valor del terreno ó edi- 
ficio, plantaciones, depreciación por fraccionamiento, explota- 
ciones, etc.; estando resuelto por la jurisprudencia de la Su- 
prema Corte (2" serie, tomo 2^", página 347), que también com- 
prende el valor délas paredes para cercar el terreno. 

6^ Que desde luego, es evidente que el establecimientoFreno- 
pático que constituye la destinación especial del terreno y sus 
construcciones, sufre un considerable desmérito, pues no ofre- 
cerá las mismas condiciones de comodidad y seguridad en dos 
fracciones separadas por una calle pública, que un únasela, 
dentro de sus propios cercos, lo que necesariamente tiene quein- 
fluir en las preferencias del público que requiere sus servicios, 
en atención á las condiciones excepcíonalmente ventajosas, de 
situación, extensión, higiene y aislamiento del contacto y aún 
de la vista del público, como lo comprueban los balances del 
establecimiento que el Juzgado ha tenido á la vista, los cuales 
revelan un crecimiento continuo en el producto líquido, en pro- 
porción de seis á cincuenta en el período de ocho años que tie- 
ne de existencia. 

7*^ Que dada la gran valorización que ha adquirido la propie- 
dad en la Capital, ó sise quiere la enorme depreciación de la 
moneda nacional en relación al tipo umversalmente adoptado 
como medida de valores, el precio del terreno fijado por el peri- 
to municipal es inadmisible, por ser muy bajo, siendo á su vez 
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muy alto el señalado por el perito de los expropiados, con rela- 
ción ála clase de terreno, su situación atan considerable distan- 
cia del centro de los negocios, y á los precios obtenidos en ven- 
tas públicas de terrenos inmediatos. 

8® Que el edificio del fondo, cuyo valor no puede calcularse en 
menos de 60. (KK) pesos, tendrá necesariamente que desaparecer, 
desde el momento en que el instituto Frenopático cambie de 
ubicación, á causa del fraccionamiento de su terreno actual, por- 
que su especial construcción lo hace inapropiado, en general, 
para otros usos, además de quedar alejado del frente de la ca- 
lle. 

9^ Que en el caso más favorable para el instituto, de conti- 
nuar funcionando en el mismo paraje donde se encuentra actual- 
mente, tendrá seguramente que reemplazar aquel edificio ha- 
ciendo construir otro dentro de la fracción del terreno donde se 
halla el departamento principal^ pura evitar los peligros é in- 
convenientes de la circulación de los alienados y servicios al tra- 
vés de una calle pública, si quiere conservar el crédito y venta- 
jas que lo hayan llevado á tan próspera situación, en gran parte 
debido á sus condiciones materiales, no siendo aquello una con- 
secuencia de la expropiación. 

Por estos fundamentos, fallo: fijando el valor del terreno que 
debe ocuparla Municipalidad con la calle pública, en AO pesos 
el metro cuadrado, ó sea en treinta y dos mil quinientos sesen- 
ta pesos (32.560 pesos moneda nacional); v por indemnización 
de perjuicios resultantes de la expropiación, por fracciona- 
miento del establecimiento, plantas, cercos, veredas etc.; 67.440 
pesos, ó sea en total 100.000 pesos moneda nacional. Notifí- 
quese con el original y repónganse las fojas. 

Mr guia M. Tedin. 
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Vallo de lü Siiprenui Oorte (1) 

Buenos Aires, Octubre 22 de 1896. 

Vistos : Atento el mérito de los antecedentes corrientes en 
autos, 7 teniendo además en cuéntalas consideraciones del dic- 
tamen pericial de foja setenta y tres, expedido en cnmplimien- 
todel auto de esta Suprema Corte, de foja cnarenta y ocho, fí- 
jase el valor del terreno á expropiarse y por toda indemnización 
en la cantidad de noventa mil trescientos cincuenta pesos moneda 
nacional, quedando modificada en estos términos la sentencia 
apelada de foja veinte y nueve; siendo las costas del juicio áque 
se refiere el artículo diez y ocho de la ley de la materia^ á car- 
go de la Municipalidad. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCXXXVI 



El doctor don José Luis Cabraly contra don Pedro Scorza; 

sobre cobro de pesos 

Sumario. — Dehe confirmarse la sentencia que acepta las ac- 
ciones justificadas. 

(1) Esta causa estuvo paralizada ante la Corte Suprema por inacción de 
las partes. 
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Caso. — Lo explica el 



FaIIo del ^uea Kedéral 

Corrientes, Enero 28 de 1891. 

Tistes estos autos de los cuales resulta : Que el doctor José 
L. Gabral, demandó á don Pedro Scorza por cobro de pesos, en 
13 de Octubre del año próximo pasado, y el 15 del mismo mes j 
añOy se presenta el señor Scorza demandando aldoctor Cabral 
por cobro de pesos; ambas demandas se mandaron acumular por 
auto de foja 12. 

La primera se funda en los siguientes hechos : Que don Pe- 
dro Scorza fué encargado por el demandante para administrar 
y cuidar su establecimiento rural, denominado c San Pedro», 
sito en el departamento de Concepción. 

Que hacía mucho tiempo recibía noticias de que su estableci- 
miento estaba mal administrado^ que su encargado le explotaba 
en las ventas de haciendas, en las marcaciones, en los gastos de 
administración, en los préstamos gratuitos que hacía de caba- 
llos, y otros animales. 

Que pudo cerciorarse de la verdad de las denuncias, por el 
examen de las guías extraídas de la Contaduría general, y déla 
Receptoría de Concepción, las que revelaban que su encargado 
había estado haciendo ventas de haciendas, sin dar cuenta de 
unas ó dando cuenta de otras maliciosamente, ocultando el nú- 
mero verdadero de las cabezas vendidas, englobando en los cer* 
tificados que daba á los compradores el número de haciendas 
con las marcas de la propiedad del demandante, sin certificar 
ni determinar qué número de haciendas pertenecía á cada uno. 

Que en esta virtud venía á hacer los cargos que detalla en la 
cuenta de foja 3, expediente número 319. 
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Que el demandado, por so parte, ha negado los cargos for- 
mulados, reconociendo solamente la cuenta presentada por el 
demandante, de Junio 21 de 1888, que corre de fojas 9 á 14, y 
al mismo tiempo demanda al doctor Gabral á foja 10 por la can- 
tidad de 671 pesos con 35 centavos moneda nacional, que éste 
reconoce deber á foja 20. 

Y considerando : 1^ Que las partidas de la cuenta de foja 3 
en que se funda la demanda^ con las fechas de Noviembre 20 del 
año 1884, Octubre 25 del 85, Julio 14 y Setiembre 12 del 87, 
Enero 7 bis, Marzo 9 bis. Marzo 18 y Abril 24 del 88, que de- 
muestran las ventas hechas por el demandado con las dos mar- 
caSy sin deteminar el número que correspondía á la suya, y sin 
poner en conocimiento de su mandante, han sido probadas, tanto 
la existencia de ellas como su exactitud por la copia de los cer- 
tificados expedida por la Contaduría general de la provincia á 
foja 28; debiendo liquidarse esas partidas para saber lo que co- 
rresponde al demandante, de acuerdo con la manifestación de 
la Contribución Directa, de foja 36, y la declaración de foja 86 
(posición 11 del señor Scorza). 

2^ Que igualmente están comprobadas las partidas de la mis- 
ma cuenta, con las fechas Mayo 19 y 31, Octubre 27 del año 
1885, Abril 17 del 86, Marzo 24, Mayo 15, Julio 20, Octubre 
16 y Diciembre 14 del 87, Enero 6, 7 y 8, y Abril 12 del año 
1888, con la misma copia de los certificados otorgados por Scor- 
za, expedida por la Contaduría general que corre de fojas 27 á 
34 (expediente 319). 

3^ Que los otros cargos que se refieren á la marcación de 100 
terneros orejanos; el préstamo de 15 caballos y la provisión de 
carne, yerba y tabaco, también están probados con las declara- 
ciones de los testigos hábiles^ Baldomcro Solib, fojas 98 á 100; 
Yictor Fuentes, fojas 100 á 103; y José Contreras, foja 43 
vuelta. 

4^ Que el último cargo de la cuenta de foja 3, no se ha pro- 
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bado. Los testigos presentados oon ese objeto, nada saben, con 
excepción de José Contreras, que dice ser cierto; pero esa sola 
declaración no hace fé (ley 32, título 16, partida 3*), pues no 
deben tomarse en consideración las de los testigos Lorenzo 
Sequeira j Constancio Miño, porque resulta que el primero es 
peón, 7 el segundo capataz del establecimiento del deman- 
dante. 

5® Que la cantidad de 671 pesos con 35 centavos moneda na- 
cional, por la cual demanda Scorza al doctor Cabral á foja 10 
del segundo cuerpo, ha sido feconooida por éste á foja 20; y por 
consiguiente debe tenerse como exacta, desde luego que no ha 
determinado las sumas á descontarse, como lo promete al final 
de BU mismo escrito de foja 20. 

Por estas consideraciones, y otras que se omiten, fallo, defi- 
nitivamente juzgando, y declaro : 1"* Que don Pedro Scorza debe 
pagar al doctor José L. Cabral, el valor de los animales vendi- 
dos y el de los terneros marcados, cuyas cantidades están desig- 
nadas en la cuenta de foja 3, expediente 319, que deberá ser 
fijado por peritos que nombren las partes en el término de 15 
días, á contar desde que quede ejecutoriada esta sentencia, de- 
biendo los peritos tomar como base de liquidación en lo que se 
refiere á las partidas vendidas con las dos marcas lo que se dis- 
pone al final del 1^ considerando. 

2^ Que no teniendo datos ciertos para determinar las canti- 
dades cobradas por provisiones y el aquiler de los caballos, des- 
de que no se sabe el número de días del alquiler y las cantidades 
de las provisiones, mando que el demandado pague igualmente 
el importe asignado por el demandante, que son 110 pesos mo- 
neda nacional. 

3^ Que el doctor José L. Cabral pague al señor Scorza la 
cantidad demandada de 671 pesos con 35 centavos moneda nacio- 
nal, que se reconoce á favor del demandado en el considerando 
5^, con más los intereses correspondientes á la cantidad deposi- 
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tada en el Banco Nacional según el documento de foja 3 del expe- 
diente 320, á contar desde el 27 de Noviembre de 1878. 

4® Que ambas partes deben pagarse los intereses respectivos 
sobre las cantidades que se adeudan, desde el día de la demanda, 
7 con arreglo á la liquidación que practicará oportunamente el 
secretario^ debiendo cada parte pagar sus costas. 

Hágase saber con el original, y repóngase. 

£. A. Lujambio. 



FaIIo de la Suprenm Oorte 



Bueoos Aires, Octubre 22 de 1896. 

Vistos 7 considerando: Que según lo demuestran los funda- 
mentos de la sentencia apelada, el actor ha justificado las ac- 
ciones deducidas. 

Por esto, se confirma dicha sentencia corriente á foja ciento 
cincuenta 7 seis, con declaración de queel demandante debe pres- 
tar juramento dentro de la cantidad de ciento diez pesos mone- 
da nacional, por los valores que se expresan en el segundo punto 
de la parte dispositiva de la misma. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

LUIS y. VABBLA. — ABEL BAZAN. 
^ OCTAVIO BÜNGE. — JUAN E. 
TOBBENT. 
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CAUSA 4CXXXVII 



La empresa del Ferrocarril al Pacifico, contra Ostetidorf 
y otros, por expropiación; sobre apelación 



Sumario. — En los juicios de expropiación, no corresponde 
la apelación sino en relación. 



Caso, — £1 inferior concedió la apelación libremente ; y ante 
la Suprema Corte el recurrente pidió que se le señale término 
para expresar agravios. 



FaIIo de lA Suprcmii Corte 

^Buenos Aires, Octubre 24 de 1896. 

No correspondiendo la apelación sino en relación, atenta la 
naturaleza del juicio, no ha lugar á lo pedido en lo principal del 
escrito precedente; y declarándose concedido el recurso en esa 
forma, autos para sentencia . 

benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BDNGE. 
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CAIJíiA CCXXXYIII 



Contra Adolfo ZappUf por infracción d la ley de enrolamiento 



Sumario. — Del año de serTioio impuesto como pena por la 
infraocion á la ley de enrolamiento, debe descootarse el tiempo 
de prisión sufrida á razón de on día de ésta, por nno de ser?icio 
en el ejército. 



Caso. — Resolta del 



Fall« del ^uea Federal 



Vista esta causa sobre infracción á la ley de enrolamiento, se- 
guida de oficio á Adolfo Antonio Zappa (a) Gorrita, argentino, 
mayor de 17 años, soltero, domiciliado calle Patagones, número 
2i30, de la que resulta : Que prestando declaración indagatoria 
confiesa que no se enroló por haber estado en esa época traba- 
jando en un establecimiento de campo en el partido de Bauch, 
y por creer que no tenía la edad necesaria para ello, con cuyo 
motiTO el Procurador Fiscal pide sea condenado á un año de ser- 
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vicio militar, y su defensor solicita su absolución por no haber 
tenido la edad necesaria para enrolarse. 

Y considerando : Que por propia confesión y demás constan- 
cias de autos, se encuentra suficientemente comprobado que Zap- 
pa no se enroló en la guardia nacional de laBepública en contra- 
Tención ala ley número 3318. 

Que según resnlta del instrumento público agregado á foja 
i% el procesado nació el día 23 de Febrero del año de 1877, y 
por lo tanto A la época ó fecha de dicha ley, tenía ya la edad re- 
querida para el cumplimiento de ese deber cívico, no obstante 
la opinión en contrario de au defensor. 

Que la excusa alegada de haberse encontrado en el campo, y 
su falta de edad, independientemente de no haber sido justifi- 
cada en el período de la prueba, no es causal que deba ser te- 
nida en cuenta, por razón de que la ley no la previene, aparte 
de que la ignorancia alegada sobre su propia capacidad acusa 
una negligencia culpable, cuyas consecuencias jobto es las so- 
porte. 

Que el caso, desde luego, cae bajo el imperio del artículo 35 
de la ley recordada, la que castiga al infractor con un año deser- 
vicio militar en los ejércitos de la nación. 

Por estos fundamentos, y conformidad fiscal, fallo : conde- 
nando á Adolfo Antonio Zappa (a) Gorrita, como infractor á la 
ley de enrolamiento, á la pena de un año de servicio militar, pe- 
na que deberá cumplir en el cuerpo de ejército que el Ejecutivo 
nacional designe, para cuyo fin deberá oportunamente librarse 
oficio al señor ministro de guerra, como asimismo al encargado 
de la Cárcel Penitenciaría á los efectos consiguientes. 

Así lo pronuncio, en Buenos Aires á los 17 días del mes de 
Julio de 1896. 

Agíistin ürdinarrain. 
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VISTA DEL SEffOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 6 de 1896. 

Suprema Corte: 

Bedücida la expresión de agravios de foja 27 vnelta, á pedir 
para el procesado Adolfo Zappa, el descuento del tiempo de pri- 
sión sufrida, de acuerdo con lo dispuesto por Y. E. en casos 
análogos, con sujeción á la prescripción del artículo 49 del Có- 
digo Penal, siendo justa la sentencia de foja 22, y procedente 
el pedido de la expresión de agravios, según la jurisprudencia 
invocada, á Y. E. pido se sir?a confirmar la sentencia recurri- 
da, con descuento del tiempo de prisión sufrida que reclama el 
defensor del procesado. 

Sabiniano Kier. 



Falla de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 24 de 1896. 

Yistos: De confomidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma la sentencia apelada de foja 
veinte y dos, con declaración de que debe descontarse ál proce- 
sado el tiempo de prisión sufrida á razón de un día de ésta por 
uno de ser?icio en el ejército. Devuélvanse. 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BÜNGE.— JUAN E . TO- 
RRENT. 
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CAVSA OCXXXIX 



Contra Manuel Pereyra, por infracción á la ley 

de enrolamiento 



Sumario. — Estando agotada por el tiempo de prisión sufri- 
da, la condena al servicio militar impuesta por un año, debe po- 
nerse al procesado en libertad. 



Caso . — Besulta del 



Fallo del Jluex Federal 



Buenos Aires, Agosto 6 de 1896. 

Vistos : Esta causa seguida de oficio á Manuel Fereyra, sin 
sobrenombre ni apodo^ argentino, de 30 años de edad, casado, 
jornalero, domiciliado calle Brasil, sin número, esquina de Pi- 
chincha, procesado por infracción á la ley de enrolamiento, de 
cuyo estudio resulta: Que llamado Fereyra á prestar declara- 
ción indagatoria, manifestó encontrarse enrolado en el Begi- 
miento 10, batallón 3°, compañía 2"^ de guardias nacionales de 
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la Capital, y qae se le había perdido so papeleta, y amplián- 
dola, sostiene que no sabe en qué regimiento se enroló, pnes el 
día que lo hizo se encontraba ebrio. 

Qne promoYiendo el ministerio público la correspondiente 
acnsacion pide para el procesado la pena que marca el artículo 35 
de la ley número 3318 de fecha 22 de NoTÍembre de 1895 ; y sn 
defensor, oponiendo la justificación del enrolamiento de su defen- 
dido, pide que se le absuelva de culpa y cargo. 

Que recibida la causa á prueba, el defensor no justificó el ex- 
tremo ofrecido; llamándose autos para definitiva. 

Y considerando : Que estando todo ciudadano obligado á en- 
rolarse en la guardia nacional de la república, es á su cargo la 
comprobación de haber dado cumplimiento á. ese deber legal con 
arreglo al texto expresado de la ley recordada. 

Que Pereyra no ha justificado haberlo hecho, como resulta 
con eTidencia de los informes recabados del ministerio de la 
guerra y expedidos )K>r su intermedio por los señores jefes del 
Regimiento 10 de guardias nacionales, y de Beservay Territo- 
rial, no obstante figurar en sus registros distintas personas de su 
mismo nombre y apellido, pero que su filiación no coincide con 
la del acusado, según información de foja 8. 

Que no habiendo Pereyra comprobado haberse enrolado, ni 
alegado justa causal de excusación para no hacerlo, se ha hecho 
acreedor á la pena que marca el artículo 35 de la ley número 
3318. 

Por estas consideraciones, y de conformidad con lo aconsejado 
por el señor Procarador Fiscal, fallo: condenando á Manuel Pe- 
reyra como infractor á la ley de enrolamiento á la pena de un 
año de serricio militar en el ejército permanente^ y que deberá 
cumplir en el cuerpo que el Poder Ejecati?o nacional designe, 
debiendo descontarse de dicha condena, con arreglo al artículo 
48 del GódigoPeual, el tiempo deprision preventiva sufrida, y es- 
tando agotada esa condena con la mencionada prisión, de acuer- 
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do con la sentencia de la Saprema Corte que se registra en la 
serie 4^^, tomo 8^, página 340 de sns fallos, ordeno se le ponga 
en libertad, ejecutoriada que sea esta resolución. Comuniqúese 
á sos efectos, al señor director de la Cárcel Penitenciaría. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEÍiOR PROGORADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 24 de 1896. 

Suprema Corte : 

La sentencia de foja 15 se ajusta, en cnanto condena al pro- 
cesado Manuel Pereyra á la pena de un año de servicio militar, 
á las constancias de autos y á las prescripciones de la ley núme- 
ro 3318; y en cuanto descuenta de dicba condena el tiempo de 
prisión sufrida durante más de un año, á lo dispuesto en el artí- 
culo 49 del Código Penal, y á las diversas resoluciones de 
V. E. que han establecido la jurisprudencia al respecto. 

No encuentro por ello, fundamento legal para proseguir el 
recurso instaurado por el Procurador Fiscal contra aquella sen- 
tencia, que pido á Y. £. se sirva conñrmar por sus funda- 
mentos. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Auprema Vmwim 

Buenos Aires, Octubre M de 1896. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma la sentencia apelada de foja 
quince. DevnéWanse. 

B£NiAMUI PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CCXK. 



Contra Juan Luciani, por infracción d la ley de enrolamiento 



Sumario. — Estando agotada la condena al ser?icio militar, 
impuesta por un año, por el tiempo de prisión sufrida, debe po- 
nerse al procesado en libertad. 



Ca^o. — Resalta del 

T. LXT 14 
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Fiill« del ^«es Federal 



Vista esta cansa seguida á Juan Luciani, sin sobrenombre y 
apodo, argentino, de 21 años de edad, soltero, sin ocupación^ do- 
miciliado calle de Soler número 1271, procesado por infracción 
á la ley de enrolamiento, de laque resulta: Que llamado á pres- 
tar declaración indagatoria confiesa que se encuentra enrolado 
en la provincia de Corrientes, departamento de San Cosme, y 
que actualmente es inútil para el servicio militar en razón de 
tener una afección á la vista. 

Que el señor Procurador Fiscal, promoviendo la acusación 
del caso, pide se le aplique la pena de un año de servicio militar, 
y su defensor solicita se le absuelva de culpa y cargo por creer 
que su defendido se encuentra enrolado. 

Que abierta la causa á prueba se produjo la que expresa el 
certificado del señor secretario, corriente á foja 18, llamándose 
autos para definitiva. 

Y considerando : Que es un deber legal de todo ciudadano há- 
bil enrolarse en la guardia nacional de la república, y su ins- 
fraccion al precepto legal se castiga en la forma prevenida en el 
artículo 35 de la ley número 3318, de fecha 22 de Noviembre 
de 1895. 

Que incumbiendo al interesado la justificación del cumpli- 
miento de tal extremo, el procesado Luciani debió justificar en 
oportunidad las excepciones alegadas, y puesto que no lo hiso, 
razón existe para la imposición del castigo requerido por el- mi- 
nisterio público. 

Que en oposición á sus alegaciones y defensas, existe en autos 
el informe facultativo de foja 10, que concluyentcmente estable- 
ce que la enfermerdad á la vista que el procesado manifiesta 
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tener, no pnede en modo alguno ser motivo de excepción del 
serricio de las armas; y á foja 16 y sigaientes* la contestación 
dada por la autoridad de la proTíncia de Corrientes, á oficio li- 
brado por el Juzgado con el propósito de inquirir si Luoiani 
está 6 no enrolado en esa provincia, á lo que se establece que no 
figura en los registros de enrolamiento del departamento de San 
Cosme. 

Que resultando evidentemente demostrado que el procesado 
ha infringido la ley recordada, debe con arreglo á sus preceptos 
ser castigado con un año de servicio militar en los ejércitos de 
la nación. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo : con- 
denando á JnanLuciani, por infracción á la ley de enrolamiento, 
á la pena de un año de servicio militar que deberá cumplir en 
el cuerpo de ejército que el gobierno nacional designe. En su 
consecuencia oficíese al ministerio de la guerra y al director de 
la Penitenciaría, á los efectos consiguientes. 

Así lo pronuncio y firmo en Buenos Aires á los 31 días del mes 
de Julio de 1896. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SBftOR PüOCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 16 de 1896. 
Suprema Corte : 

Reducida la expresión de agravios de foja 26, á pedir para el 
procesado Juan Luciani el descuento del tiempo de prisión su- 
frida, procediendo esa petición en el caso, según lo establecido 
por y. E. con sujeción á lo establecido en el artículo 40 del Có- 
digo Penal; y estando ya vencido el término de la condena, rué- 
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go á y. E. se sirva proveer de conformidad á lo pedido en la 
expresioQ de agravios, mandando poner en libertad al proce- 
sado. 

Sabimano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 34 de 1896. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, devuélvanse los autos al Juzgado de su 
procedencia para que el procesado sea puesto en libertad. 

benjamín paz. — LOISV. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE . — JOAN E . 
TORRENT. 



CAlJíiA CCXEiI 



Contra Ramón Pintos ^ por infracción á la ley de enrolamiento. 

Sumario. — Estando agotada por el tiempo de prisión sa- 
frida, la condena al servicio militar impuesta por un año, debe 
ponerse al procesado en libertad. 
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íJo^o. —Resulta del 



F»llo del Su^K Federal 

Buenos Aires, Julio 10 de 1896^ 

Vistos: Estos autos seguidos contra Bamon Pintos^ argenti- 
no, de 23 años de edad, soltero, jornalero^ y domiciliado en 
Chivilcoy, por infracción á la ley de enrolamiento. 

Considerando : Que según resulta de autos el procesado fué 
puesto á disposición de este Juzgado con fecha Octubre 2 del 
año próximo pasado, y en su declaración indagatoria de foja 1* 
confesó no haberse enrolado, manifestando no poder explicar 
la razón por qué no lo hizo, habiéndose producido la acusación 
ñscal de foja 2, y la defensa de foja 3, sin producirse prueba 
alguna . 

Que de lo expuesto resulta comprobada la infracción á la ley 
de enrolamiento, siendo por tanto de aplicación la pena impues- 
ta por la misma. 

Por estos fundamentos: fallo condenando al procesado Ba- 
mon Pintos ala pena de un año de seryicio militar, á cuyo efecto 
se librarán los oficios correspondientes. Notifíquese original. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SBftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 25 de 1890. 

Suprema Corte: 

Beducidala expresión de agravios de foja i 2 vuelta á pedir 
para el procesado Bamon Pintos el descuento del tiempo de pri- 
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8Í0D sufrida : siendo procedente esa petición, no obstante la 
justicia de la sentencia que impone la penado serTÍcio militar, 
segan lo resuelto por Y. E. en causas análogas con sujeción á 
la prescripción del artículo 49 del Código Penal; y estando ya 
Tencido el término de la condena á la fecha en que Y. E. estaría 
en aptitud de resolTor esta causa, corresponde, y á Y. E. pido, 
se sirva proveer de conformidad, mandando poner en libertad al 
procesado. 

Sabiniano Kier. 



WmUm 4e la Suprema Cowim 

Buenos Aires, Octubre 24 de 1896. 

Yistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, deTuélvanse los autos al Juzgado de 
su procedencia para que el procesado sea puesto en libertad. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. TÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGB. —JUAN E. TO- 
RRENT. 
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CAUSA CCXEiII 



Contra Jiuin Potes, por infracción á la ley deetirolamiento 



Sumario. —- El infractor á la ley de enroLimieato debe ser 
condenado á un año de serTÍoioen el ejército^ con descaento del 
tiempo de prisión sufrida á razón de nn día de prisión por ano 
de ser?icio. 



Caso. — Besulta de las sigaientes piezas : 



Falto de Summ Veder»! 

La PlaU, Setiembre 19 de 1896. 

Autos y Tistos : Los seguidos contra Juan Potes, por infrac- 
ción i la ley de enrolamiento . 

Considerando: Que la declaración de foja 3 se encuentra des- 
virtuada por el informe del comandante militar (f . 6) de Junio, 
como igualmente lo manifestado al defensor por el detenido , 
respecto á su inutilidad para el servicio (informe de foja...); por 
esto fallo condenando al referido Potes á un año de seryicio obli- 
gatorio en el ejército de la nación, y teniendo en coenta el 
tiempo de detención sufrida, dedúzcase éste de la pena impuesta 
y hágase el cómputo por secretaría á razón de un día de aquella 
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por otro de ésta. Notifíqoese con el original, regístrese y lí- 
brense los oficios del caso. 

M. S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SfiSOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 6 de 1886. 

Suprema Corte: 

Aunque en esta cansa no se ha abierto término de prueba, 
ninguna nulidad se ha deducido de esa omisión por el defensor 
del procesado. No creo que pudiera deducirse, por cnanto el Juz- 
gado ha ordenado de oficio las diligencias conducentes á la jus- 
tificación de las escusas alegadas. 

Resultando injustificadas, según los informes de fojas 5 y 7 
vuelta, corresponde la confirmación déla sentencia apelada de 
foja 9, con deducción del tiempo de prisión sufrida, con 
arreglo á las precedentes declaraciones de Y. E. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Oorte 

Buenos Aires, Octubre 24 de 1896. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se confirma la sentencia apelada de foja nueve. 
Devuélvanse . 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGEt — lUAN £• TO- 
RRENT. 
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CAUSA CCüLIilII 



Contra Ánihal Villegas, por infracción d la ley 

de enrolamiento 



Sumario. — Estando agotada por el tiempo de prisión sufri- 
da, la condena de servicio ¿militar impuesta por un año, debe 
ponerse en libertad al procesado. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jluem Federal 



Buenos Aires, Julio 10 de 1896. 

Vistos : estos autos seguidos contra Anibal Villegas, argen- 
tino, de 18 años de edad, soltero, carnicero, domiciliado en la 
calle Almirante Brown número 312. 

Considerando : Que de autos resulta que el procesado fué 
puesto á disposición de este Juzgado con fecha Enero 10 del co- 
rriente año, 7 en su declaración indagatoria de foja 1* confesó 
que efectiTamente no se había enrolado, alegando que no lo hizo 
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por haberse encontrado en el Azul en la época del enrolamiento, 
y creer qneallí no podía enrolarse. 

Que con tal motivo se produjo la acusación fiscal de foja 2, 
y la defensa de foja 3, no habiéndose producido prueba al- 
guna. 

Quede todo lo expuesto resulta que por propia confesión del 
acusado, está probada la infracción^ no siendo en manera algu- 
na escusa legal la alegada por el procesado. 

Por estos fundamentos : fallo condenando al acusado Aníbal 
Villegas ¿ la pena de un año de servicio militar, á cuyo efecto 
se librarán los oficios correspondientes. Notifíquese original. 

Agustín ürdinarrain . 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 6 de 1896* 
Suprema Corte : 

Reducida la expresión de agravios de foja 12 vuelta, á pedir 
para el procesado /^nibal Villegas el descuento del tiempo de 
prisión sufrida, siendo la sentencia justa, pero procediendo 
aquella petición en el caso, según lo establecido por V. E., con 
sujeción á lo dispuesto en el artículo 49 del Código Penal, por 
estar ya vencido el término de la condena, á V. £. pido se sir- 
va proveer de conformidad, mandando poner en libertad al pro- 
cesado. 

Sabiniano Kier. 



DE JUSTICIA NACIONAL 219 



Fallo ÚB la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre ^ de 1896, 

Vistos : Resultando haber transcurrido más de un año desde 
que el procesado fué constituido en prisión; y de conformidad 
con lo resuelto por esta Suprema Corte en causas análogas^ y á 
lo pedido por el señor Procurador General en su vista de foja 
quince; devuélvanse al Juez de la causa para que mande poner 
al procesado en libertad . 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA CCXIilY 



Contra Teodoro Alanis, por infraccioná la ley de enrolamiento 



Sumario. — De la pena de un año de servicio militar impues* 
tapor infracción á la ley de enrolamiento, debe descontarse el 
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tiempo de prisión sufrida á razón de an día de prisión por uno 
de servicio. 



Caso. — Resulta del 



Pnllo del Jues Federal 



Buenos Aires, Julio 10 de 1896. 

Y vistos: Estos autos seguidos de oficio contra Teodoro Ala- 
nis, sin sobrenombre ni apodo, argentino, de 25 años de edad, 
soltero, jornalero, domiciliado á bordo del vaporoito Botondto^ 
procesado por infracción á la ley de enrolamiento y de los que 
resulta: 

Que Alanis confiesa al prestar declaración indagatoria que no 
se ha enrolado, y que la razón por no haberlo hecho es la de ha- 
ber estado trabajando en el campo, siendo en su virtud que el 
señor Procurador fiscal, entablándola acusación correspondiente, 
pide se le condene á un año de servicio militar y su defensor so- 
licita que, dada la ignorancia de su defendido, debe aceptarse la 
escusa por él alegada y por lo tanto absolverlo de culpa y cargo. 

T considerando: Que en la ejecución de hechos clasificados 
de delitos, se presume siempre la voluntad criminal, á no ser 
que resulte una presunción contraria de las circunstancias par- 
ticulares de la causa (artículo 6, Código Penal), presunción 
que no existe en autos, motivo por el que el delito incriminado 
¿ Alanis debe conceptuarse haberse cometido con voluntad 
criminal y conocimiento pleno de la ley que tal deber le impo- 
nía, desde que la ignorancia de las leyes no puede servirle de 
escusa, si la excepción no está expresamente autorizada por la 
ley 
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Que el hecho alegado de que el procesado haya estado tra- 
bajando en el campo en la época del enrolamiento, aún cuando 
se diera por justificado tal extremo, lo que no sucede, y ni se 
ha intentado probar, no es causal bastante á eximirle de ese de- 
ber, ni excusarlo de las responsabilidades legales que por tal 
omisión contraía, puesto que la ley no lo menciona como razón 6 
circunstancia de justificación, ni aún de escusa siquiera, y cuya 
jostificacion le era obligatoria, con sujeción al texto expreso de 
la ley de la materia. 

Que encontrándose, por lo tanto. Justificada dicha infracción 
por confesión expresa del encausado, es de rigor aplicarle el 
artículo 86 de la ley número 3318 sobre organización del ejér- 
cito de la nación, que castiga dicha infracción ccm un año de 
servicio militar. 

Por estas consideraciones y de conformidad con lo dictamina- 
do por el Ministerio público, fallo condenando á Teodoro Alanis, 
ala pena de un año de servicio militar; el que deberá cumplir 
en el cuerpo de ejército que el Poder Ejecutivo Nacional desig- 
ne. Líbrese oficio al ministerio de guerra y al director de la 
penitenciaría á los efectos de esta resolución. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEllOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 6 de 1896. 

Suprema Corte : 

Reducida la expresión de agravios de foja 12 vuelta á pedir 
para el procesado el descuento del tiempo de prisión sufrida, de 
acuerdo con lo dispuesto por Y. £. en casos análogos, con su- 



1 
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jecion á la prescripción del articulo '40 del Código Penal^ sien- 
do justa la sentencia recurrida de foja 6 vuelta» y procedente 
el pedido de la expresión de agraTios, con sujeción á la juris- 
prudencia inyocada, á y. E. pido se sirva conñrmar la sentencia 
recurrida^ con la declaración del descuento del tiempo de la 
prisión sufrida* que reclama el defensor del procesado. 

Sabiniano Kier. 



Fallo 4e la Suprema C^rie 

Buenos Aires, Octubre 24 de 1896. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma la sentencia apelada de foja 
seis vuelta, con declaración de que debe descontarse al procesa- 
do el tiempo de prisión sufrida á razón de un día de ésta por otro 
de servicio en el ejército. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LCIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. TO- 
RRENT. 
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CAUSA c<;j:i.v 



Contra Dalmado Ramos, por infracción á la ley 

de enrolamiento 



Sumario . — Estando agotada por el tiempo de prisión snf ri- 
da, la condena al servicio militar impuesta por nn año, debe po- 
nerse al procesado en libertad . 



Caso. — Lo explica el 



Fallo 4el Ja0s MTetf eral 



Buenos Aires, Julio 10 de 1896. 

T vistos: Estos autos seguidos de oficio á Dalmacio fiamos, 
sinsobrenombre ni apodo, argentino, de 22 años de edad, sol- 
tero, marinero, domiciliado á bordo del bnque mercante Pri- 
mero de Julio, el que se encuentra procesado por el delito de 
infracción á la ley de enrolamiento y de los que resulta: 

Que el procesado fiamos al prestar su declaración indagato- 
ria confiesa que no se ha enrolado y que al no hacerlo ha sido 
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por no tener tiempo para cumplir con ese deber, siendo en vis- 
ta de ello que el Ministerio Público promovió la acusación de 
la pena señalada por el inciso 1° de! artículo i6de la ley de 28 
de Setiembre de 1872. 

T considerando : Qae la ley de la materia pri«oeptúa impera- 
tivamente el deber en que se encuentra todo ciudadano argenti- 
no de enrolarse en la guardia nacional de la República, casti- 
gando su infracción con la pena de dos años de servicio militar 
en el ejército de la nación. 

Que la razonó escusa alegada por el procesado, por no haber- 
se enrolado, no constituye una excepción legal admisible que 
pueda exonerarlo de tal deber ni la prueba ofrecida por su de- 
fensor para justificar el extremo invocado en su defensa ha si- 
do rendida. 

Por ello, de conformidad con el artículo 35 de la ley número 
3318 sobre organización del ejército de la República, de 23 de 
Noviembre de 1895, y no obstante la penalidad exigida por el 
señor Procurador fiscal, penalidad aquella que por razón de su 
mayor benignidad debe aplicarse al caso sub'judice^ definitiva- 
mente juzgando, fallo : condenando al procesado Dalmacio Ra- 
mos á sufrir la pena de un año de servicio militar en el cuerpo 
del ejército que el Poder Ejecntivo nacional designe. Por tanto, 
ofícieseal Ministro de la Guerra y al director de la cárcel pe- 
tenciaría á los efectos de esta resolución . 

Agmtin Urdinarrain. 
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VISTA ilBL SBftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 6 de 1896. 

Suprema Corte: 

No obstante la amplitud de términos de los recarsos deduci- 
dos á foja 10 en esta causa, el defensor del procesado los li- 
mita en la expresión de agravios, al descuento del término de 
prisión sufrida, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 49 
del Código Penal. 

Procediendo este pedido, con sujeción á las resoluciones de 
V. E. en casos análogos, pido a V. E. se sirva proveer de con- 
formidad, reformando en esa parte la sentencia recurrida de 
foja 7. 

Sabmiano Kier. 



Fallo de !• Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 24 de 1896. 

Vistos: Atento lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
Oeneralen su vista de foja diez y seis, y habiendo transcurido 
más de un año desde que el procesado fué constituido en prisión : 
devuélvanse al Juez de la causa para que mande poner á dicho 
procesado en libertad. 

BENJAMUf PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. TO- 
RRENT. 

T. LXV 15 
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CAUSA CCXI^Yl 



Contra Ángel Amador (a) Paíagoniay por infracción 

á la ley de enrolamiento 



Sumario. — Estando agotada por el tiempo de prisión sufrida, 
la condena al servicio militar imj^csta por un año, debe poner- 
se en libertad al procesado. 



Caso. — Resulta del 



Fallo 4el Jíacs Federal 



Vistos : Esta causa criminal seguida de oficio á Ángel Ama- 
dor (a) Fatagonia, de 19 añosde edad, soltero, jornalero, domi- 
ciliado en el bañado de Flores, argentino^ por infracción á la 
ley de enrolamiento, de la que resulta : 

í^ Que el procesado al prestar declaración indagatoria mani- 
fiesta que es oriental, y como carece de los elementos necesa- 
rios de comprobación de tal carácter, ofrece probarlo oportuna- 
mente. 

2^ Que requerido del señor cónsul de la República Oriental 
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del XJragaay el informe pertinente, lo evacúa en su nota de foja 
6, manifestando que Amador no se encuentra anotado en el re- 
gistro nacional que lleva el consolado. 

3^ Qae á su mérito el señor Procurador ñscal, promoviendo la 
respectiva acusación, pide para el encausado la aplicación de 
la ley respectiva, y su defensor ofrece probar ser sn defendido 
extranjero, llamándose autos para definitiva. 

Considerando: V Que el carácter de ciudadano oriental que 
se atribuye Ángel Amador no ha sido justificado durante el pe^ 
ríodo ordinario de la prueba, como ofreció hacerlo su defensor. 

2^ Qne el documento emanado del consulado Oriental prueba 
acabadamente que no ha sido inscripto en el Registro Naoio- 
nal que con tal objeto lleva, lo que destruye su afirmación y ha- 
ce suponer la presunción jure ¿an^um de la nacionalidad argen- 
tina, por el hecho de habitar el territorio de la República. 

3^ Que no es ni siquiera verosímil que si tal fuera su estado 
no hubiera procurado obtener esa anotación que responde al 
propósito de constatar en todo momento y tiempo su nacionali- 
dad» áfiíi de garantir la integridad desús derechos. 

4° Que siendo esto así^ el procesado ha inflingido la ley nú- 
mero 3318 sobre organización del ejército de la nación, que cas- 
tiga dicha infracción con la pena del servicio militar en sus 
ejércitos. 

Por estas consideraciones, de acuerdo con el artículo 35 de 
dicha ley y conformidad fiscal^ definitivamente juzgando^ fallo : 
condenando á Ángel Amador (a) Patagonia, como autor de in- 
fraccion, ala pena de un año de servicio militar, que deberá 
cumplir en el cuerpo que el Gobierno Nacional designe, debien- 
do al efecto comunicarse esta resolución al señor Ministro de la 
Ouerra y al encargado de la penitenciaría. 

Así lo dispongo, mando y firmo en Buenos Aires á los 10 días 
del mes de Julio de 1896. 

Agustín Urdinarrain. 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 6 de 1896. 
Suprema Corte: 

Beducida la expresión de agravios de foja 16 vuelta á pedir 
para el procesado Ángel Amador el descuento del tiempo de 
prisiou sufrida, procediendo esa petición en el caso, no obstan- 
te la justicia de la sentencia que le impuso la pena de servicio 
militar, según lo establecido por Y. E. con sujeción á lo dis- 
puesto en el artículo 49 del Código Penal y estando ya vencido 
el término de la condena, ruego á Y. E. se sirva proveer de 
conformidad á lo pedido en la expresión de agravios, mandando 
poner en libertad al procesado. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 24 de 1896. 

Yistos: Atento lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
General en su vista de foja diez y nueve y habiendo trascurri- 
do más de un año desde que el procesado fué constituido en pri- 
sión : devuélvanse al juez de la causa para que mande poner á 
dicho procesado en libertad. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE . — JOAN E . 
TORRENT. 
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CAUSA C:C\IiYII 



Contra Arminio Lemos, por amenazas contra el Ministro 

de España; sobre competencia 



Sumario. — El ejerciólo de la jarisdiccion originaria de la 
Suprema Corte, por razón de atentados contra la persona de un 
Ministro diplomático, no se produce si éste no ha iniciado ges- 
tión alguna por la yia diplomática con el objeto de producir un 
caso judicial . 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Julio 18 de 1896. 
Señor Juez : 

Tiene por motivo el presente asunto, las amenazas hechas por 
el individuo Arminio Lemos al señor Enviado Extraordinario y 
Ministro Plenipotenciario de España, con motivo, según aquel 
lo afirma, de que el mencionado diplomático y en su calidad de 
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tal, retiene en sn poder una cantidad de dinero que el amena- 
zante dice pertenecerle por herencia de sqs padres muertos en 
España. El carácter de las amenazas, tal cual han sido verti- 
das por sa autor, bajo el punt(» de su gravedad, de su carácter 
condicional, asi i'^omo que ellas van dirigidas al señor Ministro 
de España, está perfectamente determinado en la carta de foja 
1, en la declaración de foja 4 vuelta del procesado y en la pres- 
tada por el mismo ante Y. S. á foja 11. 

Siguiendo por una parte el principio sentado por la jurispru- 
dencia de la Suprema Corte (serie 1*, tomo 7®, página 101; se- 
rie 2*, tomo 7°, página 134, y serie 2*, tomo 7", página 64), que 
la jurisdicción de los tribunales no se determina por los prin- 
cipios del derecho común, sino por la Constitución y las leyes 
del Congreso, considero que el hecho del procesado siendo un 
delito común, no cae bajo la jurisdicción de V, S., pues no está 
comprendido dentro de la enumeración que hace la ley de 14 de 
Setiembre de 1863, en su artículo S"*, que son los casos de la 
jurisdicción criminal de Y. S., de acuerdo con el fallode la Su- 
prema Corte que tengo ya citado y que corre en la serie 2*, to- 
mo l^y página 64. 

Tomando en cuenta, por otra parte, la calidad de la persona 
amenazada, tampoco creo que pueda aceptarse la competencia 
de V. S. 

1^ Porque en ningún caso la jurisdicción de V. S. en lo cri- 
minal, determinada en la manera que lo dejo]dicho, puede sufrir 
prórroga ni alteración, por el hecho de que en el proceso deque 
se trata, intervenga un Embajador ó Mioistro diplomático, 
cualquiera que sea lu causa de esta intervención. El único caso 
en que la ley y la jurisprudencia aceptada, autorizan la compe- 
tencia ordinaria ó la de Y. S. (según los casos), es en aquellos 
asuntos relativos á los diplomáticos, en que ellos hubieran re- 
nunciado á la exención de la jurisdicción del país, en cuyo 
caso están sujetos á la jurisdicción respectiva por razón del 
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asunto 6 de las personas (serie 2^, tomo 10, página 108; serie 2*, 
tomo 13, página 190). 

Pero el presente no se halla comprendido en esta excepción, 
pues no sólo expresa Lemos, en sus amenazas y en sus declara- 
ciones, que su ataque es al diplomático en su carácter de tal, 
sino que no consta en manera alguna que el señor Ministro de 
España haya hecho renuncia de los privilegios que le atribuye 
el derecho de gentes . 

2® Porque la incompetencia de Y. S. en el caso presente, que 
concierne á un ministro diplomático, está perfectamente deter- 
minada cuando el artículo 100 de la Constitución Nacional, y 
el artículo I"", inciso 3"^, de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 
atribuye el conocimiento de los asuntos relativos á Embajado- 
res ú otros ministros diplomáticos, originariamente á la Supre- 
ma Corte de Justicia. 

El espíritu de estas disposiciones, bien claras en su texto, 
ba sido como Y. S. bien lo sabe, sacar á los ministros diplomá- 
ticos, en razón de la representación que ejercen, de los tribuna- 
les inferiores, dando ala SupremaCorte ladolicada misión de 
conocer en todos aquellos asuntos que puedan afectar la liber- 
tad en el desempeño de su mandato, á fin de garantir más efi- 
cientemente y en nombre de la nación, las exenciones y privile- 
gios con que el derecho de gentes rodea á tales funcionarios. 

Y si en el caso presente, en que por medio de amenazas se ha 
tratado de intimidar al señor Ministro de España, perturbando 
el libre ejercicio de su representación, fácil es deducir que por 
el texto y el espíritu de las disposiciones citadas, no es á Y. S. 
á quien compete conocer en el asunto de que se trata, sino en 
todo caso ala Suprema Corte, á fin de dar al mencionado diplo- 
mático todas las garantías á que es acreedor, por el carácter 
que inviste. 

Para mayor ilustración de las consideraciones que dejo ex- 
presadas, sírvase Y. S. tener presente la jurisprudencia de la 
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misma Corte Suprema, recordando entre otros casos el fallo que 
corre en la serie ^^^ tomo 1®, página 324, perfectamente aplica- 
ble por analogía al caso presente. 

J. Botet. 



Pallo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Julio 23 de 1896. 

Autos 7 vistos : Esta causa seguida de oficio á Arminio Le- 
mos, sin sobrenombre ni apodo^ argentino, de 41 años de edad, 
soltero, comisionista, domiciliado calle de Perú 814, procesado 
por delito de amenazas de muerte al Enviado Extraordinario j 
Ministro Plenipotenciario de España, señor Juan Duran. 

Y considerando : Que con arreglo á lo preceptuado por el 
artículo 21 del Código de Procedimientos en lo criminal, artí- 
culo 1^ de la ley de 14 de Setiembre de 1863 y artículos 100 y 
101 de la Constitución Nacional, la Corte Suprema es tribunal 
único exclusivo competente para el conocimiento y decisión de 
toda causa concerniente á embajadores y ministros públicos, 
cuya jurisdicción por razones de altos conceptos, la ejerce origi- 
nariamente. 

Que la ley de 16 de Octubre de 1862, en su artículo l^ esta- 
tuye que la justicia nacional procederá siempre aplicando la 
Constitución y las leyes de la nación, á la resolución de las 
causas en que se afecten intereses, actos ó derechos de minis- 
tros 6 agentes públicos. 

Que tratándose en el caso sub-judice de la comisión de un de- 
lito cometido contra la persona del señor Ministro de España, 
quien en el ejercicio de sus funciones oficiales necesita toda su 
libertad de acción y la más amplia garantía para el logro de tal 
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propósito, y el de su seguridad personal, por cuja razón funda- 
mental la nación debe sin restricción acordarles tales beneficios, 
el conocimiento y decisión de esta causa, con arreglo á los pre- 
ceptos legales invocados, es de exclusiva y originaria competen- 
cia de la Corte federal, cuya jurisdicción propia responde al logro 
de tan elevados fines . 

Que las amenazas de muerte dirigidas por el procesado contra 
dicho diplomáticOt por razón de su carácter graves, afectan vi- 
siblemente su libertad y seguridad personal, sin la que no po- 
dría satisfactoriamente desempeñar su cometido, razón por las 
que ellas comprometen el carácter público que inviste y deter- 
mina necesariamente la competencia jurisdiccional que corres- 
ponde ala Corte. 

Por estos fundamentos, de conformidad con la opinión del se- 
ñor Procarador fiscal, y en virtud de la jurisprudencia estable- 
cida para casos análogos por la Suprema Corte en el proceso 
seguido contra Diego Bruce por injurias dirigidas á un cónsul y 
que se registra en la; serie 2", de sus fallos, tomol"^, página 324, 
fallo: declarando que este juzgado es incompetente para conocer 
y decidir de esta causa, por ser de la exclusiva y originaria com- 
petencia de la Corte federal. En su consecuencia remítase este 
expediente á dicho tribunal en la forma usual, y hágase saber al 
encargado de la cárcel penitenciaría para que ponga á su dispo- 
sición al presunto culpable. 

Agustín Urdtnarrain. 
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VISTA DEL SEROR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 7 de 1896. 

Suprema Corte : 

Ante las consideracíoDesde la vista fiscal de foja 10 y la jo- 
rispradencia establecida en el fallo de Y. E. que se registra en 
la página 327 del tomo 1**, serie 2% creo bien resuelto el punto 
sobre jurisdicción originaria de y. E. que reconoce el auto de 
foja 22 vuelta. 

Asumiendo la representación fiscal, por tratarse de un delito 
que afecta el orden público, debo llamar la atención de Y. E. 
sobre la gravedad de las amenazas dirigidas por el procesado 
Arminio Lemos, contra el señor Ministro Plenipotenciario de 
España. 

La carta de foja 1 contiene no sólo injurias graves contra la 
persona del ministro, sino también amenaza de producirle un 
mal cuando le encuentre en la calle. Y en la declaración del pro- 
cesado, corriente á foja 5, no sólo se reconoce por autor de la 
carta insultante y amenazante, sino que las ideas que ha ex- 
presado en ella, las tiene actualmente y las tendrá mientras vi- 
va, agregando que llevará acabo las amenazas hechas, no trepi- 
dando en darle muerte si fuere posible. 

El delito de amenazas y coacciones está previsto y castigado 
enlosartículoslBS, 169y 170 del Código Penal. Pero el artículo 
9^ de la ley de 1863 sobre crímenes contra la nación, parece 
más directamente aplicable al caso de iujurias y amenazas que 
importan una violación de las inmunidades personales de un mi- 
nístio acreditado ante el Gobierno de la Nación. 

Habiéndose establecido por el informe médico de foja 18 la 
responsabilidad moral del procesado y por el de foja? sus ma- 
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los antecedentes, siendo absolatamente destituidos de fanda- 
mentos los hechos que invoca para cohonestar sus injurias y 
amenazas, reiteradas desde tiempo atrás, y teniendo ellas una 
gravedad manifiesta, pienso que corresponde aplicarse al pro- 
cesado el máximum déla pena establecida en el artículo 9 de la 
ley de i863 citada. Y á V. E. pido se sirva así resolverlo en 
oportunidad. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la MupremMi Corte 



Buenos Aires, Octubre 27 de 1896* 

Autos y vistos: Considerando: Que según resulta de las pre- 
cedentes actuaciones, el Enviado Eitraordinario y Miniatro 
Plenipotenciariode España en la República Argentina no ha ini- 
ciado gestión alguna por la vía diplomática con el objeto de 
producir un caso judicial^ con motivo de las amenazas á su per- 
sona, contenidas en la carta defojauna, en cuyo único caso pro- 
cedería el ejerciciode la jurisdicción originaria y exclusiva de 
esta Suprema Corte, con arreglo á los artículos ciento uno de la 
Constitución Nacional é inoiso tercero de la ley de jurisdicción 
y competencia de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesen- 
ta y tres. 

Que la única intervención que en estos autos ha tenido el re- 
ferido señor Ministro de España» es el brevísimo informe de 
foja dos, dirigido al comisario de pesquisas de policía de la Ca- 
pital de la Bepública, en contestación á su oficio corriente en la 
misma foja y en el que el señor Ministro lejos de reclamar una 
intervención judicial especial por razón de sus inmunidades, 
atribuye el acto del procesado á la obra de un demente. 
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Por estos fundameDtos, se declara: que el caso ne correspon- 
de al oonooimiento originario de esta Suprema Corte, por cuanto 
él no está comprendido entre aquellos en que un tribunal de jus- 
ticia puede proceder con arreglo al derecho de gentes. En con- 
secuencia, devuélvanse los autos al Juzgado de su origen para 
que proceda con arreglo á derecho. 

RENJAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BüN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCXI.TIII 



Don Domingo Funes y por él la provincia de Córdoba^ contra 
don Carlos Cacado y por él la provincia de Santa Fe; sobre 
reivindicación y obligación de eviccion . 



Sumario. — i"" Probado el dominio del actor, el demandado 
debe devolver el terreno reivindicado. 

2^ No siendo materia del juicio los derechos y deberes que 
existan en las relaciones del demandado con su causante, no 
procede declaración alguna respecto de la obligación en que éste 
se halle á consecuencia de la eviccion. 
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Caso. —Resulta del 



Fallo de la fluprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 27 de 1896. 

Vistos : Estos autos seguidos por la provincia de Córdoba, 
contra la provincia de Santa Fé, en virtud de la citación de evic- 
cion que respectivamente se les ha hecho, de los que resulta : 

Que don Domingo González, por don Domingo Funes, se pre- 
sentó ante el Juzgado de Sección de Santa Fé exponiendo: Que 
su representado era dueño de un terreno compuesto de trescien- 
tos cuarenta y una hectáreas, sesenta y seis áreas y cuarenta y 
cinco centiáreas, situado en la colonia de Santa Catalina, de- 
partamento de Caseros, y que es parte de una legua de campo 
vendida á los señores Careza y Palacios. 

Que don Carlos Casado ha mandado ocupar y alambrar este 
terreno, y se resiste á entregarlo al señor Funes, á pesar de los 
títulos que le fueron exhibidos y que se acompañan, los que de- 
muestran el indisputable derecho de Funes, que arranca de 
venta otorgada por el gobierno de Córdoba en mil ochocientos 
sesenta y siete. 

Que en los juicios iniciados por compradores de Córdoba y de 
Santa Fé, la Suprema Corte reconoció el mejor título del actor 
álos terrenos disputados. 

Que Casado, invocando títulos otorgados por Santa Fé, repro- 
duce la misma cuestión . 

Que Funes ha querido libertar á sus compradores Careza y 
Palacios, de las molestias de un juicio, y por esto aceptó hi res- 
cisión del contrato celebrado, quedando así en posesión del área 
que ocupa Casado. 
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Qq6 el actor, para evitar alteriores juicios, no interpone in- 
terdicto al objeto de recnperar la posesión, y demanda á Casado 
por reivindicación del terreno ocupado. 

Por un otrosí pide se cite de eviccion á la provincia de Cór- 
doba. 

Que corrido traslado de la demanda, pidió Casado que se ci- 
tara de eviccion á la provincia de Santa Fé, y se notificara al 
señor José F. Fernandez, vendedor del campo en cuestión y que 
que á su vez obtuvo de aquella provincia de Santa Fé. 

Que el representante de Santa Fé pidió que el Juzgado se 
declarase incompetente y remitiese los autos á la Suprema 
Corte, por tratarse de un juicio en que eran partes una provin- 
cia y un vecino de otra. 

Que practicada una mensura para averiguar la extensión de 
tierra reclamada á Casado, en virtud de titulo de Funes ema- 
nado de la provincia de Córdoba, se presentó el representante 
de esa provincia diciendo : que del informe pericial respectivo 
resulta con claridad que Casado posee trescientas treinta y nue- 
ve hectáreas noventa y cinco áreas y treinta y dos centiáreas 
del terreno perteneciente á Funes. 

Que este campo forma parte de otro vendido á don Pedro 6. 
Posse y que fué motivo de un juicio seguido con la provincia de 
Santa Fé, en el que se declaró por la Suprema Corte, ser de la 
exclusiva propiedad de Posse; en consecuencia, demanda ádon 
Carlos Casado, paraquese le condeneá entregar á Funes la tierra 
que reclama, con los arrendamientos correspondientes y costas 
del juicio. 

Evacuando el traslado conferido, dijo el representante de la 
provincia de Santa Fé: que no result$i que los terrenos recla- 
mados á Casado sean precisamente los mismos que la provincia 
de Córdoba pudo vender legalmente. 

Antes de estudiar cuál de los títulos debe predominar, es in- 
dispensable dejar establecido que el terreno dibputado es el mis- 
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mo vendido por Córdoba y por Santa Fé, para lo cual no bastan 
las mensuras practicadas sin la intervención de esta última. No 
piensa desconocer los derechos legítimos de Córdoba, si real- 
mente los tiene, por lo qne pide se les cite á an comparendo en 
el cual cree se arribará á una solución satisfactoria. 

Decretado el juicio verbal, pidieron las partes se practicara 
una diligencia pericial, y efectuada la mensura, expuso el re- 
presentante de Córdoba qué esta última operación coincide con 
la anterior, y que por lo tanto, no hay otra solución que la que 
queda indicada en su demanda. 

El representante de la provincia de Santa Fé pidió se decía- 
re que ésta no era parte en el juicio. Dice que la mensura últi- 
mamente practicada comprueba que Casado carece de todo de- 
recho, en virtud del mismo título que invoca. 

La diferencia de las ventas hechas por la provincia de Santa 
Fé á Fernandez, no alcanza al vigésimo que señala el artículo 
mil trescientos cuarenta y seis del Código Civil, y por lo tanto. 
Casado no tiene derecho á pedir la disminución de precio ; tam- 
poco lo tiene para citar de eviccion al enajenante. 

Resulta manifiesta la mala fé de Casado, pretendiendo que la 
provincia de Santa Fé salga á la eviccion por cincuenta y seis y 
pico de hectáreas que^ según la diligencia de mensura, es la di- 
ferencia entre el área real y la expresada en el contrato, cuando 
se trata de una ventado nueve mil ciento y tantos. 

Aun en el caso de declararse el mejor título de Funes, la pro- 
vincia de Santa Fé no puede, por consiguiente, ser obligada á 
ninguna indemnización. 

Además, la venta se hizo á Fernandez á título de moderada 
composición, con arreglo á las leyes de la provincia, sin respon- 
der ésta por la eviccion y saneamiento, pues la venta se hacía 
con los datos suministrados por el comprador denunciante* sin 
resposabilizarse el vendedor por la exactitud de los mismos. 
En la audiencia para la vista de la causa, pidieron los represen- 



240 FALLOS DE LA SI3PREMA CORTE 

ttiDtes de las provincias de Córdoba y Santa Fé, que la Suprema 
Corte resolviese el fondo de la causa, prescindiendo de la forma 
en que el representante de la última ha contestado la demanda 
en su último escrito. 

Y considerando: Que por las diligencias periciales practica- 
das 7 aun por el reconocimiento de ambas partes, está averi- 
guado que existe realmente la superposición alegada por la de- 
manda. 

Que sobre la base de tal hecho^ no se contesta por la provin- 
cia de Santa Fé el mejor derecho del adquirente de la provincia 
de Córdoba sobre los terrenos materia del pleito, quedando así 
fuera de controversia la cuestión de fondo. 

Que ambas partes, no obstante la forma en que la provincia de 
Santa Fé ha contestado la demanda^ han pedido que la causa 
sea resuelta pronunciándose esta Corte sobre los derechos de 
propiedad invocados en la demanda. 

Que los derechos y deberes que existan en las relaciones de 
Casado con la provincia de Santa Fé, no son materia de este 
juicio. 

Por estos fundamentos : se hace lugar á la demanda inter- 
puesta á foja ciento catorce, y, en consecuencia, se declara que 
el terreno á que ella se refiere es de propiedad exclusiva de 
don Domingo Funes, debiendo don Carlos Casado hacer entrega 
de él al primero, sin perjuicio de los derechos que éste tenga 
contra la provincia de Santa Fé. 

Hágase saber con el original, y repuestos los sellos, archí- 
vense . 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA CCXIilX 



Don Brijido Yedro, contra don Sandalto Arancibia^ por cum- 
plimiento de un contrato de ganado ; sobre nulidad de sen- 
tencia. 



Sumario. — 1^ La muerte del demandado y la apertura de 
su testamentaría, ocurridas después del llamamiento de autos, 
de las que no se ha dado noticia al juez, no anulan la sentencia 
que se dicte con posterioridad. 

2^ Si la demanda se ha limitado á pedir que el demandado no 
disponga del ganado recibido, sin garantir su pago y sin inter- 
Tencion del demandante en la venta, y le devuelva unas muías, 
el convenio judicial posteriormente hecho y ejecutado en virtud 
del cual se ha vendido en remate el ganado y las muías y se 
ha entregado el producto á los acreedores privilegiados, deja 
sin efecto el pe^t/um de la demanda, y hace improcedente todo 
pronunciamiento al respecto. 

3^ Es nula la sentencia que condena al pago de daños y per- 
juicios, que no ha sido pedido en la demanda. 



Caso. — Resulta del 



T. txv 16 
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Fulla del Jue» federal 



Mendoza, Febrero 20 de 1894. 

Yistos: Don Bríjido Yedro demanda á don Sandalio Aranci- 
bia j expone: que en Noviembre de 1889 entregó el señor Aran- 
cibia 502 novillos, avaluados en 17 pesos cada uno, y 175 vacas 
avaluadas en 13 pesos cada una, formando todo la suma de 
10.809 pesos, que Arancibia se comprometió á pagarle, una vez 
que realizara el ganado, previo acuerdo y con intervención su- 
ya, según consta del documento de foja 4; que le ha prestado 
además 57 muías y 1 yegua, con cargo de devolvérselas en, esta 
provincia, en perfecto estado, de las cuales le ha devuelto 38 
y la yegua; que el señor Arancibia ha trasladado el ganado á 
esta provincia y lo tiene en la Consulta, finca del doctor José 
Vicente Zapata; que el señor Arancibia no ha realizado el ga- 
nado y ahora pretende prescindir de su intervención y tiene el 
propósito de llevarlo á Chile, á lo cual se opone seriamente si 
no le da una garantía seria y á su satisfacción, que le asegure el 
pago de BU crédito; que el ganado le pertenece aún, porque el se- 
ñor Arancibia no le ha pagado el precio y tiene los privilegios 
que le acuerdan los artículos 3893 y 3896, Código Civil, y no 
puede consentir que burle sus derechos, sustrayéndose á la in- 
tervención que debe tomar en la negociación del ganado; que 
ha propuesto al señor Arancibia consentirle en que lleve el ga- 
nado á Chile siempre que para su venta se consignara á una 
persona de su confianza con facultad de retener, una vez reali- 
zada la venta, el valor adeudado, para que le fuera entregado 
directamente; que le ha propuesto también hacerse cargo del 
ganado, pagar los gastos hechos en su conducción y pastaje y 
aún abonarle una comisión por su trabajo, y nada ha aceptado 
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el señor Aranoibia, ni le ha propuesto arreglo alguno que pueda 
salvar sus intereses; que ha sabido que el día anterior á la de- 
manda (presentada el 15 de Marzo de 1890), el señor Aranoibia 
se ha ido con el propósito de reunir peones para herrar el ga- 
nado y transportarlo á Chile, no obstante su oposición. En esta 
virtud pide 86 disponga que el señor Arancibia no mueva el ga- 
nado de Mendoza sin darle garantía bastante de ser pagado ín- 
tegramente y que le devuelva las 19 muías que aún faltan, y 
que no pueda realizar la venta de dicho ganado sin intervención 
y conformidad suya, con especial condenación en costas al 
demandado. Además, pide el embargo preventivo del ganado 
en cuestión. 

El Juzgado corrió traslado de la demanda, y respecto de la 
medida precauciona!, rendida la información, se decretó el em- 
bargo preventivo, bajo la responsabilidad del actor, mediante 
la constitución de una fianza. 

A foja 24, el actor manifiesta que el ganado se encuentra en 
muy malas condiciones, y vale menos que cuando lo recibió Aran- 
cibia, pues estuvo abandonado en la c Consulta»; que no está 
en condiciones de llevarlo á Chile ni de ser consumido en el 
abasto, y continuando así se fundirá en pastos; que como la 
obligación de pagarle el ganado no tiene término fijado, estando 
regido por los artículos 618,620, 751 y 752, Código Civil, ha 
llegado el casodequese le fije un término breve para que lo ha- 
ga, bajo apercibimiento de rematarle los animales por so cuen- 
ta y riesgo; que no tendrá inconveniente en que el señor Aran- 
cibia disponga del ganado, siempre que le dé una garantía de 
ser íntegramente pagado de su precio en \)n término prudencial 
que puede fijarse por el Juzgado, y pide se fije el plazo en que 
el deudor debe cumplir la obligación, de conformidad á las dis- 
posiciones citadas, con el apercibimiento pedido. De esta solici- 
tud se confirió traslado á la parte contraria. 

A foja 28 se conviene transferir el depósito de los animales en 
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lapersona del señor Aureiiano de la Beta, para sacarlos déla 
c Consulta ». 

A foja 31 contesta el demandado diciendo: que no se haga lu- 
gar á lo solicitado de contrario, con costas; que no se trata de una 
cuestión determinada pecuniariamente de una manera precisa, 
para que se pida la lijacion de un término para su pago, cuja opor- 
tunidad es indeterminada; que se trata de una obligación cuyo 
pago debe hacerse después de realizar una operación sujeta á 
contingencias, sujeta á un hecho material que debe producirse 
y probarse para que se pueda resolver si debe ó no fijarse un 
término para pagar, y por consiguiente, si puede 6 no el Juzga* 
do ordenar la venta de los animales; que no es su intención 
desprenderse del dominio ni de la posesión del ganado ; que se 
opone á la venta mientr^is no se resuelva quién tiene el domi- 
nio sobre el ganado; que confiesa todo lo que dice la demanda, 
menos que el señor Yedro tenga dominio y posesión del ganado 
y loque se ha dicho de contrario sin tomar en cuenta el texto 
del documento. 

A foja 39 se resuelve el incidente sobre revocatoria del em- 
bargo preventivo, no haciendo lugar á ella, en razón de no po- 
derse discutir aún cuestiones que afectan el fondo del asunto y 
de las responsabilidades que garantizan los hechos del deman- 
dado, si la medida precaucional hubiera sido improcedente. Por 
los escritos de fojas 46 y 51 las partes mantienen la discusión 
sobre el fondo del asunto, si bien el actor solicita se llamen los 
autos para sentencia, y el demandado pide se fije un término al 
demandante para que deduzca su acción en forma, bajo aperci- 
bimiento de levantar el embargo, con costas, danos y perjui- 
cios. 

A foja 58, el Juzgado, considerando indispensable la constata- 
ción de algunos hechos para la resolución definitiva del juicio, 
abrió la causa á prueba: 1^ sobre si la negociación del gana- 
do materia del juicio, debía efectuarse dentro de esta Bepúbli- 
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oa ó 8i por el contrario podía ella verificarse foera de ésta ; 2° si 
por la parte de Arancibia se ha rehuzado el cumplimiento de al- 
gnna de las obligaciones contraídas por el documento de foja 4. 

Se produce por las partes las que curren de fojas 59 á 180. 

Alega sobre el mérito de la prueba sólo taparte actora á foja 
482, 

A foja 186 Tuelta, se llaman los autos para sentencia. 

T resultando: l'^Qae en el mes de Noviembre de 1889, don 
Bríjido Yedro y don Sandalio Arancibia celebraron un contra- 
to sobre ganado, extendiéndose al respecto el documento si- 
guiente : 

c Vale por 502 novillos avaluados al precio de 17 pesos cada 
uno 7 175 vacas avaluadas al precio de 13 pesos cada una, ha- 
ciendo un total de 10.809 pesos moneda nacional que debo abo- 
nar al señor Yedro, siendo las utilidades de propiedad del señor 
Arancibia^ quedando obligado á dar avisoal hacer la operación 
para proceder de acuerdo con el señor Yedro en la negociación. 
Las Hermanas, Noviembre 24 de 1889. También van 57 
muías y una yegua prestadas en calidad de devolverlas en Men- 
doza. Firmado : S. Arancibia, * 

2^. Que el actor ha recibido 38 muías y la yegua á que se re- 
fiere el documento transcrito y queda á deberle el señor Aranci- 
bia las 19 muías restantes (demanda y contestación de fo- 
ja 31). 

3^ Que ni en el contrato ni en los convenios habidos entre las 
partes, se ha establecido un plazo para el pago de la cantidad 
estipulada en el documento de foja 4, ni se ha determinado el 
lugar en que dicho pago debía verificarse (demanda; documento 
de foja 4 y prueba testimonial del demandado). 

4* Que no se impuso al señor Arancibia en el contrato con el 
señor Yedro, la condición de realizar el negocio de ganado en 
Mendoza, ni se ha determinado coú posterioridad el lugar preci- 
so en que debía verificarse por Arancibia la venta de dicho ga- 
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nado (confesión del actor, foja 169, á la pregunta 1 1' del interro- 
gatorio de foja 168 y declaración de los testigos del demandado, 
á la pregunta 5' del interrogatorio de foja 98). 

5^ Que el señor Arancibia no se ha negado á realizar el nego- 
cio en Mendoza (confesión del actor á la pregunta 4" del inte- 
rrogatorio de foja 168). 

6^ Que el señor Arancibia ha ofrecido á Yedro, antes de que 
éste pidiese el embargo del ganado, que realizara él mismo elne- 
gocio ó bien mandase otra persona como apoderado suyo para 
yerifícarlo, entregándole el ganado en Chile (confesión del ac- 
tor á las preguntas 3% 6' y 8' del interrogatorio de foja 168 y 
declaraciones de los testigos del demandado á las preguntas 8*, 
9* y 10" del interrogatorio de foja98). 

7® Que el señor Yedro ha tenido ofertas de otras personas 
que trataron de comprarle el documento de foja 4, como un 
medio de zanjar las dificultades de Yedro con Arancibia (confe- 
sión del actor á las preguntas 9* y 10" del interrogatorio de 
foja 168 y prueba testimonial sobre la pregunta 1 1' del interro- 
gatorio de foja 98). 

8^ Que Mendoza no es plaza para la realización conveniente 
de ganados en las condiciones del contrato y por lo general se 
hace esta clase de negocios en Chile, con éxito favorable (decla- 
ración de los testigos del demandado, á las preguntas 6* y 7* 
del interrogatorio respectivo). 

9° Que el señor Arancibia tuvo oferta de Chile, por el gana- 
do en cuestión, pagándosele en cLos Andes» al contado, 37 pe- 
sos chilenos por novillo y 28 por las vacas, siendo los pastos, 
desde la llegada á Chile, por cuenta del comprador (documento 
de fojas 37 y 74 y declaración de foja 81 vuelta). 

Y considerando: 1^ Que no se ha justificado por laparte ac- 
tora el hecho cuya prueba se ha intentado por testigos, de que 
el señor Arancibia hubiera ofrecido y prometido, para retirar 
el ganado que expresa el documento de foja 4 de poder del se- 
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ñor Yedro, la constitución de una garantía de terceras perso- 
nas (confesión extrajudicial, Fallos de la Suprema Corte Na- 
cional, serie 2*, tomo 7^, página 252, y Ley de P^rocedí mientes 
de la proTincia de Mendoza^ de 1880, artículo 191). Esta cir- 
cunstancia, por otra parte, no ha sido alegada en la demanda, 
como un antecedente que correspondiera apreciar respecto del 
demandante. En esta virtud, la falta de garantía para retirar 
Arancibia el ganado de Yedro, sacándolo de su poder, no cons- 
tituye un hecho que pueda influir en la consideración de los de- 
rechos respectivos de los interesados. 

Nada hay en ello que responsabilice eu sentido alguno al se- 
ñor Arancibia. 

2^ Que del documento de foja 4, de las exposiciones de ambas 
partes y demás constancias de los autos, sólo se infiérela exis- 
tencia de un contrato de compra-venta celebrado entre los se- 
ñores Yedro y Arancibia, el 24 de Noviembre de 1889, en Las 
Hermanas, provincia de Córdoba, por el cual el primero vendió 
al segundo 502 novillos á 17 pesos cada uno y 175 vacas á 13 
pesos cada una, que hacen la suma de 10.^09 pesos, cuyo precio 
debía abonar Arancibia c una vez que realizara el ganado», dice 
textualmente la demanda, siendo las utilidades, de propiedad 
del señor Arancibia y quedando obligado éste á (íar amso al ha- 
cer la operación, para proceder de acuerdo con el señor Yedro 
en la negociación. 

Por parte del señor Arancibia no existía obligación de cons- 
tituir en favor de Yedro, garantía alguna previa á la negocia- 
ción del ganado, para responder del precio^ ni tampoco la necesi'* 
dad legal de realizar el negocio en Mendoza. 

Según el contrato tan sólo debía dar aviso al hacer la opera- 
ción, al verificar la venta; esto es^ poner en conocimiento la 
forma de realizar el negocio para proceder de acuerdo con éste, 
ambosinteresados, el uno por el precio debido, el otro por las 
utilidades de su exclusiva propiedad. 
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Estrictamente^ en el negocio mismo no tenía ni podía tener 
intervención el señor Yedro . Así lo indica claramente la esti- 
pulación de dar aviso el señor Arancibia á Yedro, al hacer la 
operación: Y la frase c para proceder de acaerdo en la nego- 
ciación», no puede significar otra cosa que el consentimiento del 
señor Yedro acerca de las condiciones en qne Arancibia rea- 
lizaba el objeto del contrato entre ellos y de las seguridades de 
solvencia 6 naturaleza del pago por parte de los compradores 
de Arancibia, para la deducción oportuna, en los valores obte- 
nidos por este último del precio que aún le era debido á Yedro, 
á ¿in de garantir all< la eficacia de sus derechos como vendedor 
originario respecto del precio cuyo pago dependía de la reali- 
zación del negocio (artículos 1197 y 1198, Código Civil). 

3^ Que la propiedad del ganado es del señor Arancibia y abso- 
lutamente es contra la ley la pretensión del actor al sostener 
que por no haberse pagado el precio por el comprador, conser- 
va aquella propiedad del objeto vendido. El contrato de com- 
pra-venta, con la entrega de la cosa y la convención de la épo- 
ca para el pago del precio, ha quedado no sólo perfeccionado y 
completo, como contrato consensual, sino cumplido y realizado 
por las partes (artículo 1323, Códijro Civil). 

4° Que es inexacto contra lo afirmado por el actor, que el de- 
mandado señor Arancibia tratara de prescindir de la interven- 
ción atribuida al señor Yedro en el contrato de compra-venta 
referido, con arreglo alas estipulaciones del documento de foja 
4, únicas positivas y subsistentes. Es más: resulta que el ne- 
gocio no podía realizarse convenientemente en Mendoza, que el 
señor Arancibia ha podido realizarlo en Chile como era su inten- 
ción, que ha ofrecido al señor Yedro que realizase él mismo el 
negocio ó enviase ana persona de su confianza y todo ha sido 
infructuoso, manteniéndose el actor en la exigencia de* garan- 
tías de Arancibia para el pago íntegro del precio de venta y de 
prohibición al mismo de realizar la venta del ganado sin in- 
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tervenoion y conformidad saya, Ó cuando más pagarle una co- 
misión para tomar el ganado^ 6 la consignación en Chile á per- 
sona determinada por el señor Yedro, que retuviese el precio 
(demanda, número 5). 

5^ Que el lugar del pago debe ser en el presente caso el del 
domicilio del comprador^ señor Arancibia (artículo li24. Código 
CiTil). 

Esta circunstancia establece además la falta de derecho en el 
acreedor^ señor Yedro, para pretender la consignación en Chile 
auna persona que le retuviera allí el valor correspondiente al 
contrato de foja 4, como también era de todo punto ilegítima 
la proposición de Yedro, de pagar una comisión á Arancibia^ 
puesto que el contrato expresa que las utilidades del negocio 
son exclusivamente de Arancibia y éste no es un empleado de 
aquel « 

6® Que la fijación de un término para el pago de Arancibia^ 
de la suma que expresa el documento de foja 4, es improcedente, 
puesto que no se trata de pagar la mencionada cantidad sin de* 
signacion del tiempo, sino, como lo dice el documento de foja 4 
y con más claridad aún la demanda, de pagar el precio del ga- 
nado, una vez que se efectuase su realización en las condiciones 
del contrato. 

La obligación tiene, pues, unaépocafija, dependiente de una 
prescripción expresa del contrato, existe un término dentro del 
caal esa obligación no es exigible y la designación de un hecho 
futuro y que debe realizarse, para establecer de lleno la eficacia 
y exigíbilidad de la obligacioa (artículos 566 á 569, Código Ci- 
vil). 

Si el actor impide la realización del negocio ¿ cómo preten- 
de se fije un plazo al deudor, cuando se encarga él mismo de 
impedir que el término estipulado en el contrato llegue á cum- 
plirse ? 

Teniéndolo ya el contrato, es completamente ilegal la preten- 
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8Íon de que se fije an otro término para el pago del precio y es 
de todo punto inaplicable la prescripción de los artículos 618 y 
620, Código Civil. 

El plazo debe entenderse establecido en favor de ambas par- 
tes (artículo 570. Código Civil). 

7^ Que el demandante ha carecido en absoluto de todo dere- 
cho para obligar á Arancibia á la retención del ganado en Men- 
doza, mientras no le otorgase una garantía personal de ser pa- 
gado del precio de su venta. 

l)o se ha traído al juicio antecedente alguno que autorice de 
parte del vendedor una medida precaucional, ó de parte del 
comprador el intento de defraudarle. Para el embargo preventi- 
vo sólo se ha justificado que Arancibia trataba de herrar el ga- 
nado para conducirlo á la República de Chile, y en esto no ha- 
bía ningún acto ilícito ó especialmente prohibido al compra- 
dor. 

Por el contrario, constituía un medio deponerse en las con- 
diciones del contrato^ realizando el negocio de que precisamen- 
te y sin otra condición, dependía el pago del precio cuyo recla- 
mo ha motivado este juicio. 

Y por lo que hace á la intervención del señor Tedro, tampoco 
se ha acreditado, como queda dicho ya, infracción alguna al 
contrato por parte de Arancibia, en menoscabo de los derechos 
de aquél. 

8"* Que, de consiguiente, el embargo preventivo con que el 
actor se ha asegurado en el juicio, al tiempo mismo de ini- 
ciarlo, resulta haberse pedido sin derecho. No sólo se encuen- 
tran negados los hechos en que el demandante fundó su peti- 
ción al respecto, sino que al hacerse en definitiva su aprecia- 
ción, que el Juez no podía estimar en el incidente de embargo^ 
queda establecida la completa insubsistencia de las peticiones 
del actor y su absoluta faltado derecho en relación al contrato 
invocado por él. Y como arraigo no ha podido decretarse el em* 
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baigo solicitado por el señor Yedro, en razón de la falta de prue- 
ba para fundarlo (Fallos de la Suprema Corte, serie 2*^, tomo 13, 
página 362, y serie 2% tomo 1 4, página 552). 

9® Que todo aquel que haya solicitado sin derecho una diligen- 
cia precautoria, es responsable al demandado de todas las cos- 
tas y de los daños y perjuicios que le ocasionara (artículo 427, 
ley de enjuiciamiento provincial de 1880, y Fallos de la Supre- 
ma Corte, serie 2*, tomo 10, páginas 105 y 318). 

Y en el presente caso el embargo preventivo lo fué bajo la 
responsabilidad del actor. 

10^ Que al tiempo de la demanda no había llegado tampoco 
para el acreedor ocasión ni circunstancia alguna que fúndasela 
pretensión de ejercitar el privilegio de que goza el vendedor so- 
bre el precio de la cosa vendida, según el artículo 3893 del Có- 
digo Civil, que La invocado en la medida precaucionaU Eespecto 
de Arancibia no podía el actor sino reclamar el cumplimiento 
del contrato, 6 sea la realización del ganado para exigir entonces 
el pagodel precio que se le adeudaba, puesto que mientras no se 
efectuase el negocio, el precio no era exigible al comprador. Aran- 
cibia no se encontraba en estado de insolvencia, ni en concurso 
de acreedores; circunstancias que ni se han invocado tampoco 
por el demandante (artículo 572, Código Civil). 

Compradores de Arancibia no existían aún, para referirse á 
ellos en la gestión del señor Yedro. 

Y si el ganado se hubiera realizado, es la situación legal para 
el acreedor con arreglo al contrato, el privilegio, caso de pro- 
ceder, habría debido ejercitarse sobre el precio, no sobre los 
objetos mismos. 

La medida precaucional y la demanda son contradictorias res- 
pecto del contrato que ha originado una y otra. La retención y 
el embargo no se conciben con el ejercicio del privilegio, sobre 
todo con relación á un contrato de compra-venta cuyo precio 
debía satisfacerse con la realización de su objeto por el compra- 
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dor (argumento de los artículos 1204 y 1329, Código Ci- 
vil). 

11^ Que el demandado 68 deudor al demandante de 19 muías 
que estaba obligado á devolverle á tiempo de llegar el ganado 
á Mendoza y así lo ha confesado el señor Arancibia en su escrito 
de foja 31. 

Por estos fundamentos, fallo declarando : I'' Que es infun- 
dada é ilegal la demanda interpuesta por el señor Bríjido Ye- 
dro contra don Sandalio Arancibia, exigiéndole garantía de ser 
pagado del precio del ganado vendido según el contrato de foja 
4, como asimismo la de realizar la ventado dicho ganado con 

4 

intervención y conformidad suya, por lo que se absuelve al de- 
mandado en esta parte, y que la obligación de este último de 
satisfacer el precio del ganado depende ahora con su desapari- 
ción por culpa del vendedor, del resultado en que debe tradu- 
cirse el contrato para el comprador, quedando subordinada i 
las consecuencias de este hecho, para la parte de Arancibia (ar- 
tículo 505, parte 2«, Código Civil). 

2^ Que el embargo preventivo pedido en estos autos por el 
actor, á propósito de su demanda, lo ha sido sin derecho y es 
responsable personalmente el señor Yedro, de las costas, daños 
y perjuicios ocasionados por esta causa al demandado, cuya es- 
timación deberá hacerse en el juicio competente. 

3^ Que la parte de Arancibia debe entregar al actor las 19 
muías demandadas, ó su valor estimativo al tiempo de la en- 
trega, que deberá fijarse por peritos que las partes nombrarán 
de acuerdo oportunamente. 

4^ Que las costas del juicio son á cargo de la parte actora. 
Juzgando endefinitiva, así lo declaro y ordeno en Mendoza á20 
de Febrero de 1894. Notifiquese con el original y en oportu- 
nidad archívese. Bepóngase el papel. 

Severo G. del Castillo. 
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Fallo de la Suprema Corte 



BaeDOs Aires, Octubre 27 de 1896. 

Vistos: los recarsos de nulidad y de apelación deducidos por don 
Bríjido Yedro contra la senteucia de foja ciento ochenta y 
nueve. 

Considerando en cuanto al recurso de nulidad: Que la parte 
de Yedro lo funda en dos diferentes causas, la primera por in- 
competencia del Juzgado para dictar sentencia en la causa des- 
pués del fallecimiento del demandado y de abierto el juicio de 
su testamentaría en el Juzgado de la provincia de Mendoza, y 
la segunda porque el Juez de Sección, aún en la hipótesis de 
que hubiera podido continuar conociendo en ella, se ha pro- 
nunciado sobre puntos ajenos á la acción deducida. 

Que respecto á la primera causa, si bien por los documentos 
de fojas doscientos cinco y doscientos seis se acredita el falleci- 
miento de don Sandalio Arancibia y la apertura del juicio su«- 
cesorio con anterioridad á la sentencia de foja ciento ochenta y 
nueve, estos hechos tuvieron lugar después del llamamiento 
de autos, hallándose la causa, por consiguiente, en estado para 
dictar sentencia, y no fueron puestos en conocimiento del Juez 
oportunamente y en la forma que correspondía para la remi- 
sión de lo actuado al Juez que conocía de la testamentaría, por 
cuya razón no debe ser anulada su sentencia. 

Que re$>pecto de la segunda causal debe observarse : 

Primero : Que en la demanda se limita Yedro á pedir se dis- 
ponga que Arancibia no mueva el ganado de Mendoza sin darle 
garantía de ser pagado integramente; que devuelva las muías 
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qae faltan y que qo pueda realizarla venta del ganado sin sa in- 
tervención y conformidad. 

Segundo: Que abierta la causa aprueba y durante el término 
probatorio, ambas partes celebraron el convenio de foja sesen- 
ta y siete, acordando vender en remate público el ganado en 
cuestión para evitar, según lo expresan, los perjuicios que se 
ocasionaban con la demora de su realización, ventaque se efec- 
tuó en la forma convenida, depositándose el precio obtenido en 
el Banco (documentos de fojas ciento diez y ocho y ciento diez 
y nueve) . 

Tercero : Que posteriormente, con la conformidad de Tedro y 
sin oposición de parte de Arancibia, se ordenó la entrega del 
producto del remate al doctor Zapata y señores Galigniana en 
pago de sus créditos por convenio de partes (acta de foja ciento 
cuarenta y recibos de foja ciento cuarenta y dos vuelta). 

Cuarto : Que en virtud del convenio estipulado á que se ha be* 
cho referencia^ y de su cumplimiento, con aprobación judicial , 
quedó sin efecto el petitum de la demanda, y resuelta la cues- 
tión sometida al fallo judicial, desdo que vendido el ganado y 
entregado su importe á los acreedores privilegiados, se hacía 
materialmente imposible disponer sobre su traslación y venta, 
por lo que resulta improcedente todo pronunciamiento á ese res- 
pecto. 

Quinto : Que el Juzgado no ha podido condenar á Yedro al 
pago de daños y perjuicios, porque no consta que Arancibia lo 
haya pedido. 

Sexto : Que las muías reclamadas fueron en parte incluidas 
en el remate convenido, sin hacerse observaciones sobre el nú- 
mero de las que habían sido embargadas. 

Por estos fundamentos: se deja sin efecto la sentencia apela- 
da corriente á foja ciento ochenta y nueve, debiendo ser satis- 
fechas las costas en el orden en que se hubieren causado, y de- 
jándose á salvo á las partes los derechos que puedan correspon- 
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derles para hacerlos valer dónde y cómo les conviniere. Re- 

> 

paestos los sellos, devaélvaase, pndiendo notificarse con el 
original. 

lUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TOBRENT. 



CAUSA CCIi 



Don Exequiel Real de Azua, contra don Laureano Bonorino^ por 
escrituración; sobre embargo preventivo 



Sumario.^— Es procedente el embargo preventivo de pagarés, 
que la sentencia apelada dispone sean restituidos al peticio- 
nante. 



Caso. — Lo explica el 



V'allo de Im Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 29 de 1896. 

Disponiendo la sentencia apelada de foja ciento veinte y dos, 
que los pagarés firmados por don Exequiel Real de Azua, deben 
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ser restituidos á éste; y siendo procedente en tal caso el embar- 
go preventivo de dichos pagarés, atenta la disposición del artí- 
culo cuatrocientos cuarenta y ocho del Código de Procedimien- 
tos de la Capital^ incorporado á la ley que rige los procedimien- 
tos ante la justicia federal por el artículo primero de la ley 
número tres mil trescientos setenta y cinco. 

Por esto, de conformidad á lo pedido en el precedente escrito, 
bajo la responsabilidad del solicitante, y previa caución jurato- 
ría del mismo: decláranse embargados preventivamente los pa- 
garés de referencia; líbrese oficio por secretaría á los jueces de 
primera instancia de La Plata, doctores Lecot y Oamboa^ ha- 
ciéndoles saber la presente resolución á los efectos que corres- 
ponda. Repóngase el papel y corran los autos según su es- 
tado. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRÉNT. 



CAUSA €;CK.T 



Don Antonio J. Ruiz y don Juan R. Vidal, contra el Banco de 
la Nación y don Guillermo Goñalons, por tercería excluyenle; 
sobre nulidad de sentencia. 



Sumario. — Terminada la ejecución con el pago hecho por el 
deudor al acreedor ejecutante, la tercería deducida sobre los bie- 
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nes embargados qaeda sin objeto, j hace improcedente la reso- 
lacion que se dicte con posterioridad. 



Caso . — Resolta del 



Wmílo del Juea Federal 



Corríeiiies, Abril 17 de 1895. 

Vistos: Estos aatos seguidos por don Antonio J. Raiz, por sí 
y en representación de don Juan E. Yidal, por qnien ofreció 
caución de rato et grato, deduciendo tercería de dominio en los 
autos ejecutivos que el Banco de la Nación Argentina, inició 
contra don Ouiilermo Ooñalons. 

Y considerando : Que según expresa disposición del artículo 
301 de la ley nacional de procedimientos, la tercería de oposi- 
ción excluyente ha de fundarse precisamente en el dominio de 
los bienes embargados, que en el presente caso los constituyela 
cesión de derechos y acciones que significa el contrato corriente 
á foja 37 del juicio ejecutiTo, trasmisible por el modo y forma 
que determinan los artículos 1454 al 1456 del Código Civil. 

¿Han presentado los terceritas un escrito ó escritura por don- 
de consta que la propiedad de esos derechos y acciones han pa- 
sado á su dominio por efecto de una cesión? (artículo 1457 del 
Código Civil). 

Demás está decir que no. Bien es verdad que ellos no han tra- 
tado de comprobar llana y directamente la propiedad de esos 
bienes, sino que han procurado demostrar la simulación del con- 
trato de cesión de esos derechos, celebrado por el ejecutado 
Ooñalons con la viuda de Yorky é hijos, para que« una vez de- 

T. ixv 17 



258 FALLOS D£ LA SUPREMA CORTE 

mostrada, se les tuviese como reales y verdaderos cesionarios de 
los derechos y acciones que forman ese contrato. 

Pero colocada en este terreno la cuestión, y aun dada por 
comprobada la simulación, la solución no sería favorable á las 
pretensiones de los terceristas, ya que la prueba de la eimula- 
cion no importa la prueba de la propiedad á favor de ellos; la 
falta de sinceridad y de verdad del acto celebrado por la de Yor- 
ky é hijos con Goñalons no quiere decir que sea real y serio oon 
relación á los terceristas, pues tal cosa equivaldría á declarar 
la existencia de un contrato que en realidad no existe. 

No se juzgarán probados, dice el artículo 1191 del Código 
Civil, los contratos que tengan una forma determinada por las 

r 

leyes, si no estuTÍeren en la forma proscripta, y por consiguiente 
la prueba rendida por ellos con el objeto de probar la existencia 
del contrato á su favor, consistente en la declaración del testigo 
Fernando Alsina, de los cedentes, viuda de Yorky é hijos, y la 
confesión del cesionario ejecutado, es improcedente ; pudiendo 
decirse, además, respecto á la confesión de este último, que no 
constituye prueba en perjuicio de los derechos legítimos y an- 
teriores del ejecutante, de conformidad á las leyes 4^, título 13, 
partida 3*, y 2", título 2^ del Fuero Real; pero se objetará, por 
los terceristas, que no les era posible presentar el contrato en 
la forma determinada por la ley, precisamente porque tratan- 
do de ocultar su participación ostensible en el acto, lo que es 
de la esencia de la simulación, por interposición de personas, 
no podían muñirse de esa prueba, y que, por lo tanto, invocan- 
do el beneficio de la excepción contenida en el propio artículo 
1191 citado, podían hacer uso de todos los medios de prueba 
autorizados por el anterior 1190, para probar no sólo la simula- 
ción sino la existencia del contrato á su favor. 

Esto es verdad; pero también es cierto que pudieron y debie- 
ron procurarse un contra documento privado ó una contra escri- 
tura pública en la forma y modo que determinan los artículos 
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996 y 960 del Código citado, para que les sirviera no sólo de 
prueba de la simalacion, sino también para probar que ellos 
eran los verdaderos cesionarios de esos derechos y acciones, y 
no habiéndolo hecho no le es permitido acogerse al beneficio del 
artículo 1191} ya que no se encontraban en la imposibilidad de 
obtener la prueba designada, subsidiariamente, por la ley. 

Por otra parte, aunque la simulación pueda probarse por cua- 
lesquiera de los medios de prueba que el Código autoriza y aún 
cuando se la dé como probada, ese hecho demostraría la falta 
de seriedad y de sinceridad del acto, su ineficacia como hecho 
jurídico, pero do ninguna manera lo tornaría en un título á fa- 
vor de los terceristas, con el que pudiesen invocar ahora, ni 
nunca, el dominio de los derechos y acciones en cuestión, y mu- 
cho menos tendría la TÍrtud de orear un contrato con efectos 
perjudiciales á los legítimos derechos é intereses de un tercero, 
anteriores á su creación. 

No les bastaba^ pues, á los terceristas demostrar la falta de 
sinceridad del acto á favor de Goñalons; les era necesario, ade- 
más, justificar, perentoriamente, que ellos fuoron los verdade- 
ros contratantes, los verdaderos cesionarios de esos derechos y 
acciones, lo que no han hecho, pues la prueba rendida, de que 
hicimos ya mérito, no sólo es improcedente sino ineficaz, sin 
que pueda decirse que le agregan fuerza eficiente los pagarés y 
recibos, corrientes de fojas 1* á 24 de estos autos, presentados 
por los terceristas para probar que ellos pagaron el precio de la 
cesión, por razón de que contradice U aseverado en la escritura 
pública de foja 37 de los autos ejecutivos según laque, la dicha 
cesión se hizo cpor la suma de 19.000 pesos moneda nacional 
de ctirso legal, que recibe la cedente en este acto á mi presencia 
y la de los testigosque suscriben, y recibida de ellos á su satis* 
facción le otorga al cesionario el más eficaz recibo y carta de pago 
que á su seguridad conduzca», aseveración que hace plena prue- 
ba no sólo entre las partes sino también respecto de terceros, de 



260 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

conformidad á lo dispuesto por el artícnlo 995 del Código Civil. 
Por estos f andamentos, declaro no haber lagar á la tercería 
de dominio interpuesta por los terceristas, con costas. Hágase 
saber en el original, y repónganse las fojas. 

E. A. Lujambio. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires^ Octubre 29 de 1896. 

Vistos y considerando : Que el presente juicio de tercería de* 
ducido por don Antonio J. Ruiz, por sí, y prestando caución por 
don Juan Ramón Yidal, tiene por origen el embargo trabado en 
el juicio ejecutivo seguido por el Banco de la Nación Argentina 
eontra don Guillermo Goñalons. 

Que según consta de los autos de la ejecución, ésta terminó 
en Diciembre de mil ochocientos noventa y cuatro, por pago 
c[ue efectuó el deudor, del capital, intereses y costas. 

Que dados estos antecedentes, la tercería debió darse por 
cíoncluida, desde que ella„ como tal, es materia incidental del 
juicio ejecutivo. 

Que así lo tiene resuelto esta Suprema Corte, en caso análo- 
go que se registra en los Fallos, serie tercera, tomo segundo, 
página trescientos setenta y cinco. 

Por estos fundamentos, declárase terminado el presente jui- 
cio de tercería, y sin efecto la sentencia apelada de foja cincuen- 
ta y seis, debiendo las costas de ambas instancias pagarse en el 
orden causado; y en consecuencia, devuélvanse los autos al Juz- 
gado de su procedencia. Repóngase el papel. 

BENJAinN PAZ. — ABEL BAZAR. — 
^ OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 
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CAUSA €>*€K.II 



Contra don Ambrosio Caldes^ por malversación y apropiaeiott 
de caudales públicos confiados á su guarda 



Sumario. — La malversación y apropiación de caudales pú- 
blicos confiados al procesado, es delito del fuero nacional, y 
tiene que ser castigado con arreglo á la ley nacional penal de 
Setiembre 14 de 1863. 



Caso, — Resulta de las siguientes piezas : 



FAllodel JU0B Pe^eral 



Tucuman, Diciembre 6 de 1895. 

T vistos : Estos autos seguidos contra el ex-jefe de la oficina 
de correos y telégrafos de Famaillá, don Ambrosio Caldes, por 
defraudación y malversación de dineros públicos, de los que re- 
sulta : 

Que con fech&6de Julio del año próximo pasado» la dirección 
general separó de su puesto al ex-jefe déla oficina de correos 
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7 telégrafos de Famaillá, don Ambrosio Caldas, por haberse ne- 
gado repetidas yeces á ingresar el prod ucido de los valores que te- 
ñí á SQ cargo; que de la revisacion practicada posteriormente en 
las cueutas de dicha oficina, se ha comprobado la existencia de 
un déficit, montante á la suma de 438 pesos con 43 centavos, del 
cual Caldes se declara directamente responsable, según el su- 
mario administrativo remitido por la dirección general de co- 
rreos 7 telégrafos . 

Y considerando : Que aparte de las constancias del sumario, 
por la indagatoria misma del procesado Caldes, corriente á foja 
6, se viene en conocimiento pleno, que estando éste de adminis- 
trador de la oficina de correos y telégrafos de Famaillá, se ha 
apoderado, de propia autoridad, del producido de los valores 
que tenía á su cargo, pertenecientes á dicha oficina. 

Que ni el procesado Caldes ni ningún otro por él« han reinte- 
grado esos valores, á pesar del largo tiempo transcurrido j de 
las diligencias practicadas para su devolución al Tesoro. 

Que como se ha expuesto antes, la defraudación que se per- 
sigue consta, aparte de las referencias del sumario, de la confe- 
sión del procesado, la que revistiendo todas las circunstancias 
expresadas en el artículo 316 del Código de Procedimientos en 
lo criminal, prueba acabadamente el delito. 

Que en consecuencia la pena á aplicarse en el presente caso, 
debe ser la que señala en su última parte el artículo 88 de la 
ley de 14 de Setiembre de 1863, porque se trata de un delitodel 
fuero nacional, que, como todos los de su clase, no están com- 
prendidos en las disposiciones del Código Penal dado para la 
Bepública, según así se desprende de los informes suministra- 
dos por la Comisión reformadora del Código del doctor Tejedor, 
que sirvió de base á esas reformas. 

Por estos fundamentos: y de acuerdo con el artículo citado 
de la ley de i4 de Setiembre de 1863, fallo: condenando al 
procesado Ambrosio Caldes á la pena de cinco años de trabajos 
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forzados, descontándosele de esta pena el tiempo de prisión su- 
frida^ con costas. Hágase saber. 

Delfín Oliva. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 14 de 1896. 

Suprema Corte: 

El hecho de malversación ó apropiación de los caudales pú- 
blicos confiados á su guarda, está confesado por el procesado 
Galdes, ez-jefe déla oficina de Famaillá, áfoja 6. 

No ha sido, por otra parte, desconocido ni desvirtuado en la 
defensa. 

Sólo se controvierte acerca de la pena, sosteniéndosela prefe- 
rente aplicación de la del Código Penal, como posterior y más 
benigna, que la de la ley nacional de 1863. 

Pero la sentencia ha establecido legalmente que se trata de 
nn delito del fuero nacional, que está especialmente regido por 
la ley sobre crímenes contra la Nación. Esta prevalece por ello 
sobre las disposiciones del derecho común. Y Y. E. así lo tiene 
declarado en tantas cansas análogas, que sus fallos forman una 
jurisprudencia constante é inquebrantable al respecto. 

Hay un error en la sentencia, que es meramente de nu- 
meración; habiendo designado el artículo 38 por el 83^ que rige 
especialmente el caso de este proceso. 

Con sujeción á lo proscripto en esta disposición de la ley 
de 1863, la pena impuesta es justa, y por ello pidoá Y. E. la 
confirmación por sus fundamentos de la sentencia recurrida de 
foja 51 vuelta. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 29 de 1896. 

"Vistos: De acuerdo con lo expuesto j pedido por el señor 
Procurador G-eneral y por sus fundamentos, entendiéndose que 
son los artículos ochenta j ochenta y tres de la ley nacional so- 
bre crímenes contra la Nación de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres, los penales aplicables al caso, 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja cincuenta y 
ana vuelta. Devuélvanse . 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. -—JUAN E. TO- 
RRENT . 



CAUSA CCI4III 



Don Jesús Tenreyro, contra el Ferrocarril al Pacífico; sobre 
entrega de una carga apago de su valor 

Sumario. — i* La Empresa del Ferrocarril, en cuya estación 
debía hacerse la entrega de las mercaderías remitidas con nna 
sola carta de porte, es responsable de estas, aunque se hayan ' 
perdido antes de entrar á su línea. 
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2® El tiempo señalado para la prescripción, por el artículo 
855, Código de Comercio, se refiere al transporte marítimo ó 
flavial, y no al terrestre. Respecto de éste, rige el artículo 846, 
cuando no se establezca por disposición especial una prescrip- 
ción más corta. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Suem Federal 

Buenos Aires, Noviembre 12 de 1894. 

Yistos : Estos autos promovidos por don Samon López Her- 
nández, en representación de don Jesús Tenreyro, español y ve- 
cino de la provincia de San Juan, contra la Empresa del Ferro- 
carril al Pacífico^ sobre entrega de una carga, etc., de los que 
resulta: 

1® Que en fecbalO de Junio de i890, don Jesús Tenreyro 
remitió desde la estación del Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
en San Juan, á la consignación de los señores Gregorio Tenrey- 
ro y compañía y á la estación Palermo en esta Capital, del Fe- 
rrocarril al Pacífico, i 1 cajones conteniendo artículos de tienda, 
según se expresa en la carta de porte número 186 presentada á 
foja 17. 

2^ Que reclamada sin resultado alguno la entrega de ambas 
Empresas, se^n manifestación del actor, don Ramón López 
Hernández, en representación del expresado señor Jesú'd Ten- 
reyro, se presenta áfoja 21 entablando demanda contra la del 
Ferrocarril al Pacífico, pidiendo se le condene á la entrega de 
la referida carga con deducción de tres cajones que dice no se 
incluyeron en ella 6 en su defecto al pago de la suma de 14.874 
pesos 32 centavos moneda nacional en que estima su valor, se- 
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gnn las facturas de foja 1 á foja 16, con más las costas, daños 
y perjuicios causados. 

3*^ Dou Antonio N. Buiz, en representación de la Empresa 
demandada, contesta á foja 26 negando su responsabilidad por 
la pérdida de la carga en cuestión, desde que ésta jamás entró á 
la línea del Pacífico, habiendo el actor contratado el transporte 
de la misma con la Empresa del Oran Oeste Argentino, según 
resulta de la propia exposición del demandante y lo acredita 
también la carta deporte de foja i7. Que en todo caso la ac- 
ción para gestionar la entrega de aquella estaría proscripta, 
pues según el artículo 855 del Código de Comercio, las accio- 
nes contra el conductor en el transporte marítimo y fluvial se 
prescriben por seis meses y un año, cuya disposición debe apli- 
carse al presente caso por analogía de razón. Pide en conse- 
cuencia, el rechazo de la demanda, bajo expresa condenación 
en costas. 

Y considerando: i^ Quesi bien la Empresa demandada ha acre- 
ditado plenamente, en conformidad á lo establecido en el auto 
de prueba, que la carga materia de este juicio no entró jamás á 
su línea, esta circunstancia no basta por sí sola para conside- 
rarla exenta de toda responsabilidad para con el expedidor ó 
cargador, ante la disposición contenida en el artículo 205 del 
Código de Comercio que establece que las acciones que resulten 
del contrato de transporte, tratándose de caminos de hierro, po- 
drán deducirse ante la autoridad judicial del lugar en que se 
encuentre la estación de partida ó la de arribo. 

2^ Que además, y concordante con la disposición antes cita- 
da, el artículo 64 de la ley de ferrocarriles nacionales establece 
que las Empresas combinadas deben ser consideradas como una 
sola Empresa para todos los efectos de la contratación en mate- 
ria de transporte, sin perjuicio de las acciones que puedan co- 
rresponder entre sí á las respectivas compañías por consecuencia 
de las bases de la combinación. I 
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S^ Que asimismo es jorisprndencia sentada por la Suprema 
Corte, que en el contrato de transporte por ferrocarriles, aunque 
aquel se verifique por líneas de diferentes Empresas^ el viaje se 
considera continuo y éstas como una sola á los efectos de la 
responsabilidad, cuando proceden en combinación y se ha expe- 
dido un solo comprobante para el transporte de la carga por to- 
do el trayecto de ellas, todo lo cual sucede en el caso sub-judice 
(Fallos déla Suprema Corte, tomo... página...). 

4®Que la Empresa no ha alegado, probado ni insinuado siquie- 
ra, que el incendio que consumió las mercaderías en cuestión, 
fuera el resultado de una fuerza mayor ocaso fortuito, no pu- 
diendo tampoco atribuirse á vicio propio de la carga, dada su 
naturaleza, únicos casos que la eximirían de responsabilidad. 

5° Que, finalmente^ la excepción de prescripción opuesta á la 
demanda fundada en el citado artículo 855, no es procedente, por 
cuanto éste no es de aplicación al caso presente, en que se trata 
de un contrato de transporte regido por un título especial de la 
ley, en que no se contiene disposición alguna en el sentido de 
fijar un término para la prescripción de las acciones resoltan- 
tes del contrato de transporte. Que en tal caso, sólo es aplica- 
ble el artículo 846 del Código citado, en que se fija el término 
de iO años para la prescripción ordinaria en materia comercial^ 
cuando no se establezca por disposición especial una prescrip- 
<)ion más corta. 

Portante, fallo definitivamente, declarando: que la Empresa 
del Ferrocarril al Pacífico debe abonar al señor Jesús Tenrey- 
ro el valor de las mercaderías materia de la demanda, el cual 
será fijado por peritos en la forma proscripta por el artículo 179 
del Código de Comercio, en caso de no aceptarse Ja estimación 
que de ellas se hace en la demanda, con costas. 

Hágase saber original y repóngase el papel. 

Juan del Campillo. 
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Pallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1896. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja setenta y ocho. Bepuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. TÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BüN- 
GE. —JUAN E. TORRENT. 



CAVIiA CCE.IY 



Contra Antonio Moreno, por infracción i la ley 

de enrolamiento' 



Sumario. — Resultando la inculpabilidad del procesado, debe 
absolvérsele de la acusación. 



Caso. — Resulta del 
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Fallo del Jíuea Pederá! 

/ 

La Plata, Setiembre 14 de 1896. 

Autos 7 vistos: Los seguidos contra don Antonio Moreno, por 
infracción á la ley de enrolamiento, de los cuales resulta: 

i^ Que en la declaración de foja 4 dice el detenido que no se 
enroló por no tener la edad requerida, aseverando tener 17 anos, 
y corrida vista al Procurador Fiscal, éste pide la impoHicion 
<le la pena del artículo 35 de la ley número 3318. 

2^ Que el defensor de pobres al evacuar el traslado de foja 
hy alega que la declaración del detenido merece fé por ser la 
confesión indivisible, conforme lo tiene demostrado en causas 
análogas, y pide el sobreseimiento. 

3® Que éste mismo, á foja 7, pide varias diligencias tendentes 
á probar que en la época del enrolamiento estuvo el detenido 
trabajando en el campo, lejos de todo centro poblado, y en Vir- 
tud á la naturaleza de la prueba producida se corrió un nuevo 
traslado, el cual evacuado obra de foja 12 vuelta á 16. 

Y considerando: 1^ Que para acreditar el estado civil de las 
personas, establece el Código requisitos esenciales é imprescin- 
dibles^ y únicamente puede llegarse á la prueba testifical justi- 
ficando los extremos en la misma prescriptos. 

2^ Que la prueba producida de fojas 7 á 11 vuelta, además 
de ser contradictoria con la declaración del detenido, resultaría 
siempre insuficiente por razón deque ella no demuestra ni jus- 
tifica el extremo necesario en este caso, cual sería la imposibili- 
dad material de haber asistido en la época oportuna con el obje- 
to de enrolarse. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con lo dictaminado 
por el Procurador Fiscal, fallo: condenando al detenido Auto- 
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Dio Moreno, á la pena de an año de servicio obligatorio en el 
ejército de la nación y teniendo en caenta el tiempo sufrido de 
prisión preventiva, dedúzcase éste de la pena impuesta y hágase 
el cómputo por secretaría, tomando como base un día de aquella 
por otro de ésta. Notifíquese con el original, regístrese en el 
libro de sentencias, y líbrense los oficios del caso. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 23 de 1896. 
Suprema Corte: 

Si bien es cierto que es diversa la excepción opuesta por An- 
tonio Moreno en su declaración de foja % de la expresada por 
su defensor á foja 1, no lo es menos, que en estos juicios, de 
carácter sumario, debe estarse á lo alegado y probado. 

£1 juzgado ha mandado diligenciar, á foja 7 vuelta, la prueba 
ofrecida; y de las diligencias de fojas iO y H , resulta demostrar 
do que el procesado se encontró impedido para cumplir la ley 
de enrolamiento, por haber estado durante su vigencia habi- 
tando en lacampaña desierta, lejos de todo centro de población. 
Que no obstante, vino hasta Lamadrid con el objeto de enro- 
larse; lo que no pudo obtener, por habérsele dicho que estaba ya 
vencido el término. Se ve que no ha habido intención de delin- 
quir, y que la infracción á la ley procede de causas ajenas á la 
voluntad del procesado . 

Se ha de servir Y. E. por ello, revocar la sentencia recurri- 
da de foja 17, con declaraciun de que el procesado deba ocurrir 
á enrolarse en el registro nuevamente abierto. 

Sabintano Kier. 
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Fullo de la Suprema Corte 



Buenos Aires» Octubre 31 de 1896. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto j pedido por el señor 
Procurador General, se revócala sentencia apelada de foja diez 
y seis vuelta, absolviéndose de toda culpa y cargo al procesado. 
Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. —LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. •— OCTAVIO BUN- 
GE.— JUAN fi. TORRENT. 



CAVIiA CCI4Y 



Amuchástegui hermanos, contra el Ferrocarril Central Norte; 

sobre daños y perjuicios 



Sumario. — La empresa de ferrocarril es responsable del da- 
ño que causa el incendio de campos, originado por el fuego des- 
prendido de sus máquinas. 



J 
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Cdso. — Resulta del 



Vallo del Jíues Pederal 

Córdoba, Abril 11 de 1893. 

Y vistos: Los segaidos por los señores Amuchástegui herma- 
nos contra el Perrocarcil Central Norte, por daños y perjuicios, 
de los que resulta: i^ Que los demandantes cobran de la em- 
presa referida la suma de 50.000 pesos moneda nacional, como 
perjuicios que la empresa les ha ocasionado por haber incendia- 
do con sus máquinas locomotoras, una estancia de su propiedad 
nbicada en la pedanía de Eío Geballos, departamento Anejos 
norte, cuyos incendios dice tuvieron lugar en los días 12 de Ju- 
lio y 27 de Agosto de 1890. 

Que ellos produjeron la destrucción de varios potreros alam- 
brados. Que la empresa era responsable en no tener máquinas 
que evitaran esos incendios y en usar el combustible de lena ver- 
de; y por último, que ellos hicieron lo posible para evitar la pro- 
pagación y perjuicios del incendio, y lo consiguieron en gran 
parte. 

i^ Que la empresa, contestando la demanda, dice: « Que ella 
y sus agentes son del todo ajenos al hecho que se les imputa, no 
aceptando bajo pretexto alguno las sumas que oomb indemniza- 
clon marcan, las que en el peor de los casos debieran ser fijadas 
por peritos». Que en tal virtud niega eo todas sus partes los he- 
chos aseverados por el contrario, y espera el resultado de la 
prueba, bien seguro de la inculpabilidad de su mandante, máxi- 
me tratándose de un caso fortuito. 

3^ Recibida la causa á prueba^ se produce la testimonial de 
fojas 14 á 19, de que luego se hará examen; y para mejor pro- 
veer se produce la pericial deque también se hará piérito. 
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Alegando de bien probado, la demanda dice estar comproba- 
dos sos extremos dorante la prueba. Y la parte de la empresa 
alega: que nohase probado qnién ó qué persona produjo el incen- 
dio ni el sitio preciso ni la hora. Que es imposible se produjera 
el incendio á 21 metros j medio de la vía, y no en ésta, porque 
nadie puede tirar un tizón á esa distancia con un tren en mar- 
cha. Que la demanda es contra una persona jurídica, sociedad 
anónima, y que ésta no puede ser responsabilizada criminal ni 
civilmente por no ser capaz de delitos, analizando en seguida 
las declaraciones de algunos de los testigos como se verá des- 
pués. 

Y considerando : i^ Que no obstante no haberse negado cate- 
góricamente el hecho del incendio por la empresa, de autos cons- 
ta plenamente comprobado con la prueba testimonial y pericial 
de fojas 38 á 43 vuelta, y 53 á 55. 

2^ Que la empresa no ha negado tampoco categóricamente 
que sus empleados ó máquinas lo hayan producido, limitándose 
á esperar el resultado de la prueba. 

Ahora bien, de la testimonial producida resulta que esos in- 
cendios han sido producidos por la empresa como va á verse. 

Bespecto al incendio de Julio, el testigo Teodosio Pizarro 
dice partió de la línea férrea. 

El testigo Pedro Cardozo, subcomisario, llamado al efecto : 
que verificó el hecho como autoridad y á solicitud del doctor 
Marcelino Amuchástegui; que el fuego había salido del tren, 
notando un montón de cenizas y brazas dentro del alambrado 
de la línea, de donde había partido el fuego. 

El testigo Victoriano Ibafiez, vio levantarse el fuego déla vía 
tan luego de pasar el tren, y que vio de allí partió el fuego. 

El testigo Coster, dice: que es cierto el contenido de la quinta 
pregunta. 

Se ve que hay dos testigos que vieron levantarse el fuego de 
la vía tan luego 6 al momento de pasar el tren. 

T. IXV 18 
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Hay otros dos que han visto que el f aego se levantó de la vía , 
7 aún el panto preoiso donde la locomotora dejó brazas y ce* 
nizas. 

En cnanto al incendio da Agosto, el testigo Fizar r o dice : 
que es cierto que se produjo posteriormente al primero y des- 
pués de pasar el tren. 

El testigo Cardozo, dice: que fué solicitado por el doctor Amu- 
chástegui, para inspeccionar el lugar donde había salido el fue- 
go, y por indicación de la mujer Jesús de Montenegro, que había 
visto de donde se levantó el fuego, encontró un tizón hecho bra- 
zas al costado de los rieles en la orilla del terraplén, y que se 
conocía que de allí había salido el fuego. 

Don Victoriano Ibañez declara que vio que se levantó el fue- 
go dentro del alambrado de la vía, tan luego de pasar el tren. 

Juan Acosta, dice : fué llevado por el subcomisario Cardozo 
para inspeccionar de dónde había salido el fuego, y encontraron 
las brazas de un tizón que estaba junto á los rieles. 

Hay también aquí dos testigos que vieron levantarse el fuego 
tan luego de pasar el tren, y otros dos que vieron el punto mis- 
mo donde empezó y hasta el tizón ó brazas que lo produjo. 

Debe advertirse, además, respecto á esta prueba testimonial, 
que hay tres testigos que declaran que el tren quema continua- 
mente los campos, á más los ha quemado también, y otro de 
ellos, el señor Teodosio Pizarro ha visto con repetición que los 
maquinistas arrojan, con frecuencia, tizones encendidos sóbrela 
línea, afirmando á la pregunta novena que es cierto que por esa 
causa se producen con frecuencia pequeños incendios. 

También debe advertirse que si bien dos testigos declaran 
sobre que vieron donde empezó el fuego, y dos que éste empezó 
después de pasar el tren, los cuatro ó todos están contestes en 
atribuir al tren el incendio. 

Hay otras consideraciones además que no deben olvidarse. 

Que es muy difícil poder constatar el hecho con todos sus 
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detalles, por tratarse de trenes en marcha, 7 de hechos, de pro- 
ducción rápida é instantánea en puntos ordinariamente desha- 
bitados. De ahí la dificultad de comprobar quién tiró el tizón 6 
de haber visto caer éste . 

Para apreciar la prueba testimonial según las reglas de la sana 
crítica^ debe tenerse en cuenta hasta la verosimilitud del hecho 
á probarse, y testigos coyas declaraciones un tanto incompletas 
no pudieran probar un hecho inverosímil bastan sin embargo en 
un hecho probable y más aún en uno frecaente . 

Los incendios producidos por locomotoras entre nosotros, á 
cansa de alimentarlas con leña verde, han adquirido la más com- 
pleta notoriedad, hasta el extremo de que no hay quien dude de 
ellos, y la fama y notoriedad es un importantísimo elemento de 
prueba que en muchos casos releva de toda otra (Caravantes); 
pero que en nuestro caso esta frecuencia de incendios está com- 
probada en autos. Según las reglas de apreciación de la prueba 
testimonial y en presencia de la producida, no es permitido lle- 
gar á otra conclusión que los incendios de que se quejan los de- 
mandantes, han sido producidos por el tren; pues sería forzar 
todas las reglas de interpretación el concluir que fueron produ- 
cidos por otra persona. 

Estos testigos, varios de ellos personas conocidas y honora- 
bles, no han sido tachados, y merecen fé sus dichos. 

A la empresa, además, no le basta negar los hechos para ate- 
nerse al resultado de la prueba . debe decir categóricamente si 
es ó no es cierto todos y cada uno de los puntos en que se basa la 
demanda, de lo contrario pueden ser tomados como ciertos: ar- 
tículo 86 del Código de Procedimientos. 

Ella habla, además, de casos fortuitos, pues debió probarlo, 
debió siquiera ofrecer la prueba de este hecho, que en otra oca- 
sión, este Tribunal lo ha declarado sin importancia, á saber : 
que sus máquinas llevan chisperas; pero ni eso ha probado. 

Se dijo que ello no tiene importancia, porque las chisperas 



276 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DO evitan los incendios á cansa del combustible empleado y por* 
que aun cuando la empresa tome todas sus precauciones en las 
máquinas, mientras no emplee un combustible inofensivo es 
siempre culpable y responsable délos incendios que cause. 

Aun cuando estas empresas sean de utilidad general, no están 
sobre la ley común. Si por razones de economía emplean un 
combustible dañoso, deben pagar el mal que causen; si la mecá- 
nica no ha inventado el medio de evitar la salida de fragmentos 
de brasas» y aún cuando éstas hagan todo lo que la ciencia acon- 
seja, que no han probado, ni siquiera alegado que lo hagan, no 
por eso son menos responsables. Además, se comprueba en au- 
tos que no ya la salida de las chispas, sino los tizones que se 
arrojan producen los incendios. Arrojarlos en la vía en día de 
viento, en tiempos de sequedad de los pastos, es una grave falta, 
aunque la vía sea de la emprena: artículo H09del CódigoCivil. 

Tampoco la exceptúa de responsabilidad el hecho de ser una 
persona distinta de sus miembros; no se trata de una responsa- 
bilidad criminal sino civil. 

Se trata de una sociedad anónima, no de una persona jurí- 
dica; pero aun cuando tal fuera, sería responsable por indemni- 
zación de daños, porque no hay nadie que pueda tener privile- 
gios. Cuando el Código Civil exceptúa las personas jurídicas de 
la acción de daños por delitos, supone daños ajenos á sus fines y 
funciones, pero no los que son consecuencia de aquellas. 

La empresa es responsable civilmente por los incendios que 
produzcan sus máquinas, artículo il33, pues no ha probado que 
de su parte no hubiera culpa. 

Lo es por los daños que causan sus empleados con motivo del 
ejercicio de sus funciones (artículos ii09, i 113 y argumento del 
1119 del Código Civil; nota de Segovia, sobre su artículo 1120). 

En cuanto á la clase, y monto de estos daños debe conside- 
rarse que sólo existen los que se han comprobado legalmente á 
saber: cercos de rama, bosque, pasto quemado. 
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Pastaje por sacar la haoienda, disminución en los productos 
de una lechería» etc., etc.^ no se han comprobado. Porque aún 
cuando algo contiene la prueba testimonial, sobre que los de- 
mandantes tuvieron que sacar su haoienda por el incendio, no 
han probado que pagaran pastaje ni cuánto. 

Cercos 

Los peritos están conformes en fijar en 1 4 cuadras lineales el 
cerco de rama que ha sido quemado, el que tasan en 10 pesos cada 
una, j coya tasación el tribunal la acepta, y cuya partida hace 
un total de i 40 pesos moneda nacional. ' 

Pastos 

Calculan los peritos 296 hectáreas de campo empastado y que- 
mado. 

El Juzgado fija en nueve meses el tiempo que el campo ha es- 
tado completamente privado de él por el incendio; en raion de 
que para dos de los peritos, señores Barraza y Oullier, el campo 
á la fecha de su inspección ya estaba con su pasto natural, y 
aún cuando hay campos que en cuatro ó seis meses vuelven ásu 
estado normal sus pastos, hay otros más tardíos, lo que se expli- 
ca por su naturaleza y condiciones atmosféricas del año. 

Aun cuando este Tribunal, en otros casos, ha fijado un precio 
menor al pastaje cuando ha habido disconformidad en los peri- 
tos; circunstancian diversas, en el caso actual en que los tres 
están conformes en fijar un precio mínimo de un peso al mes, el 
Juzgado no cree deber modificar ese precio; estas circunstancias 
diversas en este caso consisten en la carencia de pastos muy 
abundantes en la zona del terr^ino en cuestión, y también por- 
que éstos encarecen más en las estancias próximas á un paebio 
como es la quemada. 
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Suponiendo, en conformidad con los peritos, que hubieran 
podido pastar i 50 animales, en todo lo quemado, sería en los 
nueve meses 1350 pesos el Tnlor del perjuicio sufrido en sus 
pastos. 

Bosques 

Atendiendo las razones que han tenido en cuenta los peritos, 
se acepta y fija el precio de 0.50 centavos por cada árbol grande 
quemado. Pero siendo la clase del monte puramente secundaria 
no puede calcularse en más de cinco árboles par hectárea lo 
quemado, es decir, lo perdido; suponiendo que el monte hubiera 
tenido 25 árboles grandes en hectárea y que el incendio hubiera 
devorado el 20 % que sólo alcanzaría destruir un gran in- 
cendio . 

Así avaluado daría en 296 hectáreas 1480 árboles perdidos los 
que se aprecian en 740 pesos moneda nacional. 



Reconsíruccion de alambrado 

Se fija por conformidad de peritos en 40 pesos moneda na- 
cional. 

Por estas consideraciones, y otras que se omiten, definitiva- 
mente juzgando fallo: que la empresa del Ferrocarril Centra' 
Norte debe pagar á los señores Amuchástegui y hermano, á tí- 
tulo de indemnización por los incendios causados por el tren en 
la propiedad de los dichos señores, la suma de 2270 pesos mone- 
da nacional, con más las costas del presente juicio. 

Hágase saber con el original, previa reposición de sellos, y 
oópia legalizada que se dejará en el libro de resoluciones. 

C. Moyano Gaeitúa. 
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Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1896. 

Vistos 7 considerando: Que la prueba producida es bastante 
para acreditar no sólo que el incendio que ha motivado este 
juicio ha sido causado por el ferrocarril, sino también para de- 
jar establecida la responsabilidad de la empresa demandada. 

Que respecto al quantum de la indemnÍ£acion, el fijado por la 
sentencia apelada debe considerarse equitativo, atento el mérito 
de los autos. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apelada 
de foja cincuenta y siete, se confirma ésta, debiendo las costas 
de segunda instancia abonarse en el orden causado. 

T no se hace lugar al recurso de nulidad, por ser él improce- 
dente, con arreglo á la jurisprudencia de esta Suprema Corte. 
Bepónganse los sellos, 

BENJAMÍN PAZ. —LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
0I&« — JUAN B. TOBRENT. 
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CAUSA CCJLVI 



Don José A. Soler y contra la Municipalidad de Concordia, por 
cumplimiento de una transacción; sobre apelación denegada . 



Sumario. — No es apelable el auto dictado de conformidad 
de partes, que en oamplimiento de ana transacción las convoca 
á comparendo para proceder al nombramiento de peritos. 



Caso. — Resalta del siguiente escrito de 



RECURSO 

Suprema Corte : 

Antonio Montes, con domicilio legal en la Avenida de Mayo 
689, en los autos iniciados por don José A. Soler contra la Ma- 
nioipalidad de Concordia^ por ejeoacion de una transacción, á 
V. E. dice : 

Que como lo acredita el poder adjunto soy representante de 
esta última y vengo, de acuerdo con el artícnlo 215^ Código de 
Procedimientos federales^ á mejorar el recurso ante este tribunal 
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déla apelación concedida por el jaez federal del Paraná, en el 
referido expediente. 

Al mismo tiempo, pido que Y . E. se sirva librar oficio al se- 
ñor jaez federal del Paraná para qae suspéndalos procedimien- 
tos 7 remita los autos originales á Y. E., pues la apelación ha 
sido concedida tan sólo en el efecto devolativo j no en el sas- 
pensivo. 

Sin entrar al fondo del asunto y para que Y. E. pueda darse 
caenta de los procedimientos observados por el juez a quo y de 
la JQstícía del pedido qae formulo, referiré brevemente los au' 
tecedentes de la cuestión. 

Por escritura de 3 de Mayo de 1890, la Municipalidad de 
Concordia celebró una transacción con don José A. Soler para 
poner término al litigio que este último le había promovido so- 
bre deslinde de una legaa de campo que el gobierno de la Pro- 
vincia babía comprado al general TJrdinarrain, para fundar la 
ciudad de Concordia. Por la cláusula primera de dicha transac- 
ción se declaraban nulas y sin ningún valor las mensuras he- 
chas hasta la fecha; por la segunda se determinaban las bases 
para practicar una nueva medición ; y por la tercera se convenía 
que ella debía ser hecha por agrimensores nombrados uno por 
cada parte, llenando en un todo las formalidades exigidas por la 
ley, y que en caso de disconformidad entre ambos se nombraría 
un tercero por el juez de sección. 

Por el artículo 4® del compromiso el señor Soler se obligaba 
á respetar todas las ubicaciones de terrenos de particulares que 
la Municipalidad hiciera fuera de la legua medida, no pasando 
del arroyo ülliún Chico^ á cuyo efecto ha abonado 240 hectáreas 
de tierra, y el resto que pudiera faltar hasta la integración 
completa de todos los títulos se comprometía á cederlas á razón 
de 170 pesos la hectárea, pagadero la mitad al contado y la otra 
mitad á seis meses de plazo, firmando pagaré. Por el 5® se 
convenía que la Municipalidad proporcionaría al doetor Soler 
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los datos necesarios oficiales para tomar nota de las superficies 
que representaban las ubicaciones que se habían hecho hasta 
la fecha y las que se hiciesen en lo sucesivo en los terrenos que 
quedasen faerade la línea establecida por el artículo 2°. 

Ahora bien, después de iniciada ante la Municipalidad ges- 
tiones administrativas, que no son del caso mencionar ahora^ el 
señor Soler se presenta al Juzgado federal iniciando una acción 
ejecutiva fundado en las cláusulas 4* y 5* que dejo transcritas, 
para que se obligara á la Municipalidad á nombrar peritos que 
determinaran el área que debía liquidarse, y el Juzgado, al 
principio, no hizo lugar y dio traslado de la petición, conside- 
rándola como una demanda en que se pedía el cumplimiento de 
un contrato^ pero por petición de Soler revocó el auto, y consi- 
derando el caso como ejecutivo^ ordenó por auto de fecha 28 de 
Abril del corriente año, que la Municipalidad cumpliera dentro 
de 20 días las obligaciones contraídas en las cláusulas 4* y 5*. 

La Municipalidad se presentó diciendo de nulidad de todo lo 
actuado por haber sido hecho sin forma do juicio y sin haberlo 
oído, agregando^ ademas, que para que se le exigiera el cum- 
plimiento de las obligaciones contraídas en las cláusulas 4* y 5*, 
era necesario que se fijara la línea divisoria fijada en los artí- 
culos l^y 2% desde que no había bases para cumplirlas cláu- 
sulas 4* y 5*, habiéndose anulado todas las mensuras hechas con 
anterioridad al convenio. A esta nulidad no hizo lugar el Juez, 
fundado en que no correspondía el procedimiento del juicio or- 
dinario y citó á las partes para una audiencia en que se debían 
nombrar los peritos que debían practicar las mensuras á que 
aluden las cláusulas 2* y S" de la transacción citadi^ 

Interpuesto el recurso de apelación en relación y en ambos 
efectos, el Juzgado lo concede tan sólo en el efecto devolatiTO, 
fundado en que se trata del cumplimiento de una transacción ce- 
lebrada por escritura pública. 

Como ve Y. E., el Juzgad) ha confundido lamentablemente 
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el juicio ejecQtivo áque se refiere el artículo 248 del Código de 
Procedimientos con lo que en realidad es la demanda por cum- 
plimiento de un contrato. La confusión proviene deque estando 
extendida la transacción en escritura pública, ha creído ver el 
juez aquo una demanda por cantidad de moneda líquida, ó cu- 
ya base de liquidación existe en el título de la ejecución, único 
caso en que procede la Tía ejecutiva, según lo tiene declarado Y. 
E. en el fallo que se registra en el tomo 7"", serie 1^, pági- 
na 321 . 

La transacciones un acto jurídico bilateral, por el cual las 
partes haciéndose concesiones recíprocas extinguen obligaciones 
litigiosas 6 dudosas (artíoulo 832, Código Civil) y su cumpli- 
miento tiene que pedirse en la forma ordinaria, desde el momen- 
to que no tiene determinada una especial para exigir su cumpli- 
miento, salvo el caso del artículo 248, Código de Procedimien- 
tos nacionales, que no es el presente. 

El procedimiento usado por el señor juez de Sección causa 
serios perjuicios á la Municipalidad de Concordia y es por eso 
que fundado en el artículo230 y en la misma naturaleza del 
incidente á Y. E. pido : 

1^ Que se me tenga por parte, mejorando el recurso y con el 
domicilio constituido ; 

2^ Que se libre oficio al juez de sección del Paraná, para que 
suspenda todo procedimiento ad-ulteriora^ mientras Y. E. re- 
suelva la nulidad pedida. 

Antonio Montero. — Felipe Yofre. 



284 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 



Paraná, Julio 10 de 1896. 
Suprema Corte : 

Lo expuesto á V. E. en el escrito qae precede* es exacto. Pero 
debo agregar qae cuando el Juzgado revocó el auto en que 
mandaba correr traslado de la demanda á la Municipalidad, lo 
hizo porque la parte de Soler añrmó que la mensura de la. legua 
del ejido convenido en la cláusulas* de la transacción, había si- 
do ya practicada por peritos nombrados de común acuerdo, pre- 
sentando el plano y diligencia de la operación y sólo faltaba ubi- 
car las concesiones de chacras hechas por la Municipalidad con 
los antecedentes que ésta debía suministrar según la cláusula 5'. 
Gomo se tratase, pues, de una obligación de hacer, como lo es la 
de suministrar los antecedentes aludidos, á la que no se había 
fijado plazo en la convención^ el Juzgado le señaló el de SO días. 
El representante de la Municipalidad negó qae se hubiese he- 
cho la mensura previa, y sostuvo que correspondía precederse 
áella ante todo. La parte de Soler, á quien se dio vista, á pesar 
de insistir en que la operación estaba ya practicada, defirió á 
que el Juez convocase á las partes para nombrar los peritos 
agrimensores que habían de verificarla. Con esta conformidad 
el Juez manda citarlas con señalamiento de día para que proce- 
diesen al nombramiento de peritos. De esta providencia recu- 
rrió la Municipalidad ypretende que sea en ambos efectos. 

Si los representantes del actor y demandado estaban acordes 
en que se practícasela mensurado la legua del ejido con la 
ubicación convenida en la transacción, para la cual debía pro- 
cederse á nombrar peritos, y el juez así lo decretó ¿de qué se 
apela ó por qué se ataca de nulidad el procedimiento? En este 
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caso^ el Juzgado ha entendido que el traslado no tenía razón de 
ser ni otra oonducencíaque volver al largo litigio que los inte- 
resados habían procurado cortar con la transacción en escritu- 
ra fehaciente. 

Por lo demás, en los juicios sumarios como lo es el de men- 
sura, 7 sobre todo cuando las partes convienen en que la opera- 
ción se practique, el recurso debe concederse en un sólo efecto 
para evitar dilaciones dañosas é injustificables en el cumpli- 
miento de los derechos; otra cosa sería si el procedimiento tu- 
viese que ordinarizarse para discutir la operación después de 
practicada. 

Es lo que creo deber informar á Y. E. en cumplimiento del 

auto que precede. 

M. de T. Pinto: 



Fallo da la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1896. 

Autos y vistos : Resultando de la exposición contenida en el 
escrito de foja ocho y especialmente del precedente informe del 
juez de la causa, que la providencia recurrida por el represen- 
tante de la Municipalidad de Concordia, se limitó á convocar á 
las partes á juicio verbal con el objeto de proceder al nombra- 
miento de peritos, convenido en la cláusula tercera de la transac- 
ción referida en el citado escrito de foja ocho. 

Y considerando : Que dicha providencia, dada su naturaleza 
y dictada además de conformidad de partes, como lo expresad 
juez de la causa, no puede motivar la procedencia del recurso de 
apelación que, según lo dispuesto en el artículo doscientos seis 
déla ley de procedimientos, requiere que en tratándose de autos 
interlocutorios, causen perjuicio irreparable para la defini- 
tiva. 
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Fot ésto, DO haciéndose lagar á la queja interpuesta, se de- 
clara mal concedido el recurso á que se refiere el escrito de foja 
ocho, y en consecuencia que dicho recurso no ha debido ser otor- 
gado en forma alguna . 

Bemítanse estas actuaciones al juez de la causa para la agre- 
gación á sus antecedentes. Repóngase el papel. 

BBNJAMUf PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO RüR- 
GE. '— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCE.TII 



Don Domingo Funes, y por él la provincia de Córdoba^ contra 
don Carlos Casado, y por él la provincia de Santa Fé, por 
reivindicación; sobrepago de frutos, aclaración y adición 
de sentencia . 



Sumario. — 1® El poseedor de buena fé condenado á resti- 
tuir la cosa, es responsable de los frutos percibidos y de los que 
por su negligencia hubiere dejado de percibir, desde el día en 
que se le hizo saber la demanda. 

2" La sentencia que no ha resuelto sobre el pago de frutos 
pedido en la demanda, puede ser aclarada 6 adicionada, ha- 
ciendo la declaración correspondiente. 
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Caso. — Dictada sentencia definitiva se pidió ampliación por 
parte del actor. 



Fallo de la Suprema Corle 



Baenos Aires, Octubre 31 de 1896. 

Autos 7 vistos : Considerando: Que realmente esta parte so- 
licitó en su demanda que el deniandado abonara los arrenda- 
mientos correspondientes. 

Que con arreglo al artículo dos mil cuatrocientos treinta y tres, 
•Código Civil, el poseedor de buena fé condenado á restituir por 
sentencia la cosa es responsable de los frutos percibidos desde 
el día en que se le hizo saber la demanda y de los que por su 
negligencia hubiere dejado de percibir. 

Que, en consecuencia, el petitum á que se ha hecho referen- 
cia^ entendido en el sentido de importar una demanda de fru- 
tos, es arreglado á derecho. 

Que esta Suprema Corte puede hacer la declaración solicita- 
da, ya se trate de una aclaración regida por el artículo doscien- 
tos treinta y dos de la ley de procedimientos ó ya de una adición 
autorizada por la ley tercera, título veinte y dos, partida ter- 
cera. 

Por estos fundamentos: se declara que en la restitución or- 
denada por la sentencia de foja doscientos treinta y cinco, han 
de reputarse comprendidos los frutos percibidos por el deman- 
dado desde el día déla demanda, y los que por su negligencia 
hubiere dejado de percibir. Hágase saber. 

BENJAMÍN PAZ. — LUISV. VÁRELA. — 
OCTAVIO BCNGE. 



288 FALL08 DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA €€JLTIII 



El presbítero don Ángel Boccardiniy contra don Conrado Hang^ 
por calumnia é injurias por la prensa ; sobre recurso á la 
Suprema Corte, de sentencia definitiva de los tribunal^ de 
Santa Fé. 



Sumario. — De la dectaracion que los tribunales locales ha- 
gan sobre la inexistencia del delito^ no procede recurso alguno 
á la Suprema Corte, y en tal caso, no procede tampoco el recur- 
so interpuesto respecto de la ley aplicable. 



Caso* — Besulta del acuerdo y sentencia de la Suprema Corte 
de Santa Fé, que signe: 

cEn la ciudad de Santa Fé, áll días del mes de Julio de 1890, 
reunida la Corte Suprema en acuerdo ordinario para dictar sen- 
tencia definitiva sobre el recurso mixto de casación y de apela- 
ción por inconstitucionalidad é inaplicabilidad de la ley, deduci- 
do por don Conrado Hang en la causa criminal que por injurias 
le sigue el presbítero don Augel Boccardini, contra la senten- 
cia condenatoria dictada por la Exma. Cámara de Apelación 
de esta circunscripción, se procedió á practicar la insaculación 
de ley resultando parala votación el orden siguiente: doctores 
Martínez, Blanco, Betamar, Fujato, Echazú. 
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Antecedentes: El procarador don Liborio Romero, en repre- 
sentación del presbítero don Ángel Boccardini, ex^cara de la 
Colonia c Ester 1, dedujo querella criminal por injurias y ca- 
lumnias contra el periódico La Union, de Esperanza, por un suel- 
to publicado en éste bajo el rubro, c Colonia Ester. Ecos Ri- 
sueños», que contenía conceptos altamente ofensivos á su honor 
de hombre y ásn dignidad de sacerdote* 

Citado el editor responsable á manifestar quién era el autor 
de dicha publicación ó asumir la responsabilidad correspondien- 
te, declaró que lo era el señor Conrado Hang . Pero citado éste á 
efectuar el reconocimiento contestó : c Que á su paso por la Co- 
lonia € Ester » recogió algunos datos sobre algo que se indica en 
el suelto acusado » dándole por' escrito al periódico La Union. 
En la confesión con cargos amplió esta declaración, diciendo que 
los datos á qae alude su anterior declaración fueron comunica- 
dos en una conyersacion reservada y familiar, consignándolos 
después por escrito en una carta que contestó sobre el particu- 
lar. Pero agregó que ni esos datos son los mismos que se con- 
tienen en la publicación acusada^ ni ha mandado publicar cosa 
alguna al respecto. 

Hace presente que estas mismas explicaciones las dio en el juz- 
gado en lo correccional, pero el juez se negó á hacerlas constar 
en autos. Sustanciada la causa, el juez de lo correccional dictó 
sentencia definitiva, declarando al acusado reo del delito de in- 
jurias graves inferidas al querellante y condenándolo á la pena 
de 6 meses de arresto, 300 pesos de multa y costas del juicio^ 
aplicando al caso lo dispuesto por el artículo i82, 1" parte, del 
Código Penal. Contra este fallo interpuso el acusado los recur- 
sos de apelación y nulidad . Pero la Exma. Cámara a quo lo 
confirmó, fundada entre otras razones, en las siguientes: l'que 
la falta de notificación de la providencia de autos para defini- 
tiva, no anula la sentencia apelada; 2' en que la retractación del 
cansado, en la confesión con cargos, es ineficaz por no haberse 

T. LXT 19 
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probado error ni hécbose en la oportunidad determinada por la 
ley ; y 3^ en que el delito acusado debe juzgarse con arreglo á 
las prescripciones del Código Penal, en cuanto á la pena que 
corresponde imponer al culpable, pues sobre esta materia, sólo 
legisla el Congreso. El señor Hang dedujo contra esta senten- 
cia el recurso mixto de apelación y casación, fundado en la tío* 
lacion de los artículos 32, 105, 108 de la Constitución Nacional 
y 80 de la proTÍncial, así como en no haberse aplicado las pres- 
cripciones de la ley de imprenta. Estudiada la causa y sentados 
estos antecedentes, la Corte acordó someter á votación las si- 
guientes cuestiones : 1^ ¿ existe nulidad por violación deformas 
en el fallo recurrido? 2^ ¿hay inconstitucionalidad ó inaplicabili- 
dad de ley en su parte dispositiva? y S" ¿qué pronunciamiento 
corresponde respecto de lo principal y de las costas procesales ? 
Puesta á votación la primera cuestión, el doctor Martinez 
dijo : Mi voto es por la negativa. El fallo de la Exma. Cámara 
sentenciadora no adolece de ninguno de aquellos vicios que 
autorizan su anulación, con arreglo alo dispuesto por el artí- 
culo i205del Código de Procedimientos en lo Civil (aplicable 
en lo criminal). La jurisprudencia uniforme de esta Corte ha 
establecida, en fallos anteriores, que las sentencias pronuncia- 
das por las cámaras de apelación sólo pueden ser anuladas en 
virtud del recurso de inconstitucionalidad autorizado por el ar- 
tículo 1196, inciso 3°, del Código citado, ó sea cuando se pro- 
nuncien con violación de las fórmulas y solemnidades que pres- 
cribe la Constitución. No habiendo el recurrente argüido nin- 
gún vicio de nulidad en la forma de la sentencia recurrida ni en 
el procedimiento observado por el Tribunal sentenciador, falta 
el fundamento indispensable para que dicho recurso pueda pros-- 
perar^ porque éste no puede fundarse en nulidades producidas 
en primera instancia, las cuales sólo pueden dar lugar al recur-- 
so de inaplicabilidad por violación falsa ó errónea aplicación de 
las lejes de forma, según se desprende de lo dispuesto por el ar- 
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tíoalo 1207 del mismo código : en efecto, 6 las nulidades pro- 
ducidas en I*" instancia no han sido reclamadas ante la Cámara, 
y en tal caso no pueden ser materia de discusión ni de contro- 
Tersia ante esta Corte, 6 han sido materia del recurso de nuli- 
dad, 7 en tal caso, el fallo de la Cámara, pronunciado en virtud 
de un procedimiento arreglado á derecho, sólo puede ser recurri- 
do por inaplicabilidad de las leyes procesales que se pretenden 
violadas, al anular el fallo de i" instancia ó al desestimar el re- 
curso de nulidad que contra él se entabló. Por bajo ningún con- 
cepto puede atacarse dicho fallo como violatorio de las formas 
y solemnidades prescriptas por la Constitución. Opino, pues, 
que la cuestión sobre validez ó nulidad de la sentencia de 1" 
instancia está comprendida en la de inaplicabilidad y afecta no 
á la forma, sino á la justicia intrínseca dol fallo pronunciado 
por laEzma. Camarade esta circunscripción, cuya validez es 
incontestable. Los doctores Blanco, Retamar, Fujato y Echazú 
manifestaron su conformidad con el precedente voto. 

Planteada la segunda cuestión, el doctor Martínez dijo : mi 
voto es por la afirmativa. La cuestión que la Corte está llamada á 
resolver puede dividirse en las siguientes : l'sí el fallo de la Cá- 
mara hace aplicación errónea de la ley de forma al desestimar el 
recurso de nulidad que se dedujo contra el de 1" instancia; 2"" 
si deben aplicarse al delito que se procesa, las prescripciones del 
Código Penal, ó las de la ley especial de imprenta de fecha 2 
de Octubre de 1876; 3* si según el mérito de la prueba apre- 
ciada con arreglo á los principios de la sana crítica jurídica, 
resulta justificado que don Conrado Hang sea el autor de la pu- 
blicación injuriosa que se acusa. Empezando por la cuestión 
relativa á la nulidad del fallo de 1* instancia, ella se ha- 
ce consistir en la falta de notificación de la providencia de 
c autos > y la cuestión á resolver queda planteada en estos tér- 
minos : si la omisión referida ha sido suficiente para anular el 
procedimiento, en tal forma que el fallo pronunciado en virtud 
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de él adolezca también del vicio de uulidad^ con arreglo á lo dis- 
puesto por el artículo 1181 del Código citado. 

Ahora bien, según el artículo 11 83 del expresado código, no 
puede declararse nulo un procedimiento sino cuando el vicio 
producido sea de tal naturaleza que haya podido influir real- 
mente en contra de la defensa, restringiendo la audiencia ó la 
prueba. Pero en el caso ocurrente, la providencia de autos se 
dictó en la oportunidad debida, es decir, cuando el estado del 
juicio no permitía á las partes producir nuevos alegatos ni pre- 
sentar otras pruebas, alo que se agrega que el acusado no ha 
pretendido tampoco que se le haya privado de ninguno de 
estos medios de defensa. De donde se sigue que no pue- 
de decirse que la falta de notificación aludida haya restrin- 
gido, en el caso ocurrente, la defensa del acusado privándolo de 
la audiencia ni de la prueba. Luego la Cámara de apelaciones 
al desestimar el recurso de nulidad ha hecho aplicación correcta 
de la ley de forma. La segunda cuestión. 6 sea^ si el caso del 
proceso debe juzgarse con arreglo á las prescripciones del Códi- 
go Penal ó de la ley especial de imprenta, envuelve á su vez las 
siguientes:!' si los delitos de imprenta están comprendidos 
entre los delitos comunes sobre los cuales legisla el Código Pe- 
nal que corresponde dictar al Congreso Nacional ó si por el con- 
trario^ son delitos especiales sobre los que sólo legislan las le- 
gislaturas de provincia ; y 2*^ si la sentencia recurrida viola al- 
gún precepto de la Constitución ó hace errónea aplicación de la 
ley que debe regir el caso. Desde que se reconoció en la prensa 
el órgano más importante para la difusión de las ideas, las na- 
ciones civilizadas se han preocupado de rodear esta institución 
de especiales garantías que á la vez que aseguran su libre fun- 
cionamiento salvaguardan los derechos particulares y colectivos 
contra los abusos á que puede dar lugar el ejercicio de esta li- 
bertad, sin la cual, dice el doctor Yelez Sarsfíeld, c no se puede 
crear ese gran poder que gobierna á los pueblos : la opinión pú- 
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blioa >. Caando la Francia trató de sancionar la ley de impren- 
ta de Í881, después de una serie de leyes que nn autor eleva 
al número de 42^ M. Floquet propuso nn sistema que formuló 
en estos términos: < no hay delitos especiales de la prensa >. £1 
que haya usado de la prensa ó de cualquier otro medio de publi- 
caciones, es responsable según el derecho común. < Esta fórmula 
seductora por su simplicidad, no fué sin embargo aceptada, 
porque se reconoció, dice Henry Aveaud, que el derecho común 
aplicado á ia prensa sería cien veces más duro que el régimen 
especial » (H. Aveaud, Le Monde des Journeaux, París, 1895). 
La mayor parte de las naciones de Europa y de América han 
adoptado el sistema especial de legislación de imprenta que rige 
en nuestro país desde los albores de nuestra emancipación polí- 
tica, en que el decreto de 26 de Octubre de i8ii declaraba ya 
que : c los delitos de imprenta son delitos especíales que deben 
ser juzgados, graduados y calificados por una junta protectora 
de la libertad de imprenta >. Este era el estado de la legislación 
en casi toda la Bepública cuando la convención constituyente 
de 1860, reunida en Buenos Aires, sancionó como enmienda de 
la Constitución de 1853, el artículo 32 de la constitución vigen- 
te, concebido en estos términos: c El Congreso Federal no dic- 
tará leyes que restrinjan la libertad de imprenta ó establezcan 
sobre ella la jurisdicción federal ». Los informes presentados 
por las comisiones redactora y examinadora del proyecto de en- 
miendas, así como los discursos pronunciados en aquella memo- 
rable convención, demuestran hasta la evidencia que el propó- 
sito claramente manifestado y el alcancé que se quizo dar y en 
efecto se dio al artículo 32 de la Constitución, no fué otro que el 
de proteger la libertad de la prensa contra toda ley reglamenta- 
ria ó restrictiva de su ejercicio que el Congreso pretendiese dic- 
tar, reservando expresamente á las legislaturas de estado esta 
legislación, uno de los poderes no delegados al Congreso, y ex- 
cluir del fuero federal toda causa de esta naturaleza. En efecto, 
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tanto la comisión redactora del proyecto como la comisión exa- 
minadora del mismo y el miembro informante, que lo fué el emi- 
nente jurisconsulto doctor Yelez Sarsfield, e8tuvieron uniformes 
en expresar el mismo pensamiento, á saber : que la libertad de 
la prensa y su reglamentación es uno de los derechos reservados 
por el pueblo de los estados. En este sentido, decía la comisión 
redactora, después de exponer los fundamentos de la enmienda 
contenida en el artículo 32: cLos principios expuestos han 
aconsejado sustraer á la acción del Congreso la legislación de la 
prensa. . . porque los publicistas están contestes con la consti- 
tución de Estados Unidos, en declarar que la libertad de la 
prensa es un derecho reservado por el pueblo » . La comisión 
examinadora decía: c La sociedad puede reglamentar y aun re- 
primir el abuso (de la libertad de imprenta); pero esa reglamen- 
tación y esa represión es privativa de la soberanía provincial, 
es decir, es privativa de la sociedad en que el abuso se comete 
yá la cual puede dañar inmediatamente^ ya sea toda ella en 
su conjunto y ya sea á los individuos aisladamente... Existien- 
do precedentes (agrega) que hacen presumible una intervención 
indebida del gobierno federal en materia tan privativa de la 
soberanía provincial, es prudente precaverse contra tales 
probabilidades, como lo hicieron los Estados Unidos en las en- 
miendas que presentaron al Congreso >. El miembro infor- 
mante doctor Yelez Sarsfield^ al fundar la enmienda consignada 
en el artículo 32 de la Constitución vigente, decía : c La refor- 
ma propuesta importa decir que la imprenta debe estar sujeta 
á las leyes del pueblo en que se use de ella» . . . ¿Por quedaría- 
mos al Congreso facultad para restringir la libertad de impren- 
ta, dar otra pena á los delitos de prensa é imponer á los diarios 
restricciones ó gravámenes que hicieran dificultosa su existen- 
cia?» (Diario de Sesiones de la Convención de 1860). Se ve, 
pues, que de la interpretación auténtica del artículo 32de la Cons- 
titución Nacional y se desprende que su verdadero alcance no era 



DE JCJSTICU NACIONAL 295 

otro que el de prohibir al Congreso, legislar y reglamentar la 
libertad de la prensa, correspondiendo esta facultad á las legis- 
laturas de los Estados. Aparte de estas consideraciones deduci- 
das déla exégesis de la ley fundamental, militan en pro de esta 
tesis, otras razones derivadas de la naturaleza especial de los 
delitos de imprenta á los cuales no es posible aplicar en abso- 
luto los principios generales del derecho penal sin exponerse á 
decretar su impunidad óá destruir por su base el libre desen- 
volTimiento de esta institución que la carta fundamental ha 
querido garantir. En efecto: es un principio fundamental en 
materia criminal que sólo puede imponerse pena al autor del 
delito y á sus cómplices en la proporción que corresponde á su 
participación y responsabilidad en el acto constitutivo del deli- 
to. De este principio se desprenden como lógicos corolarios las 
conclusiones siguientes : 

i" Que no es lícito aun tercero asumir la responsabilidad cri- 
minal del verdadero delincuente ; 

2^ Que aunque tal hecho se produzca, este último no puede 
eludir el castigo á que se ha hecho acreedor ; 

3^ Que no puede imponerse pena alguna al autor de un acto 
reprobado por la ley que justifique haberlo cometido en estado 
de irresponsabilidad ó sin intención criminal; 

4** Que tampoco puede imponerse pena al que justifica la im- 
posibilidad física ó moral de cometer el acto delictuoso ; 

5^ Que el autor principal y directo debe ser más severamente 
castigado que los cómplices ó encubridores. 

Todos estos principios, y otros que omito enumerarse encuen- 
tran quebrantados por las leyes especiales qué rigen respecto de 
los delitos de imprenta, puesto que es bien sabido que estos deli- 
tos sólo producen una responsabilidad indirecta respecto de los au- 
tores, editores é impresores, según las diversas legislaciones que 
á ellos se refieren. Concretándonos á nuestra ley de imprenta, el 
editor responsable puede guardar el anónimo asumiendo la res- 
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ponsabilidad , sin poder despaes sustraerse al castigo, aunque des-* 
pues llegue á demostrar quién es el verdadero culpable, y aunque 
justifique ser incapaz de producir el escrito delictuoso ó haber 
aceptado su publicación sin intención criminal. En el caso, por 
ejemplo, de un escrito cuyo autor resultase demente, el editor 
no podría eximirse de la responsabilidad que la ley le impone 
aun cuando llegase á constatar que le era desconocida la inca- 
pacidad de su autor. Y si de otra manera se procediese, sería 
imposil^le reprimirlos abusos á que frecuentemente da lugar el 
ejercicio de esta libertad . Los que pretenden aplicar á tales de- 
litos de penalidad establecida por la ley común, son inconse- 
cuentes cuando admiten al mismo tiempo las reglas estableci- 
das por la ley especial en la determinación de la persona del 
delincuente y de la responsabilidad criminal correspondiente^ 
porque tanto la penalidad del delito como la determinación de 
los elementos constitutivos del mismo, son cuestiones que caen 
bajo el imperio de la ley sustantiva. Demostrado que los delitos 
y abusos de la libertad de imprenta no deben regirse por el Có- 
digo Penal, sino por la ley especial, que corresponde dictar á 
las provincias, veamos ahora cuáles son los caracteres que dis- 
tinguen esta clase de delitos de los comunes. Las opiniones al 
respecto se agrupan, según un autor, en los tres sistemas siguien- 
tes : i^ el que mira en la prensa un simple instrumento de la 
perpretacion de los delitos comunes y desconoce la existencia 
de delitos especiales de imprenta; 2^ el que distingue los de- 
litos comunes cometidos por la prensa de los delitos especiales 
que no pueden cometerse sino por medio de ella (sistema mixto) ; 
y 3° el que clasifica como delito especial y mi generis todo acto 
punible que se comete por medio de la prensa, sin requerir otro 
elemento esencial extraño á ella. Según el primer sistema, la 
prensa no es más que un instrumento de la perpetración del de- 
lito ni más ni menos que lo sería en el homicidio el puñal ó la 
pistola. Fortalis, uno de sus sostenedores, decía á su respecto : 
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€ que proponer una legislación especial para los delitos de la 
prensa, era como sien materia de asesinato se propusiera una 
ley espacial para los delitos del sable ó la pistola» . Pero además 
de que este sistema es inadmisible en la doctrina, es también 
insostenible ante el precepto de nuestra Constitución que ha 
prohibido al Congreso legislar sobre delitos do imprenta, reser> 
vando esta facultad á las legislaturas de los Estados. Por consi- 
guiente no me detendré á refutar un sistema que nuestra Cons-* 
titucion condena, pasando á ocuparme del segundo sistema que, 
á la vez que reconoce la existencia de delitos de imprenta, ad- 
mite también la de delitos comunes que no pierden su carácter 
de tales por la sola circunstancia de cometerse por medio de la 
prensa. Este sistema es impotente para resolver la cuestión en 
el terreno práctico, pues la verdadera dificultad consiste en de- 
terminar los caracteres que distinguen ei delito especial del de- 
lito común. Desde luego, no sería admisible clasificar como 
delitos de imprenta á los que no están definidos ni penados por 
la ley comun^ pues ello no sólo importaría incurrir en una peti- 
ción de principio, sino que libraría á la voluntad arbitraria del 
Congreso el reducir hasta sus últimos límites la facultad que 
sobre esta materia ha reservado la Constitución alas legislatu- 
ras de Estado, á la vez que haría ilusoria la prohibición del ar- 
tículo 32 antes citado. < Desde que la distinción entre delitos 
comunes y de imprenta, dice el doctor Cortés, arranca de la 
misma Constitución que la consigna expresamente para ciertos 
efectos, no podiendo darse tampoco otra definición de los delitos 
de imprenta, sino diciendo que son aquellos que se cometen por 
medio de la prensa, hay que convenir en que tienen que ser defi- 
nidos y clasificados por leyes especiales^ no siéndoles aplica- 
bles en absoluto ni los principios ni la penalidad de los delitos 
comunes (doctor Cortés, Vistas fiscales, tomo III). Y no se 
diga que por delitos de imprenta han de entenderse só- 
lo aquellos que no pueden cometerse por otro medio que 
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la prensa, porque esta limitación redaciria extraordinaria- 
mente el objeto de la legislación especial que la Constitu* 
cion ba querido reservar á los estados; y no se concibe que para 
tan mezquino propósito se haya enmendado la Constitución, sos- 
teniéndose largos y laboriosos debates, en los cuales claramente 
se manifestó que se quería sustraer á la acción del Congreso todo 
lo que se refiera á la reglameotacion de la libertad de impren- 
ta y á la penalidad de los abusos cometidos con ocasión de dicho 
ejercicio. Aceptado este sistema, habría que eliminar de la ley 
especial todos los delitos propiamente dichos, limitándola á 
aquellas infracciones que propiamente no merecen el título de 
tales como son la omisión de constituir editor responsable y 
otras de esta naturaleza que excluyen la intención dolosa ó 
criminal. Queda, pues, como único admisible ante la doctrina 
y ante la constitución, el sistema que considera como delito 
especial de la prensa á todo aquel que para su perpetración em- 
plea este instrumento de publicidad aun cuando pueda come- 
terse por otros medios. No se comprenden en esta clasificación 
aquellos delitos á cuya perpetración presta la prensa un con- 
curso secundario, pero que para considerarse consumados re- 
quieren otros elementos esenciales y extraños á ella. Así, por 
ejemplo^ es muy posible que los delitos de estafa, de robo, de 
rebelión, etc., sean preparados y auxiliados con publicaciones y 
propagandas de la prensa, pero no pueden considerarse como 
delitos de imprenta, puesto que no se consuman con la sola pu- 
blicidad, requiriéndose para que haya estafa y robo, el engaño, 
el perjuicio y la sustracción, y para que haya rebelión el alza- 
miento efectivo contra las autoridades constituidas. ¿Qué debe 
entenderse por delito de imprenta? se pregunta Gustavo Du- 
chaine en una preciosa monografía sobre tan importante asunto. 
€ La respuesta es importante, agrega, porque la Constitución y 
las leyes acuerdan á los delitos de imprenta privilegios parti- 
culares ... Cuando el legislador declara que la prensa es libre 
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y responsable, se refiere á los brazos yívos de la prensa, á los 
impresores, editores y otros obreros que concurren á la publi- 
cación, y sobre todo á la cabeza de la prensa, que piensa, es 
decir, al autor á quien se dirige. > El autor reconoce que contra 
esta teoría se levanta una jurisprudencia formidable. Pero 
contra esa jurisprudencia está la constitución, que después de 
haber declarado privilegiados los delitos de la prensa se ha abs- 
tenido de definirlos prohibiendo al legislador el limitarlos á una 
especie determinada, pues ello hubiera sido concederle el de- 
recho de restringir arbitrariamente las garantías acordadas en 
la carta fundamental. Así, pues, lo que caracteriza, segon éste 
aator, el delito de imprenta, es el instrumento por medio del 
cual se comete, y cuando la Constitución proclama la libertad 
de la prensa, se ocupa esencialmente de la libertad del instru- 
mento (Gustavo Duchaine, Du delit de la Presse). Queda así 
demostrado que la sentencia recurrida al aplicar las prescrip- 
ciones del Código Penal á un caso que debe regirse par la ley 
especial de imprenta^ no sólo hace aplicación errónea de la ley, 
sino que también viola el precepto constitucional del artículo 
32 y sus correlativos iÜ4 á 108 de la Constitución nacional, y 
el artículo 80, inciso 17, de la constitución provincial. 

Aplicando los principios expuestos al caso ocurrente, resta 
sólo averiguar si de la prueba producida y apreciada directa- 
mente conforme al artículo 453 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, resulta que el acusado sea el autor del delito 
que se acusa. La prueba producida en autos se limita á la in- 
dagatoria y á la confesión con cargos, cuyo mérito paso á exa- 
minar. El señor Hang no ha reconocido en ninguno de estos 
actos haber escrito ni autorizado la publicación del suelto acu- 
sado. 

Únicamente se ha limitado á decir que dio por escrito algu- 
nos datos sobre algo que se indica en el suelto acusado. De 
donde se sigue que no siendo este último la exacta reproducción 
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del esorito en que el señor Hang consignó ciertos datos, ni siendo 
posible apreciar el verdadero carácter de dicho escrito, falta ab- 
solutamente la praeba de la culpabilidad del acosado, no sólo 
respecto del delito de imprenta constitaído por la publicación 
del suelto que forma la base de la presente querella, sino tam- 
bién de cualquier otro delito extraño á esa publicación. En 
consecuencia la Corte debe declarar que existe inconstituciona- 
lidad é inaplicabilidad de ley en el fallo condenatorio de la £x- 
ma. Cámara de Apelaciones de esta circunscripción. 

Los doctores Blanco, Betamar,Pnjato y Echazú, manifestaron 
su conformidad con el precedente yoto. 

A la tercera cuestión el doctor Martínez dijo : Casada la sen- 
tencia de la Cámara a quo y aplicando las leyes que rigen el caso 
según las conclusiones del voto anterior, la Corte, como tribu- 
nal mixto de apelación debe absolver definitivamente á don Con- 
rado Hang de la querella entablada por el presbítero don Ángel 
Boccardini. En cuanto á los costas procesales, soy de opinión que 
deben ser satisfechas según el orden causad o, porque habiendo ob- 
tenido la parte vencida, dos fallos conformes, no ha habido de su 
parte temeridad, y debe aplicarse lo dispuesto por el artículo 363 
del Código de Procedimientos civiles (aplicable en lo criminal). 

Los doctores Blanco, Retamar Pujato y Echazú, manifesta- 
ron su conformidad con el precedente voto, con lo que terminó 
el presente acuerdo, que firmaron los señores ministros por ante 
mi de que doy fé.—Zenon Mariinez.—FélixPujato. — Abraham 
Echazú. — Luis Blanco. — Romualdo Retamar. Ante mi: Ma- 
riano Echagüe, Pro-Secretario. 

Santa Fé, Julio 13 de 1896. 

Vistos: por los fundamentos del precedente acuerdo, la Su- 
prema Corte declara: 

Que existe inconstitucionalidad é inaplicabilidad de la ley 
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en la sentencia dictada por la Exma. Cámara de esta circans- 
cripcion en la querella criminal por calumnias é injurias enta* 
blada por el presbítero don Ángel Boocardini, contra don Con- 
rado Hang. £n consecuencia, y ejercitando la facultad conferi- 
da á esta Corte por los artículos i204 y 1214, inciso 3^, del 
Código de Procedimientos civiles, aplicables en lo criminal, se 
absuelve al referido señor Hang de dicha acusación. Las costas 
serán satisfechas según el orden causado. Hágase saber, pu- 
blíquese y bajen. 

Zenon Mariinez. — Félvxi Pújalo. — 
Abraham Echazú. — Luis Blanco. 
— Romualdo Retamar. 



VISTA ÜEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 2 de 1896. 
Suprema Corte: 

£1 recurso instaurado contra la última decisión de la Supre- 
ma Corte de Santa Fé, se funda en la aplicación que aquel tri- 
bunal ha hecho en su sentencia de foja 205, del artículo 32 de 
la Constitución y otros concordantes, que habían sido puestos . 
en cuestión. 

Así es, en efecto. 

Las sentencias de I'' y 2* instancia, habían conocido y resuel- 
to un delito de injurias y calumnias por la prensa, declarándo- 
lo probado y haciéndolo responsable de él al demandado. 

El recurso á la Corte local amparándose en los artículos de la 
Constitución que, según el criterio del recurrente, colocan los 
delitos llamados de imprenta fuera del régimen del derecho 
penal común, sostuvo la improcedencia de la demanda. Y lo 
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declara haciendo efectivas en el caso las garantías acordadas á 
la prensa en la Constitución nacional y reconociendo también á 
{oj^í3& que faltando laprueba de la culpabilidad del acosado no 
sólo respecto del delito de imprenta constituido por la pnblica- 
cion del snelto que forma la base de la querella, sino también 
por cualquiera otro delito extraño á esa publicación, la Corte 
declara que existe inconstitucionalidad é inaplicabilidad de ley 
en el fallo condenatorio. 

De modo que la parte dispositiva de la sentencia no emana 
directa y necesariamente de la aplicación de ios artículos 32^ 
104 y i 08 de la Constitución nacional, siuó principalmente 
del hecho de no resultar pruebas bastantes de la culpabilidad 
atribuida al procesado. 

No pudiendo V. E . conocer acerca de las ax^tuaciones de he-- 
cho^ siempre quedaría subsistente la sentencia de la Corte de 
Santa Fe, en cuanto absuelve al acusado por deficiencias de 
pruebas, respecto á ningún delito de los acusados. 

La discusión meramente doctrinaria, acerca de la inteligen- 
cia de las cláusulas constitucionales, no debiera ser por ello 
materia de una instancia ante Y. E. y menos si se observa, 
que una interpretación de esas cláosulas, bien ó mal dirigida, no 
ha restringido ni limitado el alcance de las garantías por ellas 
acordadas. 

El artículo i4 de la ley sobre competencia nacional, sólo au- 
toriza en su inciso 3^ el recurso á Y . E . , de las sentencias defi- 
nitivas de los tribunales de provincia, < cuando la inteligencia 
de alguna cláusula de la Constitución haya sido cuestionada y 
la decisión 56a contra la validez del título, derecho, privilegio 
ó excencion, que se funda en dicha cláusula^, A contrario 
sensu, en el caso actual , la decisión apoyando precisamente en 
esh^ cl&nsulíLS, la validez del privilegio reconocido, no puede 
dar mérito al recurso con sujeción al texto invocado. 

Por las diversas causas apuntadas, pienso que no procede el 
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recurso por iDConstitucionalidad en el caso y pido á Y. £. se 
sirva declarar, por ello, improcedente el acordado para ante Y. 
E. por auto de la Soprema Corte de Santa Fé, á foja 232. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 1896. 

Yistos y considerando : Que según resulta de los autos^ la 
sentencia de la Corte Suprema de la provincia de Santa Fé, 
apreciando los hechos que la motivan, declara improbado el de- 
lito atribuido al procesado. 

Que contra dicha declaración no hay recurso alguno proce- 
dente para ante esta Suprema Corte. 

Que por tantO; y establecida la inexistencia del delito, no es 
del caso pronunciarse sobre la ley aplicable. 

Por estos fundamentos y concordantes del dictamen del señor 
Procurador General, corriente á foja doscientos treinta y nueve, 
se declara mal concedido el recurso. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse los autos al Tribunal de su origen. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE. —JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA 4;CIiIJÍ 



Recurso de habeos corpus^ deducido por el capitán de guardias 
nacionales, don Eduardo H. Zimmermann 



Sumario. — El recurso de habeos corpus queda sin objeto 
una vez que resalte qne el interesado se halla en libertad. 



Caso. — Lo explica la vista de} señor Procarador General. 



Fallo del Jíucb Federal 



Baenos Aires, Octabre 6 de 1896. 

Autos 7 vistos : El recurso de habeos corpus presentado por 
el capitán de guardias nacionales del 7^ Begimiento, don Eduar- 
do H. Zimmermann, arrestado por orden del señor coronel don 
Lisandro Olmos, en el cuartel del 11 de Infantería de línea. 

Y considerando: Que este recurso se da contra toda ordenó 
procedimiento de un funcionario público que restringe sin de- 
recho la libertad de una persona^ correspondiendo su cono- 
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cimiento á la justicia federal coaado esa restricción de la liber- 
tad se halla comprendida en los casos regidos por el artícalo 
618 del Código de instrucción criminal, y sa concordante el ar- 
tíonlo 2*^ de la ley nacional del 14 de Setiembre de 1863, siendo 
por ello, y en virtndde la jurisprudencia de la Suprema Corte 
establecida en el caso del teniente 6ard, que el Juzgado se de- 
claró competente para su conocimiento. 

Que penetrando al fondo del recurso y estudiando las causas 
legales que le sirven de fundamento^ el Juzgado observa que 
ellas descansan en la añrmacion de que el señor Olmos no es el 
jefe del Regimiento 7^ de guardias nacionales de esta Capital, 
porque si bien ha sido nombrado en tal carácter por el señor pre- 
sidente de la república, ese nombramiento es ilegal por haber 
sido hecho sin el acuerdo del honorable senado de la nación. 

Que confesándose por el postulante que Olmos es el jefe del 
Begimiento 7^, hecho ó extremo que por otra parte se encuentra 
demostrado por la nota informativa del jefe del Batallón 11 de 
Infantería de línea, teniente coronel Rodolfo Mom, la legitimi- 
dad de su nombramiento se haltu amparada por el precepto del 
artículo 24 de la ley número 3318, sobre organización del ejér- 
cito y guardia nacional de fecha 23 de Noviembre de 1895, que 
imperativamente dispone que el nombramiento de jefes y clases 
hasta el grado de coronel, corresponde en la Capital y territo- 
rios federales al presidente de la república, y en las provincias 
á sus respectivos gobernadores; luego el acuerdo de que habla 
el artículo 86, inciso 16 de la constitución nacional, para la 
provisión de los empleos militares de la nación, no es necesario, 
por referirse esa prescripción exclusivamente al ejército per- 
manente. 

Que no es ésta la oportunidad ni la jurisdicción en la que de- 
be ventilarse la procedencia ó improcedencia de la constitucio- 
nalidad del nombramiento del coronel Olmos, como jefe del re- 
gimiento, y desde luego el Juzgado al resolver el recurso tiene 

T. LXV 20 
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que hacerlo teniendo presente la ley recordada, qne tiene fuerza 
y carácter obligatorio por estar en pié y no existir oti^a que la 
haya derogado. 

Que demostrado que Olmos era el jefe del expresado cuerpo, 
resulta desde luego claramente evidenciado que la orden de de- 
tención ha sido expedida por la autoridad competente y en ejer- 
cicio de la facultad que le acuerda el artículo 38 de dicha ley, 
para corregir la falta de disciplina militar durante el periodo 
de los ejercicios, mayormente que habiéndose encontrado la 
guardia nacional en asamblea el día del arresto del capitán 
Zimmermann, los ciudadanos reunidos en los cuarteles 6 cam- 
pos de maniobras están sujetos á los reglamentos, ordenanzas 
y leyes militares que rigen el ejército permanente : artículo 4&, 
misma ley . Si al soldado le fuera permitido discutir ó poner en- 
duda el origen de la autoridad de su superior, la disciplina mi- 
litar, que es base esencial de la organización de todo ejército, 
desaparecería, y con ello el ejército mismo. 

Que habiéndose decretado el arresto del recurrente en virtud 
de facultades militares propias del jefe del cuerpo, la jurisdic- 
ción criminal de que se halla investida la justicia federal no 
puede en manera alguna alterar la militar : artículo 7^, ley de i 4 
de Setiembre de 1863, y 26 del Código de Procedimientos cri- 
minales. 

Que resultando de lo expuesto, que quien dictó la detención 
del capitán Zimmermann, estaba investido de autoridad propia 
y legal para hacerlo, el amparo ó la libertad que se pide no co- 
rresponde de acuerdo con los artículos 617 y 221, del mencio- 
nado Código, que requiere necesariamente que la orden de pri- 
sión hay asi dodictada sin derecho^ y que la pérdida de la liber- 
tad no sea impuesta como pena de autoridad competente. 

Por estas consideraciones legales, fallo : rechazando el re- 
curso de habeas corpas deducido, con costas, en virtud de lo 
prevenido por el artículo 644 del mismo Código. Notifíquese 
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con el original, repónganse los sellos, y ejecutoriada esta sen- 
tencia archívese. 

Agustín Vrdinarrain. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



BueDOs Aires, Octubre 13 de 1896. 

Suprema Corte : 

El artículo 20 de la ley sobre competencia de la justicia na- 
cional^ sólo autoriza la investigación sobre el origen de la pri* 
sien cuando un individuo se halle detenido ó preso, y á efecto 
de mandar poner al preso inmediatamente en libertad. 

El procedimiento á que diere logar el recurso sobre amparo 
de la libertad, será verbal y sumario; y tramitado, según el ar- 
tículo 640 del Código de Procedimientos en lo criminal, separa- 
damente de la cuestión de fondo con que pudiera tener relaQion. 
Teniendo certidumbre de que eí reclamante señor Zimmermann 
se baila en libertad, no procede ya la prosecución de un recurso 
que sólo puede autorizarse según las prescripciones legales ci- 
tadas,y la jurisprudencia resultante de diversos fallos de Y. E., 
á efecto de obtener sumariamente una libertad de que el recu- 
rrente goza con restricciones. 

Las cuestiones sobre inconstítacionalidad de la ley ó del 
nombramiento de coroneles para los regimientos de guardia na- 
cionales, ó ilegalidad del arresto impuesto al recurrente, con 
relación á las responsabilidades que pudieran afectar al causante 
por daños ó intereses, si procedieran, corresponderían á otro 
juicio, que no debe involucrarse en el actual, de carácter su- 
mario y para el amparo de la libertad individual. 

Por ello, no existiendo la causa legal determinada de la ape- 
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lacion en el caso, pienso que V. E. debiera disponer la devolu- 
ción de los autos al Juzgado de que proceden y á los efectos á 
que hubiere lugar . 

Sabiniano Kier. 



Fallo de lA Huprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 3 de 1896. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, devuélvanse los autos al Juzgado de su 
procedencia. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V, VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA 4^CIiX 



Don Manuel Vacos, contra el doctor don Zenon Ortiz Molina y 
el doctor don Florentino Vócos; por tercería de dominio en la 
ejecución del segundo contra el tercero, por cobro de pesos. 

Sumario. — No probada la sociedad, pero si la comunidad 
en los bienes embargados al deudor, corresponde se alce 



DE JUSTICIA NACIONAL 309 

el embargo respecto de la parte correspondiente al condominio, 
y se siga la ejecución sobre la parte de bienes correspondiente 
al deudor. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del ^ues Federal 

Córdoba, Agosto 22 de 1894. 

Autos j vistos : La tercería de dominio deducida por don 
don Mannel Yócos, del embargo de mercaderías practicado en el 
juicio ejecutivo que contra el ductor Florentino Yócos sigue el 
doctor Zenon Ortiz Molina, de la que resulta : 

I"" Que el tercerista se funda en que es principio corriente 
que un contrato de sociedad da lugar á una nueva existencia 
de carácter legal cuyas obligaciones y derechos son hasta cierto 
punto distintos de los que corresponden ácada uno de los socios 
que la componen ; que la intimación relativa al mejoramiento 
del embargo debió ser notilicada al deudor y hacerse efectiva 
en bienes de su propiedad ó que se supusiera le pertenecían ; 
que es justo que don Manuel Yócos dedujera tercería sobre los 
bienes embargados por no pertenecerle en exclusiva propiedad 
sino por ser representante de la sociedad Manuel Yócos y her- 
manos, cuyos intereses se afectaban por obligaciones extrañas 
á la sociedad; que el artículo 296 del Código de Comercio, in- 
vocado por el ejecutante, no tiene aplicación en el caso sub- 
judice, porque no invoca la existencia de la sociedad respecto de 
sus coasociados ni de terceros que hubieren contratado con la 
sociedad. 

2^ Que el ejecutado se adhiere á lo dicho por el tercerista. 

3*" Recibida la causa á prueba se produce la testimonial de 
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fojas 48 á 56, 88 á 93, 97, 98 j 99, y la instrumental de fojas 47 
y 59 á 80, de la cual se hará mérito en seguida. 

Considerando: 1^ Que déla prueba presentada por el terce- 
rista no resulta ser las mercaderías embargadas de su exclusiva 
propiedad, teniendo en cuenta su dicho de que esos bienes son 
en sociedad con el ejecutado. 

2*^ Que á su vez el ejecutante no ha comprobado que uo obs- 
tante estar estos bienes en poder del tercerista, eran de pro- 
piedad del ejecutado. 

Aunque fuera cierto que esas mercaderías fueran compradas 
en Buenos Aires con dinero del ejecutado, no se deduce, tratán- 
dose de muebles, que actualmente fueran de él, pues el hecho de 
la trasmisión de ella hecha al doctor Manuel Yócos, es titulo 
bastante en su favor en este oaso, mientras no se pruebe lo con- 
trario : artículo 2412, Código Civil. 

La prueba testimonial es deficiente : el testigo Ledesma que 
declara á fojas 89 vuelta, 90 y 91, es testigo singular y además 
su dicho está tachado por tener interés en el juicio, foja 90. 
Según las reglas de la crítica jurídica su testimonio no hace 
fé. 

Lo que el tercerista dijera en el acto del embargo, de que los 
bienes eran de su hermano, no está probado, aun cuando esté lo 
que dijeran el Juez de Paz y testigo en el acto del protesto ; es 
cierto que esto han dicho los testigos y Juez de Paz, pero ello 
no prueba el dicho de Yócos : para ser mirado como testigo ne- 
cesita que su declaración esté rodeada de todas las formalida- 
des legales de que carece y la parte interesada no ha tratado 
de producir prueba alguna al respecto. 

3^ Que la sociedad invocada por el tercerista no está debida- 
mente comprobada para tener eficacia bastante respecto de ter- 
ceros« artíoulo 296 del Código de Comercio, pero puede sí valer 
y vale como una simple comunidad de bienes : artículo 2673, Có- 
digo Civil, 
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A^ Qae siendo ambos comaneros, el tercerista puede opo- 
nerse al embargo de la totalidad de los bienes muebles y de su 
ejecución por la parte indivisa, que él tiene en ellas, la que á 
falta de prueba debe suponerse igual á la del ejecutado, artículo 
2688 del Código Civil, y el acreedor puede ejecutar la parte 
correspondiente al ejecutado : artículos 2677, 2698 y 3452 del 
Código Civil. 

En su mérito, definitivamente juzgando, se resuelve hacer lu- 
gar á la tercería deducida por don Manuel Yócos en la presente 
ejecución sólo por la mitad de los bienes embargados, debiendo 
seguirse la ejecución respecto al resto hasta proceder á su venta 
en remate. A este efecto, las partes, ó el Juzgado en su defecto, 
nombrarán un perito que haga la separación de ellas previa ta- 
sación sobre la base del inventario del embargo y fecho se de- 
sembargará lo correspondiente al tercerista. Sin especial con- 
denación en costas. Hágase saber, previa reposición y transcrip- 
ción en el libro de resoluciones. 

C. Moyano Gadtúa, 



Falla de la SupreniA Corte 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 1896. 

Vistos y considerando : Que el tercerista no ha probado que 
los bienes embargados le pertenezcan exclusivamente, resul- 
tando al contrario, de sus propias y reiteradas exposiciones, que 
en los citados bienes tiene parte el ejecutado. 

Que el ejecutante no ha acreditado por su parte que los bienes 
mencionados que estaban en poder del tercerista sean sólo de 
la propiedad del ejecutado. 

Por estoy sos fundamentos, se confirma la sentencia apelada 



312 FALLOS DE LA SUPBEMA CORTB 

de foja ciento diez y ocho, do haciéndose Ingar al recarso de 
nulidad interpaesto á foja ciento veinte y ocho, por no haberse 
expresado ni aparecer de autos causal alguna que lo funde. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BÜNGE. —JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA CCL.XI 



Don Martín Molina, contra el Banco Hipotecario Nacional; 

sobre escrituración de una venta 



Sumario. — 1® Las ventas en remate de los bienes hipóte- 
cadoSy hechas por el Banco Hipotecario Nacional, quedan defi- 
nitivas una vez prestada la aprobación por el directorio. 

2^ El directorio no puede, después de prestada la aprobación^ 
anularlas por haberlo resuelto así, á petición del deudor hipo- 
tecario. 

3° El hecho de haber el comprador dado una señal para ase- 
gurar el contrato ó su cumplimiento, no puede ser invocado por 
el 'Banco para arrepentirse de la venta, si el comprador lo ha 
cumplido habiendo hecho el depósito de la totalidad del precio. 
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Caso. — Resulta del 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Setiembre 17 de 1896. 

Vistos: Estos autos seguidos por don Martín Molina, contra 
el Banco Hipotecario Nacional, sobre escrituración, del estudio 
délos que resulta: 

Que á foja 8, se presentó don Abdon Zabala en su carácter 
de mandatario del actor, manifestando que fundaba su demanda 
en los siguientes hechos : £1 día 7 de Junio de 1895, por orden 
del Banco Hipotecario Nacional fueron puestas en remate 20.000 
hectáreas de campo del territorio de la Pampa Central, hipotecadas 
á dicho establecimiento; los terrenos fueron adjudicados, por ha- 
ber sido el mejor postor, el demandante, quien depositócomo seña 
el cinco por ciento. La venta fué luego aprobada por el directorio, 
el comprador depositó el saldo del precio de compra, el Banco 
designó el escribano que debía otorgar la escritura, y á punto de 
verificarse ésta, se presentó el dueño de los terrenos pidiendo la 
anulación del remate, á lo que el Banco accedió, pretendiendo 
salvar sus obligaciones con el demandante señor Molina devol- 
viéndole la seña y otro tanto como indemnización. Sostiene el 
actor que el Banco no puede legalmente proceder en el sentido 
que lo hizo, porque el artículo 1202 del Código Civil, que auto- 
riza al vendedor á rescindir el contrato devolviendo la seña y 
otro tanto, no se refiere á la venta en subasta pública, que quedan 
concluidos sin necesidad de escritura pública, según el artículo 
1184 del citado Código ; por lo cual el Banco no sólo no puede 
rescindir el contrato sino que está obligado á escriturar y pagar 
los intereses de la suma depositada por precio de la compra. 
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El demandado, á foja i9, contestó la demanda, no descono- 
ciendo la exposición de los hechos, pero sosteniendo el derecho 
del Banco para rescindir el contrato, pues no se trata de una 
venta en subasta pública, como lo sostiene el demandante, sino 
de una venta en remate, por no haber sido hecha por mandato 
ó disposición de la justicia; que por tanto no es aplicable la dis- 
posición del articulo 1184 citado; que el hecho de haber el actor 
depositado (no consignado) el precio de compra, no significa 
que el contrato se haya consumado, porque el contrato de com- 
pra-venta no se perfecciona sino perla escritura y tradición de 
la cosa vendida ; que el Banco no procede como juez al ordenar 
el remate sino como representante de los intereses de los acree- 
dores, y en nombre de los suyos propios; que atentas estas con- 
sideraciones pedía el rechazo de la demanda, con costas. 

El Juzgado recibió la causa á prueba por auto de foja 30 
vuelta, y en virtud del avenimiento de las partes con motivo 
de la oposición formulada á diligencias requeridas por el actor 
y después de presentados por las partes sus respectivos alega- 
tos, se llamó autos para definitiva. 

Y considerando: 1^ Que las convenciones hechas en los con- 
tratos forman para las partes una regla á la cual deben some- 
terse como á la ley misma : artículo 1197, Código Civil; y ale- 
gándose de que la venta celebrada por el Banco Hipotecario 
Nacional, y de que ha sido comprador don Martín Molina, conte- 
nía como cláusula expresa de que el directorio de ese estableci- 
miento se reservaba la facultad de aprobar 6 anular el remate, 
sólo queda constatar esta convención para que por sí sólo fluya 
el derecho de que ha hecho uso el Banco. 

S^ Ese hecho se halla probado por el aviso de remate que 
obra á foja 6, presentado por el mismo demandante, que cons- 
tituye la mejor prueba de su existencia, y se encuentra además 
reconocido por Molina en su escrito de demanda, lo que viene á 
demostrar que la venta motivo de este juicio no ha sido pura y 
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simple, sino que se ha celebrado bajo una condición determina- 
da, 7 desde luego, habiendo el comprador aceptado y suscrito el 
boleto de compra que contenía esa cláusula/ no puede hoy sus- 
traerse á las consecuencias que ese hecho produce, pues que al 
comprar sabía bajo qué condiciones lo hacía^ y más que todo, 
como se deja dicho, las convenciones hechas son ley para las 
partes y éstas pueden por medio de cláusulas especiales subor- 
dinar ó modificar como lo juzguen conveniente las obligaciones 
que nacen de los contratos : artículo 1363, mismo Código. 

3^ Que si bien en la venta que nos ocupa, el directorio del 
Banco le prestó su aprobación, habiendo el propietario del cam- 
po solicitado del establecimiento la rescisión de la venta hecha 
á Molina, el Banco ordenó la suspensión de la escrituración y 
más tarde revocó la aprobación, del remate mandando se devol- 
viera al comprador el precio con sas intereses y una cantidad 
igual á la seña que en el acto del remate había entregado. La 
aprobación del remate por parte del directorio no implica que 
él renunciase á la facultad de anular 6 rescindir la venta, que 
es otro de los derechos que el Banco se reserva en las ventas 
que anuncia y son ellos distintos y separados. 

El directorio, dice el aviso, se reserva la facultad de aprobar 
ó anular el remate, lo que quiere decir que son dos los derechos 
reservados y que para poder hacer uso de este último se requie- 
re precisamente que se haya ejercitado el primero, que se haya 
aprobado la venta, pues que recién en este estado procedería 
su anulación, es decir procedería dejar sin efecto el remate lo 
que significa que ha mediado ya la aceptación del directorio, 
desde que las ventas que el Banco hace son siempre ad referen- 
dum^ sujetas á su aprobación. 

4<* El Banco ha ejercitado un perfecto derecho al dejar sin 
efecto la venta hecha á Molina, y ese derecho nace precisamente 
de la convención por éste mismo suscrita que le acordaba esta 
facultad, á parte de qué, aunque no existiera tal cláusula, se ha- 
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Haría siempre protejido por el artículo 1202 del Código Civil, 
que establece que si se hubiere dado una seña para asegurar el 
contrato ó su cumplimiento, quien la dio puede arrepentirse del 
contrato ó puede dejar de cumplirlo perdiendo la seña. Puede 
también arrepentirse el que la recibió, y en tal caso debe devol- 
ver la seña con otro tanto de su valor, etc. 

El hecho de que la parte de Molina haya depositado el total 
del precio de compra^ en nada beneficia su derecho, pues que la 
compra-venta sólo queda perfecta y el comprador adquiere el 
dominio después de firmado el instrumento público de enajena- 
ción seguido de la tradición : artículo 2609 mismo Código; y an- 
tes de que estos requisitos sean llenados^ los interesados pueden 
ejercitar libremente el derecho que les confiere el artículo 1202 
arriba citado. 

5® La disposición del artículo 1202, es, por otra parte, apli- 
cable á la venta motivo de este juicio en que no se trata de nna 
operación hecha en subasta pública sino de una venta particular 
ordenada por el Banco, en su carácter de mandatario del deudor 
hipotecario. Subasta pública es la venta hecha por mandato y 
con intervención judicial y á parte de la definición que de ella 
hace Escrioh, en el Diccionario de la lengua castellana. Salva da 
su verdadero significado diciendo : c que es la venta pública de 
bienes... que se hacen al mejor postor y con intervención de la 
justicia» .El mismo Acevedo, en el artículo 2269 de su proyecto 
de Código Civil para la República Oriental del Uruguay dice: 
« Subasta ó al moneda es la venta que con autorización judicialse 
hace, etc. » El artículo 290 de la ley de Procedimientos da igual 
inteligencia á la palabra subasta, y la Suprema Corte en los 
Fallos que se registran en la serie 2% tomos 10, 11 y 12, páginas 
172, 43 y 429 respectivamente, habla de las subastas refirién- 
dose á las ventas judiciales. Los mismos tribunales ordinarios 
de la Capital han comprendido y tomado en igual sentido tales 
términos, cuando en el tomo 9**, página 141, serie 1', Jurispru- 
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dencia Civil, dice : c que la sabasta pública aólo comprende las 
ventas hechas por mandato y con intervención judicial >. 

Pero cualquiera que pudiera ser la inteligencia que se dé á las 
ventas que el Banco Hipotecario celebre y aun considerándola 
como si realmente fuera una subasta, aun en tal hipótesis ese 
hecho no puede en lo más mínimo modiñcar ó alterar los hechos 
sucedidos y las relaciones de derecho creadas y que han tenido 
nacimiento en el acuerdo de partes; es ésta la ley de los contra- 
tantes y la que, desde luego, tiene que regir los derechos, y des- 
de que por ella el directorio del Banco se reserva la facultad de 
anular el remate, y el comprador acepta, ese derecho no puede 
menoscabarse ó desvirtuarse so pretexto de la denominación 6 
calificación que se dé al remate^ mayormente que aun en las 
compras adquiridas en subasta pública el comprador sólo ad- 
quiere el dominio después déla tradición. 

Por estos fundamentos, y concordantes aducidos en los es- 
critos de foja 19 y foja 82, definitivamente juzgando, fallo: ab- 
solviendo al Banco Hipotecario Nacional de la demanda de foja 
8 é imponiendo á su autor perpetuo silencio, con costas. Repón- 
gase el papel y notifíquese con el original. 

Agustín Urdinarrain . 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 1896. 

Yistos : Resulta : Que el remate sobre que versa la demanda 
de foja ocho, se ha efectuado entregando el postor don Martín 
Molina al martiliero, al firmar el boleto de compra, el cinco por 
ciento del precio en calidad de seña, y reservando para el direc- 
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torio del Banco la facaltad de aprobar ó anular el remate, sin 
lagar á reclamo. 

Que en uso de esta facultad, el directorio aprobó dicho remate 
7 dispuso que el comprador depositase dentro de diez días en la 
tesorería del Banco el saldo del precio, para proceder á la escri- 
turación del campo vendido. 

Que el comprador cumpliendo esta disposición, hizo el depósito 
que se le ordenaba, como lo acredita el recibo de tesorería de 
foja cuatro, con cuyo motivo, á solicitud de Molina, el presi- 
dente del Banco dio orden al escribano designado al efecto para 
que procediese á extender la respectiva escritura. 

Que en este estado, por nueva orden del directorio del Banco, 
se prohibió hacer dicha escritura, por haber resuelto, á petición 
del deudor hipotecario, anular la venta, disponiendo que se de- 
volviese al comprador con sus intereses el dinero que había de- 
positado más una cantidad igual á la seña que dio. 

Que estos hechos, cuya verdad se halla reconocida por ambas 
partes, se han alegado para fundar la demanda de foja ocho, en 
que don Martín Molina pide se condene ai Banco Hipotecario 
Nacional á otorgarle escritura de la venta que se le ha hecho, á 
entregarle el campo comprado y á pagarle por razón de mora, 
los intereses correspondientes sobre la totalidad del precio de- 
positado. 

Que la sentencia de foja noventa y siete no ha hecho Ingar, 
con costas, á esta demanda, por lo que la parte de Molina ha de- 
ducido contra ella el recurso de apelación, y pedido á esta Su- 
prema Corte que sea revocada y condene al Banco á las peticio- 
nes de su demanda. 

Y considerando : Que el remate de que se trata, habiéndose 
efectuado con la reserva para el directorio del Banco de apro- 
barlo, quedaba reducido á una operación ad referendum, ó lo 
que es lo mismo la postura admitida por el martiliero en el ac- 
to^ no significa el acuerdo de voluntades necesario para la for- 
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macioD de un contrato, sino una oferta que para producir el vín- 
culo de derecho requería la correspondiente aceptación como 
en caso análogo lo ha declarado esta Suprema Corte (vide serie 
cuarta, tomo segundo, página trescientos siete de sus fallos). 

Que de este principio se desprende con evidencia que la apro- 
bacion prestada por el directorio del Banco Hipotecario al re- 
mate en cuestión, ha producido el acuerdo de voluntades nece- 
sario para la formación del contrato respectivo, cuyo cumpli- 
miento ha demandado Molina, y que no ha podido anular el 
directorio del Banco, destruyendo por su sola voluntad el vín- 
culo de derecho ya establecido entre ambas partes, por aquella 
circunstancia, desde que es necesario el mutuo consentimiento 
de las partes para extinguir las obligaciones creadas por los 
contratos, conforme á lo dispuesto en el articuló mil doscientos 
del Código Civil . 

Que la cláusula estipulada en la celebración del remate, por 
la que se acordaba al directorio la facultad de aprobar 6 anular 
el remate sin lugar á reclamo, carece absolutamente del alcance 
que el Juez a quo le atribuye, cuando dice, que por ella se ha 
dado á aquél dos derechos, el de aprobar el remate y también el 
de anularlo después de haberlo aprobado, pues para que así 
fuese, era necesario que la cláusula estuviese concebida en tér- 
minos que expresasen la concesión de esa doble facultad, lo que 
no sucede, como lo demuestra la partícula disyuntiva ó colocada 
entre las palabras aprobar y anular, que excluye la idea de po- 
der el directorio ejercer sucesivamente el doble derecho que el 
Juez mira como involucrado en esa cláusula, cuando realmente 
lo que ella implica es el de elección entre los términos aprobar 
6 anular que la cláusula contiene, de suerte que optando por el 
primero, se renuncia al segundo, sin que pueda retractar ya la 
aprobación de la oferta, una vez que haya llegado á conoci- 
miento del proponente, como ha sucedido en el presente caso y lo 
dispone el artículo mil ciento cincuenta y cinco del Código Civil. 
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Qae no es menos cierto también que el Banco no paede invo- 
car en su favor, para dejar sin efecto el remate aprobado ya por 
su parte, él hecho de haber dado el postor Molina una señal para 
asegurar el contrato ó su cumplimiento, ni la disposición del 
artículo mil doscientos dos del Código Civil, que autoriza al 
que recibió la señal para arrepentirse del contrato devolvién- 
dola doblada; porque, como lo demuesta el objeto que tiene la 
señal, sogun los términos del artículo, que es asegurar el con- 
trato ó su cumplimie7ito^ y se desprende de su mismo texto, el 
derecho de arrepentirse para el que recibe la señal sólo puede 
existir y existe, cuando el contrato no está asegurado 6 cumpli- 
do todavía según el caso, porque si lo estuviese ya la señal ha- 
bría dejado de tener razón de ser, mayormente cuando ni siquie- 
ra exista como tal señal por haber pasado á ser parte de la pres- 
tación de lo que por el contrato debía darse, como ha sucedido 
aquí con el cinco por ciento del precio que se dio como seña, y 
que con el saldo posteriormente depositado por Molina, hace la 
totalidad de la prestación á que éste se obligó, por cuya razón 
el Banco no ha podido ampararse de la disposición del artículo 
ya citado para anular el remate de que se trata. 

Que es de observar, finalmente, que la verdad de esta tesis no 
sufre alteración alguna en el caso sub-judice^ ya se diga que el 
remate efectuado por orden del Banco, una vez que lo ha apro- 
bado el directorio, es una venta en subasta pública^ que cae bajo 
la. disposición del artículo mil ciento ochenta y cuatro del Có- 
digo Civil, ya que no lo es; porque aun siendo lo primero no de- 
jaría de regir el caso la disposición del artículo mil doscientos 
dos del citado Código, en lo referente á la constitución de la 
señal, para poder quedar sin efecto el contrato si antes de cum- 
plirse por alguna de las partes la otra se arrepintiese de él, 
mientras que no podría hacer lo mismo en caso contrario^ y por- 
que siendo lo segundo la aprobación del remate hecha por el 
directorio, aunque no valiese para probar que estaba perfeccio- 
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nado el contrato de venta del campo sin el otorgamiento de la 
escritora pública, valdría para establecer entre las partes nn 
vínculo de derecho que los obligase á extender dicha escritura 
sin que oingono de ellas estuviese habilitada para dejar de ha- 
cerlOy porque no estuviese todavía firmada la escritura ni aun 
so pretexto de haberse estipulado una señal, siempre que ya hu- 
biese tenido lugar la ejecución del contrato por alguna de las 
partes ó hubiese recibido una de estas alguna prestación y se 
negase la otra á cuplir el contrato, porque en este caso, aun tra- 
tándose de contratos que tengan una forma determinada por 
las leyes, se consideran celebrados definitivamente, aunque no 
estén en dicha forma y son admisibles todos los medios de prue- 
ba designados en el artículo mil ciento noventa del Código Ci- 
vil, para hacer constar su. existencia legal, conforme lo dispone 
el artículo mil ciento noventa y uno de dicho Código. 

Forestes fundamentos : se revoca la sentencia apelada de foja 
noventa y siete, declarándose que el Banco Hipotecario Nacio- 
nal está obligado á extender á don Martín Molina, escritura de 
la venta del campo rematado por él, á que estos autos se refieren, 
y hacerle entregado dicho campo, pagando al comprador Moli- 
na los intereses correspondientes á estilo de Banco por el dine- 
ro depositado por su parte desde la fecha de la demanda hasta 
el cumplimiento de las obligaciones que el contrato le impone. 
Hágase saber con el original, y repuestos los sellos, devuél- 
vanse . 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA €CI.:íII 



Criminal contra Basilio Fleitas, por violación de 
correspondencia pública y sustracción de valores 



Sumario. — El delito de violación de correspondencia y sus- 
tracción de valores, cometido por un empleado de la administra- 
ción de correos, es castigado con la pena de cinco años de tra- 
bajos forzados é inhabilitación para obtener empleos públicos. 



Caso, — Resulta del 



Fallo del Juez Federal 



Rioja, Abril 6 de 1896. 

Y vistos: la presente causa criminal, seguida contra el ex-es- 
tafetero don Basilio Fleitas, del ramal del Ferrocarril de Dean 
Funes á Chilecito, preso en la cárcel pública de esta ciudad, por 
suponérsele autor de la violación y sustracción de un paquete 
valor declarado, despachado de la oficina de Correos y Telé- 
grafos de Córdoba, con destino á Chilecito, para el señor Euge- 
nio Fracasi, de la que resulta: 
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I"" Qne el día 21 de Abril, en la noche, del año pasado 1895, 
llegó el furgón ó coche del tren qae.conducía la correspondencia, 
solo y cerrado con candado y llave, sin el estafetero de la mis- 
ma, don Basilio Fleitas, á la estación Fatquia (declaración del 
encargado de la estafeta de Fatquia, don Francisco Fernandez, 
contestando á las preguntas I'' á 5^ del interrogatorio de fojas 
21 á 25 y telegrama de foja 22; de Ruperto Martínez, contes- 
tando á la primera pregunta del interrogatorio foja 31; de Fran- 
cisco Olmedo, contestando á la primera pregunta de foja 9 y 
vuelta) . 

2^ Que el procedimiento observado para la apertura del fur- 
gón ha sido valerse de una lima que el encargado de la esta- 
feta^ señor Fernandez, pidió á la máquina del tren, con la cual 
7 previa autorización del administrador, don Emilio Lombardo, 
limó y rompió las argollas del candado (declaración de Fernan- 
dez contestando á la 4"* pregunta del interrogatorio de fojas 21 á 
25; de Francisco Olmedo, conjtestando á las preguntas i'' y 2^* 
del interrogatorio de foja 9 y vuelta; de Ruperto Martínez, con- 
testando á lal^ pregunta del interrogatorio de foja 31 y vuelta, 
del engrasador del tren Juan Aguirre, fojas 12 vuelta á 13 
al fin). , 

3^ Que después de la apertura del furgón, las formalidades 
observadas para sacar la correspondencia han sido : que mien- 
tras que el administrador de la estafeta señor Fernandez, pasa- 
ba la correspondencia del interior, al conductor de la mensaje- 
ría, Joaquín Mercado, y éste á su vez al peón de la misma, An- 
drés Mercado, Martínez tomaba nota de la correspondencia 
(declaración de Fernandez, contestando á la 5" pregunta del in- 
terrogatorio citado; declaración de Francisco Olmedo, contes- 
tando la 2"^ pregunta del interrogatorio de foja 9 y vuelta; de 
Ruperto Martínez, contestando ala 2* y 3" pregunta del inte- 
rrogatorio de foja 3 y vuelta, y de Joaquín Mercado de fojas 32 á 
á 33, contestando á la i^ pregunta del interrogatorio). 
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I 

4^ Que al ser conducida la bolsa de la correspond encía, del 
fargon á la oficina de correos, donde fué examinada, se encon- 
tró aquella, rota por un costado y se notó faltar un paquete va- 
lor declarado, número 172, anotado en la guía número 12.274, 
á Chilecito, foja 50 de la misma (declaración del administrador 
de Correos, áfoja 23 vuelta; de Ruperto Martínez, á foja 31 y 
vuelta, de Joaquín Mercado, de fojas 32 & 33); agregando los 
mismos, que tanto en el interior del furgón, como en el tra* 
yecto, al ser conducida la bolsa y correspondencia, el señor Fer- 
nandez, no ha podido ser sospechado de esas faltas (actas de 
fojas 15 y 16). 

5® Que para proceder á la busca del paquete valor declarado, 
se trasladó al furgón el administrador de la estafeta, señor Fer- 
nandez, acompañado de Joaquín Mercado, y antes de entrar á 
aquel, fué llamado el señor Francisco Lavé, guarda encomienda, 
quien se le pidió entrara al furgón con dicho objeto, habiendo 
encontrado aquel en un cajón de la mesa que ocupaba el estafe- 
tero Fleitas, en estado de completa violación, como también la 
carta que contenía el valor declarado, faltándole la cantidad que 
en ella misma expresaba, de 340 pesos (declaración del referido 
Fernandez, foja 24; de Francisco Lavé, contestando á la S"" pre- 
gunta del interrogatorio de fojas 11 á 12, corroborando su decla- 
ración, el estado de destrucción en que fueron encontrados los 
sobres defojas25y 27; de Ruperto Martínez, foja 31 vuelta; de 
Joaquín Mercado, de foja 32 vuelta; del jefe político, Francisco 
Lujan, de fojas 28 vuelta á 29). 

6*^ Que la bolsa cB» de la correspondencia número 4227, ha 
sido recibida por el Juzgado, y se encuentra en las condiciones 
que expresa el auto de foja 51 vuelta, de fecha 4 de Mayo de 
1895. 

7° Que el estafetero Fleitas, al quedarse en la estación Cha- 
mical el día 21 de Abril, se ocupaba en buscar hilo de pita y 
goma (declaraciones de Antonio Machellíni, foja 43; de Nicolás 
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Siorone, fojas 43 vuelta y 44, y telegrama de F. E. Peralta, fojas 
41 y 42) agregando á foja 44, Machellini, c que el día 28 de 
Abril, cuando Fleitas era conducido preso á la Bíoja, se presen- 
tó con el soldado y después de tomar cigarrillos, le comunicó 
debía venir un señor á tomar informaciones sobre la quedada en 
el Chamical el día 21, y que le pedía no dijera que el tren le 
dejó por haber estado lejos de la estación sino por haber estado 
en la letrina». 

8° Que al ponerse el tren en marcha el día 21 de Abril, no se 
Tió que Fleitas hiciera señas para que se le esperase y tomarlo, 
habiéndose oído á ia distancia de 6 kilómetros, más ó menos, 
á algunos pasajeros que aquel le hiciera señas (declaraciones 
del conductor del tren, Nicanor Puentes, contestando á la 1^ 
pregunta del interrogatorio de fojas 10 & 11; del guarda enco- 
miendas, Francisco Lavé, contestando á la 1^ pregunta del in- 
terrogatorio de fojas 11 á 12; del guarda freno Ramón Flores, 
contestando á la 1* del interrogatorio de foja 13 y vuelta; del 
engrasador del tren^ Juan Aguirre, contestando á la 1^ del in- 
terrogatorio de fojas 12 vuelta á 13, agregándooste, que sólo lo 
vio correr). 

9^ Que durante el trayecto de la estación del Chamical á Pat- 
quia, á nadie se tío penetrar al compartimento del estafetero 
Fleitas, no siendo posible su apertura, por cuanto los pasajeros 
y el personal del tren, quedaban incomunicados con el compar- 
timento del corteo, además de que, la cerradura del furgón era 
de las mejores y especiales (declaración del conductor del tren, 
Nicanor Puentes, foja 10 y vuelta; del guarda encomiendas 
Francisco Lavié, fojas 11 á 12; del guarda freno, Ramón Flores, 
foja 12 y vuelta). 

10^ Que el estafetero Fleitas, en su nota de fojas 38 y 39, di* 
rígida al jefe de Correos y Telégrafos del distrito 6^ con fecha 
22 de Abril, le da cuenta de los antecedentes que motivaron 
su quedada en la estación Chamical el día 21 del mismo mes. 
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fundándose: 1° en el atraso del tren á la llegada y salida, sin 
embargo de haber estado hora y cuatro minutos; 2^ por ocu- 
parse en anotar en su libro, la correspondencia de la Bioja y 
demás puntos, habiendo bajado antes de terminar, para hacer 
uso de la letrina de la estación, por no habérsele permitido ha- 
cer uso de las del tren, ni mucho menos en el furgón, por no te- 
nerla; 3^ en que, al estar en la letrina, sintió que el tren salía, 
tratando inmediatamente de correr para alcanzarle, sin tener 
tiempo ya para ello; i^ en que, en tales circunstancias, hizo se- 
ñas á un empleado del mismo, llamado Marcial Ortiz. quien iba 
en un coche de servicio con el señor adiiiinistrador del ferroca- 
rril y el jefe de tráfico A. Roque ; 5° que, en vista de no ha- 
ber parado el tren, después de haber corrido, se vino á la esta- 
ción á hacer un telegrama al encargado de correos en Patquia, 
no habiéndolo hecho al jefe de 6® distrito, por no habérsele per- 
mitido la entrada á la oficina. Agrega Fleitas, que á la vuelta 
del tren al día siguiente al Chamical, recibió de Francisco Ol- 
medo, la correspondencia de retorno, y habiéndole preguntado 
si la que fué depositada en el furgón se recibió conforme y su 
buen estado, le había contestado que sí; lo que le extrañaba que 
después de seguir viaje en el trayecto de las estaciones de < Fa- 
so Viejo > y € Villa Soto», encontró una cantidad de 340 pesos, 
sin saber de dónde y como resultaba estar depositada en uno de 
los casilleros del furgón, junto con unos sobres ó valijas de 
tránsito y unas cuantas estampillas, cuya suma le fué entrega- 
da al llegar á Dean Funes, al comisario de policía. 

li°Que las declaraciones de testigos del sumario administra- 
tivo, corrientes hasta foja 51, que son: Francisco Olmedo, 
Francisco Lavé, Ramón Flores, Juan Aguirre, Francisco Fer- 
nandez, Ruperto Martínez y Ramón Giménez, han sido ratifi- 
cadas desde foja 69 á foja 79, la del testigo Francisco Lujan 
fojas 82 vuelta á 83, la del encargado por el administrador de 
correos de (lórdoba, para la instrucción del sumario administra- 
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tivo, don Julio Caballero, fojas 86 á 90 vuelta, de Antonio Ma- 
chellini, foja 96. 

12^ Que ef procesado Fleitas se negó á prestar su declaración 
indagatoria, fojas 83 á 84. 

13^ Que presentada la acusación y la defensa, fojas 967 vuel- 
ta 7 96 á 104, respectivamente, se recibió la causa aprueba, sin 
haberse ésta producido por la parte acusada, 7 por la parte acu- 
sadora, la que se reñere en el resultando 11^, habiendo tenido 
lugar el informe in voce de foja. . . 

14° Que el Procurador Fiscal, en su acusación, pide que en 
vista de resaltar la criminalidad del procesado de los hechos 
que cita del mismo, se le aplique las penas impuestas por los 
artículos 52 7 53 de la le7 de 14 de Setiembre de 1863 en gra- 
do máximum^ por no resultar circunstancias atenuantes. Y el 
defensor del acusado, que fundándose en las circunstancias ate- 
nuantes siguientes, no corresponde laaplicaoion del máximum 
de la pena, sino una inferior en grado: 1° en que al encontrar el 
procesado, en uno de los casilleros del furgón, en medio de algu- 
nos sobres 7 estampillas, la cantidad de 340 pesos, la presentó 
voluntariamente al comisario de policía de Dean Funes ; 2® en 
qne dio conocimiento detallado al jefe del 6® distrito de Córdo- 
ba, según nota corriente á foja 38, de todo lo ocurrido; 3° en 
que la clasificación legal del hecho, no está esclarecido en la acu- 
sación, pues no se establece cuál de las disposiciones legales ci- 
tadas en la misma, deben aplicarse; prestándosela primera (ar- 
tículo 52 de la 107 de 14 de Setiembre de 1863) auna graduación 
máxima 7 mínima, no así la del artículo 53, que no la admite; 
correspondiendo al Juzgado, en tal caso, establecer la propor- 
cionalidad, por no poderse dejar de tomar en consideración las 
circunstancias atenuantes que concurren en el presente caso. 

Y considerando: 1"^ Que el hecho de haber llegado solo á la 
estación Fatquia el furgón donde iba depositada la correspon- 
dencia que conducía el estafetero Fleitas, desde Dean Funes, co- 
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rno que llegó cerrada coa candado y llave, está constatado por 
la declaración de Francisco Fernandez, fojas 21 á 25 y telegrama 
al mismo, foja 22; de Bnperto Martínez, foja .31; de^Francisco 
Olmedo^ de foja 97 vuelta. 

2'' Que la cerradura del furgón estaba en perfecto estado, lo 
comprueba las declaraciones de Fernandez, Fraacisco Olmedo, 
Ruperto Martínez, y del engrasador del tren Juan 'Aguirre^ las 
cuales constan de los interrogatorios citados y la del último de 
fojas 12 vuelta y 13. 

3^ Que en la extracción de la correspondencia, intervinieron 
los testigos Francisco Fernandez, Joaquin Mercado, Andrés 
Mercado y EupertoMartinez, citados en las fojas antes expre- 
sadas ; y al ser conducida la bolsa < B >, número 4227 de la co- 
rrespondencia del furgón á la oficina de correos, fué encontrada 
aquella rota por un costado, notándose faltar un paquete va- 
lor declarado número 72, anotado en la guía de la misma núme- 
ro 12,274 á Chilecito, foja 50, como lo comprueba las declara- 
ciones del encargado de la oficina, foja23; de Ruperto Martínez, 
foja 31 y vuelta; de Joaquin Mercado , fojas 32 á 33; agregando 
que tanto en el interior del furgón, como en el trayecto de la 
oficina, se tomaron todas las precauciones del caso : actas de 
fojas 15 y 16. 

5"^ Que el paquete que contenía el valor declarado fué encon- 
trado en un cajón de la mesa del furgón que ocupaba el estafe- 
tero Fleitas, completamente violado, como también la carta que 
contenía el valor, faltándole éste, que era de 340 pesos; lo com- 
prueban las declaraciones de Francisco Fernandez, foja 24; de 
Francisco La vé,füj as 11 ál2, corroborada esta declaración con 
el estado de destrucción en que corren los sobres, de fojas 25 
á 27; de Joaquin Mercado, foja 32 vuelta, y del jefe político, 
Francisco Lujan, fojas 38 vuelta á 39. 

S"" Que & foja 9 y vuelta, al tomársele la declaración al testi- 
go Francisco Olmedo, figura con el nombre de Joaquin Merca- 
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dp, 7 como conductor de la mensajería de la Bioja á Patqaia, lo 
que es una equivocación, en cnanto al nombre y profesión ; pues 
Joaquín Mercado, quien presta su declaración á fojas 32 á 33, 
es el conductor de la mensajería referida; así resultado la decía- 
ración del testigo Ruperto Martínez, de foja 31, contestando á la 
3' pregunta del interrogatorio del testigo Francisco Olmedo, con- 
testando á la 2* pregunta del interrogatorio de foja 9 y vuelta 
al fin, y deFranciscoFernandez, contestando ala ^'pregunta del 
ÍDterrogatoriodefojas21 á28, de manera que la firma suscrita al 
pié de las actas de fojas 15 y 16, que dice: cá ruego de Joaquín 
Mercado, por no saber firmar », es el mismo Joaquín Mercado 
que ha intervenido en los distintos actos á que se refiere las 
dos actaá mencionadas. 

6^ Que el Juzgado tiene á su vista la bolsa « B » de la co- 
rrespondencia número 4229, encontrándose en las condiciones 
que expresad acta de foja 51 vuelta. 

7° Que al quedarse el estafetero Fleitas en la estación Chami- 
cal, el día 21 de Abril, se ocupaba de buscar hilo de pita y go- 
ma, declaraciones de Antonio Machellini, foja 43, de Nicolás 
Fridani, fojas 43 vuelta y 44, y telegrama de P. E. Peralta, de 
fojas 41 y 42; sin que en el momento de ponerse el tren en mar- 
cha se viese que hiciera señas para que lo esperasen, habiéndo- 
se oído á la distancia de 6 kilómetros más ó menos, á algunos 
pasajeros, que aquél hiciera señas, como lo comprueban las 
declaraciones de Nicanor Gucestes, fojas 10 á il ; del guarda 
encomiendas Francisco Lavé; del guarda tren Bamon Flores, fo- 
ja 12 y vuelta, y del engrasador del tren, Juan Aguirre, fojas 12 
vuelta á 13. 

8® Que de las declaraciones consignadas en el considerando 
anterior, como de la que con posterioridad prestó Marchelliní á 
fojas 43 vuelta y 44, se demuestra bien á las claras, que Fleitas 
no se encontraba en la letrina déla estación al tiempo de la 
marcha del tren, como porque ninguno de los testigos le viera 
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próximo al mismo, momentos antes de marchar, pues lo más 
verosímil es que anduvo ese día bastante distanciado de la es- 
tacioDy en busca de hilo de pita y goma, y que para encubrir en 
algún tanto su falta al quedarse, ha protestado correr para 
alcanzar el tren, cuando no era ya posible que le esperare ; 
siendo por otra parte demasiado el tiempo de hora y cuatro mi- 
nutos que el tren permaneció en la estación, desde la llegada 
hasta su partida^ como lo declara en su nota de foja 38, diri- 
gida al jefe de Correos y Telégrafos de Córdoba, que se mencio- 
na en el 10° resultando. 

9** Que durante el trayecto recorrido por el tren, desde la es- 
tación del Chamical hasta Fatquia, no obstante haber dos esta- 
ciones, nadie penetró en el furgón del correo, no siendo posiblo 
su apertura, porque los pasajeros y e! personal del tren que- 
daban incomunicados con el compartimento del correo, estando 
además éste asegurado con las mejores cerraduras; lo com- 
prueban las declaraciones del conductor del tren, Nicanor Fuen- 
tes, foja 10 y vuelta ; del guarda encomiendas Francisco Lavé, 
fojas 11 á 12, y del guardafreno Ramón Flores, foja 12 y vuelta. 

10® Que de todos los hechos y circunstancias acumulados en 
este proceso, resulta; que el estafetero Basilio Fleitas, al que- 
darse en la estación Chamical, no ha sido por acto involuntario 
y casual, pues la circunstancia atenuante invocada, de haber 
estado tomando nota en su libro, de la correspondencia que lle- 
vaba, encontrándose dentro del furgón , y haber después de esto, 
pasado en últimos momentos, á hacer uso de la letrina, no está 
comprobado, ni mucho menos que al correr para alcanzar el tren 
lo hubiese hecho estando en la letrina, apareciendo todo lo contra- 
rio, del hecho de ocu parse en buscar hilo y goma, del telegrama que 
hizo al encargado déla estafeta en Fatquia, pidiéndole no abrir 
la correspondencia y venirse con ella al Chamical, bajo su res- 
ponsabilidad, siendo esto completamente violatorio de la ley y 
reglamentos de correos. 
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11° Que de todos los procedimientos observados para la aper- 
tura del furgón de correo, en Patqnia^ parala extracción de la 
correspondencia del mismo, para la busca del paquete valor de- 
clarado que faltaba de la bolsa « 6 » número 4227, como de la 
prueba producida para cerciorarse de si nadie penetró al fur- 
gón del correo, durante el trayecto recorrido por el tren desde la 
estación Gbamical hasta la de Patqnia, y el hecho de elevar al día 
siguiente el conductor de la mensajería á la Rioja, Joaquin 
Mercado^ la correspondencia de retorno que fué entregada á 
Fleitas en el Chamical, sin haber encontrado el valor declarado 
en el interior del furgón, sino que, antes al contrario, éste ha 
estado en poder de Fleitas, por el hecho de haberlo entregado al 
comisario de policía de Dean Funes, al saber que había orden de 
prisión contra él (declaración de Fleitas en la nota corriente á 
foja8 38y39yactadefoja8y vuelta), forman el convencimiento 
en el ánimo deque Fleitas es el autor de la violación del paquete 
valor declarado número 172, anotado en la guía número 1274, 
foja 50, piezas de fojas 25, 26 y 27, que constituyen el cuerpo 
del delito objetivo, y la bolsa dentro de la cual se encontró la co- 
rrespondencia que se menciona en el 6° considerando. 

12^ Que la autenticidad del sumario instruido administrati- 
vamente por la administración de correos de Córdoba, por inter- 
medio de su encargado para ello, doctor Julio V. Caballero^ 
consta de la nota de foja i, ratificación de foja 9 vuelta, la de 
los testigos Francisco Olmedo, Francisco Lavé, Ramón Flores, 
Aguirre, Francisco Fernandez, Ruperto Martínez, Ramón Gi- 
ménez, Francisco Dujan, y Antonio Machellini, citados en el 
11^ resultando, y la de Joaquin Mercado, por las consideracio- 
nes expuestas en el 5° considerando. 

13° Que por otra parte, Fleitas, como empleado de la adminis- 
tración de correos, debió conocer el artículo 159 del Código Pos- 
tal y Telegráfico, que dice: c Todo empleado de la administra- 
ción general de correos y telégrafos, es responsable de los valo- 
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res en dinero efectivo 6 en especies, cuya percepción, custodia ó 
administración le está encomendada, siempre que por 8ns erro- 
res, omisiones, descuidos, ó mala fé, fueran extraviados, inuti- 
lizados ó sustraídos » . Además de esto, de conformidad al artí- 
culo 341 del citado Código, el encargado de la estafeta de Pat- 
qnia, procedió de perfecto acuerdo condicha disposición en todo 
el trámite observado, en virtud del mal estado en que se en- 
contró la mala de tránsito cB» número 4227. 

14** Que es fuera de duda y se impone á la conciencia del es- 
píritu, que el procesado Basilio Fleitas es reo de la pena im- 
puesta por el artículo 53 de la ley penal de 14 de Setiembre de 
1863, en su primera parte. 

15° Que el defensor del procesado observa justamente á fojas 
102 á 103 de su escrito, contestando á la acusación, que las pe- 
nas impuestas por los artículos 52 y 53 de la ley citada, cuya 
aplicación pide el señor Procurador Fiscal, en el máximum de 
ellos, no son aplicables. Efectivamente, el artículo 52 se re- 
fiere á un caso distinto del artículo 53, sin aceptar éste gra- 
duaciones, siendo por lo tanto, el segundo el único aplicable al 
caso sub'judice. 

16° Que el procesado es responsable también de las costas 
del juicio, resulta de las consideraciones precedentemente es- 
puestas. 

Por estas consideraciones definitivamente juzgando, fallo y 
declaro: que el procesado don Basilio Fleitas, es reo responsa- 
ble de los delitos de violación de correspondencia, paquete va- 
lor declarado, y de sustracción de la cantidad contenida en el 
mismo; y de conformidad á la ley citada, le condeno á la pena de 
cinco años de trabajos forzados, con más la inhabilitación para 
obtener cargos públicos (artículo 53, primera parte), debiendo 
computarse desde luego, el tiempo déla prisión sufrida, desd6 el 
22 de Abril del año 1895, á la fecha ; con costas. Hágase saber 
original, despachándose el correspondiente oficio al poder eje- 
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« 

cativo, á sus efectos, con inserción de la presente sentencia, 
ejecQtoriada que sea; repóngase el sellado. 

Gaspar N, Gómez. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Bueuos Aires, Julio 22 de 1896. 
Suprema Corle: 

El furgón en que conducía la correspondencia postal el esta- 
fetero don Basilio Pleitas, el 21 de Abril del año pasado, llegó 
cerrado á la estación Fatquia y sin el estafetero conductor de 
la correspondencia. 

Abierto por el encargado Je la estafeta, en presencia de tes- 
tigos llamados al efecto, encontróse rota por un costado la bol- 
sa de correspondencia, y que faltaba el paquete 12.274, con va- 
lor declarado. Registrado el furgón^ encontróse dentro del ca- 
jón de lamosa que ocupa el estafetero la correspondencia qne 
faltaba en la bolsa, violada y sin el dinero que aquella expresa- 
ba contener (f . 24, 25, 27, 31 vuelta y 32). 

Entre tanto, el estafetero Fleitas quedaba resagado en la es- 
tación Chamical, y aun cuando en sus declaraciones alega co- 
mo escusa del abandono de sus deberes, circunstancias dQ fner«- 
za mayor y la partida inesperada del tren, otras muy diversas 
y comprometedoras resaltan de las constancias del proceso. 

Fleitas quedó en Chamical, no porque una necesidad corporal 
inesqoivable le hubiese forzado á ello, sino porque de la esta- 
ción penetró en el pueblo buscando hilo de pita y gom^a. 

Así se explica que quedara, no obstante haber permanecido 
el tren una hora y minutos en la estación y partido sin que nin- 
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gano viera ni oyera al procesado, sino cnando el tren se encon- 
traba á 6 kilómetros del punto de partida. 

Estas circunstancias principales y las demás corroborantes 
que contiene el proceso y enumera la sentencia, convencen que 
fué el procesad<> quien violó la correspondencia puesta á su car- 
go, que la guardó en el cajón déla mesa y se detuvo en Chami- 
cal buscando el hilo y goma que le eran necesarios, para disi- 
mular la violación de la carta y la rotura de la bolsa. 

Estos hechos, y el más expresivo aún^ de haber entregado el 
mismo procesado al dia siguiente, la suma sustraida, diciendo 
que la había encontrado en el tren de retorno en una casilla del 
furgón de correspondencia^ demuestran la violación imputada, 
de una manera inequívoca é intergiversable. 

El cuerpo del delito se constituye por la violación misma. 
Esta está constatada por testigos intachables, é informes ofi- 
ciales, que forman la prueba acabada al respecto. 

Las circunstancias comprobadas, llegada del furgón sólida- 
mente cerrado y sin el estafetero, violación de la correspondencia, 
no obstante la clausura del furgón, encuentro del sobre y carta 
sin di aero en el cajón de la mesa, entrega posterior del dinero 
por el estafetero que abandonara la correspondencia en Patquia, 
para ir á comprar hilo y goma, forman la opinión intergiversa- 
ble sobre la existencia de los hechos, que el Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal requiere para su valor como prueba 
plena. 

Las presunciones son varias, concordantes, inequívocas, y 
relacionadas con el hecho^ de una manera tan directa que no 
pueden conducir áoonolusiohes diversas, y lógica y naturalmen- 
te evidencian el hecho de que se trata. 

Todo lo que exige el artículo 358 del Código de Procedimientos 
en lo criminal, para la validez de la prueba de presunciones, se 
descubre sin esfuerzo, pues surge espontáneamente de los he- 
chos demostrados. No queda por ello duda, ni vacilación en el 
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espíritu, acerca de la responsabilidad criminal del procesado, 
por el hecho de la violación de correspondencia confiada á su 
guarda, y abandonada en el furgón, donde nadie pudo entrar, ni 
ha justificado que entrara, antes de la inspección oficial. 

No es tacha legal contra la prueba, la omisión de ratificacio- 
nes innecesarias ante el hecho de haberse rendido por ante el 
Juez mismo de sentencia; no pueden invocarse ahora, ni aun por 
vía de hipótesis^ vicios de interés ó enemistad, tendentes á des- 
virtuar su expresión, cuando estas tachas ni han sido opuestas, 
ni determinadas, ni justificadas por la defensa, como era deber 
suyo hacerlo en la IMnstancia, dentro del término probatorio 
designado. 

La pena prescripta en el artículo 53 de la ley sobre crímenes 
contra la nación de 14de Setiembre de 1863, era, pues, de ri- 
gorosa aplicación al procesado, é impuesta en la sentencia recu- 
rrida de foja 108, á mérito de sólidos fundamentos y constan- 
cias que evidencian el hecho y su autor, sólo me resta pedir á Y. 
E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Caerte 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 1896. 

Vistos y considerando: Que las constancias de autos, aprecia- 
das en su mérito en conjunto, prueban de modo evidente la co- 
misión del delito de violación de correspondecia con valores de- 
clarados, á que se refiere este proceso. 

Que convencen igualmente que el autor del delito ha sido el 
procesado Fleitas, que, en calidad de estafetero^ estuvo encarga- 
do de la conducción de la correspondencia, que llegó ya violada 
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á sa destino y resultando en poder del mismoestafetero la can- 
tidad sustraída, ó sea el valor declarado. 

Que el artículo cincuenta y tres de la ley penal de catorce de 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, preveey castigo 
dicho delito. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General y fundamentos concordantes de la sentencia apelada de 
foja ciento ocho, se confirma ésta, con costas. Hágase saber con 
el original y devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. TORRERT. — LülS 

V. VÁRELA (en disidencia). 
— OCTAVIO BUNGE (en disi- 
dencia). 



DLSIDENCIA 



Buenos Aires, Noviembre 3 de 1896. 

T vistos: Considerando: Primero: Que todo el proceso judi- 
cial seguido contra el estafetero Basilio Fleitas, se basa en el 
sumario administrativo instruido por el telegrafista don Julio 
Caballero, agente de la repartición damnificada, y por lo tanto 
interesado en la marcha de la causa. 

Segundó: Que la circunstancia apuntada anteriormente expli- 
ca que no se hayan esclarecido suficientemente, ni siquiera to- 
mado en consideración algunos de los descargos del procesado, 
que hubieran podido llevar á un resultado distinto de aquel á 
que llega la sentencia apelada, como ser las manifestaciones de 
Fleitas de haber sido arrancada y desclavada la argolla que su- 
jetaba el candado del furgón, y de haber entregado el dinero del 



DE JUSTICIA NACIONAL 337 

yalor certificado al comisario López antes de habérsele detenido 
(deoIaracioQ de foja 5 y carta de foja 38). 

Tercero : Qae los telegrafistas no son funcionarios de policía 
ni jueces, únicas autoridades facultadas para instruir sumarios 
criminales, según se establece en el título segundo^ libro dos 
del Código de Procedimientos. 

Cuarto : Que no habiéndose prestado las declaraciones con 
las formalidades prescriptas por los artículos doscientos no- 
venta 7 cinco y doscientos noventa y seis del Código de Proce- 
dimientos Criminales, como indispensables para que el dicho 
de los testigos merezca entera fé (art. 307), los defectos de que 
adolecen tampoco fueron subsanadospor las ratificaciones ordf^- 
nadas por el Juzgado á fojas sesenta y ocho vuelta, ochenta y 
una y noventa y tres. 

Quinto : Que ie estas ratificaciones sólo la de Francisco Olme- 
do se prestó ante el Juez de la causa; las de Francisco Lavié, 
Bamon Flores, Juan Aguirre, Francisco Fernandez, Ruperto 
Martínez y Ramón Giménez, se hicieron ante el jefe político de 
Independencia, y las de Francisco Lujan y Antonio Machellíni, 
ante el de Juárez Celman^ sin que en ninguna de ellas se cum- 
plieran todos los requisitos déla ley. 

Sexto : Que las declaraciones de los testigos Nicanor Puentes, 
Ramón Giménez, Juan Roco^ Joaquín Mercado, Andrés Mercado, 
Scarabelli y Nicolás Piadoni, no tienen valor alguno^ pues no se 
han prestado bajo juramento ni han sido ratificadas. 

Séptimo : Que aun en el caso de atribuirse algún valor de- 
mostrativo á las declaraciones mencionadas en el quinto consi- 
derando, ellas no son suficientemente claras y precisas, favore- 
ciendo ai procesado las de Olmedo, Puentes, Lavié, Flores, 
Juan Aguirre y especialmente la de Francisco Fernandez, en 
cuanto dice que, por falta de tiempo no revisólos casilleros del 
furgón, en uno de los cuales pretende Fleitas haber encontrado 
el dinero que contenía el valor declarado número ciento setenta 

T. LXV 22 
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y dos, después del regreso del tren áPatqaia entre las estacio- 
nes de Paso Viejo y Villa de Soto (fojas veinte y nna y treinta y 
ocho) . 

Octavo: Que en el supuesto de (|ue las declaraciones de los 
testigos se hubiesen producido con arreglo á las formas que la 
ley fija, sólo resultaría de ellas una prueba de indicios que no 
sería concluyente, porque no constad cuerpo del delito, con re- 
lación áFleitas, por medio de pruebas directas, ni esas presun- 
ciones se fundan en hechos reales y probados como lo exige el 
artículo trescientos cincuenta y ocho (incisos sexto y séptimo) 
del Código de Procedimientos. 

Noveno: Que por otra parte, es un principio universal de de- 
recho, que en caso de duda, la que surge de las declaraciones 
délos testigos, corresponde absolver al reo, y en este caso con 
tanta mayor razón, coando la carta y el dinero que ella contenía 
han sido r^ícuperados, sin que, por tanto, se haya producido 
perjuicio al fisco ni á terceros. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento ocho, absolviéndose de culpa y cargo al procesado Basi- 
lio Fleitas. Devuélvanse. 

LÜIS V. y ARELA. — OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA CCIiXIIl 



El defensor de menores ^ por don Lorenzo Herrera ; sobre 
nulidad de un contrato de enganche 



Sumario. — Los menores no pueden engancharse sin el con- 
sentimiento de sus padres, j es nulo el contrato que celebren 
por sí solos. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo d0l JÍU0Z Federal 



Mendoza, Agosto 29 de 1894. 

Vistos : £1 señor defensor de menores se presenta con la par- 
tida de bautismo de foja 1, demandando la nulidad del contrato 
de enganche celebrado por el menor Lorenzo Herrera en el ba- 
tallón i 1 de Infantería de línea, á las órdenes del teniente doa 
Diógenes Oimeno, sin que la madre del menor, doña Bienveni- 
da A. de Herrera, haya prestado para ello su consentimiento. 

Pedido informe al jefe del cuerpo j ordenada la exhibición del 
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contrato, se adjunta éste á foja 4 y se expide el primero á foja 
6, manifestando que Lorenzo Herrera tomó servicio en el bata- 
llón 11 de infantería de línea, en clase de enganchado, por el 
término de 4 años, con fecha 15 del corriente mes de Agosto, 
bajo la declaración de tener 22 años de edad j con la entrega 
de 15 pesos moneda nacional, cuya deyolucíon se exige. 

Conferida «vista de lo actuado á los ministerios fiscal y de 
menores, se llama á foja 7 los autos para resolver. 

Y considerando: 1° Que según resulta de la partida de foja 
1, don Lorenzo Herrera, hijo legítimo de don Manuel Herrera y 
de doña Bienvenida Anzorena de Herrera, nació en Mendoza el 
5 de Setiembre de 1874 ; de manera que no ha cumplido aún 20 
años de edad . 

ÍP Que los hijos menores, sujetos á la patria potestad, no 
pueden dejarla casa paterna, ni enrolarse en el servicio militar, 
ni obligar sus personas de otra manera, sin licencia ó autoriza- 
ción de sus padres (art. 126 y 275, Código Civil). 

3* Que siendo menor de edad don Lorenzo Herrera, el con- 
trato de foja 4 no se encuentra autorizado en forma por la per- 
sona que legalmente debe ejercer su representación, 

4° Que, de consiguiente, el contrato de foja 4 adolece del vi- 
cio de nulidad absoluta que puede ser alegada por el ministerio 
de menores y no produce afecto alguno entre laa partes que con- 
currieron á formarlo (art. 55, 265,1042, 1043, 1047, 1050 y 
1164, Cód.Civ.). 

5^ Que declarada la nulidad de los contratos, la parte capaz 
para contratar no tendrá derecho para exigir la restitución de lo 
que hubiere dado, ó el reembolso délo que hubiese pagadero 
gastado, salvo si se probase si existe lo que dio ó que redundara 
en provecho manifiesto de la parte incapaz (art. 1165, Código 
Civil). 

Por tanto, fallo: declarando que el contrato de foja 4 es abso- 
hitamente nulo y que el menor don Lorenzo Herrera deberá ser 
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puesto inmediatamente en libertad, entregándose á sus padres 
sin perjuicio de las acciones que puedan competir al jefe del 
enganche por devolución de lo que se hubiese pagado en razón 
del contrato. En definitiva, así lo declaro j ordeno en Mendoza 
á 29 de Agosto de 1894. 
Hágase saber con el original y en oportunidad archívese . 

Severo G. del Castillo . 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, agosto 27 de 1896. 
Suprema Corte : 

Considero ajustada alas constancias de hecho y á las pres- 
cripciones legales que rigen la materia, la resolución corriente á 
foja 9. Pido á Y. E. se sirva confirmarlo, sin perjuicio délas 
responsabilidades que puedan afectar al procesado Lorenzo He- 
rrera, por el hecho de obtener una suma de dinero del Estado 
invocando para ello falsamente una calidad mentida, como lo era 
la falsa edad que se atribuía para conseguir el enganche obte- 
nido. 

En cuanto á la nulidad alegada contra la sentencia en el re- 
curso de foja 12, no creo que Y. E. pueda considerarla, ya por 
no haberse expresado en qué consiste, ya por no resultar de las 
constancias de un proceso, que es por su naturaleza sumario. 
Sírvase Y. E. así declararlo. 

Sabiniano Kier, 
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Fallo de la Svprema Oorte 

Buenos Aires, Noviembre 3 de 1896. 

Yietos : De conformidad con lo pedido por el señor Procara- 
dor General j por sus f andamentos, se confirma la sentencia 
apelada de foja naeve. Devaélvanse» 

benjamín paz. — ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRERT. 



CAUSA CCXXIT 



Don Federico G. Neves, contra don Juan B, Chiappe; sobre 

fijación de daños y perjuicios 



Sumario. — Al estimar el quantum de los perjaicios, elJaez 
paede tener en caenta los informes periciales, y el resaltado de 
la inspección ocalar. 
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Caso. — Dictada la sentencia que se registra en el tomo 62, 
página 465, el actor pidió qne se hiciera la estimación de per- 
juicios ordenada en aquella. 



Fallo del Jue» Federal 



Buenos Aires, Agosto 21 de 1896. 

Autos y vistqs: Para resolrer sobre el quantum íq la suma 
de daños y perjuicios, que don Juan B. Ghiappe debe abonar á 
don Federico G. Neves, con arreglo á las sentencias de primera 
y segunda instancia que corren á foja 132 y foja 170 de estos 
autos; teniendo en cuenta los informes periciales de los peritos 
Yillemonte y Pelleluzi, y en mérito de la inspección ocular veri- 
ficada por el suscrito, se fijan en la cantidad de tres mil pesos 
nacionales de ley, el monto de la suma que debe pagar Chiappe. 
Bepóngase el sello . 

P. Olaechea y Alcorta. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 5 de 1896. 

Vistos: Por sus fundamentos, y teniendo además en conside- 
ración que en los perjuicios mandados pagar por las sentencias 
ejecutoriadas, están comprendidos, además del valor de las 
construcciones derruidas á la época de la demanda, los resul- 
tantes de la privación transitoria del goce de la cosa y privación 
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parcial de la misma, motivada por la caída de las construccio- 
nes, se confirma, el auto apelado de foja doscientos diez j nueve. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GB. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCIiXY 



Don José Raffaele, contra don Aniceto Loizaga, demandado por 
desalojo; sobre competencia por inhibitoria 

Sumario. — El extranjero qué ha contestado la demanda 
ante el Juez local, no puede ocurrir al Juzgado federal por vía 
de inhibitoria. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



Fnllo d0l Jues Federal 

Buenos Aires, Setiembre 1" de 1896. 

Autos y vistos : Resultando de las constancias de autos que 
Raffaele, consintió la jurisdicción ordinaria, este Juzgado se 
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declara incompetente, Y devuélvase este expediente al de su 
procedencia, con la nota de estilo. 

Agustín Urdinarrain. 



YiSTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 32 de 1896. 

Suprema Corte: 

Siendo exactas las referencias del auto de foja 71, Y. E. se 
ha de servir confirmarlo por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 1896. 

Vistos : Resultando que el demandado don José Baffaele con- 
testó la demanda interpuesta contra él ante el Juez de Paz de la 
sección octava, sin oponer la declinatoria de jurisdicción, según 
consta de la acta de foja diez y siete. 

Y considerando: Quedado este antecedente, j aun cuando en 
el caso la jurisdicción federal hubiera procedido por razón de 
las personas, debe entenderse prorrogada la jurisdicción de di- 
cho Juez de Paz, conforme á lo dispuesto por el artículo doce, 
inciso cuarto de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
tribunales federales. 

Por esto y de conformidad con lo pedido por el señor Proou- 
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rador General en sn vista de foja setenta y siete, se confirma con 
costas, el auto apelado de foja setenta y una vuelta. T repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCIiXTI 



Don Francisco Micelio contra /)■ Genoveva M. de Obredor, por 

retención; sobre deserción de recurso 



Sumario . — Acusada la rebeldía después de vencido el tér- 
mino para expresar agravios, contado desde la providencia 
que manda poner los autos en la oficina, procede la deserción 
del recurso. 



Vallo de la Svprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 5 de 1896 (1). 

Besultando de las constancias de autos que la rebeldía acu- 
sada en el presente escrito, lo ha sido hallándose vencido eltér- 

(1) En la misma fecha se dictó igual resolución en la causa de don Gas- 
par Taboada, con los señores Fernandez. 
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mino para expresar agravios, señalado por la ley de procedi- 
mientos, contándose dicho término desde la providencia de foja 
doscientas setenta y una vaelta, que mandó poner los autos en 
la oficina al efecto, dictada despaes de vencido el término del 
emplazamiento. 

Por esto, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo cuarto de 
la ley número tres mil trescientos setenta y cinco, y en el artí- 
culo doscientos diez y siete de la citada ley de procedimientos, 
se declara desierto el recurso, y devuélvanse los autos al Juz- 
gado de su procedencia. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 

/ 



CAUSA CCIiXYII 



htm Augmío Lasserre, contra don Juan Maisonneuve, por 
ocultación de haciendas; sobre recusación 



Sumario. — Los jueces letrados de los territorios nacionales 
sólo pueden ser recusados por justa causa. 
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Auto del Jlues Eietrndo 

Yiedma, Junio 8 de 1896. 

4 

Por recibidos en la fecha, y considerando que al dedacirse la 
reonsacion en el quinto punto de foja 9, á que se refiere el auto 
de la Ezma. Corte Federal de foja 116 no se expresa causa al- 
guna que fundamente el recurso^ ni se indican testigos ni docu- 
mentos^ como lo preceptúa el artículo 78 del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal . 

Por ello^ y en conformidad á lo establecido en el artículo 94 
del mismo Código, se deshecha la recusación interpuesta contra 
el señor Ju6K letrado nacional de la Pampa Central, doctor don 
Anastasio Cardassy, en el escrito de foja. 9, antes mencionado; y 
devuélvansele los autos remitidos al mencionado señor Jnei á 
los efectos de ley, sin más trámite. 

Ábraham Arce. 



Fallo de la Svprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1896. 

Vistos y considerando : Que según la ley de organización de 
los territorios nacionales, los jueces letrados de éstos sólo pue- 
den ser recusados por justa causa. 

Que la parte de Maisonneuve no ha invocado causal legal de 
recusación. 

Por esto, devuélvanse los autos al Juzgado de su origen para 
que llevé adelante los procedimientos. Repóngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS V. YAaSLA. — 
ABEL BAZAN . — OCTAVIO BÜNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAVSA €CIiXTIII 



Contienda de competencia en el concurso civil de 

don Pedro A. Costa 



Sumario. — El Juez competente para la cesión de bienes, es 
el del domicilio del deador, en la fecha en que fué iniciado el 
concurso. 



Ca^o. — Resalta del fallo de la Suprema Corte j de la 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL (ad hoc) 



Buenos Aires, Octubre 22 de 1896. 
Suprema Corte : 

£1 Juez competente para el juicio de cesión de bienes es el 
del domicilio del deudor, según disposición expresa del artículo 
718 del Código de Procedimientos vigente en esta Capital j en 
la provincia de Buenos Aires. Don Pedro A. Costa estaba do- 
miciliado en esta misma Capital en 10 de Marzo de 1894, según 
sa propia declaración contenida en la escritara del poder que 
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otorgó á don Lorenzo Yergara y cuyo testimonio se halla á fo- 
ja 23. 

£1 síndico del concurso formado en esta Capital añrma en su 
escrito de foja 159, autos corrientes, que ese domicilio no ha 
sido cambiado, como lo comprueban los varios protestos y notifi- 
caciones hechas en el mismo, en persona al señor Costa^ foja 
160 vuelta. 

Partiendo déla verdad de este hecho que Y. E. podría hacer 
comprobar debidamente, disponiendo que el secretario Eatto 
que expidió el certificado de foja i 37, y por cuya oficina han 
corrido las diversas ejecuciones que menciona, certifique si los 
protestos y demás actos á que se refiere el síndico doctor Wil- 
mart en la foja que queda indicada, han tenido como 61 lo refie- 
re, esto es, notificando al señor Costa en su propio domicilio 
constituido en esta Capital en la calle Tucuman número 828; con 
lo que quedaría plenamente comprobado el hecho que determina 
la competencia del Juez en este concurso. Si esta comprobación 
se practica y da, como lo creo, el resultado afirmado por el sín- 
dico doctor Wilmart, mi opinión es que Y. E. debe declarar 
que corresponde el conocimiento de este concurso á la jurisdic- 
ción de los Tribunales de la Capital. 

Considero innecesario insistir en que la declaración de con- 
curso se hizo por el Juzgado de esta misma Capital con fecha 
muy anterior á la cesión de bienes que hizo el señor Costa en la 
ciudad de La Plata; y que el auto del doctor Centeno, corriente 
á foja 147, que desechó la oposición á la declaración del con- 
curso retrotrae sus efectos naturalmente al día en que tal decla- 
ración fué hecha. 

Antonio E. Malaver. 
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Pullo de la Suprema Oorte 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1896. 

Vistos y considerando: Qae según las constancias de aatos, 
don Pedro A. Costa tenía su domicilio en esta Capital, calle Ta- 
ouman número ochocientos veinte y ocho, en la fecha en qoe fué 
iniciado su concurso civil ante el Juez de primera Instancia de 
la misma . 

Que el domicilio se conserva por la sola intención de no cam- 
biarlo 6 de no adoptar otro : artículo noventa y nueve del Código 
Civil. 

Que no se ha producido prueba alguna que acredite que el 
concursado cambió ó adoptó otro domicilio antes de la declara- 
ción del concurso hecha por el Juez de primera instancia de la 
Capital por auto de fecha veinte y uno de Mayo de mil ocho- 
cientos noventa y cinco. 

Que según el artículo setecientos diez y ocho del Código de 
Procedimientos vigente en los tribunales de la provincia de 
Buenos Aires, el Juez competente para la cesión de bienes es el 
del domicilio del deudor . 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo pedido por el se- 
ñor Procurador General, esta Suprema Corte, con arreglo á la 
ley de tres de Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho, de- 
clara que el conocimiento del concurso civil de don Pedro A. Costa 
corresponde al Juez de esta Capital. Remítansele, en conse- 
cuencia, los autos, y avísese por oficio al Juez de primera ins- 
tancia de La Plata. Repóngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABBL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGB. — 
JUAN E. TORRBNT. 
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CAIJ9A CCI.XIX 



Don Antonio Souef, contra don Ernesto Borré, en representación 
de don Víctor Klotz, por nulidad de una marca; sobre costas 



Sumario. —Resultando absolutamente inmotivada la oposi- 
ción á hacerse parte en la demanda, deben declararse á cargo 
del opositor las costas del incidente. 



Ca^o. — Resulta del 



Fallo del Jlues Fedei^al 

Buenos Aires, Agosto 21 de 1896. 

Y vistos : Para resolver el incidente promovido por don Er- 
nesto Borré, sobre su falta de personería para contestar la de- 
manda interpuesta á foja 3, contra don Viotor Klotz, su man- 
dante. 

Y considerando : Que no obstante la fórmula de especial que 
contiene el poder que le fué sustituido á Borré por Nicolesoo, 
mandatario á la vez de Elotz, según el certificado de foja iO 
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vuelta, él se refiere exclusivamente á los asuntos relacionados 
con la falsificación de marcas de fábrica. 

Que entre las muchas facultades que el poderdante confiere á 
Nicolesco, ó su sustituto, se encuentra la de proceder c tanto 
demandando como defendiendo amistosamente ó ante los Tribu- 
nales», lo que equivale á autorizar al mandatario á proseguir ó 
defender los pleitos que contra su mandante se iniciaren j siem- 
pre que se refieran á las marcas.de fábrica. 

Que por lo tanto, y tratándose al presente caso de una de- 
manda contra Elotz por nulidad de una marca, su apoderado 
Borré debe representarlo, á estar al texto expreso del poder que 
U fué otorgado y á los términos del mismo transcriptos en el 
párrafo anterior. 

Por estos fundamentos, los del escrito de foja 18 y la juris- 
prudencia de la Suprema Corte que en el mismo se invoca, se 
resuelve : que don Ernesto Borré tiene poder suficiente para 
contestar la demanda instaurada contra Victor Elotz, inti- 
mándosele lo haga derechamente dentro del término legal. 
Bopóngase el papel. 

Agustín Urdinarrain, 



FaIIo de lA Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 7 de 1896. 

Vistos: Admítese el desistimiento que don Ernesto J. Borré 
hace en el escrito de foja cuarenta, del recurso de apelación in- 
terpuesto por él contra el auto de foja veinte y tres, y teniendo 
en consideración que el poder de foja once acuerda expresa- 
mente la facultad de estar en juicio como actor ó demandado, 
en tratándose de las materias á one dicho poder se refiere, en 

T. LXV 23 
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cuyo caso la oposición de foja nueye resalta absolutamente in- 
motivada : se reToca dicho auto en cuanto no condena en cos- 
tas, declarándose que éstas son á cargo de la parte de Borré. 
Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE . — JOAN 
E. TORRENT. 



CAUSA CCIiXX 



Investigación; sobre denuncias en cansas criminales 



Sumario, — La Suprema Corte puede promover investigacio- 
nes en las denuncias sobre irregularidad de procedimientos en 
las causas criminales, y condiciones de los detenidos. 



Resolución de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 7 de 1896. 

Yistos: El precedente informe del Juez Federal de La Plata, 
y los oficios del Procurador Fiscal y defensor de menores del 



/ 
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mismo Juzgado, producidcsen la investigación ordenada por esta 
Suprema Corte con motivo de las denuncias traidas sobre irre- 
gularidades del procedimiento en los procesos seguidos por in- 
fracciones de la ley de enrolamiento. 

Y considerando : Que esta Suprema Corte al promover la men- 
cionada investigación, tuvo por objeto ejercer las atribuciones 
que las leyes le conceden, tanto en cnanto se refieren á señalar 
el procedimiento qne debe imprimirse á estas causas, como lo 
ha hecho en ejercicio de la atribución conferida por el artículo 
diez y ocho de la ley de jurisdicción y competencia, cuanto para 
mejorar las condiciones de los detenidos, en lo que se refiere á 
su alimentación, alojamiento é higiene. . 

Que en lo concerniente alas deficiencias atribuidas á los pro- 
cedimientos, dadas las explicaciones contenidas en las actuacio- 
nes precedentes, y las medidas adoptadas por el Juez doctor 
Aurrecoechea, después de producido el informe del secretaria 
doctor Frías, ellas no revisten gravedad actual, sin embargo 
de ser censurables, sobre todo, en lo que se refiere á las omisio- 
nes de notificaciones y firmas en blanco del Agente Fiscal. 

Qne por otra parte, no ejerciendo esta Suprema Corte juris- 
dicción originaria en causas de la naturaleza de las de referen- 
cia, la ley ha provisto de los medios y recursos de que pueden 
valerse las partes, para ocurrir al superior en demanda de la 
reparación de los agravios que el inferior les causare. 

Qne el personal subalterno ha cumplido con lo ordenado por 
esta Suprema Corte en cuanto á su residencia en la ciudad de 
La Plata, y el Juez federal ha explicado su falta de residencia 
continua en aquella Capital, motivado por enfermedad que, por 
prescripción médica le obliga á pernoctar en San Isidro, qne 
está dentro de la jurisdicción de su Juzgado. 

Que en cnanto alo venidero^ el juez doctor Anrrecoechea ma- 
nifiesta en su oficio de foja cincuenta y ocho, que en breve tér- 
mino habrá constituido su domicilio en la ciudad de La Plata, 
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nion en su carácter de Agente Fiscal del crimen, lo qne legal- 
mente lo inhabilita para interyenir posteriormente en sa carie- 
ter de Juez, articulo 77, Código de Procedimientos crimicales, 
sin que á sus efectos sea lícito determinar el motivo 6 alcance 
de ese pronunciamiento, extremo no consignado en la ley. 

Que aun cuando tal dictamen no hubiera sido dado, el hecho 
de su intervención en su carácter de Agente Fiscal sería razón 
suficiente para su inhibitoria, desde que el articulo recordado, 
complementario del inciso 4^ del articulo 75, sAIo exige para tal 
inhibitoria, la simple intervención fiscal en el proceso, interven- 
ción que resulta evidente de autos. 

Por ello, el Juzgado insiste en su excusación y en su conse- 
cuencia elévense los autos á la Suprema Corte para la resolución 
que corresponda, y hágase saber por oficio al señor doctor Olae- 
chea y Alcorta . 

Agustín Ur diñar rain. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 21 de 1896. 

Suprema Corte : 

£1 doctor Urdinarrain ha intervenido desde el origen de este 
proceso, con el carácter de representante de la acción pública, 
que asignan las leyes á los procuradores fiscales. 

El sumario se mandó instruir con su citación ^ según el auto 
de foja 7 vuelta. Cuando á foja 80 vuelta se le dio vista de él, 
debió instruirse de lo actuado, siendo en consecuencia el pedido 
de foja 82 vuelta, de remisión al Juez federal de sentencia, un 
hecho que induce la idea de criminalidad del indicado. 

El artículo 75, inciso 4% del Código de Procedimientos en lo 
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criminal, hace recusable al Juez, que como defensor hubiese 
emitido dictamen sobre el proceso, 6 como fiscal intervenido. 
Parece que distingue entre el ejercicio de la función eventual y 
privada del abogado defensor, y la permanente y pública del 
acusador fiscal. Si para dar causa á la recusación, exige el dic- 
tamen de foja 82 vuelta, pienso que el hecho de haberlo expe- 
dido el actual Juez en carácter de fiscal de la causa, le obliga 
á declararse impedido, con sujeción á la prescripción del artí- 
culo 77 del Código de Procedimientos en \o criminal. Pido á 
V. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier, 



FaIIo de lA Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 10 de 1896. 

Vistos y considerando : Que según las constancias de autos, 
la excusación del Juez doctor Urdinarrain es arreglada á de- 
recho . 

Por esto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se declara que el conocimiento de esta causa debe pa- 
sar al Juzgado á cargo del doctor Olaechea y Alcorta, á quien 
se le remitirán los autos» avisándose por oficio al doctor Urdi- 
narrain. 

BfilfiAMUi PAZ.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN . — OCTAVIO 
BüllGE. 
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CAUSA CCI.XXII 



Criminal^ contra Anselmo L. de Ponce, por malversación de 
caudales públicos y falsificación; sobre excarcelación provi- 
soria. 



Sumario.* — No procede la ezcaroelaoion provisoria en deli- 
tos que por la ley tienen establecida una pena mayor de dos 
años de prisión . 



Caso. — Resulta del 



FaIIo del JTuea Iletrado 



Posadas, Agosto 25 de 1896. 

Autos y vistos: Considerando: Que el delito motivo de ¡,1a 
prisión del procesado{deLeon, es el de malversación de cauda- 
les públicos de la Nación y de falsedad por adulteración de do- 
cumentos* 

Que en tal concepto la^ley que correspondería aplicarle es la 
ley especial sobre crímenes contra la Nación, de 14 de Setiem- 
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brede 1863, que castiga aquel delito con más de cinco años de 
trabajos forzados. 

Que aunque el fiscal haya invocado como aplicable al caso en 
üuestion el artículo 268 del Código penal, y pedido un año de 
prisión para el encausado, el juzgado observa que no es el Có- 
digo penal, que es de derecho común, sino aquella ley especial la 
que se debiera invocar, siendo primordial el interés social que 
existe en la legal aplicación de la pena. 

Que en consecuencia y excediendo de dos años de prisión que 
es el máximun fijado por la ley, para la excarcelación proviso- 
ria, la pena correspondiente al delito motivo de este proceso, se 
declara improcedente la excarcelación solicitada. Repónganse 
los sellos. 

D. Quiroga. 



VISTA DBL SEflOR PROGURADOH GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 28 de 1896. 

Suprema Corte: 

Las resoluciones de fojas 3 y 6 vuelta demuestran que se tra- 
tade malversación de caudales públicos, y de falsificación de 
documentos, delitos que siendo perpetrados contra la Nación, 
caerían bajo el régimen de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 
Siendo la penalidad aplicable por razón de esos delitos, supe- 
rior álos dos años de prisión & que se refiere el artículo 376 del 
Código de Procedimientos en lo criminal, la excarcelación bajo 
fianza no procede en el caso de este proceso y pido á Y. E. se 
sirva confirmar por sus fundamentos el auto recurrido de fo- 
ja 3. 

Sabiniano Kter. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 10 de 1896. 

Vistos 7 considerando : Qoe según resalta de estas actua- 
ciones se procesa al recurrente por el delito previsto por el artí- 
culo ochenta déla ley penal de catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta ytres. 

Que la pena establecida por ese artículo, sobrepasa en ma- 
cho ala de dos años de prisión, que para hacer procedente la 
excarcelación bajo de fianza, fija el artículo trescientos setenta 
7 seis del Código de Procedimientos en lo Qriminal. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procarador General, y fundamentosconcordantes de los autos 
de fojas dos vuelta y seis, se confirma, con costas, el apelado de 
foja desvuelta. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE . — JUAN E. TO- 
RREEIT. 
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CAUSA CCIiXXIII 



Don Juan José Cellagorri, por rectificación de errores en la 
papeleta de enrolamiento; sobre competencia. 



Sumario. — El Jaez federal no es competente para conocer 
7 rectificar errores en las papeletas de enrolamiento. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Agosto 6 de 1896. 
Señor Juez : 

Por lo que resulta de la documentación producida, sírvase V. 
S. declarar que don Juan José Cellagorrí no ha incurrido en 
la infracción de la ley de enrolamiento que ha motivado estas 
aotu aciones. 

G. G. Vieyra. 
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Fallo del JTuea Federal 



La Plata, Setiembre 22 de 1896. 

Autos y Tistos : No siendo ebte Juzgado competente para de- 
clarar lo que solicita el Procurador fiscal en su precedente vis- 
ta, no ha lugar y ocurra donde corresponda. 

DI. S. de Aurrecoechea. 



\ISTA DELSBflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 14 de 1896. 
Suprema Corte: 

El artículo 17 déla ley número 33t8 prescribe, que tanto 
la edad como el estado cítíI en los enrolados, serán debidamen- 
te comprobados cuando hubiesen dudas. 

Esta comprobación deberá practicarse ante las juntas encar- 
gadas del enrolamiento, con la fe de bautismo 6 documentos fe- 
hacientes, ó por declaración jurada ante testigos^ según pres- 
cripción expresa del artículo 14 del decreto reglamentario de 
la ley de enrolamiento. 

Si aquellas prescripciones no se hubiesen cumplido, 6 al 
cumplirlas mediare error, debe salvarse ante los mismos en- 
cargados del enrolamiento, que según el artículo 15 del decreto 
reglamentario citado debe llevarse el libro de actas en que se 
haré constar brevemente la forma en que ha sido salvada cual- 
quiera duda sobre el estado civil de un ciudadano enrolado; 
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aota que firmarán los miembros de la comisión, el interesado y 
los testigos. 

Estas presoripciones relativas al acto de la inscripción pa- 
recen, por identidad de propósitos, aplicables á las rectificacio- 
nes posteriores á aqael acto; pues la jarisdiccion contenciosa de 
los jueces nacionales sólo procede en la materia, cuando re- 
sulta omisión, 6 denegación de derechos, con violación de la 
ley de enrolamiento. Por ello, pienso que siendo arreglada á 
derecho la resolución de foja 11, la apelación instaurada por el 
Procurador fiscal carece de fundamento. 

Pidoá Y. £• se sirva confirmar el auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



W9Mm de to Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 10 de 1896. 

Yistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, se confirma el auto apelado de foja 
once. Devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN • — 
OCTAVIO BCNGE. — JUAN E. T0« 
BBENT. 
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CAV8A CCIiXXIT 



Don Juan B. Romero, contra don ñudecindo Roca^ por daños y 
perjuicios; sobre absolución de posiciones. 



Sumario. — Es nulo lo actaado oon relación á absolución de 
posiciones, si en la citación no se ha observado lo dispuesto por 
los artículos 63 y 110 de la ley de Procedimientos. 



Caso. — Besulta de la siguiente : 



ACTA 



EnBuenos Aires, áOde Octubre del año del sello (1895) com- 
parecieron á presencia j udicial don Bndecindo Boca, con su letra- 
do doctor Avila y su Procurador señor A. Wuille Bille, y ma- 
nifestaron : 

Que sin embargo de ser las 3 y Vi P* m., y de haber trans- 
currido por consecuencia una hora y cuarto, don Juan Bautista 
Bomero no ha comparecido á absolver las posiciones y docu- 
mentos á ellas anexos, que se ponen de manifiesto al juzgado, 
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circunstancia por lacual se pedía se tuviera por confeso á dicho 
Romero, reseryándose por el juzgado ó en secretaría^ las posi- 
ciones 7 documentos enunciados para su agregación á los autos 
en oportunidad. 
Con lo que terminó el acto que firmaron los interesados por 

ante mí do j fé (siguen las firmas). 

» 

El señor Juan B . Bomero pidió que no se haga lagar á lo 
solicitado por el contrario. Este contestó que la petición de 
aquél se halla fuera del término y que 1a notificación para la 
absolución de posiciones se hizo en el domicilio constituido. 



IPallo del JTueK Federal 



Buenos Aires, Setiembre 18 de 1895. 

Por los fundamentos del precedente escrito, no ha lugar, con 
costas, á la nulidad solicitada en el de foja.. . debiendo en con*» 
secuencia agregarse el pliego de posiciones para ser tenido en 
cuenta en oportunidad, j estando yencido el término de prueba, 
cumpla el actuariocon lo dispuesto el artículo 167 de la ley na- 
cional de procedimientos. 

Juan del Campillo. 
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Fallo de to Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 10 de 1896. 

Yistos y considerando : Que en la notificación del auto de fo- 
ja ocho vuelta no se ha obseryado ló dispuesto en los artículos 
sesenta y tres y ciento diez de la ley de procedimientos. 

Foresto y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo setenta 
y uno déla citada ley, se declara nulo todo lo actuado desde 
foja ocho vuelta^ en lo que á la absolución de posiciones se 
refiere . 

Y resultando : Que el inferior no se ha pronunciado sobre el 
recurso de reposición deducido en el escrito de foja diez y seis, 
sobre la última parte del auto de foja quince Vuelta, devuél- 
vanse para que proceda & resolver lo que á su respecto corres- 
ponda. Bepóngase el papel. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E« TO^ 
RRENT. 
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CAV8A VDIaXW 



Don Ernesto G. Mancini; sobre recurso de fiabeas corpus 



Sumario. — No procede el recurso de habeas corpus en el 
caso de detención por orden de jaez competente. 



Caso. — Resalta délas sigaientes piezas: 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Octubre 17 de 1896. 

Autos 7 vistos: Besultando de lo informado por el señor Jefe 
de Policía en la nota precedente, que elrecarrente se encuentra 
detenido y pri?adode su libertad personal^ por orden de autoridad 
competente, circunstancia que de acuerdo con la jurisprudencia 
de la Suprema Corte hace improcedente el presente recurso. 

Por ello, no ha lugar al recurso de habeas corpus interpuesto . 
Hágase saber. Bepóuganse los sellos y arcbÍTese. 

Agustín Urdinarrain. 
T. LXT ai 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 27 de 1896. 

Suprema Corle : 

Siendo ajustado el auto recurrido de foja 4 vuelta, al infor- 
mado por el señor jefe de policía en su nota de foja 4, de la que 
resulta que el recurrente ha sido constituido en prisión, por 
orden del Juez de Paz de la sección 27 como mandatario infiel, 
y puesto á su disposición ; se ha de servir Y . E . confirmarla por 
sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Pallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Noviembre 10 de 1896. 

Vistos y considerando: Que el recurso de habeos corpus no 
tiene por objeto juzgar sobre la existencia ó inexistencia de un 
delito, ni tampoco sobre sise halla ó no prescripta la acción pe- 
nal. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma con 
costas, el auto apelado de foja cuatro vuelta . Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA €;CIí:1^X¥1 



El Banco Comercial, contra don Osear E . Wiltorf; 

sobre cobro ejecutivo 



Sumario. — El convenio hecho para vender las propiedades 
embargadas suprimiendo trámites, y fijando el precio para base 
de la venta, no importa transacción; y si el producto no alcanza 
á cubrir la deuda, el ejecutado queda deudor del saldo que re- 
sulte en su contra . 



Caso. — Besulta del 



rallo del Jíuea Federal (1) 

La Plata, Marzo !• de 1896. 

Y vistos: En los incidentes promovidos por don Osear E. 
Wiltorf á foja 191 y foja 197, y por el comprador de la segunda 
finca don Cristian Furst, áfoja 210. 

(1) Véase el tomo 54, página 526. 
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Y considerando: En cnanto al primer incidente: 1° Qne el 
ejecutado señor Wiltorf , por su escrito de foja 191 pretende 
qne con la venta de la segunda propiedad queda cubierta las 
dos terceras partes prevenidas en la cláosnla 6* del convenio 
de foja 33, y por consiguiente^ chancelado el crédito y llenados 
los objetos de la ejecución, pidiendo que, aprobado el remate y 
entregado el producto líquido al ejecutante, se archive el expe- 
diente. 

2^ Qne estudiado el escrito de foja 33, no se halla nada que 
importe una transacción, como lo pretende el ejecutado, ni en 
la cláusula 6*^ ni en ninguna otra parte del referido escrito, que 
no es más que un simple convenio en que se suprimen trámites 
que renuncia voluntariamente Wiltorf, para evitar los gastos 
de un pleito y sus contingencias (textual). 

3^ Que para que dicho convenio tuviera el alcance de una 
transacción, como lo dice el ejecutado, sería necesario que el 
ejecutante hubiera hecho por su parte renuncia expresa de al- 
guno de sus derechos en favor de la otra parte, que diera al ex- 
presado convenio el carácter de una verdadera novación, que 
transformaría la obligación en otra (ait. 801, Cód. Civil). 

4^ Que no existiendo, por consiguiente, en dicho escrito nada 
que autorice al Juzgado para darle el carácter de una transac- 
ción, por no haber en él remisión ó quita, la pretensión del eje- 
cutado es injusta á todas luces y el Juzgado debe rechazarla, 
porque no se ha extinguido ninguna obligación, ni se ha hecho 
remisión alguna por parte del Banco ejecutante. 

Por todo ello, fallo: no haciendo lugar á lo pedido en el es- 
crito de foja 191 . 

Y considerando, respecto al segundo incidente promovido á 
foja 197, por el mismo Wiltorf, y que no es más que la conti- 
nuación del anterior, y siéndole por lo tanto aplicable las mis- 
mas consideraciones precedentes, sin que las nuevas que se adu- 
cen puedan alterarlos en lo más mínimo, desde que se insiste 
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en dar al escrito de foja 33 el carácter de nna transacción que 
no tiene, como queda demostrado; el Juzgado resuelve también 
no hacer lugar á lo pedido en el escrito de foja 197 . 

Y respecto del último incidente promovido á foja 21 por don 
Cristian Furst, comprador de la segunda propiedad, preten- 
diendo la diminución de precio, por ser menor el total del área 
del que se vendió; y que esa disminución sea proporcional al 
precio por metro cuadrado; y resultandu oposición del ejecu- 
tante qne ella sea en la forma pretendida, fundándose en que 
en el precio total está comprendido el edificio que tiene mayor 
valor que el terreno, por esto y para mejor proveer, comparez- 
can las partes, el martiliero y comprador á juicio verbal, seña- 
lándose al efecto el día ocho del corriente á las 12 meridiano. 
Notifíquese ' con el original, regístrese y repónganselas fojas 
sin más trámite. 

Mariano S. de Aurrecoechea . 



Fallo de la Suprema Corto 

Buenos Airea, Noviembre 10 de 1896. 

Vistos y considerando: Que el convenio de foja treinta y tres 
no contiene cláusula alguna que importe remitir al deudor parte 
alguna déla deuda que ha motivado este juicio. 

Que ese e<mvenio, que no es una transacción, pues que las 
partes no se hacen concesiones recíprocas á objeto de extinguir 
obligaciones litigiosas ó dudosas (artículo ochocientos treinta y 
dos del Código Civil), se limita, como lo establece el auto apela- 
do, á la supresión de los trámites establecidos por la ley para 
la secuela del juicio ejecutivo. 

Quede las liquidaciones practicadas, resulta que el precio de 
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las cosas Tendidas es insafíciente para desinteresar al aoreedor. 
Por esto 7 fandamentos conoordantes del aato de foja dos* 
cientos veinte y cinco, se confirma, éste, con costas^ en la parte 
apelada. Repuestos los sellos, devoélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — lUAN E. TO- 
RRENT. 



CAV8A CCIiXXYII 



El Ferrocarril Noroeste Argentino, contra don Luis Bellocq; 

sobre expropiación. 

Sumario. — El valor déla expropiación debe fijarse segnn 
el mérito qae arrojan los antos. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jue» Federal 



San Luis, Mayo 28 de 1894. 

Y vistos: Estos autos seguidos por el representante de la so- 
ciedad constructora del Ferrocarril Noroeste Argentino, de 
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Villa Mercedes álaRioja, sobre expropiacioQ de un terreno 
perteneciente á don Luis Beliocq. 

Y considerando: Que al iniciarse esta gestión, la parte de- 
mandante, con arreglo al artículo 4''dela ley de expropiación 
de bienes de fecha 13 de Setiembre de 1866, solicitó y el Juz- 
gado ordenó la ocupación de la fracción de campo á expropiarse, 
constante de 14 hectáreas con 74 áreas, consignando al mis- 
mo tiempo 29,24 pesos á razón de 6000 pesos la legua cua- 
drada. 

Que á solicitud del expropiante y por no tener el señor Be- 
liocq un domicilio en el lugar del juicio, se nombró por su parte 
el que indicad artículo 10 déla precitada ley; y en el acto 
que da cuenta la diligencia de 26 de Octubre de 1889 (f . 6) de- 
signaron los peritos tasadores, señor Francisco Godoy, por el 
expropiado y por el demandante el señor Eafael Lese, los cuales, 
procediendo en desacuerdo, el primero lo justiprecia á razón de 
400 pesos la manzana de 100 varas por costado, y el segundo^ 
por encontrarse el terreno fuera del radio de la población, lo 
avalúa como campo al precio de 60.000 pesos la legua, debiendo 
abonársele la parte que se le ocupa proporcionalmente. 

Que habiendo tomado el señor Bellocq la intervención corres- 
pondiente en esta causa, por medio de su mandatario don Lu- 
cas Olguin, éste acepta por su parte la tasación de Godoy, y 
siendo ella rechazada por el apoderado de la Empresa, propo- 
nen ambos que el Juzgado la resuelva. 

Que por resolución de fecha l^de Febrero de 1890 se dispu- 
so que el perjuicio directo que sobrevenga al dueño por la pri- 
yacion de su propiedad, es diferente del precio real de la cosa; 
y que estando hecho este último, propone el apoderado del de- 
mandado para aquel al señor Faustino Qniroga, el cual hace 
la indicada tasación de 8000 pesos (f. 26) y el de la Empresa 
don Remigio Duarte en 8500. 

Que invitadas las partes á juicio verbal, el representante de 
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la Empresa se opuso á qne fuera aceptada la tasación de las in- 
demnizaciones practicadas por su perito, por ser excesiva y el 
del expropiado dijo que debía hacerlo, porque coincidían ambas 
operaciones en la sama de 8000 pesos que los tasadores habían 
aplicado ala reparación de los perjuicios causados, por la que 
él optaba desde luego, con más los intereses y costas de la co- 
branza; y que en cuanto á la tasación del terreno, solicitaba 
también que el señor Juez se sirviera hacerla, de conformidad 
de partes, por haberlo así estas convenido en acta de foja 17 
vuelta. 

Que en virtud de lo expuesto, y atento lo alegado por las 
partes á foja 50, el Juzgado encuentra razonable y equitativo el 
precio deiOOpesos por la hectárea de 100 varas por costado, 
aceptado también por la del expropiado; y en cnanto á los per- 
juicios, que son una consecuencia forzosa déla expropiación, y 
que según el demandado, consisten eu desnivelación del terre- 
no, depreciación por fraccionamiento, etc., están ellos reconoci- 
dos por el representante y el tasador de la Empresa, si bien di- 
fieren en sn apreciación. 

La indemnización debe ser tal, que compense en cierto mo- 
do el sacrificio que se impone al propietario en favor del públi- 
co; pero no debe comprenderse en la misma el fraccionamiento 
que sufre el terreno no expropiado, atento el mayor valor qne 
adquiere por las obras á construirse (serie 2*, tomo 21, página 
47de los fallos). De donde se infiere lógicamente, que los per- 
juicios en el presente caso son equitativamente avaluados en 
8000 pesos, que es en lo que coinciden ambas tasaciones. 

Que la reclamación de intereses que el demandado hace, es 
también motivada y justa, como una compensación por la demo- 
ra del pago del mayor valor que se le debe indemnizar sobre lo 
consignado por la Empresa, para obtener la posesión de los te- 
rrenos. 

Por estas consideraciones y las concordantes aducidas por el 
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demandado, elJnzgado resuelve fijar como precio de las indem- 
nizaciones á que se refiere el artículo 16 de la ley de 13 de Se- 
tiembrede 1866, la cantidad de 400 pesos por cada hectárea 
de terreno á expropiarse, y además la de 8000 pesos por la 
depreciación por fraccionamiento; declarándose tumbien á car- 
go de la Empresa los intereses correspondientes ala mayor su- 
ma qoe se manda abonar sobre lo consignado por ella, desde 
el día en que fueron ocupados los terrenos del señor Bellocq 
para la TÍa férrea hasta el del pago, y las costas causadas, de 
conformidad al artículo 18 de dicha ley. Hágase saber con el 
original y repónganse los sellos . 

P. E, Miguens. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 10 de 1896. 

Vistos: Atento el mérito que arrojan los autos y teniendo 
en consideración la situación y naturaleza del campo expro- 
piado, se reforma la sentencia apelada de foja ochenta y nue- 
ve, fijándose como precio del terreno y por toda indemnización 
de perjuicios, la cantidad de un mil pesos moneda nacional, y 
se confirma dicha sentencia en lo demás que contiene. Repues- 
tos los sellos, dcTuélTanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAIf . — 
OCTAVIO BUNGB. — JUAN E. TO- 
RRBIfT. 
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CvAVSA CCXXXVIII 



Villanueva y Querejatüy contra el Ferrocarril del Sud, por 
daños y perjuicios; sobre procedencia de recurso 



Sumario. — Concedido por los tribunales locales el recurso 
para ante ia Suprema Corte, debe mandarse poner los autos en 
)a oficina, para que el apelante exprese agravios. El pronuncia- 
miento sobre su procedencia debe reservarse para la sentencia 
definitiva. 



Fallo de I» Suprema Ciarte 



Buenos Aires, Noviembre 14 de 1896 (1). 

Habiéndose expedido el Señor Procurador G-eneral en la vista 
qoe se le confirió por el auto de foja doscientos sesenta y una vuel- 
ta, respecto de la procedencia del recurso traído ante esta Su- 
prema Corte, 7 viniendo concedido dicho recurso por la Cámara 
de lo Comercial de la Capital, pónganse los autos en la oficina 
para que el apelante exprese agravios dentro del término legal, 

(Ij En la misma fecha se dictó igual resolución en cinco causas de los 
señores Bellocq y Durañona contra el Ferrocarril del Sud. 
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reservándose el pronunciamiento sobre la procedencia del recor- 
so mencionado para la sentencia definitiva que corresponda en 
la presente cansa. Bepóngase el papel. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA t:ClAX.Xl\ 



Don Clemente Maggiolo, en tercería, [contra don Spiro Ungaro 
y Mortola y Canevaro; sobre prueba de testigos 



Sumario. — No es admisible la prueba de testigos^ cuya lis- 
ta se acompaña el penúltimo día del término probatorio. 



Ca^o. — El término de prueba venció el 28 de Junio, habien- 
do el día anterior presentado la parte de Maggiolo la lista de 
testigos, pidiéndose señale día para su examen. El juez prove- 
yó de conformidad . 

La parte contraria pidió revocatoria, fundada en los artícu- 
los 120 y 124 de la ley de procedimientos, y en la jurispruden- 
cia de la Suprema Corte. 
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Fallo del Jíuea Federal 



Buenos Aires, Octubre 6 de 1894. 



^ 



Vistos: Por los fundamentos aducidos en el escrito presen- 
tado el 5 de Julio pasado, y lo que resulta del certificado del 
actuario de fecha 16 de Agosto del corriente año, se revoca por 
contrario imperio el auto de fecha 30 de Junio, corriendo los 
autos según su estado. 

Y proveyendo &1 otrosí del mismo escrito de fecha 30, se de- 
signa la audiencia del dia 13 del corriente á las 2 p. m. para 
que comparezca don Spiro XJngaro á absolver posiciones, bajo 
apercibimiento de tenerlo por confeso si no comparece sin justa 
causa. Eepóngase la foja. 

Juan del Campillo. 



Falla de la Huprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 14 de 1896. 

Vistos y considerando : Que el recurrente ha consentido la 
providencia recaída en su escrito de foja 3 (cuaderno de prueba), 
por la cual se le ordenaba ))resentar por separado la lista de tes- 
tigos ofrecidos por su parte. 

Que la presentaoion posterior de dicha lista por medio del es- 
crito de foja diez y seis (cuaderno de prueba), lo ha sido con un 
día de anterioridad al vencimiento del término de prueba, según 
consta del cargo puesto á dicho escrito y del certificado del ac* 
tuario de foja quince. 
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Qae en tal caso, no es posible el cumplímieuto de lo dispuesto 
en el artículo ciento veinte de la ley de procedimientos. 

Por esto, 7 con arreglo á la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, se coofirma con costas, en la parte apelada, el auto de fo- 
ja diez 7 siete (cuaderno de prueba). Repuestos los sellos, de- 
Tuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. TÁRELA. 
—OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA €.CIi]CXX 



Criminal contra Francisco Ferrarese; sobre circulación de 

billetes falsos de curso legal 

Sumario. — La sentencia no apelada por el procesado, no 
puede ser modificada en cuanto á la pena que le impone. 



Caso. — Resulta de las siguientes pieza^ : 



Fallo del Jíuem Federal 

La Plata, Julio 30 de 1896. 

Y Tistes: Los seguidos contra Francieco Ferrarese, por cir- 
culación de billetes falsos de Banco, de los cuales resulta: 
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1^ Que en elpaeblo de Lobería y con fecha 17 del mes de Octu- 
bre de 1894 comparece ante la comisaría de esa localidad don 
Arcángel Deanof rio 7 expone: que el día anterior siendo las sie- 
te 7 media pasado meridiano, llegó á su casa de negocio nn indi- 
Tiduo á quien no le sabe el nombre, y le hizo un gasto por valor 
de 8 pesos y medio, abonando su importe con nn billete de 200 
pesos, emisión del Banco de la Provincia de Buenos Aires^ que 
recien se da cuenta de la falsedad de él y viene por esto á poner- 
lo en conocimiento de la Policía, con el objeto de que ésta tome 
las niedidas que estime convenientes, recordando que el indivi- 
duo de quien lo recibió era al parecer italiano, como de 30 á 40 
años de edad, barba bastante recortada, decentemente vestido, 
llegado á su casa en un sulky, con un solo caballo, y no habién- 
dose fijado en el pelo de éste : foja 2. 

S"" Que con fecha 8 de Noviembre del mismo año, el referido 
comisario hizo comparecer al detenido con el objeto de prestar 
declaración, versando ésta sobre si sabía la causa de su prisión, si 
conocía á los señores Deanofrio, Grende y Dnrquet, si el 16 de 
Octubre había estado en casa del primero, comprando mercade- 
ría y satisfecho el importe con un billete de 200 pesos, todo lo 
cual niega en absoluto el detenido, y agrega que estuvo del día 
5 al 8 en este pueblo de Lobería con el objeto de solicitar del 
escribaao deesa localidad, una partida de defunción de Benja- 
mín Delacora, y por encargode Antonio Boviani, vecino de Juá- 
rez, regresando á este pueblo en un sulky con dos caballos : 
foja 3. 

3'' Que en la misma fecha, el comisario antedicho llamó á su 
despacho al denunciante señor Deanofrio y en presencia del de- 
tenido Ferrarese, le preguntó si lo conoce^ & lo cual dice, que es 
la misma, que el día de Octubre próximo pasado, penetraba en 
su casa de negocio siendo la oración (entre dos luces) y compró 
mercaderías por valor de 8 pesos y medio abonándole con un bi- 
llete falso de 200 pesos, y preguntado si había otras personas 



DE JUSTIGU NACIONAL 383 

presentes cuando p3DetróFerrares6 en el negocio, dice: que so- 
lamente so dependiente José Suoheli j su liija menor de 12 años 
de edad, quien alumbraba cou una vela para darle el cam- 
bio, pues dada la hora no se distinguían los billetes dentro del 
cajón. 

4® Que en la misma fecha el comisario referido hace compa- 
recer al dependiente Suchelli y á presencia del detenido le dice: 
si lo conoce, contestándole que sí, que el día 16 de Octubre al 
anochecer lo tí6 en la casa de su patrón en circunstancias que 
compraba mercaderías por valor de 8 pesos y medio, lo que 
abonó con un billete de 200 pesos, c oyéndole decir á su pa- 
trón el día siguiente que el billete era falso, por habérselo así 
manifestado el señor boticario don Fermin Elizabe». 

5° Que en la misma fecha hace comparecer á don José Cren- 
de á su despacho^ por tener conocimiento que existía en su po- 
der un billete falso de 200 pesos y le pregunta c si tiene en su 
poder billetes de banco, falsos», dice: cque sí, que tiene uno 
de 200, número 12599, serie 2*, emisión del Banco de la Pro- 
vincia de Buenos Aires», y preguntado cómo estaba en su poder 
este billete, contesta: c que e! día 22 de Setiembre, llegó á su 
negocio siendo las 6 y media pasado meridiano, un desconocido 
le compró una bolsa de galleta que importaba 9 pesos con 80 
centavos, abonando su importe cju un billete de 200 pesos, el 
cual resultó ser falso, pues pocos días después al efectuar un 
pago en la casa de comercio de los señores González y Casso se 
le rechazó el mencionado billete ». 

6^ Que preguntado por qué nó dio cuenta á la policía dijo: 
cque como habían pasado varios días sin saber que el billete 
fuera falso creyó oportuno nu dar cuenta, en la creencia de que 
no darían con el circulador»; que preguntado si recordábala 
filiación de la persona que le dio el billete falso, dice: « que sí, 
que es un hombre como de 40 años, rubio, de regular estatura^ 
al parecer italiano, y que lo conocería si lo volviese á ver; que 
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acto continuo el comisario lo hace comparecer naevamente al 
detenido y Crende al verlo manifiesta reconocer á la persona 
que el 4ía 22 de Setiembre le dio el billete falso de 200 
pesos . 

7^ Que á foja 5 vuelta, y en la misma fecha, comparece don 
Leopoldo Díaz, quien preguntado si conoce á la persona que se 
le pone á la vista (el detenido) dijo: que sí» por haberlo ocupa- 
do en asuntos de su profesión, y preguntado si recuerda la fe* 
cha en que fué el detenido á solicitar la p^irtida de defunción 
de Beujamin Delacora, contestó: c que hace veinte días, más 6 
menos >• 

8^ Que en la misma fecha se hace comparecer á don Pedro 
Durquet, á quien el comisario le manifiesta que la policía tenía 
conocimiento de que en su poder existían billetes de banco fal- 
sos, á lo cual contesta : que el día 21 de Setiembre del año pa- 
sado, ó sean 14 meses antes de esta declaración, y siendo las 3 
pasado meridiano, en circunstaucias que se hallaba en la chacra 
con su señor padre, llegó un desconocido solicitando le vendiesen 
una bolsa de maíz, á lo que se negaron ; pero en vista de la obs- 
tinación con que pedía se le vendiese el artículo accedieron, 
vendiéndosela por peso y medio, suma que abonó oon un billete 
de 20 pesos, dándose cuenta de que éste era falso, recien en el 
mes de Diciembre cuando vino al pueblo á hacer unas compras 
en la casa de negocio de los señores Agrelo hermanos y compañía, 
por haberlo así manifestado un dependiente y el encargado del 
negocio señor Alvarez; que preguntado si recuerda la filiación 
del desconocido, contesta : que era un hombre al parecer ita- 
lianOy de 35 á 40 años, rubio, barba recortada, regular estatura 
y vestía deoentemente y que acto continuo se hace comparecer 
al detenido, y el declarante Darquet manifiesta reconocer á la 
persona^ y ser ésta la que compró el maíz ante dicho, y pagado 
con el billete de 20 pesos. 

9^ Que en la misma fecha comparece don Domingo Marchesse 
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7 preguntado si conoce á Francisco Ferrarese, dijo: que sí, y 
si la noche del 16 de Octubre la pasó ea su domicilio, contesta: 
que no puede precisar la fecha, pero que hace más 6 menos 25 
días, que llegó Ferrarese á su chacra^ en la que pernoctó salien- 
do contra las 7 de la mañana del día siguiente. 

10® Que en la misma fecha se hace comparecer al detenido 
Ferrarese, quien interrogado de dónde hubo los billetes falsos, 
de qué está acusado como circulador, maniñesta: que él no ha 
circulado billetes falsos, y preguntado que de dónde iba la últi- 
ma noche que durmió en lachacra de Marchessi, dice: que del 
pueblo de Lobería. Que en la misma fecha comparece don Luis 
Yolpi, y preguntado si conoce á Ferrarese y cuál fué el último 
día que éste estuvo en su casa, dijo: que sí, y que fué el 16 de 
Octubre, retirándose como á las 5 pasado meridiano. 

Que pasados estos antecedentes al Juzgado de Paz, y previa 
la ratificación de los declarantes se hace comparecer á don Fer- 
mín Elizabe, y preguntado si conocía á Francisco Ferrarese, 
quien estaba presente en este acto, dijo: que sí, por haberlo vis- 
to varias veces en el pueblo y que la última vez fué el 16 ó 17 
del mes pasado (Octubre), en casado don Ángel Deanofrio,al os- 
curecer . 

Que llegó en un sulky y que al día siguiente supo que compró 
fideos y que pagó con un billete de 200 pesos falsos; que ésto lo 
sabe por Deanofrio quien le enseñó el papel. 

Que pasados estos antecedentes al señor Juez del crimen, 
del Departamento del Sud, éste se excusa por no correspon- 
derle el conocimiento de esta causa, haciéndose cargo este Juz- 
gado y previa vista fiscal y prestando en su consecuencia inda- 
gatoria el detenido, la cual corre de fojas 28 á 31 vuelta. Que 
á foja 32, el fiscal, deduciendo acusación en forma contra el de- 
tenido Ferrarese pide para éste la pena de 4 años de trabajos 
forzados y quinientos pesos de multa, más las costas del presente 
juicio, de cuya acusación se dio traslado al defensor ; abrién- 

T. LIT 25 
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dose á prueba esta caasa, siendo sa resaltado negati?o, según re- 
sulta del oertificado dol actuario de foja 43, con lo cual se dictó 
la providencia de autos . 

T considerando: i"" Que no se han probado plenamente las 
circunstancias requeridas á justificar la imputación del delito 
de circulación de billetes falsos en la persona del detenido, y en 
efecto, el denunciante Deanofrio expone que el día 16 de Octu- 
bre se presentó una persona desconocida, y le hace un gasto cuyo 
importe abona con un billete de 200 pesos, emisión del Banco de 
la provincia de Buenos Aires, cuyo billete, según dice, era falso, 
y preguntado quién estaba presente al entregárselo, éste asegura 
estar solamente su dependiente José Suchelli y su hija menor 
Bafaela,de 12 años de edad (resultando segundo); testimonio que 
se encuentra desvirtuado completamente por la declaración de 
don Fermin Elizabe. 

2° Que siendo esto cierto, la veracidad del delito imputado ni 
detenido queda librada al simple testimonio del ofendido y su 
dependiente. Y en cuanto al primero^ examinando especialmeu' 
te este testimonio y procurando analizar para fijar del mejor 
modo posible su naturaleza y su valor, nos encontramos con que 
á dos únicas especies se reducen en general las sospechas posi- 
bles nacidas de la persona del testigo : al error y á la voluntad 
inclinada del engaño. Para formarse por tanto un exacto con- 
cepto de lo defectuoso del testimonio del ofendido se debe con- 
siderar este testimonio con relación á las dos especies de sos- 
pechas indicadas 

3** Que la perturbación natural del ánimo del ofendido, frente 
á cualquier delito, aunque en medida distinta, según se trate de 
üelitos contraía persona ó contra la propiedad, hace aveces en- 
gañosos los reconocimientos á que se suele proceder cuando el 
ofendido no conoce al delincuente, como en el caso sub-judice 
sino por haberlo visto cometer el delito, y que en tales casos el 
ofendido no tiene otro criterio para la determinación del delin- 
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cuente, que en la exterioridad material del mismo, percibida 
en el momento del delito, su prebenda^ su edad aparente, su 
estatura, su corpulencia y su vestido, que fácilmente se advierte 
que todos estos detalles, por falta de caima en la observación^ 
no pueden ser exactamente percibidos en el momento del delito, 
con lo cual la semejanza puede con facilidad convertirse en 
identidad en el ojo del ofendido, j su error en los conocimiiüntos 
dan ocasión á deplorables resultados de la justicia punitiva, 7 que 
en cuanto á la voluntad de este ofendido, una vez justificado el 
error de que es pasible, se impone repeler ésta, por ser contraria 
á la imparcialidad de todo testigo. 

4^ Que el testigo, dependiente del querellante Deanofrio, se- 
gún lo dispuesto por el artículo 276 del Código de Procedimien- 
tos en lo criminal queda reducido á un simple indicador, y para 
el solo objeto de la indagación sumaria y en este concepto na- 
da inñuye en el ánimo del Juez, agregándose á todo esto que se 
ha infringido abiertamente lo dispuesto por el artículo 265 del 
Código antes citado, al tratarse de identificar la persona del de- 
lincuente con el detenido, circunstancia que por sí sola sería 
suficiente para su absolución. 

5"^ Que del modo cómo hein sido prestcidas las declaraciones de 
Crende (f. 4), y Durquet (f. 5 vta. del sumario preventivo), so- 
lamente se desprende el deseo de encontrar la persona del de- 
lincuente, instigados por el comisario de Policía; razón por la cual 
el Juzgado debe desestimarla, como en efecto así lo declara, te- 
niendo en cuenta sobre todo que únicamente se encuentra cons- 
tatado en autos el cuerpo del delito, faltando el delincuente, ha- 
ciendo dudar lógicamente, pues se trata de testimonios únicos é 
interesados de la exactitud de la excepción testifical, y dicho se 
está que, en caso como el presente, los testimonios deben consi- 
derarse como prueba plena, sea cual fuere su número, pues que 
en cuanto á los ofendidos, como anteriormente se ha dicho, que- 
da siempre en pié el error posible en la determinación del delin- 
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cuente y qoe aún suponiendo que la admisión de esta regla pue- 
da llevar á la absolución de un reo, el no admitirla conduce á 
la posible condena de un inocente ; que absolviendo á un reo 
sólo se produce un mero peligro para la sociedad, mientras 
que condenando á un inocente se producen dos, cuales son, un 
mal cierto y positivo para el individuo sufriendo una injusta 
pena y el de animar al verdadero delincuente impune, corrien- 
do cada cual el riesgo de ser acaso víctima de un error judi- 
cial. 

6^ Que la acusación fiscal, al pedir la pena para el presunto 
delincuente, debe tenerse en el c^^o sub-judice, como mera enun- 
ciación de ella, desprovista de toda certidumbre y fundamento 
leg&l» y sin el eco capaz de producir (por lo que resulta de au- 
tos) certidumbre jurídica, puesto que nos encontramos frente á 
frente condes aserciones distintas, una^ la del acusado, que ab- 
solutamente niega el delito imputado, y otra, la de los damni- 
ficados. ¿Y qué valor tiene en este caso la acusación fiscal ó la 
acusación pública, desposeída de pruebas convincentes para 
aplicar la pena solicitada? Ninguna. Es necesario que á ellas 
se junten otras pruebas capaces de llevar por sí solas al ánimo 
del Juzgado la certidumbre antes dioha^ y no dejarse inñnir por 
las formas más 6 menos accidentales del procedimiento positi- 
vo, máxime cuando en el caso presente resalta á la simple vista 
las sugestiones empleadas al objeto único y exclusivo de encon- 
trar un delincuente de varios delitos. 

Por estas consideraciones, y teniendo muy especialmente en 
cuenta que no se ha podido comprobar eficazmente las circuns- 
tancias del lugar, día y hora, en cuanto al delito cometido por 
el sospechado de delincuencia, se declara que si bien es pasible 
de pena el encausado Francisco Ferrarese, debe ésta limitarse 
á la sufrida, dentro de los límites de máximun ó mínimun que 
la preceptúa; dándosele así por compurgado el delito con la su- 
frida, con costas, y ejecutoriada que sea, póngasele en libertad. 



I 
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Notifíquese coa el original, regístrese en el libro de sentencias 
y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 23 de 1896. 

Suprema Corte: 

He estudiado detenidamente este proceso; y á pesar de en- 
contrar en él gravísimas presunciones contra el procesado Fran- 
cisco Ferrarese, no pienso que esas presunciones alcanzan al va- 
lor jurídiooque para fundar una condenación^ exigen los artículos 
357 y 358 del Código de Procedimientos. 

Ferrarese es acusado de haber circulado billetes falsos en el 
partido de Lobería, de Buenos Aires. Los acusadores no lo co- 
nocían, ni de nombre ni de vista, no afirman con precisión la 
época en que ellos recibieron los billetes f<ilsificado8, y sólo re- 
conocen la identidad del procesado, con la persona desconocida, 
unos, muchos días, y otros, muchos meses después del suceso. 

Con tales antecedentes no es posible establecer la certidum- 
bre legal . 

El procesado Ferrarese niega, en términos absolutos, que ha- 
ya estado en la Lobería, en la época á que se refiere la entrega 
de los billetes falsificados; que haya conocido á los tenedores de 
esos billetes, ni menos tenídolos ni entregádolos. 

Por otra parte, recibida la causa á prueba, los denunciantes 
no han justificado los extremos de la denuncia, ni siquiera que 
los billetes exhibidos sean los mismos que aseguran les entre- 
gara el procesado^ mientras que éste ha comprobado ser per- 
sona de buenos antecedentes, vivir habitualmente en otro par- 
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tido^ haber estado ea Lobería en época difereute de la referida 
á la entrega de los billetes falsificados, y con el propósito de 
obtener una partida de defnncion de una oficina pública; á lo 
que se agrega que en el registro que se hizo en su casa, no resal- 
tó hallarse en su poder vestigios que hagan presumir la pose- 
sión de billetes falsos. 

Pesadas j comparadas las presunciones en pro y en contra 
del procesado, me inclino á creer que no siendo bastantes éstas 
para constituir una plena prueba, la absolución S9 impone, con 
sujeción á lo dispuesto en el artículo 13 del Código de Frocedi- 
mientos en lo criminal. 

No obstante, como la sentencia que le impone la prisión su- 
frida, no ha sido recurrida por el procesado, correspondería á 
mi juicio, y pido á Y. E. se sirva así declararla, la confirmación 
por sus fundamentos de la sentencia de primera instancia de 
foja 64. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Noyiembre 14 de 1896. 

Vistos y considerando: Que aun cuando de autos resulta de- 
mostrada la existencia del delito á que esta causa se refiere, no 
hay prueba suficiente de que el procesado sea su autor, por más 
que hayan presunciones que han bastado para hacerlo sospechar, 
pero que son insuficientes para la plena comprobación requerida 
por derecho . 

Que la sentencia de foja sesenta y cuatro no ha sido apelada 
por el procesado, lo que hace que ella no pueda ser modificada 
en cuanto á la pena que la misma le impone. 



I 
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Por esto, j de acuerdo con lo pedido por el señor Procarador 
General, se confirma la sentencia de foja sesenta j cuatro^ en la 
parte apelada. Devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 



CAUSA CCI^XXXI 



Contra Cecilio Camargo, Guillermo Martínez y Gabino Torres; 
sobre infracción á la ley de enrolamiento 



Sumario. — Los infractores á la ley de enrolamiento, que no 
han probado sus excepciones, deben ser condenados á la pena 
de servicio militar por un año, descontando el tiempo de pri- 
sión sufrida, á razón de un día de servicio por cada uno de 
prisión. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 
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Fallo del Juem Federal 



Paraná, Julio !• de 1896. 

Y vistos: La causa segaida á instancia fiscal contra Cecilio 
Gamargo, Guillermo Martínez y Grabino Tortas, por no haberse 
enrolado en la Guardia Nacional. 

Y resultando: 1^ Que interrogados los procesados contestan: 
Cecilio Camargo, que se enroló el año 1893, lo que justifica con 
la boleta respectiva que corre á foja 3. Que nada hizo el ano 
1895, porque se encontró ausente en viaje al Paraguay, ha- 
biendo permanecido 15 días en aguas paraguayas, foja 14 vuel- 
ta; Guillermo Msirtinez, foja ^, confiesa no haberse enrolado, 
alegando haber estado enfermo en cama durante mes y medio y 
cuando se levantó, encontró ya cerrado el enrolamiento; y 6a- 
bino Torres prueba haberse enrolado en 1893 con la boleta de 
foja 7, pero no lo hizo en 1894, por encontrarse ausente, en via- 
je al Paraguay. 

De la prueba rendida resulta^ de las declaraciones del agen- 
te señor Eómulo Hernández, de foja 19, y Domingo Beoleto, fo- 
ja 23, que Cecilio Camargo salió de este puerto en los primeros 
días del mes de Enero de 1895 con destino á la República del 
Paraguay^ á bordo del pailebot Eridano, y regresó oon la 
misma embarcación cargada de naranjas en los primeros días 
de Mayo; de la de los testigos Osinaldi (calero) y Alonso (dueño 
del pailebot Sociedad), que Gabino Torres salió de este 
puerto á fines de Enero 6 principios de Febrero de 1895 en ca- 
lidad de marinero de dicho pailebot, que iba cargado de cal con 
destino á la colonia Bouvier, de donde pasó á Humaitá, re- 
gresando en Julio del mismo año; y según Badano, empleado 
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déla sab'prefectnra, Torres salió de este puerto en el baque 
mencionado, recien el primer domingo de Marzo . 

Y considerando : Que el enrolamiento abierto en toda la Ee- 
públira desde el 1^ de Febrero hasta fines de Abril de 1895, 
decretado por el Gobierno Nacional en Diciembre de 1894, fué 
un enrolamiento nuevo, y no la continuación de los anteriores, 
de modo que todos los ciudadanos de la edad requerida estaban 
obligados á inscribirse en el nueyo registro, aunque lo estuvie- 
sen ya en los anterioreí^. 

Que por lo tanto el hecho probado de haberse enrolado el 
año 1893 Cecilio Camargo y Gabino Torres, no los justifica ni 
excusa de no haberlo hecho en 1895. 

Que por lo que respecta al descargo fundado en la ausencia 
del territorio de laBepública, Camargo confiesa á foja i que 
sólo estuvo 15 días en aguas paraguayas, y Tenes, según Ba- 
dano, salió de este puerto recien en Marzo, y aunque hubiese sa- 
lido en los últimos días de Enero ó en los primeros de Febrero^ 
como afirma Osinaldi y Alonso, se dirigió primero á la Colonia 
Boavier, según Badano y Alonso, territorio argentino, pues esa 
colonia está situada en la provincia de Santa Fé, de modo que 
tanto Camargo como Torres estuvieron en territorio argentino 
parte del término de 90 días fijado para el enrolamiento, y 
pudieron cumplir este deber en cualquier puerto de la Repú- 
blica . 

Que Guillermo Martínez, no sólo no ha probado que estuvie- 
se enfermo en cama, sino que él mismo confiesa que sólo estuvo 
en ese estado durante mes y medio, lo que implica que en el 
mes y medio anterior no tuvo impedimento alguno para inscri- 
birse en el registro de la Guardia Nacional. 

Considerando que la falta de enrolamiento está definida co- 
mo delito por la ley de 28 de Setiembre de 1872, artículo 16, 
inciso 1^; que sin embargo corresponde aplicar en este caso la 
pena establecida por la ley moderna de 23 de Noviembre de 
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1895, artícnlo 35, por ser la más benigna, segan la regla con- 
signada en el artíealo 48 del Código Penal. 

Por estas consideraciones, declaro á Cecilio Camargo, Gabino 
Torres y Guillermo Martínez, delincuentes, por no haberse 
enrolado en la Guardia Nacional, y los condeno á sufrir la pe- 
na de servicio de las armas en el ejército de línea por el térmi- 
no de un año, con costas; y hágase saber. 

M. deT. Pinto. 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre £4 de 1896. 
Suprema Corle: 

Los informes médicos de fojas 40, 41 y 42 no son eficaces 
respecto á la enfermedad alegada como excepción por el proce- 
sado Guillermo Martínez. Los dos primeros, nada saben res- 
pecto de la enfermedad alegada, y el último se refiere á un reu* 
matismo asistido hará próximamente dos años, que no es el 
iuTocado como impedimento para el enrolamiento prescripto en 
la ley de Noviembre 23 de 1895. 

Las excepciones opuestas por los otros dos procesados, Cecilio 
Camargo y Gabino Torres, tampoco han sido justificadas; pues 
la ausencia comprobada, no coincide con la extensión de plazos 
acordados por la ley para el enrolamiento, como lo demuestra 
la sentencia apelada, en los resultandos de foja 31. Se ha de 
servir y. E. confirmar por ello dicha sentencia, declarando 
descontada del término de la condeiia, la prisión preventiva su- 
frida por los procesados. 

Sabiniano Kier, 
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Fallo de la Saprcnia Corte 



Buenos Aires, Noviembre 14 de 1896. 

Vistos 7 considerando: Que si bien resulta que los procesa- 
dos Cecilio Camargo y Gabino Torres se enrolaron en la Guar- 
dia Nacional en Marzo de mil ochocientos noventa y tres (fo- 
jas dos y siete), de autos aparece reconocido que no lo hicieron 
posteriormente, de acuerdo con lo mandado en el decreto del 
Poder Ejecutivo de fecha Diciembre quince de mil ochocientos 
noventa y cuatro. 

Que con arreglo al artículo veinte y nueve de la ley de veinte 
y ocho de Setiembre de mil ochocientos setenta y dos, el Poder 
Ejecutivo se hallaba autorizado, sin restricción ni limitación 
alguna, en cuanto á las épocas ó plazos, para ordenar el enro- 
lamiento de la Guardia Nacional en toda la República, á dife- 
rencia de lo que se establece en la ley número tres mil trescien- 
tos diez y ocho, de veinte y tres de Noviembre de mil ochocien- 
tos noventa y cinco, según la cual (artículo treinta y nueve) 
el enrolamiento general deberá decretarse cada cinco años. 

Que, en consecuencia, el citado decreto del Poder Ejecutivo^ 
de fecha Diciembre quince de mil ochocientos noventa y cuatro, 
dictado además en uso de sus facultades constitucionales pro- 
pias, ordenando un nuevo enrolamiento general y dejando im- 
plícitamente sin efecto los anteriores, debe y tiene que ser re- 
potado con fuerza de ley. 

Que así lo tiene establecido, de una manera expresa, esta Su- 
prema Corte en caso análogo (serie segunda, tomo segundo, pá- 
gina treinta y cuatro) y en varias causas por infracción á la cita- 
da ley de veinte y ocho de Setiembre de mil ochocientos setenta 
y dos, en virtud del nuevo enrolamiento ordenado por el decreto 
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de veinte y dos de Febrero de mil ochocientos noventa y tres, y 
qae prorroga el plazo para aquél . 

Foresto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja treinta y una, se confirma ésta, declarándose 
que debe computarse á los procesados el tiempo de prisión su- 
frida, á razón de un día de aquella por otro de servicio en el 
ejército. Devuélvanse. 

benjamín paz, — LOIS y. TÁRELA.— 
ABELBAZAN. — OGIATIOBUNGE. 



UAIJSA CCI.XXXI1 



Becigalupi y Marinoriy contra don Enrique Brisson, por daños 
y perjuicios; sobre defecto legal en el modo de proponer la 
demanda. 



Sumario. — No procede la excepción dilatoria de defecto le- 
gal en la demanda que renue los requisitos que exige el artícu- 
lo 57 de la ley de Procedimientos. 



Caso. — Don Juan A. Mazzini, por Bacigalupi y Marinon, 
dedujo demanda contra don Enrique Brisson, por daños y per- 
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juicios enTirtudde sentencia que le dejó á salTO sus acciones • 
dictada en el juicio criminal seguido por el último contra los pri- 
meroSy sobre falsificación de marca de fábrica, de la que fueron 
absueltos. Fundó la demanda en los artículos 519 y siguientes 
del Código Civil, expresó las pérdidas snfridas con motivo del 
citado juicio y las ganancias que dejó de percibir, que estimó 
en 110.352 pesos moneda nacional, suma que demandaba, 
más los intereses y costas. 

El demandado opuso excepción de defecto legal, manifestan- 
do que los artículos 519 y siguientes del Código Civil no po- 
dían fundar la demanda, por referirse á casos y situaciones 
distintas, y que la demanda no determina la acción que se de- 
duce, ni la que haya sido reservada en la sentencia á que se 
refieren los actores. 



rallo del Jfues Federal 

Buenos Aires, Agosto 13 de 1896. 

Y vistos : Para resolver la excepción opuesta de defecto le- 
gal en el modo de proponer la demanda. 

Y considerando : Que la demanda interpuesta reúne los re- 
quisitos requeridos por el inciso 4^ del artículo 73 de la ley de 
procedimientos; y la omisión del artículo en que se apoya no es 
suficiente para que prospere esa excepción, puesto que puede y 
debe ser suplida por el Juzgado al tiempo de su pronunciamiento 
definitivo. 

Por ello, y de acnerjdo con las consideraciones legales aduci- 
das en el presente escrito, se resuelve no hacer lugar á la ex- 
cepción deducida, con costas, y contéstese derechamente el tras- 
lado pendiente. Repónganse las fojas. 

AgxjLStin ürdinarrain. 
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Fallo de to Suprema Corto 

Buenos Aires, Noviembre 14 de 1896. 

Vistos 7 considerando : Que en la demanda defoja dos se en- 
cuentran reunidos los requisitos que exige el artículo cincuenta 
y siete de la ley de procedimientos. 

Por esto y fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja trece Tuelta, se confirma éste en todas sus partes, siendo 
las costas del recurso á cargo del apelante. Bepuestos los sellos, 
deTuélyanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA CCI.XXXIII 



Don Antonio Souef contra don Víctor Ktotz, por nulidad de 
marca; sobre revocatoria de resolución de la Suprema Corte 



Sumario. — Los autos dictados por la Suprema Corte en vir- 
tud de apelación concedida y no observada, no son susceptibles 
de reposición, ni de revisión. 
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Caso. — Dictada la senteucia de feoha 7 de Noviembre, el 
señor Baaé pidió á la Corte que la dejara sin efecto, en virtud 
del reourso de revisión que interponía, por haber el inferior 
concedido mal la apelación . 



Fallo de la Supreina Corte 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1896. 

Habiendo terminado la jurisdicción de esta Suprema Corte 
en virtud del auto de foja cuarenta y cnatro, dictado á mérito 
de apelación concedida 7 no observada por esta parte, y no sien- 
do el caso de proceder en grado de revisión con arreglo al artí- 
culo siete de la ley de diez y seis de Octubre de mil ochocientos 
sesenta y dos y artículo doscientos cuarenta y uno de la ley de 
Procedimientos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGE. 



CAVSA €;CI.X1Í.1[IV 



Criminal contra Octavio Freundy por apropiación de caudales 

públicos; sobre revisión de sentencia 

Sumario. — No procede el recurso de revisión de sentencias 
pasadas en cosa juzgada, si no se verifica ninguno de los casos 
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previstos por el artículo 551 del Código de Procedimientos ea 
lo Criminal, 



Caso. — En Noviembre de 1896, Octavio Freiind se presentó 
ante la Suprema Corte deduciendo recurso de revisión de la 
sentencia pronunciada con fecha Noviembre 20 de 1894, que se 
encuentra en el tomo 58, página 127 de los Fallos. Fundó el 
recurso en el inciso 4 del artículo 551 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal^ sosteniendo que debía habérsele aplica- 
do la pena que señalad Código Penal, por ser posteriora la ley 
de 14 de Setiembre de 1863. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 13 de 1896. 
Suprema Corte : 

Se ha aplicado al procesado la pena que correspondía á un 
delito. Era éste e) de apropiación de dineros públicos, que es 
un delito perpetrado contra la Nación, regido por la ley espe- 
cial sobre crímenes contra la Nación, de 14 de Setiembre de 
1863. 

No existe ley alguna posterior á aquella, que modifique la pe- 
nalidad; yes improcedente la invocación que se hace del artí- 
culo 551 del Código de Procedimientos en lo Criminal, para la 
revisión de las sentencias ejecutoriadas. 

Sírvase Y. E. así declararlo. 

Sabiniano Kier. 
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FaIVo de Ia Suiírema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1896. 

Autos 7 vistos : No estando al presente oaso comprendido en 
ninguno de los qne con arreglo al artículo quinientos cincuenta 
7 uno del Código de Procedimientos en lo Criminal, pueden mo- 
tivar el recurso de revisión contra las sentencias pasadas en au- 
toridad de cosa juzgada 7 de acuerdo con lo expuesto 7 pedido 
por el señor Procurador General, se declara improcedente el 
recurso deducido á foja una. Repuestos los sellos, archívese. 

BENIAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGB. 



CAUSA CCIiXXXT 



Don José R. Blanch, contradon Felipe Mayol, por reivindicación; 

sobre prueba testimonial 



5íimarto.-— Vencido el término de prueba, no es admisible 
la declaración de testigos, que no se prestó dentro de él^ por no 

T. LZT 26 
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haber la parte presentado en oportunidad el interrogatorio á 
cuyo tenor debían declarar. 



Caso. — La parte de Mayol pidió que se librara nuoTo exhor- 
to al Joez Federal de la Capital para el examen de varios tes- 
tigos qne tenía presentados, fundada en no ser exactas las cau- 
sales perlas que, según diligencia del secretario de dicho jues, 
no se recibieron las declaraciones. 

£1 juez no bizo lugar, por constar de autos que el interesado 
no presentó el interrogatorio respectivo ante el juez exhortado. 
Mayol apeló de este auto, y de otro dictado á petición de la par- 
te contraria, por el cual se mandaba certificar sobre el venci- 
miento del término de prueba. 



Fiillo de lA SuiíreniA Corte 



Buenos Aires. Noviembre 17 de 1896. ' 

Vistos y considerando : Que el pedido de reiteración conteni- 
do en el escrito de foja diez y seis, ha sido hecha después de ven- 
cido con exceso el término de prueba. 

Que la prueba testimonial debe ofrecerse y producirse dentro 
del término señalado al efecto. 

Que aunque la jurisdicción ha establecido una excepción á esa 
regla, tan sólo para cuando la prueba ofrecida dejó deprodacír- 
V se sin falta alguna imputable á la parte, es evidente que el pre- 
sente caso no se encuentra comprendido en la expresada excep- 
ción, pues consta que el recurrente no presentó en oportunidad 
el interrogatorio á cuyo tenor debían ser examinados los testi- 
gos. 
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Qae el aato Je foja noventa y una vaella, es arreglado á de- 
recho, atento el estado de la causa. 

Por esto, se confirman, con costas, los autos apelados de fo- 
jas ochenta y nueve y noventa y una vuelta. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGB. 



CAUSA CCIiXXXYI 



Criminal contra Pedro Piatti, por infracción á la ley de 
enrolamiento ; sobre reapertura del proceso 



Sumario. — En las causas criminales concluidas por sen- 
tencia pasada en cosa juzgada, no procede la reapertura del 
proceso ante el Juez Federal. 



Caso. — Dictada sentencia condenatoria contra el detenido 
Pedro Piatti, su defensor, hallándose aquella consentida, se 
presentó solicitando que fuera reformada 6 revocada, pues re- 
sulta que su defendido está enrolado en la guardia nacional, en 
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1892, según consta de la boleta que presentaba, agregando qne 
resultaba así inexacto el f andamento de la condena, porque es- 
tando enrolado en el año 1892, no debía hacerlo en 1895; que su 
petición procedía por tratarse de juicios que no causan instan- 
cia, 7 que por último, debía acordársele un término para justi- 
ficar qne su defendido estuvo imposibilitado de enrolarse en 
1895. 

Fiíllo del Jues Pedeml 

LaPlaU, Julio7 de 1896. 

Vistos 7 considerando : 1^ Que la sentencia de foja 5, se en- 
cuentra no sólo consentida^ sino ejecutoriada, razón por la cual 
el Juzgado be ha desprendido de su jurisdicción. 

2® Que aún en el supuesto de que las resoluciones dictadas en 
juicio como el presente, no pasaran en autoridad de cosa juzga- 
da, como pretende el defensor en el escrito de foja 9, en el cual 
solicita se abra un término de prueba al objeto de constatar la 
imposibilidad material que tiene su defendido para no cumplir 
con la le7 de enrolamiento, tampoco podría este juzgado enten- 
der originariamente. Por estos fundamentos, no ha lugar á lo 
solicitado 7 archívese. Notifiquese con el original. 

Mariano S. de Aurrecoechea, 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 4 de 1896. 
Suprema Corte : 

La resolución de foja 5, fué notificada personalmente al pro- 
cesado Pedro Piatti 7 á su defensor. Fué consentida 7 se ha 
mandado cumplir. 
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No podría hoy reabrirse el jaicio para justificar las excepcio- 
nes nueTamente alegadas por el defensor nombrado á foja 8. El 
jaicio concluido aunque por trámites abreviados, es definitivo, 
é inhabilita por ello su reapertura, las disposiciones relativas 
del Código de Procedimientos. Pido por ello á V. E. se sirva 
confirmar el auto de foja 9, que así lo resuelve. 

Sabiniano Kter. 



Fallo de lii SuiíremA C^rfe 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1896. 

Vistos 7 considerando: Que la gestión promovida en el escri- 
to de foja once, no está comprendida en ninguno de los casos que 
con arreglo al artículo quinientos cincuenta y uno del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, pueden motivar el recurso de 
revisión contra las sentencias pasadas en autoridad de cosa juz- 
gada. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja trece vuelta . Devuélvanse . 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 
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€ AVBA t;CXXXX¥II 



Doria Felisa Podestá de Bianchi, en tercería contra el Banco de 
la Nación y don Nicolás B. Bianchi; sobre prueba testimo- 
nial. 



Sumario. — Consentida la proYÍdencia que manda presentar 
por separado la lista de los testigos, no es admisible la prueba 
testimonial, si dicha lista se presenta fuera del término. 



Caso. — Estando recibida la causa á prueba^ la parte de la 
tercerista solicitó diversas diligencias, ofreciendo también prue- 
ba de testigos. 

El juez proveyó respecto de lo último, mandando que se pre- 
sente por separado la lista de testigos, lo que se cumplió des- 
pués de vencido el término de prueba, pidiendo la tercerista 
que se señalara día para la declaración de los testigos. 

El Banco se opuso. 



Fallo del flues Federal 



Buenos Aires, Setiembre 24 de 1896. 



Y vistos: Considerando: i° Que el testigo Francisco Man- 
draccio, á Quya declaración se opone el ejecutante, fué ofrecido 
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dentro del término de prueba, según resulta del certificado de 
foja. . • con los requisitos de ley. 

2^ Que la circunstancia de habérsele ordenado á la tercerista, 
lo presente en nómina separada, no implicaba el concepto de 
que debía hacerlo dentro del término» bajo apercibimiento de no 
serle aceptado en caso contrario, pues la ley no les impone alas 
partes esta obligación, y cuya medida tiene sólo por objeto faci- 
litar el procedimiento . 

Por estas consideraciones y las concordantes del escrito de 
foja 52, no ha lugar á la oposición deducida á foja 33. En con- 
secuencia, señálase la audiencia del día 9 del mes de NoTiembre 
á la una de la tarde para que tenga lugar la declaración del 
expresado testigo, á quien se citará en forma. 

Repónganse las fojas sin más trámite. 

P. Olaechea y Alcorta. 



Fallo de ím Supreum Corte 

Buenos Aires, Noviembre 19 de 1896. 

Vistos y considerando: Que la tercerista consintióla providen- 
cia recaída en su escrito de foja diez y ocho, por la cual se le 
ordenaba presentar por separado la lista de testigos ofrecidos 
por su parte. 

Que la presentación posterior* de dicha lista por medio del 
escrito de foja veinte y ocho, lo fué con fecha veinte y nueve de 
Octubre de mil ochocientos noventa <y cinco, cuando ya el tér- 
mino de prueba se hallaba vencido, según el certificado corrien- 
te á foja cincuenta y nueve vuelta. 

Que la prueba debe ofrecerse y4producirse dentro del término 
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señalado al efecto, correspondiendo á las partes urgir para que 
ella se practique . 

Que la tercerista no sólo ha presentado la lista de testigos 

después de vencido el término de pruel)a, sino qae en ves de 

ol)rar con diligencia dentro del mismo, ha presentado lacad a 

lista más de un mes después de bal)erle sido exigida por el auto 

de foja diez jocho. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto apelado de foja se- 
senta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGB. 



CAUSA CCJIiX^líXVlIl 



E. dell A cqua y compañía contraía Intendencia de Guerrüy 
por cumplimiento de contrato; sobre competencia 



Sumario. — Las demandas contra la Intendencia de Guerra, 
creada por la ley número 3305, dehen entenderse deducidas 
contra la Nación, j no proceden sin el permiso del Congreso. 



Caso. — Besulta de las siguientes piezas: 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

La ley número 3305, que creó la Intendencia de Gnerra. sólo 
entendió crear una repartición del Ministerio de la Guerra, con 
el objeto de correr con el aprovisionamiento del ejército, así 
como su mantención, adquisición de efectos necesarios, pagos 
desneldos, etc. 

En todos esos actos, según el texto mismo de la ley aludida, 
la Intendencia de Guerra procede siempre como una dependen- 
cia del ministerio del ramo, requiriendo la ley que tenga auto- 
rización en cada acto de los qu<j ejecuta en cumplimiento de su 
misión (art. 3 y 4). 

Tal origen aleja toda idea de que la mencionada intendencia 
pueda ser considerada como una identidad jurídica, capaz por 
sisóla de estar enjuicio, como demandante ó demandada, é in- 
duce por el contrario á considerarla como una simple repartición 
del gobierno en el ramo de la guerra. 

Este concepto por sí solo determina la inaplicabilidad del in- 
ciso 6^ del artículo 2^ de la ley sobre jurisdicción y compe* 
tencia de los tribunales federales de 1863, de que se hace mé- 
rito en el precedente escrito para j ustifioar la competencia de 
V. S. en el presente caso. 

Este mismo concepto determina también que los actos y con- 
tratos de la Intendencia de Guerra, son actos de índole adminis- 
trativa que deben ser resueltos por el poder administrador y 
extraños por tanto á la jurisdicción de Y. S . 

La Suprema Corte, á propósito de la aduana, ha estableci- 
do esta doctrina en el fallo que corre en el tomo 7, página 221 , 
2" serie, cuyas conclusiones, como Y. S. verá, sod perfectamente 
aplicables al caso presente . 



410 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Envirtnd de lo expuesto, creo que Y. S. debe declararse íD' 
competente, mandando qae los recurrentes ocarran donde co* 
rresponda. 

J. Botet. 



Fiillo del Jlues Federal 



Buenos Aires, Agosto 8 de 1896. 

Autos y Tistes: Por los fundamentos de la precedente vista, 
se declara el Juzgado incompetente para entender en el juicio 
promovido, mientras no se deduzca la acción conforme á dere- 
cho. 

P. Olaechea y Alcorta. 



VISTA DEL SBSOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 16 de 1896. 
Suprema Corte : 

Las intendencias militares creáronse, según la ley 3305, co- 
mo dependencias del Ministerio de Guerra y Marina, encarga- 
das de proveer al ejército y armada, respectivamente. Las com- 
pras que efectúe, así como los contratos sobre trabajos y sumi- 
nistros, se realizarán en la forma que determine en cada caso 
el Poder Ejecutivo, según su artículo 4^. £1 personal de las 
intendencias se forma de empleados á sueldo, con sujeción á la 
ley de presupuesto, según el artículo 9®, y sujetos á la juris- 
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dicción militar en las condiciones establecidas en el Código 
penal militar, segnn el artículo 10. 

Besulta de estas prescripciones legislativas, qne las inten- 
dencias militares, no tienen personería jurídica, ni ejercen 
fonciones administrativas por autoridad propia. Son meras en- 
cargadas de realizar los actos autorizados por el Poder Ejecu- 
tivo, conforme á sus instrucciones, sujetos á su aprobación j 
sometidos á su responsabilidad. No caen por ello bajo el régi- 
men del artículo 2^, inciso 6®, de la ley sobre competencia de la 
justicia nacional, que si bien autoriza el ejercicio del fuero na- 
cional en las causas en que la Nación sea parte, esto se entien- 
de en la forma y con las limitaciones y autorizaciones estable- 
cidas en la jurisprudencia que consigna los fallos de V. E. 

Por ello, pido áY. E. la confirmación del auto recurrido de 
foja 13 vuelta, que declara al juzgado federal incompetente 
para entender en el juicio promovido contra la intendencia, 
mientras no se deduzca la acción conforme á derecho. 

Sabiniano Kier. 



Fiillo de lA Siipreiiiii l^orte 

Buenos Aires, Noviembre 19 de 1896. 

Vistos y considerando : Que el Presidente de la República 
tiene á su cargo la administración general del país (artículo 
treintay seis, inciso primero, de la Constitución Nacional). 

Que la intendencia de Guerra es una mera dependencia de 
la administración y no tiene existencia propia 6 independiente, 
con arreglo ala ley de so creación. 

Que en esta virtud, la demanda deducida á foja nueve, debe 
entenderse dirigida contra la Nación. 
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Por esto, 7 de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se confirma, con costas, el auto apelado 
de foja trece vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BCNGE. 



CAUSA CCIiXXXIX 



Don Miguel Arguello contra don Julián M. Fablet, por nulidad 
de un acto jurídico; sobre excepción dilatoria 



Sumario, — No proceden más excepciones dilatorias que las 
declaradas tales por la ley de Procedimientos. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Summ Federal 

La Plata, Mayo 28 de 1896. 

T vistos: El incidente promovido por don Julián M. Fablet 
en autos con don Miguel Arguello, sobre escrituración de nn 
contrato de retroventa. 
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Y resultando : 1® Que con fecha 10 de Marzo del corriunte año, 
don Miguel Arguello se presentó entablando demanda contra 
don Julián M. Fablet, sobre restitución de una finca de su pro- 
piedad. Tendida con pacto de retroTenta, j cuya ubicación se 
determina en el escrito de foja... 

2^ Que declarado el asunto de la competencia del juzgado y 
corrido el traslado déla demanda, el demandado á foja 23 se 
presenta acompañando un contrato público celebrado con el de- 
mandante y manifestando que, á Tirtud de las estipulaciones 
contenidas en ese documento, no se encuentra obligado á con- 
testar la demanda^ puesto que las obligaciones contraídas, se 
gun el artículo 1197 del Código Civil, forman para los contra- 
yentes una regla ala cual deben someterse, como ala ley misma. 
Y agrega, que por ese documento el demandante renuncia á la 
acción que hoy interpone, y que para ser oido, privada 6 judi- 
cialmente, debía acreditar previamente haber hecho el depósito 
déla cantidad, importe déla retroventa, como lo establece ese 
contrato. 

Y considerando : 1^ Que sustanciada la excepción propuesta, 
se sostuvo por parte del actor su improcedencia, por no ser 
excepción dilatoria y referirse al fondo de la cuestión, no estan- 
do autorizada por ninguna disposición de la ley de enjuicia- 
miento. 

2° Que la excepción en la forma propuesta, de no contestar- 
se la demanda por una causa que incumbe á la solución defini- 
tiva, á saber, si el actor cumplió 6 no cumplió por su parte las 
obligaciones del contrato, resulta claramente extemporánea. 

3<> Que si la excepción debe entenderse de previo pronuncia- 
miento para contestar la demanda, se sigue en tal caso, que es 
excepción dilatoria y debe resolverse con arreglo á lo proscrip- 
to en el artículo 73 de la ley de enjuiciamiento. 

i® Que las únicas excepciones a£{mm6/e5 son las establecidas 
en los artículos 73 y 74 de la citada ley de enjuiciamiento, en 
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cuyas disposiciones no se encuentra comprendida la excepción 
opuesta 7 de que se sigue que el demandado no ha tenido si- 
quiera razón plausible para deducirla. 

Por esto no se hace lugar, con costas, á la excepción opuesta 
y contéstese derechamente la demanda. Notifíquese con el ori- 
ginal é inscríbase en el libro de sentencias, reponiéndose los 
sellos. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Vulto de Im SapremA Corte 

Buenos Aires, Noviembre 19 de 1896. 

Vistos j considerando : Que como lo establece el auto apela- 
do, la excepción opuesta por el demandado no está comprendi- 
da entre las que el artículo setenta y tres de la ley de proce- 
dimientos declara únicamente admisibles como excepciones di- 
latorias. 

Por ésto, se confirma, con costas, el auto apelado de foja 
veinte y nueve. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA CCXC 



Don Juan C. Massaro, contra el Banco Nacional, por cobro 
ejecutivo de honorarios ; sobre devolución de depósito 



Sumario. — Terminado el juicio ejecutivo no haciendo lugar 
ala ejecución, debe dcTolverseal ejecutado la suma depositada 
á embargo. 



Caso. — Diotado el fallo que se registra en el tomo 51 , pá- 
gina 1% el representante del Banco pidió que se pusieran á la 
orden de éste los fondos dados á embargo. 



Auto del Jluea Fedeml 



Buenos Aires, Febrero 29 de 1896. 

De conformidad con lo pedido, déjase sin efecto la consigna- 
ción de que habla el presente escrito, y líbrese oficio al Banco 
de la Nación Argentina para que haga la transferencia en la 
forma que se solicita. 

Campillo. 
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Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Abril 23 de 1896. 

CoQsideíando : V Que la tasación practicada por el señor 
Juan G. Massaro, corriente á foja 34, se refiere á un terreno 
perteneciente al demandado, situado en la calle de Tncuman 
entre las de Passo y Centro América. 

^'^ Que según resulta del escrito de foja 69 el expresado te- 
rreno ha sido Tendido por el Banco Hipotecario de la provincia 
de Buenos Aires con arreglo á las prescripciones de su ley or- 
gánica, habiéndose ordenado por el Juzgado el levantamiento 
de las inhibiciones decretadas contra el demandado Storni, al 
solo objeto de la escrituración del mencionado terreno. 

3^ Que el representante del Banco al evacuar el traslado del 
escrito de foja 177 no ha negado los hechos en que se funda la 
petición del perito Massar o, limitándose á sostener que la reso- 
lución de la Suprema Corte, corriente á foja 61, no da derechos 
á Massaro para promover un nuevo juicio por haber cosa juzga- 
da. 

Que resultando de los antecedentes enunciados haber pasado 
al dominio de terceros los bienes embargados y tasados en este 
juicio^ en virtud de la venta realizada por el acreedor hipoteca- 
rio, el perito Massaro no está obligado á correr la suerte del 
Banco Nacional, en cuyo beneficio practicó aquel la tasación de 
los bienes embargados. 

Forestes fundamentos y los aducidos en el escrito de foja 77, 
déjase sin efecto el auto de foja 76. Repóngase la foja. 

Juan del Campillo, 
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Falle de la Suprema Cerie 

Buenos Aires, Noviembre 21 de 1896. 

Vistos 7 considerando: Que el depósito á que se refiere el re- 
cibo de foja cuarenta y tres, se practicó con motivo de la ejecu- 
ción promovida por don Juan G. Massaro para el pago de ho- 
norarios regulados en la causa. 

Que dicha ejecución terminó mediante la sentencia de foja 
sesenta y una, que nohizo lugar á ella. 

Que, en consecuencia, la devolución de la suma consignada no 
es sino el cumplimiento de sentencia ejecutoriada. Por esto, se 
revoca el auto apelado de foja ochenta y siete. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN* -^ 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA €€XCI 



Don Antonio de Oro contra don Trifon Cárdenas ; sobre 

daños y perjuicios 

Sumario. — Comprobado el mérito de los perjuicios, declara- 
dos de cargo del demandado por sentencia firme, debe ordenarse 
su pago. 

T. IXV 27 
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Caso. — Resulta del 



Fallo del Juea Federal 



Buenos Aires, Agosto 10 de 1895. 

Y vistos: estos autos seguidos por don Antonio de Oro contra 
don Trifon Cárdenas, sobre indemnización de daños y perjui- 
cios. 

Resulta : Que Oro entabló acción contra Eduardo de Galles á 
objeto de obtener que se diera cumplimiento á un contrato de 
compra y venta de una casa situada en esta Capital, en la calle de 
Montevideo número 426 (antigua numeración), hoy 766. Tra- 
mitado el juicio, Galles fué condenado á escriturar dentro del 
término de 10 días. Dentro de este término Galles manifestó 
que había hecho cesión de sus derechos á favor de don Trifon 
Cárdenas. Admitida la cesión por el Juzgado, se intimó á Oro 
entregase los títulos de la propiedad al escribano designado pa- 
ra la escrituración y á Cárdenas el depósito del precio corres- 
pondiente. Esta resolución fué apelada por Oro, y luego desis- 
tió de la apelación, bajando los autos de la Suprema Corte, á 
lin de que se llevase adelante el juicio. Hecha la liquidación de 
lo que Cárdenas debía abonar como precio de la finca comprada 
por él, se le intimó nuevamente el depósito. Entonces Cárdenas 
manifestó no estar ya dispuesto á efectuar la compra y que de- 
sistía de ella. El Juzgado en tal virtud declaró rescindido el 
contrato y á cargo de Cárdenas los daños y perjuicios resultan- 
tes de la falta de cumplimiento. Apelada esta sentencia por 
Cárdenas, en cuanto le condenaba al pago de perjuicios, la Su- 
prema Corte la confirmó, fundándose en que era imputable á 
Cárdenas la rescicion del contrato. 
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Qae terminado en esta forma el juicio sobre escrituración, 
Oro se presentó demandando á Cárdenas por los daños y perjui- 
cios que se habían declarado á cargo de él, estimándolos en la 
diferencia entre el precio de venta estipulado en el contrato que 
se había rescindido y el que resultase tener en ese momento 
la propiedad objeto de aquel contrato, más los intereses corres- 
pondientes. Opuesta por Cárdenas, excepción de incompetencia, 
ella fué desechada; y mientras se instauraba la apelación inter- 
puesta por Cárdenas, Oro se presentó á la Suprema Corte, pi- 
diendo se hiciera saber á Cárdenas que la propiedad aquella iba 
á ser Tendida en remate público por la casa de Bullrich y compa- 
ñía, según estaba anunciado. Esto se hizo saber al represen- 
tante de Cárdenas el día mismo del remate á las 10 a. m. £1 
remate debía efectuarse alas 4 p. m. Establecida por la Supre- 
ma Corte la competencia delJuzgado para entender en el jui- 
cio, Oro modificó su demanda, exponiendo que la propiedad obje- 
to del primitivo contrato de compra venta, había sido vendida 
en remate, obteniéndose por ella la suma de 23.100 pesos; que 
los perjuicios que se le debían indemnizar consistían por tanto 
en 7,558 pesos 50 centavos, que era la diferencia entre el pre- 
cio de 30.000 pesos, convenido en el contrato, y el obtenido en 
el remate, deducción hecha de los gastos, más los intereses de la 
demora. Con la contestación de Cárdenas el antecesor del in- 
frascripto falló el asunto en el sentido de la demanda (f. 210). 
Cárdenas alegó de nulidad y apelación de esta sentencia y la Su- 
prema Corte (f. 231) dejóla sin efecto en virtud de que se ha- 
bían alegado hechos cuya comprobación era pertinente. Vuelta 
la causa al Juzgado, fué recibida á prueba habiéndose produci- 
do por ambas partes la que corre agregada de fojas 287 á 272 
vuelta. Con los alegatos respectivos se llamó autos para sen- 
tencia. 

T considerando : Que habiendo la sentencia firme de foja 124 
vuelta, impuesto á Cárdenas la indemnización de los daños y 
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perjuicios resaltantes de la inejecacion del contrato de foja i*, 
no es del caso disentir, como la parte de Cárdenas lo pretende, 
á quién corresponde la culpa de la falta de cumplimiento. La 
rescisión ha sido declarada, y Cárdenas ha sido condenado al 
pago de los daños y perjuicios resultantes de la rescisión que 
le ha sido imputable. La única cuestión á resolver es, pues 
acerca déla existencia de los perjuicios y su mérito. 

Que la época á que debe referirse la investigación, sobre la 
existencia y mérito de los perjuicios, es aquella en que debió 
escriturarse la propiedad y en que no se escrituró por desisti- 
miento de Cárdenas, es decir, desde la declaración de rescisión 
del contrato de foja 1* á favor de Cárdenas, ó sea desde la fecha 
del auto en que se mandaba cumplir lo resuelto por la Suprema 
Corte respecto de la rescisión, foja... 

Hasta ese momento. Oro no podía disponer de su propiedad, 
ella estaba afectada á las resultas del juicio sobre escrituración. 

Si en ese momento la propiedad valia menos del precio por 
el cual fué vendido á Galles y Cárdenas, el perjuicio que Oro su- 
fría con la rescisión estaba evidentemente representado por ese 
menor valor. 

El mismo Cárdenas reconocía la depreciación del bien raíz, 
al hacer el desistimiento, siendo esta misma circunstancia uno 
de los motivos en que lo fundaba. 

La propiedad fué vendida en remate público con noticia de 
Cárdenas y después de los anuncios respectivos, por una casa de 
las más acreditadas del ramo, obteniéndose por ella 2S. 100. 
El comprador formalizó la compra^ y la recibió en presencia del 
escribano, descontada la hipoteca que la finca reconocía. 

Las declaraciones de foja 244 á foja 249 vuelta concurren á 
probar que la venta se hizo en forma y que el precio obtenido 
era el que la propiedad tenía en esa época. 

La prueba producida por Cárdenas resulta inoficiosa^ pues se 
encamina á demostrar que la propiedad tenía on valor más alto 
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qne el de compra (30.000 pesos) en 1889, es decir, en nna muy 
anterior á la rescisión. 

Que habiéndose justificado que la propiedad objeto del pri- 
mitivo contrato, valía menos del precio estipulado en el dicho 
contrato, en la época de la rescisión, el perjuicio sufrido por 
Oro está demostrado ; y siendo así que el precio obtenido en el 
remate era el que correspondía al valor de la propiedad en esa 
época, el mérito del perjuicio queda establecido por la diferen- 
cia entre uno y otro precio, más los intereses desde el día de la 
interpelación de foja 148. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á don Trifon Cárde- 
nas á pagar á don Antonio d ) Oro dentro de 10 días la suma de 
7558 pesos 50 centavos moneda nacional, más los intereses á es- 
tilo de Banco desde el día de la demanda de foja 148. 

Las costas serán á cargo del demandado. Notifíquese con el 
original y repóngase con el papel. 

J. F. Lalanne, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 21 de 1806. 

Vistos y considerando: Que el mérito de los perjuicios que el 
demandado está en la obligación de pagar como lo establece la 
sentencia firme de foja ciento treinta y cuatro, está suficiente- 
mente comprobado por la prueba producida por el actor, sin que 
desautorice el mérito de ésta la rendida por el demandado. 

Por estoy sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
cia apelada de foja doscientos noventa y seis. Bepuestoslos se- 
llos, devuélvanse. 

1 benjamín paz. — ABEL BAZAR. — 

OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA C€;XCTI 



Contra Pablo Torres y José G . Paz, por tentativa 
de defraudación al (iobierno Nacional 



Sumario. — La tentativa de defrandacion al Gobierno Na- 
cional debe ser castigada con la pena del delito consumado^ re- 
ducida desde la cuarta parte á la mitad. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



Fallo del Jues Federal 



Salta, Octubre 6 de 1895. 

Vistos : En el juicio criminal seguido á instancia fiscal contra 
don Pablo Torres y don JoséG. Paz, por alteración de docu- 
mentos oficiales y cobro de cuentas falsas, con ánimo de defrau- 
dar al gobierno nacional. 

Besulta: Que el acusado Pablo Torres, siendo jefe de la estación 
Chiloas, en el Ferrocarril Central Norte, presentó el balance d% 
foja 24, por leña consumida y existente en el mes de Abril de 
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1893, adjuntando los vales de foja 1 á foja23, y haciendo figu- 
rar según éstos, 83 y 1/2 metros de leña consumíday una exis- 
tencia de 16 y 1/2 metros, á favor del proveedor don Mariano 
Centeno, por quien don José Gabriel Paz, en las cartas de fo- 
jas 34 y 35 exigía á la administración del Ferrocarril el pago de 
déla cuenta de foja 25, por los 200 metros que arrojaban di- 
cho balance y vales adjuntos; pero las oficinas cAlmacenes Ge- 
nerales», cTracoion» y el contador informaron, de foja 25 vuel- 
ta á foja 26, que si bien la cuenta de Paz estaba conforme con 

el parte mensual del jefe de la estación Chucas, según los 

« 

partes diarios de los maquinistas, se habían consumido allí sólo 
43 metros de leña en el mes de Abril. Que notando esta dife- 
rencia y las enmendaturas en números y en el nombre de la es- 
tación, en los vales signados con tinta negra, de 17 á 23, el 
gefe de tracción, con el contador, compulsaron los talones de 
las diferentes libretas de maquinistas, y por ellas comproba- 
ron que esos vales eran falsificados, sustraídos de alguna délas 
oficinas de aquella administración y anteriormente cobra- 
dos. 

Al siguiente día de presentada la cuenta, el encargado del 
taller en General Gúemes informó, en telegrama de foja 27, 
que en Chilcas no existían sino 18 metros 90 centímetros, 
salvo la que pudo haber levantado la locomotora número 40, 
el 1° de Mayo, según agrega el gefe de tracción á foja 26 
vuelta. 

En el sumario ordenado por la administración informan: 
El maquinista Santiago Nieto, que el vale número 22 es suyo, 
pero que la palabra cdos ha sido convertida en doce, por mano 
extraña, que agregó la letra e»; el maquinista Constantino Ta- 
roli, que el vale número 18 es firmado por él, pero que está en- 
mendado por otro en la cantidad de metros, que fué tres y no 
ocho, como lo comprobó con el talonario respectivo. Que el va- 
le número 17 ha sido enmendado también por otra persona, en 
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el número dos, conTiitiéndolo en tres después de entregado al 
Cfambiador. El maquinista J. Montenegro, qae los Tales 23 y 
19 (f. 17 7 2i) fueron expedidos por él, pero están alterados 
por otra persona en la fecha y nombre de la estación; que de- 
bió haberlos expedido en Agosto de 1882, cuando tenía á su 
cargo lamáquina cQ-eneral La valle», indicada en los vales, pues 
el 17 y 18 de Abril del año 93 ya no viajó en ella, ni pudo dar 
vales, por haber sido suspendido en el servicio el 16 del mismo 
mes. 

El procesado Torres reconoce el balance y confiesa que el 30 
de Abril no habría en la estación más de 30 metros cúbicos de 
leña, pero hizo figurar 116 y V^t porque los contratistas te- 
nían pronta, para poner en planchada mayor cantidad, y tomó 
esta medida para evitar el robo de este combustible. Que don 
José G. Paz fué quien arregló todos los vales, y abusando de la 
confianza que en él tenía introdujo esos vales enmendados, sin 
que se apercibiese el declarante. 

A foja 31, el sindicado Paz confirma lo dicho por Torres» en 
cuanto á lo convenido para evitar el robo de leña en planchada, 
pero niega haber tenido intervención en los vales, confesando 
que la tuvo en la operación del balance; que notó las enmendatu- 
ras^ pero las atribuyó á errores de los maquinistas ; dice que 
nunca tocó el libro donde Torres tenía los vales; que un emplea- 
do de éste le pidió una gratificación para proporcionarle recibos 
por mayor cantidad de leña; que Torres percibía el alquiler de 
trespiezasdé la estación, y había dado facultad al vecinda- 
rio para levantar leña, y por esto había disminuido la venta de 
esta. 

Torres contradijo esta indagatoria, ofreciendo el testimonio 
del cantinero y demás vecinos. 

A foja 40 el nuevo gefe de aquella estación informa que el in- 
quilino de una habitación declaraba haber pagado á Torres 3 
pesos por alquiler^ por el mes de Abril . 
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Citado Torres ante este jnzgado, á foja 43 ratifica sus deela- 
racioneSy afirmando haber dicho en ellas qae Paz f aé qaien le 
dictó el contenido délos Tales para formar el balance^ y agre- 
ga : qae no tuvo conocimiento del hecho hasta que f aé inte- 
rrogado á su respecto; que cuando recibió los vales ninguno es- 
taba enmendado 7 cree que Paz es el autor de estos hechos, por 
ser suya la letra de la palabra tres en el número 17, y por 
que habiendo sido antes inspector de leña era el único que pudo 
sacarlos del archivo de la contaduría é introducido en el libro 
del declarante^ pues de otro modo no podrían volver esos vales á 
laoficina ; en esto le confirma el mal crédito de Paz. Este, á fo« 
ja 50, ratifica su anterior declaración y dice que cuando fué á 
pedir á Torres que hiciese el balance, encontró que tenía reuni- 
dos los vales anotados en el libro y estaba copiándolos en la * 
fórmuladel balance corriente á foja 23, del coal dice Paz que 
sacóuna copia detallando vale por vale, dictado por Torres; 
niega conocer la letra de la palabra € Chucas» suplantada á la 
raspada en algunos vales ; que la palabra tres en el vale 17 es 
suya; que Torres la rayó insistiendo en que era dos, y así se 
remitió á la administración, para que viese el que le correspon- 
día, pues el cambiador dijo que el maquinista le dio este vale 
con el número dos enmendado; que el declarante debía percibir 
el importe de la leña por autorización de Centeno ; que sospe- 
cha que los autores de los delitos denunciados sean desagrega- 
dos á la estación, un argentino llamado Francisco y un gallego, 
cuyo nombre ignora, en cuya presencia Torres le propuso aso- 
ciarse para proveer de leña, y como no le aceptó, por ser gefe 
de la estación, se disgustaron. 

En el careo de fojas 53 á 56, cada uno de los sindicados se 
ratificó en lo dicho, afirmando Torres que Paz fué quien arregló 
los vales que le dictó en el balance, porque él no era práctico en es- 
ta operación; Paz negó, asegurando que estando hecho ya el ba- 
lance por Torres, él tomó todos los vales y sólo dictó á éste las 
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cantidades de metros de leña en cada vale, para comprobar el 
total. Que la prueba de que no le enseñó á formar así el balan- 
ce es que los anteriores hechos por Torres están en igual for- 
ma. Torres replicó que no era exacto, porque Paz le enseñó 
á formar tanto el primer balance por Febrero como el último, y 
que no era cierto que al entrar Paz A su oficina estuviese ya he- 
cho el balance, porque él fué quien le instó lo hiciera, dicíén- 
dolé que necesitaba dinero, y que constantemente estaba en la 
oficina, como podían atestiguarlo el cambiador y las gentes de 
la estación. Paz sostuvo que sólo de noche iba, y que desde 20 
días antes de hacerse el balance no llegó á la oficina; Torres 
insistió en que esto era falso, porque hasta el momento de ir á 
contestar á la administración sobre este asunto, tuvieron inti- 
midad, y Paz estaba constantemente en su oficina; éste confesó 
haber sido inspector de leña en la línea de Tucuman á Salta, 
desde el 1"" de Julio del año 92 hasta Marzo del 93. 

Los testigos Francisco Ferreira, á fojas 50 vuelta y 60; Bo- 
que González, cambiador de la estación Ghilcas, de foja 04 
vuelta á foja 66, y Francisco González, á fojas 68 y 69, afirman 
que por la intimidad que mantenía con Torres, Paz estaba 
constantemente en la oficina de aquel, donde varias veces los 
dos primeros, le vieron abrir y fojear el libro donde estaban 
los vales, en ausencia de Torres, estando contestes en que Paz 
frecuentó la oficina donde almorzaba y comía^ y mantuvo dicha 
intimidad hasta que Torres fué á Tucuman, según los dos pri- 
meros, y hasta el 28 de Abril de ese año, según el último; el 
cambiador que permaneció en la estación, agrega que cuando 
Torres regresó de allí, dijo^fue le habían falsificado vales, po- 
niéndole mayor cantidad, y entonces se disgustó con Paz, sin 
duda por esta causa. 

Dictado el auto de prisión, se presentó José Gabriel Paz, é 
ignorándose la residencia de Pablo Torres, se le citó por edic- 
tos, y se le declaró rebelde, continuando la causa contra el pri- 
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mero, el cual, á foja 96, leconoce por suyas las cartas de fojas 
34 j 35, exigiendo el pago de la cuenta referida. 

Ordenado el cotejo de la palabra t Chucas*, en I03 vales nú- 
meros i9, 20,22 y 23 7 la letra ce» de la palabra dase del 
Tale 22 con las cartas citadas, á foja 99 y vuelta, los peritos 
informan que dichas palabras y letra son á su entender iguales 
á la letra de aquellas cartas. 

Fundado en estos antecedentes el señor fiscal formaliza acu- 
sación contra el sindicado Paz, llegando á las conclusiones si- 
guientes : Que la comisión de los delitos denunciados está com- 
probada; que según las cartas indicadas y confesión de foja 50, 
Paz era empleado de Centeno y comisionado para recibir el im- 
porte de la leña; que por las declaraciones relacionadas, cons- 
ta que aquel frecuentaba la oficina de Torres, quedándose sólo 
en ella y revisaba el libro donde estaban los vales ; qoe entre 
ambos existía amistad íntima, y juntos hicieron el balance, 
dictándoselo íntegro Faz á Torres, ó sólo el número de metros 
según Paz ; que éste puso la palabra tres en el vale 17; que 
sin embargo de haber negado Paz ser autor déla letra e en el 
vale 22^ y haber escrito Chucas en los números i9 á 23, se ve 
que la letra es la misma que la de sus cartas, y lo confirma el 
informe pericial ; que si Paz era interesado en aumentar el im- 
porte de la leña, si tuvo comodidad y tiempo para agregar va- 
les falsos y alterar otros, y ayudó á hacer figurar estos en el 
balance, y confiesa que alteró el número 17, finalmente; si el 
dictamen pericial demuestra que escribió en los citados vales la 
palabra Chucas y la letra e con el propósito de aumentar vales 
en sn provecho, está demostrada, dice, la comisión de los deli- 
tos de alteración y falsificación de documentos y presentación de 
cuentas falsas, y que su autor principal es José Gabriel Paz, 
por plena prueba de indicios, con sujeción al artículo 358 del 
Código de Procedimientos en lo criminal, por lo cual pide la 
formación de juicio plenario, y que en definitiva se imponga al 
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procesado el máximun de lapena señalada en el artícolo 82, por 
ser también reo del delito especificado en los artículos 65 é in- 
ciso 6"" del artículo 64 de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

El defensor del acusado contesta: Que el excesivo celo del se- 
ñor fiscal le ha desviado en el estudio de la cansa^ conduciéndole 
á deducciones falsas, porque ha partido de supuestos no proba- 
dos . Que el mismo fiscal reconoce que Paz no era sino encarga- 
do del proveedor Centeno, que cobró la cuenta de foja 25, por- 
que éste presentó á la contaduría det ferrocarril una cuenta 
igual en la que autorizó á Paz para recibir el importe. Que por 
las declaraciones de Torres y de Francisco González, consta que 
Paz hacía poner la leña en la planchada, y el cambiador la en- 
tregaba á los foguistas y recibía el vale; es decir, que no te- 
nía aquel participación en la entrega ni en los vales. Que los tes- 
tigos Francisco Ferreira, Roque y Francisco González dicen que 
Paz dormía alguna veces en la estación Chilcas, pero que la 
declaración de Ferreira no tiene valor, tanto por ser enemigo 
de Paz, cuanto porque afirmando que estuvo en Chilcas, desde 
antes del Carnaval hasta el 20 de Abril de 1893^ contesta sobre 
hechos sucedidos en el año 92, y otros posteriores al 20 de Abril 
del año 93; pues que los recibos número 22 y 23 corresponden 
ai primer año, y los números 17 y 18 al 24 y 27 de Abril cita- 
do. Que Roque González, como que recibía los vales, estaba in- 
teresado en alejar do sí toda sospecha de complicidad, hacién- 
dola recaer sobre otro, y siendo además singular su declaración, 
ni siquiera puede fundar una presunción contra sn defendido. 
Que Torres era el único responsable del hecho de haber pre- 
sentado como recibida mayor cantidad de leña que la existente 
en planchada, para evitar el robo de ésta á la administración y 
estando, por otra parte, á disposición del gefe déla estación los 
200 metros de leña, debieran considerarse recibidos, y pues que 
al hacerlo no tuvieron intención de defraudar ni de perjudicar 
al Fisco, ni adulterar la verdad^ no puede imputárseles delito 
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alguno por haberlo hecho (Biyarola, Esoposicion y critica del 
Código Penal, tomo 3"*, números 1125 á 1133). Que sí Paz dice 
haber escrito tres en el vale número 17, esta es una confesión 
calificada é indivisible, según declaraciones de la SupremaCor- 
te, pups afirma que la puso autorizado por Torres, en la duda 
de si era dos 6 tres el número de metros, para que lo resolviese 
la administración del Ferrocarril y por consiguiente sin inten- 
ción criminal. Que no siendo Paz socio de Centeno no tenía in- 
terés en que se aumentara la leña consumida v recibida, pues 
no esperaba otra recompensa que la transferencia del contrato 
como lo significa la carta de foja 34 y no teniendo interés al- 
guno en el importe de la leña, ni habiendo intervenido en el re- 
cibo de los vales, tampoco puede atribuírsele la alteración en el 
vale 22 con la letra eni la suplantación de la palabra CAt/co^ en 
los del número 19 al 23, porque es un principio de jurispru- 
dencia, para descubrir al autor de un delito del género de que 
nos ocupa, presumir que lo es aquel á quien aprovecha; que en 
consecuenciay el dictamen pericial de foja 99 es inverosímil, y 
falsa la conclusión que de él se deduce, porque es absurdo su- 
poner que una persona cometa un delito sin un fin determina- 
do, y lo es aún más, atribuirlo por el insignificante valor de 10 
metros de leña á quien ningún interés tenía en su cobro, y cuan- 
do pudo hacer igual alteración en el vale 21 , por lo oual, dice, que 
tal dictamen ni siquiera puede fundar una presunción. Que res- 
pecto á la falsificación de la palabra Chilcas, el foguista Nieto 
sólo contradice la cantidad de metros en el vale 22, afirmando 
que fué dos y no doce, pero reoonoce su firma, sin decir que es- 
tá falsificada la palabra CAt7¿;a^ y el foguista J. Montenegro 
declara que la palabra Chilcas en los números 19 y 23, no fué 
escrita por él, pero no dice que Paz la haya escrito, ñique se 
hubiese entendido con éste en la entrega de esos documentos; 
que el fiscal debe probar la afirmación que tales recibos han si- 
do ya pagados y sustraídos de alguna oficina* 
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En cuanto al balance, dice : que no teniendo so defendido in- 
terés alguno en hacer figurar mayor cantidad de leña, el hecho 
de haber dictado á Torres el número de metros expresados en 
los vales fué un simple comedimiento y la fuga de éste demues- 
tra que, si hubo delito, él es el único culpable. Por lo expues- 
to y de acuerdo con las conclusiones de la Suprema Corte, en la 
sentencia de la serie 2", tomo S*", página 20, sobre un caso igual, 
pide se absuelva á José G. Paz; pero que, aún en el supuesto 
inadmisible de su culpabilidad, no le sería aplicable la pena in- 
dicada por el señor Fiscal, sino la establecida en la última par- 
te del artículo 281 del Código Penal: 1^ porque es la única dis- 
posición que provee el caso de falsificación de documentos pri- 
vados, como son los vales precitados ; y 2® porque siendo más 
benigna que la fijada por la ley de 14 de Setiembre de 1863, es 
laque debe aplicarse, siguiendo la prescripción del artículo 48 
del Código Penal. 

Abierta á plenario la causa, el mismo defensor presentó el 
interrogatorio de foja 113, en cuya 4* pregunta dice que Cen- 
teno pagaba á Paz un tanto por cada metro de leña puesto en 
la estación, y á tenor del cual declaran Rodolfo G-enaro Cues- 
ta, á fojas 115 Tueltay 117; que oyó decir que Centeno era el 
contratista, y sabe que Paz hacía cortar la leña por cuenta de 
aquél, pero que uno y otro la entregaban al jefe de la estación 
Chilcas; que oyó decir á Torres que más le convenía despedir 
á Francisco Ferreira y couchavar un otro como le había dicho 
Paz, y á juicio del declarante, Ferreira quedó prevenido contra 
Paz; que Torres y Paz fueron muy amigos, por lo cual éste 
con frecuencia estaba en la oficina; pero estando siempre el pri- 
mero ó algún empleado, y el testigo Francisco Ferreira, quien, á 
foja 118 vuelta, niega la enemistad y odio que le atribuye Paz, 
afirmando no haber sabido que éste aconsejó que le despidieran, 
y se ratifica en su declaración de fojas 59 y 60 vuelta. 

A solicitud del mismo defensor, á foja 171, el administrador 
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del Ferrocarril Cení;ral Norte informa qae la oueuta á la caal se 
refiere el defensor, es la qae corre en el proceso; que no existe 
dato algano de la autorización de Centeno á Paz para cobrarla, 
7 qae tampoco existió contrato con Centeno para provisión de 
leña. 

A foja 172, á pedido Fiscal, el mismo administrador dice qae 
don Gabriel Paz faé inspector de leña en aquel Ferrocarril, des- 
de Julio de 1892 hasta Febrero del año 93 inclusive, estando 
autorizado para recibir y dar vales por leña de los maquinistas 
y á los proveedores de este combustible; que no puede informar 
respecto á los vales extraviados, correspondientes á esa época, 
por haberse inutilizado después de pagadas las cuentas; que el 
comportamiento de Paz al principio fué regular, habiéndosele 
pedido después la renuncia, por exigirlo así el buen servicio. 

Capturado Pablo Torres, declaróse cerrado el sumario para 
éste, paralizándose la causa respecto á José Gabriel Paz, hasta 
que llegase á igual estado en cuanto al primero. Con este moti- 
vo el defensor de Paz pidió el sobreseimiento en favor de su de- 
fendido, alegando que ningún testigo del sumario se había rati- 
ficado, sin embargo de manifestar el mismo señor Fiscal la ne- 
cesidad de esta diligencia, pomo haberse recibido judicialmente 
aquellas declaraciones; que no teniendo éstas valor legal, la in- 
tención delictuosa resulta no estar probada, y que el sobresei- 
miento era lógico en el estado de la causa. Rechazada esta so- 
licitud se ordenó la comprobación de la letra del balance de 
foja 24, reconocido por Torres á foja 188, con la de los vales de 
fojas 1 á23. A foja 191 los peritos informan : que salvo las le- 
tras de la palabra Chucas, especialmente la última en el vale 
número 19, que presentan algún pareado con la del balance y 
la escritura y numeración con lápiz rojo, que indudablemente 
son de Torres, todas las demás letras y números de los otros va- 
les ningún parecido presentan con la escritura y numeración 
de dicho balance. 
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El señor Fiscal relaciona nuevamente los hechos constantes 
en el proceso, y sostiene que el balance elevado por Torres ten- 
día á defraudar al Estado, haciendo pagar al ferrocarril mayor 
suma que la correspondiente, porque el acusado no niega, dice, 
que los vales del número 17 al 23 son falsos, y confiesa que no 
le entregaron la cantidad de leña que hizo figurar como existen- 
te, y haber recibido todos los vales sin que estuviesen enmenda- 
dos, resultando después visiblemente adulterados y demostrado 
por informe pericial que Paz suplantó en ellos palabras y letras, 
y que habiendo Torres hecho las anotaciones con lápiz rojo, 
que aparecen en los mismos, indudable es que éste, á sabien- 
das^ hizo y remitió el balance fundado en vales falsos; lo cual, 
con la intimidad que entre ambos existía, constituye un indicio 
vehemente de que ambos procedieron de acuerdo, con ánimo de 
defraudar al Fisco; que portante, Torres, en ejercicio de su em- 
pleo, fué coautor de la tentativa de defraudación al gobierno 
nacional, comprendida en el artículo 85 de la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863, y como á tal le acusa, pidiendo se le imponga 
el mínimum de la pena establecida en esta disposición, por no 
haberse consumado el delito, y ser pequeña la cantidad por la 
cual se intentó, con más las costas del juicio y la devolución de 
los alquileres que hubiese cobrado en la estación c Ghilcas » . 

£1 defensor de Torres contesta la acusación, diciendo que lo 
hace con la convicción íntima de la inocencia de su patrocinado 
y alega : Que si bien éste confesó que en el balance figura más 
leña que la consumida y existente en la estación, ni esplícita ni 
implícitamente reconoce, ni lo afirma ningún testigo, que con 
ello se propusiese defraudar; que ni el acusado Paz, interesado 
en alejar de sí toda sospecha, pndiendo hacer recaer sobre To- 
rres, se atreve á imputarle tal propósito, pues sólo dice que no 
intervino enaquellos documentos, en lo cual se contradice, con- 
fesando luego haber escrito la palabra tres en uno de los vales; 
pero que no sólo no existe sospecha de intento criminal en To- 
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ríes, sino que la propia sencillez y franqueza de su confesión, 
7 la torpeza con que están hechas las enmiendas, demuestran 
que él no es su autor y que no consintió en el fraude, porque 
lógico es suponer que, deseando no ser arrojado de su puesto ni 
penado por un crimen, no olvidara ni las menores precauciones 
para no dejar rastros del fraude que intentaba, y cuyas conse- 
cuencias debieran forzosamente mostrarle esas groseras adul- 
teraciones, las cuales sólo acusan un censurable descuido en la 
vigilancia dé los documentos confiados ásu custodia; conclusión 
que, dice, se confirma por el hecho conñrmado de que el importe 
de la leña ni siquiera debía pasar por sus manos, para que pu- 
diera aprovechar del supuesto fraude, porque demuestra que 
no podía comprometerse en un crimen que no le reportaría pro- 
vecho alguno; que Paz, que directamente debía recibir el precio, 
era el único interesado; que además, la sinceridad de Torres se 
encuentra en la uniformidad de sus confesiones, y en la armo- 
nía de éstas con las declaraciones y demás piezas del soniíario, 
demostrando que no es capaz de mentir, sino que acepta las 
consecuencias de sus errores, mientras que Paz, de fojas 30 á32, 
afirma que ayudó á Torres en el balance y pensó que las obser- 
vaciones en los vales fuesen obra de los maquinistas, para sal- 
var sus propios errores, y de fojas 50 á52, dice que el balance 
estuvo hecho cuando él llegó á la estación; luego á fojas 54 
vuelta y 55, expresa que desde ^ días antes del balance no iba á 
la estación, cuando los testigos declaran lo contrario; que és- 
tos, la contradicción antes notada y otras constantes en el su- 
mario, demuestran que no declara con la sinceridad de Torres, 
quien, empleado solamente en.Chilcas, no pudo recoger vales por 
leña en otras estaciones, para suplantar el nombre de ellas con 
el de ChilcaSy mientras que Paz pudo hacerlo, porque tuvo la 
inspección de leña en toda la línea del Central Norte. Que la 
conducta anterior de Torres nunca dio lugar á sospechas, 
como las hubo respecto de Paz, retirado del empleo refe- 

T. IXV 28 
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rido por su mal servicio, y sobre quien pesaba una acusación 
criminal; qoe, finalmente, ios calígrafos manifiestan no tener 
duda de que las alteraciones en Ips vales son de puño y letra de 
Faz ; que las cartas de fojas 34 y 35 son otra presunción de ser 
éste el autor del delito, porque no se habría dado tanta prisa en 
cobrar el importe de su cuenta, si no hubiese sabido que lo ha- 
cía por una cantidad de leña que no había entregado. 

Concluye diciendo que estas consideraciones demuestran que 
su defendido no intentó defraudar al Estado, sinóque fué víctima 
inexperta y confiada de un falso amigo, y pídesele absnelvade 
culpa y pena, aunque, ante la administración, pudiera ser res- 
ponsable por sus omisiones como empleado. 

Sin embargo de ponerse la causa á prueba no se produjo nin- 
guna^ y el día designado para el informe in voce, sólo concurrió el 
señor Fiscal, quien dijo : que después de los escritos relacionados 
tenía sólo que pedir se considerasen las fugas reiteradas de Paz. 

Y considerando: Que la comisión de los delitos consistentes 
en haber introducido vales falsos en el balance de foja 24 con- 
trahaciendo el nombre de las estaciones, fechas y números, al- 
terando números é intercalando palabras y letras en los vales 
verdaderos, y de haber presentado la cuenta de foja 25, formada 
con estas falsedades, pretendiendo su pago, es manifiesta en 
los documentos referidos y k) prueban los informes fidedignos 
de los gefes de las oficinas c Almacenes Generales» y c Tracción » 
y el del contador del Central Norte, á fojas 25 vuelta y 26, que 
se refieren á los libros y documentos de la oficina, confirmán- 
dolo las declaraciones de los maquinistas Santiago Nieto, Cons- 
tancio Taroli, y J. Montenegro, de fojas 28 á 30, y que esas 
adulteraciones fueron hechas con el propósito deliberado de 
defraudar á la Nación, apropiándose mayor suma de dinero de 
la que corresponde pagar ala administración del ferrocarril, lo 
demuestra el haber elevado por medio de ellas, á mucho más del 
doble la cuenta del importe de la leña. 
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Qae si las declaraciones de los maqainistas nombrados, ais- 
ladamente, no constítayen praeba legal, por no constar qae las 
dieran bajo de juramento ni en presencia de testigos, y por no 
autorizarlas el comisionado para recibirlas, como una indica- 
oion^ son un complemento más de la prueba é informes ante- 
riores, que concurren á demostrar plenamente el cuerpo de los 
delitos y la intención dolosa con que fueron cometidos. 

Que en cuanto á los autores de los delitos acusados, reasu- 
miendo los hechos constantes en el proceso, tenemos : i^ que la 
fecha originaria de los vales número 19, foja 21; número 20^ fo- 
ja 20; número 22, fojalS, y número 23,foja 17, como lo recono- 
ce el defensor del acusado don José Gabriel Paz, aparece ser 
del 5® y 8^ mes, ó sea de Mayo y Agosto de 1892; 2*^ que estas 
fechas coinciden en parte con la época en que Paz ejerció la 
inspección general de leña en el Central Norte; 3® que Torres, 
ni otro alguno de los que estuvieron en su oficina cuando se co- 
metió la falsificación, desempeñó ningún empleo en otra esta- 
ción ú oficina del mismo ferrocarril, ni pudo, por consiguiente, 
retener ó sustraer vales por leña de aquel tiempo, para adul- 
terarlos é introducirlos entre los verdaderos; 4° que después de 
sostener Paz que ningún interés tenía en el número de metros 
ni en el precio de la leña, por intermedio de su defensor confie- 
sa en el interrogatorio de foja 113, que estaba directamente 
interesado en obtener el mayor número posible de metros, por 
cuanto el contratista le pagaba un tanto por cada metro cúbico 
de leña puesto en la estación, délo cual se desprende que sólo á 
él y al contratista Centeno debía beneficiar el falso aumento del 
número de metros y de la suma del importe de la leña; &^ que 
por esta razón y en vista del número de metros restante en 
planchada, Paz sabía el número de los consumidos, y, á sabien- 
das, aprovechando la falsedad del parte del jefe Torres, presen- 
tó y exigió el pago de la cuenta igualmente falsa de foja 25; 
6° que, finalmente, á juicio de los peritos calígrafos, es de Paz 
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la letra de todas las palabras y números contrahechos ó inter- 
calados en los vales, pues la de Torres sólo presenta algún pare- 
cido con la letra de la palabra Chucas y el número 93 (no g s, 
como dicen los peritos) en el vale verdadero, número 21 , foja 19, 
que en nada aparece ad alterado. 

Que estos hechos son reales,. comprobados en el proceso, éia- 
dacen á otras tantas presunciones graves, íntimamente ligadas 
con los delitos, anteriores y concomitantes con los mismos, ine- 
quívocas y directas, porque no pueden, sin esfuerzo, conducir á 
otras conclusiones y de tal manera armónicas entre sí, que to- 
das lógicamente converjená designar al autor de los delitos acu- 
sados en la persona de don JoséG-abriel Paz. 

Que constando, además^ el cuerpo de tales delitos, por medio 
de pruebas directas é inmediatas, como las mencionadas en el 
primer considerando, se sigue que la prueba formada por esas 
presunciones ó indicios es plena y concluyente para condenar 
al acusado, según lo dispone el artículo 358 del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal. 

Que el caso, en el fallo citado por el defensor de Paz, si bien 
alguna analogía tiene con el presente, en cuanto á los hechos, 
difiere fundamentalmente en cuanto á las disposiciones legales, 
bajo cuyo imperio fué juzgado, porque la Suprema Corte se 
ajustó en él á las disposiciones de las leyes generales de partida, 
vigentes en esa época, pero derogadas hoy, en materia de proce- 
dimiento criminal, por el nuevo Código vigente, que:i diferen- 
cia de aquellas establece, en el artículo citado, la prueba plena 
por indicios ó presunciones, cuando reúnen todos los requisitos 
enumerados, de manera que no podrían aplicarse los fundamen- 
tos de aquel fallo al caso sub-judice sin infringir esta últi- 
ma ley . 

Que el procesado José Gabriel Paz, agravó su culpabilidad 
con reiteradas tentativas de fuga, en una de las cuales incitó á 
sublevarse á los demás presos, según lo acredita á foja 81, la no- 
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ta de) Intendeate de Policía y, en fin, con la faga últimamente 
realizada, sobornando al oficial de guardia, según aparece en el 
sumario que sobre el particular se sigue por cuerda sepa- 
rada. 

Que en cuanto al procesado don Pedro Torres, la presunción 
que se desprende del hecho de haber anotado y adjuntado los 
vales adulterados, conformando á ellos el balance que elevó ala 
administración, aunque grave, no es toin inequívoca que no ad- 
mita igualmente la conclusión de que lo hizo engañado por la 
astucia y falsía de su amigo Paz, que abusando de la impericia 
de aquél logró persuadirlo, quizás, de que las enmendaturas fue- 
ron hechas por los mismos maquinistas, para salvar sus propios 
errores. 

Que siendo ésta la única presunción fundada en un hecho di- 
rectamente probado, la anotación de los vales y formación del 
balance, que acusa la complicidad de Torres, no constituye 
prueba plena para condenarle, según la citada disposición, que 
en el segundo requisito exige que sean varias, y porque el gra- 
do de probabilidad que lle?a. se desvirtúa con el hecho consta- 
tado de haber disgustádose con Paz, inmediatamente de saber el 
yerro á que le había inducido; pues si Torres hubiese procedido 
dolosamente y en verdadera connivencia con Paz no habría teni- 
do razón alguna para disgustarse con éste, á causa de la cuenta 
y falsificación de los vales, como lo declaran los testigos, y ade~ 
más, por la sinceridad que se ve en sus declarad )nes, como lo 
observa su defensor. 

Que la confesión de Torres de haber consignado en el balance 
mayor cantidad de leña que la existente en planchada, por sa- 
ber que existía en el bosque superabundante cantidad, pronta 
á satisfacer el pedido, es calificada, y lejos de envolver la pre- 
sunción del propósito criminal, afirma la intención de evitar un 
perjuicio ala administración, previniendo el robo de aquel con- 
bustible. 
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Que sin embargo de no estar legalmente probada la intención 
criminal de Torres, su culpable negligencia como empleado, en 
no examinar prolijamente los vales por leña, aparece manifiesta; 
la reconoce su defensor y le habría hecho responsable, ante la 
administración del ferrocarril, por cualquier perjuicio que le 
hubiere causado, como lo hace de las costas que por ella ha oca- 
sionado, dando motivo fundado para este proceso. 

Que la penalidad del delito de que se trata está especial- 
mente sancionada por la ley de 14 de Setiembre de 1863, que 
por excepción rige únicamente los delitos que interesan de al- 
guna manera á la nación, y que compete álos tribunales nacio- 
nales, y no por el Código general, que preveo y castiga todos 
los demás delitos comunes. 

Por estos fundamentos^ los concordantes de la acusación fis- 
cal, y defensa del doctor Mariano Peralta, fallo: declarando que 
don José G-abriei Paz, hijo, es el autor de los delitos de falsifi- 
cacton comprendidos en los casos primero, quinto y sexto del 
articulo 64^ y en el artículo 82 de la ley nacional de 14 de Se- 
tiembre de 1863, y en consideración ano haberse consumado el 
delito, le condeno á la pena de un año de trabajos forzados, con 
descuento del tiempo de prisión preventiva que lleva sufrida, y 
á una multa de 500 pesos moneda nacional curso legal, con más 
las costas que por su parte ha motivado en este proceso, con 
sujeción á las disposiciones citadas, y absuelvo de toda pena al 
acusado don Pablo Torres, mandándose le restituya en su buen 
crédito, y condenándole en las costas que por su parte ha causa-* 
do por la razón expuesta. Repónganse todos los sellos corres- 
pondientob al proceso, uotifíquese original, y comuniqúese á 
S. S. el Intendente de Policía, para que inmediatamente pon- 
ga en libertad áeste último y ejecute la condenación á trabajos 
forzados impuesta al primero, y archívese. 

David Zambrano . 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Bueuos Aires, Marzo 18 de 1896. 
Suprema Corte : 

La nota de fdja 238 vuelta confirma que el procesado José 
Gabriel Paz, continúa prófugo. No procede por ello, la continua- 
ción de la cansa á su respecto, con sujeción á lo dispuesto en 
el artículo 10 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

En cuanto al otro procesado Pablo Torres, considero justa la 
apelación interpuerta por el Procurador Fiscal de Salta, pues 
la absolución decretada en la sentencia, no se armoniza con las 
constancias del proceso. 

Torres, según sus propias declaraciones de foja 32, ratificadas 
á foja 43, siendo jefe de la estación Chucas, alquiló en su pro- 
vecho, un cuarto de la estación, como lo expone á foja 30; é hizo 
figurar en el balance de foja 24 la cantidad de metros 116.50 de 
leña, como recibida del proveedor para consumo del ferrocarril^ 
cuando en realidad confiesa que había cuando más 30 metros 
cúbicos. Las excusas que ofrece al respecto, de temor de robo 
de lo no recibido, no son inadmisibles por inverosímiles é im- 
procedentes. 

Los vales que el mismo jefe recibía directamente de los ma- 
quinistas, y que debía acompañar como justificativos del ba- 
lance, aparecen enmendados 7 falsificados . Esas enmendaturas 
se relacionan con el aumento simulado de las entregas de leña á 
depósito, 7 si bien no consta con evidencia quién las practi- 

r 

cara, no resultan ignoradas por Torres, quien afirma, á foja 53 
vuelta, < que el señor Paz fué quien arregló los vales y le dictó 
su contenido». 
El mismo Torres puso la numeración 7 demás escritos con 
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tinta punzó, según aparece áfoja 191, y aun cuando nu hubiera 
intervenido en las alteraciones, no pudo dejar de reconocerlas 
en los vales que había recibido en perfecto estado y debía guar- 
dar como comprobantes del balance. 

Torres es, pues, responsable como coautor de la tentativa de 
defraudación, por medio de documentos alterados. 

Si no consta que hiciera.las alteraciones, ni que intentara por 
su medio apropiarse dineros públicos, aparece, según hechos y 
presunciones que constituyen verdadera prueba, concertado con 
los interesados, para llegar á un cobro fraudulento contra el 
Estado . 

Si el delito consumado tendría pena de tres años, al menos, de 
trabajos forzados, según el artículo 85 de la ley sobre crímenes 
contra la nación, la tentativa, según el artículo 12, inciso 2® del 
Código Penal, puede reducirla en el caso desde la cuarta parte 
á la mitad. 

Por ello, pido áT. £. se sirva revocar en cnanto á Pablo 
Torres la sentencia recurrida, condenando al procesado á un 
año de prisión é inhabilidad para el ejercicio de empleos públi- 
cos, y disponer que respecto del otro procesado, quede en sus- 
penso el procedimiento, hasta su captura. 

Sabiníano Kier. 



Fallo de I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 24 de 1896. 

Vistos y considerando : Que en lo que se reñere á las impu- 
taciones que el señor Procurador General hace al procesado To- 
rres, con motivo del arrendamiento de habitaciones, que según 
la declaración de foja treinta y tres vuelta, daban un alquiler 
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de cincuenta ceatavos ó un peso mensualmente, ó de tres pesos 
también mensuales, conforme á la nota de foja treinta y seis, 
ascendiendo á una suma total máxima de nueve pesos dado el 
tiempo de duración del arrendamiento, el que no pasó de tres 
meses, tal hecho no ha formado un capítulo de la acusación ni 
ha hecho por tanto parte de la defensa, prueba y sentencia en 
primera instancia . 

Que^ en consecuencia, cualquiera que sea la naturaleza del 
hecho mencionado, él no está ni puede estar en estado de ser 
juzgado por esta Suprema Corte. 

Que. como lo establece la sentencia de primera instancia, no 
hay prueba suficiente para declarar á Torres responsable, ante 
la ley penal, de la adulteración de los documentos de foja diez y 
siete adelante . 

Que, está averiguado que el procesado, desempeñando el cargo 
de jefe de la estación Chilcas, formuló balances en que hacía 
figurar á sabiendas como recibida mayor cantidad de leña que 
la entregada en realidad, y que transmitió á la administración 
el mencionado balance para que conforme á él se hiciera el pago 
al proveedor. 

Que ese hecho que, á no ser oportunamente rectificado por 
la administración, hubiera causado un desembolso de una suma 
de cien á doscientos pesos^ sobre la cantidad que debió pagarse, 
hace pasible al procesado de la pena establecida por el artículo 
ochenta y cinco de la ley de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres, con la reducción correspondiente al de- 
lito no consumado, como lo pide el señor Procurador General. 

Que esa reducción debe ser desde la cuarta parte á la mitad 
de la pena que corresponda al delito consumado, con arreglo al 
artículo doce, inciso segundo del Código Penal, habiendo razón 
para aplicar el mínimum de la pena, dado el poco valor sobre 
que ha versado la tentativa de defraudación y las circunstan* 
oias favorables al procesado que registran los autos. 
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Por esto, se revoca la sentencia apelada de foja doscientos 
nueve, en cuanto absuelve al procesado Pablo Torres, á quien 
se condena á la pena de año y medio de trabajos forzados, con 
deducción del tiempo de prisión preventiva sufrida, que se com- 
putará de acuerdo con la regla establecida en el artículo noven- 
ta y dos de la citada ley de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres, condenándolo igualmente á inhabilitación 
perpetua para ejercer cargos públicos. 

Y debiendo, á consecuencia de la fuga del procesado José G-a- 
briel Paz, suspenderse la causa con arreglo al artículo diez del 
Código de Procedimientos en lo criminal, devuélvanse los autos 
al Juzgado de su procedencia. Hágase saber con el original. 

RENJAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
OCTAVIO BUNGB. — ABEL RAZAN 

(en disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos y considerando : Que como lo observa el señor Procu- 
rador General en su visita de foja doscientos cuarenta y una, 
de las constancias de autos resultan contra el procesado Pablo 
Torres, plenamente comprobados los siguientes hechos: 

Primero: Que dicho procesado en su calidad de jefe de la es- 
tación Chucas, del Ferrocarril Central Norte, ha alquilado en 
su provecho un cuarto en esa estación. 

Segundo: Que ha hecho figurar en el balance de foja veinte 
y cuatro la cantidad de ciento diez y seis metros con cincuenta 
centímetros de leña, como recibida del proveedor para consumo 
del ferrocarril, cuando en realidad había, según propia confe- 
sión, cuando más, treinta metros cúbicos. 
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Tercero: Que si él personalmente no ha enmendado y faisi-' 
ficado, como lo están, los vales qae recibía directamente de los 
maquinistas y que debía acompañar como justificativos del ba- 
lance^ no ha podido dejar de tener conocimiento de las enmen- 
daturas operadas en ellos, dado que el autor de éstas fuese, se- 
gún lo afirma, el prófugo José G. Paz. 

Que el primero de los hechos mencionados no ha sido materia 
de la acusación fiscal de primera instancia ni de un pronuncia- 
miento especial de parte del Juzgado, por lo que esta Suprema 
Corte no puede tomarlo en consideración. 

Que el segundo, y tercero de los referidos hechos, aunque con 
relación el delito de defraudación cometido por un particular, 
pneden considerarse como una tentativa para la comisión de 
este delito, cuando todavía no se ha realizado la defraudación, 
constituyen, sin embargó, para el empleado nacional, un delito 
distinto é independiente de éste, y que se halla claramente pre- 
visto y penado por el artículo ochenta y cinco de la ley de ca- 
torce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, por cuan- 
to esos hechos acreditan plenamente, como lo reconoce el mismo 
señor Procurador General, que Pablo Torres, empleado nacional 
en el servicio del Ferrocarril Central Norte, se ha concertado 
con los interesados en el pago de ^a cuenta de provisión de leña, 
para llegar á un cobro fraudulento contra el Estado, caso com- 
prendido in terminis en el artículo ya citado, cuando esta- 
blece que: cEl empleado nacional, que interviniendo por razón 
de su cargo en alguna convención de suministros, contratos, 
ajustes ó liquidaciones, de efectos ó haberes públicos, se con- 
certare con los interesados ó especuladores, ó usase de otros ar- 
bitrios para defraudar al Estado, será castigado con trabajos 
forzados por tres á seis años, é inhabilitación perpetua para 
otros empleos públicos >. 

Que habiendo cometido el procesado Torres el delito á que se 
refiere el artículo antes citado, procede aplicarle la pena esta- 
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blecida en él en sa menor grado, atenta la poca importancia de 
la cantidad que se ha intentado defraudar al Estado. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
doscientos nueve^ en cuanto absuelve al procesado Pablo Torres, 
á quien se condena á la pena de tres años de trabajos forzados 
é inhabilitación perpetua para ejercer empleos públicos y al 
pago de las costas procesales, debiendo descontarse de la pena 
de trabajos forzados, el tiempo que corresponda al de la prisión 
preventiva que ha sufrido, conforme á lo dispuesto en el artí- 
culo cuarenta y nueve del Código Penal, y argumento del arti- 
culo noventa y dos de la ley penal de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres, y quedar suspendida la causa, 
en lo que se refiere al procesado José Gabriel Paz, con arreglo al 
articulo diez del Código dt^ Procedimientos en lo criminal. Há- 
gase saber con el original, y devuélvanse. 

ABEL BAZAll. 



€ACSA €€;xc:iii 



Doña María Gerbe de SchüU, contra la compañía de seguros 
¥<La Equitativa y>j por cobro de seguro; sobre recurso á la 
Suprema Corte de sentencia de la Cámara de Apelaciones 
en lo comercial de la Capital. 

Sumario, — No fundándose la sentencia reclamada de los 
Tribunales locales en la ley nacional que se invoca^ ni descono- 
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ciéndose por la sentencia los derechos emanados de dicha loy, 
no es admisible el recurso que de ella se interpone para ante la 
Suprema Corte. 



Caso. — Resulta del 



ACUERDO Y SENTENCIA DE LA EXMA. CÁMARA DE APELACIONES 

EN LO COMERCIAL DE LA CAPITAL 



En Buenos Aires, á 12 de Setiembre de 1896, reunidos los se- 
ñores vocales en la sala de acuerdos y traídos para conocer los 
autos seguidos por doña María Gerbe de Schúlt por sí y en re- 
presentación de sus hijos menores, contra la compañía de segu- 
ros sobre li Tida c La Equitativa », por cobro de pesos, se prac- 
ticó la insaculación que ordena el artículo 256 del Código de 
Procedimientos, resultandode ella que debían votar los señores 
vocales en el orden siguiente : doctores García, López Cabani- 
Uas, Pérez, Saavedra y Esteves. 

Estudiados los autos, la Cámara sometió á votación la cues- 
tión siguiente : 

¿Ha justiñcado la parte actora la acción deducida? 
El doctor García dijo: Considero conveniente recordar ante 
todo los hechos que resultan plenamente probados en esta cau- 
sa. Don Federico Ernesto Schült había celebrado contratos de 
seguro sobre su vida con la compañía «La Equitativa >, por la 
c^ütiidíd áe quince mil pesos oro sellado^ según las pólizas de 
fojas 1 y 2, cuya autenticidad está reconocida por la compañía 
demandada, y debía pagar la prima correspondiente el 26 de 
Febrero y 26 de Agosto de cada año. En 30 de Enero de 1891 la 
compañía aseguradora, para no dar cumplimiento á las pres- 
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cripciones legales de la Nación, cerró so escritorio, mantenién- 
dose en esta situación hasta el i ° de Agosto del mismo año, en 
cuya fecha lo abrió nuevamente, avisando á los asegurados que 
los premios (primas) que habían vencido desde el 29 de Ene- 
ro podían pagarse hasta el 31 de Agosto de 1891 , lo mismo que 
si hubiesen sido presentados en el día de sus respectivos venci- 
mientos. Así resulta de las circulares impresas de la compañía 
agregadas á fojas 46 y 116, de las posiciones absueltas á foja 
247 y de lo confesado por la compañía demandada, á foja 278 
vuelta, en que se reconoce también expresamente la autenticidad 
de la circular de foja 46, además de estar probado por las de- 
claraciones de testigos que han sido examinados. El asegurado 
don Federico E. Schült se enfermó de pleuresía purulenta á 
principios de ese mismo mes de Agosto, su enfermedad fué muy 
grave desde su principio, impidiéndole ocuparse de asunto al- 
guno, y esta gravedad persistió hasta que falleció. Varios tes- 
tigos lo han declarado así, pero considero que basta citar las 
declaraciones deldoctor Rafael Herrega Vegas, foja 228 vuelta, 
y del doctor Ignacio Pirovano, foja 229, que fueron los médicos 
que lo asistieron y que prueban plenamente el hecho menciona- 
do; don Federico E. Schült falleció de esa enfermedad en 14 de 
Octubre de 1891 , según se acredita por la partida de foja 7 .En 
27 de Noviembre del mismo año se presentó la señora viuda de 
Schült, por sí y por sus hijos menores, deduciendo esta deman- 
da y pidiendo el pago de la cantidad asegurada, habiendo obla- 
do en el Banco Nacional á la orden del juzgado, foja 11, el im- 
porte de las primas (premios) del mismo año 1891 . Tales son los 
hechos plenamente probados que conviene tener presente para 
la resolución de esta causa. 

La sucesión de Schült demanda á la compañía aseguradora, 
por el pago de la cantidad asegurada, foja 12, y la compañía 
contestando la demanda, foja 169, aunque en una forma irre- 
gular, se opuso á la acción deducida, por cuanto el asegurado no 



DB JUSTICIA NACIONAL 447 

había pagado las primas correspondientes al 26 de Febrero y 
al 26 de Agosto de 1891. Ante todo debe observarse que después 
de los actos ejecutados por la compañía, cerrando su escritorio 
á principios de 1891, ella misma había prorrogado el plazo para 
pagarlas cuotas que hubiesen vencido desde el 29 de Enero, se- 
gún consta de autos y lo he recordado al principio. Desde luego, 
por acto propio de la compañía y qne á ella la obliga, los plazos 
de 26 de Febrero y de 26 de Agosto quedaban prorrogados hasta 
31 de Agosto y era este día la época de su vencimiento. Es dis- 
cutible el derecho de la compañía al imponer una pena á los ase- 
gurados que no cumpliesen con el pago dentro del término que 
ella por sí sola fijaba, pero no lo es la obligación que se imponía 
á sí misma en la prórroga que establecía. 

Ahora bien, en 31 de Agosto se había dictado ya la ley de 20 
de Junio de 1891, que prorrogó por 90 días todas las obliga- 
ciones pendientes, y por lo tanto, al amparo de esa ley el pago 
podía hacerse hasta el 29 de Noviembre. La consignación de 
foja 11 se hizo el 27 de Noviembre; no puede decirse que haya 
habido legalmente mora ó retardo en el pago de las primas es- 
tablecidas por las pólizas y por consiguiente, no sería de apli- 
carse en caso alguno lo prevenido en el artículo 10 de las mis- 
mas pólizas. Las primas resultan pagadas á su vencimiento, con 
arreglo á las prescripciones legales. 

La sentencia apelada considera que no tiene aplicación al 
caso presente la ley de 20 de Junio de 1891, porque la obliga- 
ción del asegurado de pagar las primas no es una obligación, y 
al mismo tiempo enuncia la proposición sin resolverla, de si es ó 
no una obligación comercial. Para resolver esta última cuestión 
me bastará recordar que todo lo referente al contrato de segu- 
ro sobre la vida está legislado por el Código de Comercio en sus 
artículos 549 á 557 y sns concordantes, y en el mismo Códi- 
go, los derechos y las obligaciones del asegurador y del asegu- 
rado y las acciones que del contrato resultasen. El contrato 
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de seguro y sns incidentes, son, pnes, esencialmente comerciales 
por disposición déla ley, como lo dispone también el inciso 6^ 
del articalo 8^ del Código de Comercio. 

La obligación de pagar las primas ¿es una obligación ? Bas- 
ta enunciar esta proposición para resolverla. El contrato de se- 
guro es un contrato bilateral (artículo 492 del Código de Co- 
mercio) que crea derechos y que impone obligaciones i los que 
en él intervienen como contratantes. El pago de las primas es 
la principal obligación del asegurado; podrá el contrato imponer 
penas al asegurado que á ella falte, las que no podrían ser la 
nulidad del contrato de seguro sino su rescisión^ pero esto mis- 
mo probaría que la obligación existía, puesto que se imponía 
una pena por faltar á su cumplimiento. 

Por otra parte, las cláusulas mismas de las pólizas estable- 
cen que el pago de las primas es una obligación del asegurado. 
En el texto del contrato se habla de las condiciones queo6ítjjra- 
rán al tenedor de la póliza, y en el mismo artículo 10, invocado 
por la compañía, se expresa que las primas (premios) son ¿eucta 
del asegurado á favor de la sociedad . 

A estas consideraciones debe agregarse que la ley de moratorias 
de 20 de Junio de 1891 es una ley de orden público, por la cual, 
en virtud de consideraciones que afectan á todos los habitantes 
de la Nación, se hacía una excepción á las leyes generales, y 
se acordaba plazo para todas las deudas existentes. 

Las razones de la ley eran de carácter general, y mal podría 
hacerse excepción, tratándose del contrato de seguro sobre la vi- 
da, en atención á su naturaleza y á su objeto. 

Por estas consideraciones pienso que la consignación hecha 
en 27 de Noviembre de 1891 de las cuotas ó primas que debía 
pagar el asegnrado^se ha hecho en tiempo hábil con arreglo 
á estricto derecho y surte todos los efectos del pago (art. 756, 
Código Civil). 

Aunque no hubiese existido tal ley de moratorias, no podría 
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decirse qae se había incnrrido en mora por parte del asegarado 
no pagando las cuotas hasta el 31 de Agosto de 1891 , en aten- 
ción á qne había existido una fuerza mayor que se lo había im- 
pedido (artículos 888 y siguientes, Código GiTÍI).Se ha probado 
plenamente en la causa, como, lo he demostrado al principio, 
que desde principios de Agosto, hasta su muerte en 14de Octu- 
bre, estuvo el asegurado Schült gravemente, enfermo, sin po- 
der ocuparse de cosa alguna, y es éste, por consiguiente, un 
caso de fuerza mayor perfectamente caracterizado. Desde luego 
no le es imputable la falta de puntual cumplimiento en el pago 
de las cuotas. Por otra parte, habría injusticia en privar de los 
beneficios del seguro á quien lo ha contratado precisamente para 
ponerse á cubierto del caso fortuito 6 de fuerza mayor que lo 
afecta y le impide verificar el pago de la prima. A este respecto 
son de recordarse las siguientes palabras del profesor Yivdnti: 
«lafalta depago, del premio, debe considerarse como una cues- 
tión resolutiva que afecta el contrato en cada renovación del 
año asegurado mientras el contrato no esté resuelto; sea en vir- 
tud de convención, sea por sentencia de juez, el contrato subsiste 
y produce sus efectos. Si la fuerza mayor impide al propietario 
de la póliza pagar el premio puntualmente, la compañía debe 
aceptarlo^ aunque sea en retardo, siempre que sea pagado apenas 
desaparecido el obstáculo. Si así no fuese, él (el asegurado) 
sufriría un daño, es decir, la resolución del contrato y con 
ella la pérdida de una parte de su reserva, sin culpa suya; lo que 
la ley no consiente. No se puede creer que los contrayentes ha- 
yan tenidola intención de extender la fuerza resolutivade la fal- 
ta de pago del premio hasta este caso de fuerza mayor, y la in- 
tención de los contrayentes es soberana aunen esta materia. 
¿Cómo el contrayente que paga el premio para ponerse al abri- 
go de los casos de fuerza mayor, perdería el capital que había 
asegurado, precisamente para un caso de fuerza mayor ? Si es- 
to fuese posible ¿ no se contradeciría el fin del seguro ? El juez 

T. LXV 29 
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negaría ciertamente el oaráoter de f aerza mayor á los casos qne 
han podido preverse ó qae son reparables de la vida ordinaria; 
pero caando encuentre una verdadera fuerza mayor, absolverá al 
asegurado de la decadencia». (Cesar Vivante, II contrali di 
dssicurazione. Le assicurazione en la vita, página 114). 

Por todas estas consideraciones, voto por la afirmativa en la 
cuestión propuesta. 

Fundados en razones análogas y reproduciendo las de los es- 
critos de fojas 261 y 201, los doctores López Cabanillas, Pérez, 
Saavedra, Esteves, votaron en el mismo sentido que el señor 
vocal doctor García. 

Con lo que terminó este acuerdo, que firmaron los señores vo- 
cales. Esteves. — García. —Pérez. — López Cabanillas. — 
Saavedra . — Ante mí : Daniel J. Frias. 

En virtud de este acuerdo se revocó la sentencia de prima ins- 
tancia, y se condenó á la Compañía al pago del seguro. 

La parte de € La Equitativa > dedujoel recursoque autoriza el 
artículo 14 de la ley de jurisdicción^ basada en haberle sido des- 
conocido el derecho que alegó, fundado en la ley de morato- 
rias. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 18 de 1896. 
Suprema Corte : 

La ley de moratorias de 20 de Junio de 1891 no ha sido ci- 
tada en el acuerdo de foja 329, sino para reconocer su aplicabi- 
lidad al caso sub-judice, en relación con las prescripciones del 
Código de Comercie. La resolución que declara y reconoce el 
derecho á la moratoria, que sancionó esa ley del Congreso, no 
autorizaría el recurso del artículo 14 de la ley de 1863, que se 
refiere al caso contrario. 



I 
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Pero no es precisamente esa ley el fandamento del acuerdo. 

Este reconoce á foja 333 qae el contrato sub-judice est^i so- 
metido á las prescripciones del Código de Comercio, y es con 
sajecion á esas prescripciones y á los principios de la doctrina 
aplicada al caso que establece, que, habiendo mediado fuerza 
mayor, el retardo en el pago de las primas no perjudica los de- 
rechos del asegurado. 

En tal concepto, opino que el recurso, invocando violación de 
la Constitución y ley del Congreso, siendo improcedente, hasido 
bien denegado; y pido á Y. E. se sirvaasí declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Huprema Corte 



Baenos Aires, Noviembre 34 de 1896. 

Vistos en el acuerdo : Considera.ido: Que en el escrito de foja 
ciento sesenta y ocho, el demandado no ha invocado derecho al- 
guno que pretenda surgir á su favor de la ley de moratorias de 
mil ochocientos noventa y uno. 

Que ni en la sentencia de primera instancia que absolvía al 
demandado, ni en la de segunda que lo condenó, se aprecia y 
resuelve cuestión alguna fundada en dicha ley que desconosca 
derechos creados por ella. 

Que al contrario, la sentencia de segunda instancia reconoce 
el derecho á la moratoria para las obligaciones comerciales de 
dar sumas de dinero, á que la expresada ley se refiere, sin des- 
conocer la recíproca á favor del demandado, que consistiría en 
gozar también del plazo pava pagar el importe del seguro, si se 
hubiese vencido dentro de los términos que fija la citada ley. 
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Que no refiriéndose dicha ley sino á las obligaciones de dar su- 
mas de dinero, están excluidas de sus disposiciones, no sólo los 
riesgos, que no son una obligación, sino aún las que siendo, no 
tuvieran por objeto dar sumas de dinero. 

Por esto 7 fundamentos concordantes de la Tista del señor 
Procurador General : no ha lugar al recurso deducido. Agre- 
gúense estas actuaciones ai expediente remitido como informe, 
y devuélvanse al Tribunal de su origen. Repóngase el pa- 
el. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAM. — 
OCTAVIO BUNGB. 
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sobre absolución de posiciones 80 

Banco Nacional, con Don Juan C. Massaro, por cobro de honora- 
rios; sobre devolución de depósito 415 

Bellocq, Don Luis, con el Ferrocarril Noroeste Argentino ; sobre 
expropiación 374 

Bianchi, Don Carlos, contra Don Gregorio G. Dones, por cobro do 
pesos; sobre absolución de posiciones y costas 78 

Bianchi, Doña Felisa Podestá de, en tercería contra el Banco de 
la Nación y Don Nicolás B. Bianchi; sobre prueba testimonial. 406 

Biscuccia, Don Silvio, con Don Bernardino Acosta, por cobro de 
pesos; sobre incompetencia y defecto legal en la demanda. ... 74 

Blanch, don José R., contra Don Felipe Hayol, por reivindicación; 
sobre prueba testimonial 401 

Blanco, Don Antonio y Don José, contra Don Honorio Alurralde; 
sobre daños y perjuicios 43 

Boccardiai, Don Ángel, contra Don Conrado Hang, por calumnias 
é injurias por la prensa; sobre recurso á la Suprema Corte 288 

Bonoríno, Don Laureano, con Don Ezequíel Real de Azúa, por es- 
crituración; sobre embargo preventivo 255 
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Páginu 

Bosch^ e! general Don Francisco B., con Don Mariano Esteban, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre sustitución de embargo y 
apelación • 86 

Bosch^ Don Samuel, con Don Juan R. Borges, por cobro ejecu- 
tivo de pesos; sobre consignación y costas de! juicio ejecutivo. ¿1 

Borges, don Juan R., contra Don Samuel Bosch, por cobro ejecu- 
tivo de pesos; sobre consignación y costas del juicio ejecutivo. 21 

Brísson, Don Enrique, con Bacigalupi y Marinen, por daños y per- 
juicios; sobre defecto en la demanda 396 

Buenos Aires, la provincia, con el Ferrocarril del Oeste, por evic- 
cion y saneamiento; sobre personería 27 

Buenos Aires, la Provincia, con Don Juan Malatesta, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre inhabilidad de titulo 68 



C 



Cabra!, el\loctor Don José Luis, contra Don Pedro Scorza; sobre 
cobro de pesos 197 

CafTarena, Don Eduardo, apelando de resolución administrativa de 
la Aduana del Rosario « 159 

Caldos, Ambrosio, por malversación y apropiación de caudales pú- 
blicos 261 

Camargo, Cecilio, y otros, por falta de enrolamiento / 391 

Cárdenas, Don Trifon, con Don Antonio de Oro; sobre daños y 
perjuicios 447 

Casado, Don Carlos, después la provincia de Santa Fé, con Don 
Domingo Funes, después la provincia de Córdoba; sobre reivin- 
dicación y eviccion 236 y 286 

Cellagorri, Don José, por fectificacion de errores en la papeleta de 
enrolamiento; sobre competencia '•..... 363 

Ghiappe^ Don Juan B., con Don Federico G. Neves; sobro fijación 
de daños y perjuicios • 343 

Costa, Don Pedro A., su concurso; contienda de competencia.. . . 349 
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Dávalos, Don Benjamín A., contra Donjuán Alcántara, por reivin- 
dicación; sobre nulidad 5 

DeirAcqua, E.> ; G^, contra la Intendencia de Guerra, por cumpli- 
miento de contrato; sobre competencia 408 

Dones, Don Gregorio G., cpn Don Carlos Bianchi, por cobro de 
pesos; sobre absolución de posiciones y costas 78 
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Elias, Don Laureano, contra el Ferrocarril del Sud, por pago de 
un terreno expropiado; sobre nombramiento de perito tercero. 8 

Errecaborde, Don Gregorio, con Don Emilio F. Giraldez, por co- 
bro ejecutivo de pesos; sobre nulidad 52 

Escobar, Doña Concepción G. de, contra el doctor Don Tomás Lu- 
que, por división de bienes; sobre cumplimiento de convenio y 
apelación 483 

Esteban, Don Mariano, contra el general Don Francisco B. Bosch, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre sustitución de embargo y 
apelación 86 



F 



Fablet, Don Julián, con don Miguel Arguello, por nulidad de un 
acto jurídico; sobre excepciones dilatorias' 412 

Ferrarese, Francisco, por circulación de billetes falsos de curso 
legal 381 

Ferrari, Ooa Ángel, con don Pablo Amespil, por cumplimiento de 
contrsijo; sobre deserción de apelación 169 
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Ferrocarril al Pacífico, con Don Alberto Ooslendorp y otros,. por 
expropiación; sobre apelación 202 

Ferrocarril al Pacifico, con Üon Jesús Tenreyro; sobre entrega 
de una carga ó pago de su valor 264 

Ferrocarril Central Norte, las obras de prolongación, con Don 
Alfonso Terribile; por cobro de pesos 188 

Ferrocarril Central Norte^ con Amuchástegui hermanos ; sobre 
daños y perjuicios 271 

Ferrocarril de Buenos Aires y Rosario, contra los herederos del 
general López, por expropiación; sobre nombramiento de de- 
fensor y apelación 23 

Ferrocarril del Oeste, contra la provincia de Buenos Aires, por 
eviccion y saneamiento; sobre personería !...., 27 

Ferrocarril del Oeste, con Don Julián N. Hartinez, por cobro de 
pesos; sobre peritos 81 

Ferrocarril del Sud, con Don Laureno Elias, por pago de un te- 
rreno expropiado; sobre nombramiento de perito tercero 8 

Ferrocarril del Sud, con Doña Elisa P. de Whitaker,por cobro de 
perjuicios; sobre arraigo 92 

Ferrocarril del Sud, contra Don Francisco Pradere, por expropia- 
ción; sobre competencia 115 

Ferrocarril del Sud, con Villanueva y Querejota, por daños y per- 
juicios; sobre procedencia de recurso 378 

Ferrocarril Noroeste Argentino, contra Don Luis Bellocq; sobre 
expropiación ' 374 

Fisco, contra el Frontón Buenos Aires^ por cobro ejecutivo de pe- 
sos; sobre recurso á la Suprema Corte 126 

Fleilas, Basilio, por violación de correspondencia pública y sus- 
tracción de valores 322 

Francés y Merley, con Portland London Cement Company, por re- 
gulación de honorarios; sobre apelación denegada 77 

Freund, Octavio, por apropiación de caudales públicos; sobre re- 
visión de sentencia 399 

Frontón Buenos Aires, con el Fisco» por cobro ejecutivo de pesos; 
sobre recurso, á la Suprema Corte « 126 
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Funes, Don Domingo^ después la provincia de Córdoba, contra Don 
Carlos Casado, después la provincia de Santa Pé; sobre reivin- 
dicación y eviccion 236 y 286 



G 



Garay, Cirilo, por falta de enrolamiento i 19 

García, Pedro Nolasco, por infracción á la ley de movilización. . 143 
Giraldez^ Don Emilio F., contra Don Gregorio Errecaborde, por 

cobro ejecutivo de pesos; sobre nulidad 52 

Gómez hermanos; sobre dobles derecbos • 28 

Goytia, el doctor Don Daniel, con la Municipalidad de Salta, por 

daños y perjuicios y costas; sobre embaído preventivo 65 



H 



Hang^ Don Conrado, con Don Ángel Boccardini^ por calumnia é 

injurias por la prensa; sobre recurso á la Suprema Corte 288 

Herrera, Don Lorenzo; sobre nulidad de contrato de enganche. . . 339 



Intendencia de Guerra, con B. Dell'Acqua y C^, por cumplimiento 
de contrato; sobre competencia 408 



K 



Klotz, Don Victor, con Don Antonio Souef, por nulidad de una 
marc^; sobre costas • 352 
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Klotz, Don Víctor, con Don Antonio Souef, por nulidad de marca; 

sobre revocatoria de resolución déla Suprema Corte 398 

Krauss, Luís, por extradición 70 



La Equitativa, con Doña Maria Gerba de Schült, por cobro de se- 
guro; sobre recurso á la Suprema Corte 444 

Larraburu, Donjuán B., con Doña Celina Egaña de Williams, por 
desalojo; sobre pruebas y apelación denegada 56 

Larraburu, Don Juan B«, con Doña Celina Egañade Williams, por 
desalojo; sobre costas, recurso de hecho 157 

Laserre, Don Augusto, contra Don Juan Maisonnave, por oculta- 
ción de haciendas; sobre recusación 347 

Lemos, Arminio, por amenazas contra el Ministro de España; so- 
bre competencia 229 

Loizagá, Don Aniceto, con Don José RaCTaele, por desalojo; sobre 
inhibitoria 344 

López, el general, sus herederos, con el Ferrocarril de Buenos 
Aires y Rosario, por expropiación; sobre nombramiento de de- 
íensor y apelación 23 

López, Lucio, por falla de enrolamiento 153 

Lucían!, Juan, por falta de enrolamiento 209 

Luque, Domingo, por falla de enrolamiento 40 

Luque, el doctor Don Tomás, con Doña Concepción 6. de Escobar, 
por división de bienes; sobre cumplimiento de convenio y ape- 
lación 183 



M 



Maggioio, Don Clemente, en tercería con Don Spiro Ungaro y Mor- 
Iota y Canevaro; sobre prueba de testigos 379 
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Maisonnave, Don Juan, coYi Don Augusto Laserre, por ocultación 
de haciendas; sobre recusación. 347 

Malatesta, Don Juan, contra la provincia de Buenos Aires, por co- 
bro ejecutivo de pesos; sobre inhabilidad de titulo 68 

Mancini, Don Ernesto G., recurso de kabeas corpus 369 

Márquez, Doña Jacinta Santillan de, por tercería de dominio en la 
ejecución de Don Eloy Porcada contra Doña Conc;^pcion Már- 
quez; sobre personería y costas 13 

Hartinez, Don Julián N., contra el Ferrocarril del Oeste, por cobro 
de pesos; sobre peritos 81 

Massaro, Don Juan C, contra el Banco Nacional, por cobro de 
honorarios; sobre devolución de depósito 415 

Mayol, Don Felipe, contra Don José R. Blanch, por reivindicación; 
sobre prueba testimonial 401 

Miceli, Don Francisco, contra Doña Genoveva H. de Obredor, por 
retención; sobre deserción de recurso 346 

Molet, Don A., con Don Juan Pinoges, por nulidad de una patente 
de invención; sobre agregación de documentos 32 

Molina, Don Martin, contra el Banco Hipotecario Nacional; sobre 
escrituración „ 312 

Morales, Don Luis, con Doña Encarnación 0. de Pardo^ por desa- 
lojo y cobro de alquileres; sobre competencia 88 

Morales, Vicente, por falta de enrolamiento. 34 

Moreira, Pedro Geledonio, por nulidad de enganche; sobre baja 
del ejército de linea 49 

Moreno, Antonio; por falla de enrolamiento 268 

Municipalidad de Concordia, con Don José A. Soler, por cumpli- 
miento de una transacción; sobre apelación denegada 280 

Municipalidad déla Capital, contra Don Felipe Sola; sobre expro- 
piación 193 

Municipalidad de Salta, contra el doctor Don Daniel Goytía, por 
daños y perjuicios y costas; sobre embargo preventivo 65 
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Neves, Don Federico G., contra Don Jaan B. Chiappe; sobre fija- 
ción de daños y perjuicios 342 

Noceti, Don Tomás, por defraudación y falsificación de sello; sobre 
apelación denegada 172 



O 



Obredor, Doña Genoveva H. de, con Don Francisco Hiceli, por re- 
tención; sobre deserción de recurso 346 

ülazabal^ Don Casimiro, su sucesión, contra Donllaximiano Tam- 
bury, por ejecución de sentencia; sobre posesión 121 

Oostendorp, Don Alberto, y otros, con el Ferrocarril al Pacifico, 
por expropiación ; sobre apelación • . . 202 

Oro^ Don Antonio, contra Don Trifon Cárdenas; sobre daños y 
perjuicios 417 

Osuna, Trinidad S.,y Pedro Lupo, por defraudación de impuesto 
territorial; sobre competencia 104 



Pardo, Doña Encarnación 0. de, contra Don Luis Morales, por 

desalojo y cobro de alquileres; sobre competencia 88 

Peralta, Pedro José, por falta de enrolamiento 94 

Pererutti, Adolfo, por falta de enrolamiento 110 

Pereyra, Manuel^ por falta de enrolamiento 206 

Pérez, Don Antonio, contra Don Raimundo Renateau y Don Pedro 
Bninet, por cobro ejecutivo de pesos; sobre nulidad de decla- 
raciones y apelaciones 16 
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Petters, Don Tomás B., contra Don Miguel Vaccaro, por cobro de 

salvataje; sobre competencia y arraigo 9 

Piatti, Pedro, por enrolamiento; sobre apertura del proceso .... 403 

Pila, AJejandro, por falta de enrolamiento 100 

Pinoges, Don JuaA, contra Don A. Holet, por nulidad de una pa- 
tente de invención; sobre agregación de documentos 32 

Pintos, Ramón, por falta de enrolamiento 2f 2 

Pon, Don Antonio, con el Convento de Santo Domingo, por devo- 
lución de fondos y falta de personería; sobre costas. 123 

Ponce, Anselmo L., por malversación y falsificación; sobre excar- 
celación provisoria 360 

Porlland London Cement Company, contra los señores Francés y 
Herley, por regulación de honorarios; sobre apelación dene- 
gada 77 

Potes, Juan, por falta de enrolamiento 215 

Pradere, Don Francisco, con el Ferrocarril delSud, por expropia- 
ción; sobre competencia 115 

Precilla, Don Saturnino de la, con el Banco Nacional, por cobro 
de pesos; sobre oblación de precio de la finca rematada 36 



R 



RafFaele, Don José, contra Don Aniceto Loizaga, por desalojo; so- 
bre inhibitoria 344 

Ramos, Dalmacio, por falta de enrolamiento 223 

Real de Azúa, Don Ezequiel, contra Don Laureano Bonorino, por 

« 

escrituración; sobre embargo preventivo 255 

Renateau, Don Raimundo, y Don Pedro Brunet, con Don Antonio 
Pérez, por cobro ejecutivo de pesos; sobre nulidad de declara- 
ciones y apelación 16 

Roca, Don Rudecindo, con Don Juan B. Romero, por daños y per- 
juicios; sobre absolución de posiciones 366 
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Rodríguez, Don Viceate, contra el B&nco Nacional, por cobro de 
pesos; sobre absolución de posicione's 80 y 91 

Rodríguez, Jusliniíno, por falta de enrolamiento 151 

Romero^ Don Juan B., contra DonRudecindo Roca, por daños y 
perjuicios; sobre absolución de posiciones 366 

Rosazza, Federico, y Juan Bissí; sobre espendio de billetes de 
curso legal falsos 136 

Ro8s, Don Guillermo, con Don Antonio Santa María, por daños y 
perjuicios; sobre costas 177 

Ruiz, Don Antonio J., y Don Juan R. Vidal, contra el Banco de la 
Nación y Don Guillermo Goñalous, por tercería excluyeme; so- 
bre nulidad de sentencia 256 



Santa Haría, Don Antonio, contra Don Guillermo Ross, por daños 
y perjuicios; sobre costas 177 

Santo Domingo^ el Convento de, contra Don Antonio Pon, por de- 
Yolucion de fondos y falta de personería; sobre costas 123 

Schifiner y C*, con Arnold, Schulze y C', por imitación de marca 
deiábrica; sobre presentación de documentos 108 

Schult, Doña Haría Gerbe de, contra La fcquitativa, por cobro de 
seguro; sobre recurso á la Suprema Corte 444 

Schulze yC*, Arnold, contra Schifiner y C', por imitación de mar- 
ca de fábnca; sobre presentación de documentos 108 

Scorza, Don Pedro, con el doctor Don José Luis Cabral; sobre co- 
bro de pesos 197 

Silva, Don Daniel G., por contienda de competencia; sobre fallecí- 
mienltx 54 

Solé, Don Felipe, con la Hunicipalidad de la Capital; sobre expro- 
piación 193 

Soler, Don José A., contra la Hunicipalidad de Concordia, por 
cumplimiento de una transacción; sobre apelación denegada. . 280 
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PiftDAS 

Sotomayor, Doña Corina Villanueva de, conlra Don Manuel Alva- 
rez, por cobro ejecutivo de alquileres; sobre competencia 134 

Souef, Don Antonio, contra Don Yictor KIotz, por nulidad de una 
marca; sobre costas 352 

Soueí, Don Antonio, contra Don Yictor Klotz, por nulidad de mar- 
ca; sobre revocatoria de resolución de la Suprema Corte 398 

Stepbenson, Francisco, por defraudación; sobre excusación del 
Juez Federal 356 



Tambury, Don Haximiano, con la sucesión de Don Casimiro Ola- 
zabal, por ejecución de sentencia; sobre posesión Mí 

Tenreyro, Don Jesús, contra el Ferrocarril al Pacifico; sobre en- 
trega de una carga ó pago de su valor 264 

Terribile, Don Alfonso, contra la Dirección de las Obras del Fe- 
rrocarril Central Norte; por cobro de pesos 188 

Torres, Pablo, y José G. Paz; por tentativa de defraudación al Go- 
bierno Nacional 422 



Yaccaro, Don Miguel, con Don Tomás B. Petters, por cobro de 
salvataje; sobre competencia y arraigo 9 

Villanueva y Querejota, contra el Ferrocarril del Sud, por daños 
y perjuicios; sobre procedencia de recurso 378 

Yillegas, Anibal, por falta de enrolamiento 217 

Vócos, Don Manuel, contra el doctor Don Zenon Ortiz Molina y el 
doctor Florentino Yócos; tercería de dominio en la ejecución 
del segundo contra el tercero 308 
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Wíttorf, Don Osear E , con el Banco Comercial; sobre cobro eje- 
cutivo 371 

Whitaker, Doña Elisa P. de, contra el Ferrocarril del Sud, por co- 
bro de perjuicios; sobre arraigo 92 

Williams, Doña Celina Egaña de, contra Don Juan B. Larraburu, 
por desalojo; sobre pruebas y apelación denegada 56 

Williams^ Doña Celina Egaña de, contra Don Juan B. Larraburu, 
por desalojo; sobre costas, recurso de hecho 157 



Yedro, Don Brigido, contra Don Sandalio Arancibia, por cumpli- 
miento de contrato; sobre nulidad de sentencia 241 



Z 



Zappa, Adolfo, por falta de enrolamiento 203 

Zimmermann, Don Eduardo A., recurso de habeos corpus 304 
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ÍNDICE ALFAlBÉTíGO 



DE LAS MATERIAS CONTKNIDAS EN ESTE VOLUMEN LXV 



Abogado. — Véase : Tribunales locales . 

Acusado. — En la duda, debe absolvérsele. Página 40. 

Acusado. — Debe absolvérsele resultando su inculpabilidad. Página 

268. 
Aduana. — Corresponde á la Dirección de Rentas, la clasificación de 

la mercadería y penalidad en consecuencia aplicable. Pagi- 
naos. 

Aduana. — Desús resoluciones adminisirativas, no corresponde recu- 
rrir ante los tribunales federales. Página 159. 

Alquileres. —Véase : Ejecución. 

Apelación. — No es apelable el auto que rechaza al recurso de repo- 
sición interpuesto sin el de apelación en subsidio. Página 23. 

Apelación. — En los juicios de desalojo, no es apelable el auto que or- 
dena y manda agregar diligencias probatorias. Página 56. 

Apelación. — Cuando los interesados han estimado sus honorarios en 
una suma major de quinientos pesos, el auto regulándolos 
en dicha suma ó en una menor, es apelable por aquellos. 
Página 77. 
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Apelación. — Pendiente ella, no puede innovarse en la cosa que es 
materia de la cuestión . P/igina 459. * 

Apelación. — La que se interpon|;a en las causas criminales^ de la 
sentencia definitiva, debe concederse libremente. Pág¡nai76. 

Apelación. — No es apelable el auto dictado de conformidad de par- 
tes, que, en cumplimiento de una transacción^ las convoca 
á comparendo para proceder al nombramiento de peritos. 
Página !280. 

Apelación. — Véase : Aduana; Costas; Ejecución. 

Arraigo. — No procede esta excepción, contra el demandante que se 
halla domiciliado en la República. Página 92. 



B 



Banco Hipotecario, — El directorio no puede, después de haber apro- 
bado una venta, anularla por haberlo resuelto asf^ á petición 
del deudor biputecario. Página 312. 

Banco Hipotecario. — El hecho de haber el comprador dado una señal 
para asegurar el contrato ó su cumplimiento, no puede ser 
invocado por el Banco para arrepentirse de la venta, si el 
comprador lo ha cumplido habiendo hecho el depósito de la 
totalidad del precio. Página 31 2. 

Banco Hipotecario.— \édise: Venta. 



Causas criminales. — En las concluidas por sentencia pasada en cosa 
juzgada, no procede la reapertura del proceso ante el juez fe- 
deral. Página 403. 

Cesión de bienes. — Véase : Competencia. 

Competencia. — Corresponde al juez federal de La Plata^ el conocí* 
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miento de la causa sobre cobro de salvataje, si resulla ser 
Patagones et puerto de destino de¡ buque salvado, y Babia 
Blanca el de arribada. Página 9; 

Competencia. — No estando designado el lugar donde debe hacerse 
efectivo el cumplimiento de las obligaciones procedentes de 
un contrato, corresponde se cumplan en el lugar en que se 
hizo éste, siendo el del domicilio del deudor. Página 74. 

Ziompeiencia. — El juez competente para la cesión de bienes, es el 
del domicilio del deudor en la íecha en que fué iniciado el 
concurso. Página 340. 

Convenio, — Aceptado y aprobado uno en virtud del cual se da facul- 
tad á los peritos encargados de la división, para sufragar los 
gastos de ella, vendiendo los animales necesarios, las partes 
no pueden proceder por si á hacer esas ventas, y la que re- 
sulte haberlas hecho, está obligada á entregar el precio á los 
peritos, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que 
hubieren incurrido. Página 183. 

Costas* — Reconocida la razón de la excepción de falta de persone- 
ría, por p1 hecho de presentar nuevo poder que habilita al 
actor para deducir la demanda, las costas del incidente de- 
ben ser de cargo de éste. Página 13. 

Costas. — Procede contra expreso derecho, y por consiguiente es pa- 
sible de las costas, el litigante que invoca la disposición re- 
lativa á las declaraciones de testigos por medio de informe, 
para sostener que debe absolver posiciones por dicho medio. 
Página 78. 

Costas. — La declaración de falta de personería por deficiencia en el 
poder ejercido por el procurador del demandante, no da mé- 
rito para condenar á éste en las costas del articulo. Página 
123. 

Costas. — No es apelable la condenación en costas dictada eu auto que 
no es susceptible de recurso. Página 157. 

Costas. — No procede la condenación en ellas, contra el demandado 
que no ha sido vencido en la reclamación principal hecha 
por el demandante . Página 1 77 . 

Costas. — Resultando absolutamente inmotivada la oposición á hacer- 
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se parte en la demanda, deben declararse á cargo del opo< 
silor, las costas del incidente. Página %bi. 
Costas, — Véase: Ejeciícion. 



D 



Daños y perjuicios, — Debe rechazarse la demanda que los reclama; 
por falta de acequia en la finca arrendada, si del mismo con- 
trato de arriendo resulta haber existido, y se ha probado ha- 
ber dado agua para el riego. Página 43. 

Daños y perjuicios, — La empresa de ferrocarril es responsable del 
daño que causa el incendio de campos, originado por el fue- 
go desprendido de sus máquinas. Página 271 . 

Daños y verjuicios. — Al estimar el quantum de ellos, el juez puede 
tener en cuenta los informes periciales, y el resultado de la 
inspección ocular. Página 342. 

Daños y perjuicios, — Comprobado el mérito de los perjuicios, decla- 
rados de cargo del demandado por sentencia firme, debe or- 
denarse su pago. Página 417. 

Daños y perjuicios, — Véase: Peritos. 

Defecto legal en la demanda, — No procede esta excepción, cuando la 
demanda reúne los requisitos del articulo 57 de la ley de pro- 
cedimientos. Páginas 74 y 396. 

Delito del fuero federal, — Véase : Justicia federal 

Defraudación. — La tentativa de defraudación al Gobierno Nacional, 
debe ser castigada con la pena del delito consumado, redu- 
cida desde la cuarta parle á la mitad. Página 422. 

Demanda, — Si se ha limitado á pedir que el demandado no disponga 
del ganado recibido, sin garantir su pago y sin intervención 
del demandante en la venta, y le devuelva unas muías, elcon- 
venio judicial posteriormente hecho y ejecutado, en virtud 
del cual se ha vendido en remate el ganado y las muías y se 
ha entregado el producto á los acreedores privilegiados, deja 
sin efecto el petitum de la demanda, y hace improcedente 
todo pronunciamiento al respecto. Página 241. 
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Demanda. —La deducida contra la Intendencia de Guerra, creada por 
la ley n^ 3305, debe entenderse deducida contra la Nación, 
y no procede sin el permiso del Congreso. Página 408. 

Denunciante, — No es parte en las cau.sas criminales, y no puede^ 
por consiguiente, interponer recursos del auto de sobresei- 
miento dictado en ellas. Página i 72. 

Denunciante. — Si no ba sido particularmente ofendido, no puede 
asumir el rol de querellante. Página 172* 

Denunciante. — No puede asumir el rol de querellante, después de 
ejecutoriado el auto de sobreseimiento definitivo. Página 172. 

Deserción de recurso. — Para que se produzca la expresión de agra- 
vios, son indispensables dos requisitos: que baya sido empla- 
zado el apelante, y que se haya mandado por el Superior po- 
ner los autos en la oficina. Sólo después de llenados estos 
requisitos, y de vencido el término de los nueve dias, sin ha- 
berse expresado agravios de la sentencia que motiva la ape- 
lación, procede la deserción del recurso, previa acusación 
de rebeldía. Páginas i 69 y 346. 

Documentos. —No pueden presentarse después de cerrada la discusión 
de la causa. Página 32. 

Documentos, — En materia criminal, puede presentarse, hasta el lla- 
mamiento de autos para definitiva, los documentos que se 
jure no haber sido conocidos, ó nn haberlos tenido á su dis- 
posición con anterioridad. Página 108. 



E 



Efecto retroactivo. — La ley n<» 3375, de 7 de Agosto de 1896, es apli- 
cable con efecto retroactivo, á los casos pendienteb. Pági- 
na 65. 

Ejecución, — No es apelable en el juicio ejecutivo, el auto que declara 
nulas las declaraciones de testigos, presentados por el ejecu- 
tado. Página 16« 

Ejecución. — Resultando que el deudor ha hecho consignación de lo 
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adeudado, antes de que se le intimara el pago, debe decía* 
rársele exento de las costas del juicio ejecutivo. Pági- 
na 21. 

Ejecución, — No es apelable en ella, el auto que deniega la sustitu- 
ción de un embargo. Página 86. 

Ejecución. — El conocimiento de las causas por cobro de alquileres, 
que excedan de 200 pesos mensuales, no corresponde á la 
justicia de paz, y puede ser deferido á la justicia federal por 
razón de las personas, si el monto de la cantidad demandada 
excede de quinientos pesos. Página 134. 

Ejecución. — El convenio hecbo para vender las propiedades embar- 
gadas suprimiendo trámites, y fijando el precio para base de 
la venta, no importa transacción; y si el producido no alcanza 
á cubrir la deuda, el ejecutado queda deudor delsaldo que 
resulte en su contra. Página 371 . 

Ejecución. — Terminado el juicio, no haciéndose lugar á ella, debe 
devolverse al ejecutado la suma depositada á embargo. Pá- 
gina 415. 

Ejecución. — Véase : Embargo ; Nulidad, 

Embargo. — Procede el preventivo, cuando se ha obtenido una sen- 
tencia favorable. Página 65. 

Embargo. — Procede el preventivo de pagarés que la sentencia ape- 
lada dispone sean restituidos al peticionante. Página 255. 

Embargo. — No probada la sociedad, pero si la comunidad en los bie- 
nes embargados al deudor, corresponde se alce el embargo 
respecto de la parte correspondiente al condómino y se siga 
la ejecución sóbrela parte de bienes correspondiente al deu- 
dor. Página 308. 

Enganche. — El menor enganchado sin autorización de sus padres, 
tiene que ser puesto en libertad, sin perjuicio de las accio- 
nes á quepueda dar lugar el hecho de haberse presentado con 
calidad simulada para recibir el precio del enganche. Pági- 
na 49. 

Enganche. — Los meuores no pueden engancharse sin el consenti- 
miento de sus padres, y es nulo el contrato que celebran por 
sisólos. Página 339. 
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Enrolatnientd. — No puede ser considerado como infractor de la ley 
de la materia, el ciudadano que ha ocurrido en tiempo á la 
comandancia militar, y no lia podido ser enrolado por falta 
de las papeletas impresas requeridas por la ley . Página 34. 

Enrolamiento. — El procesado por infracción á la ley de la materia, 
está obligado á probar sus excepciones; y no haciéndolo, su- 
fre la pena de un año de servicio militar, descontándose el 
tiempo de prisión sufrida. Páginas 94 y 110. 

Enrolamiento. — La prueba de ser extranjero y de hallarse como tal, 
comprendido en las excepciones de la ley de la materia, in- 
cumbe al procesado. Página 100. 

Enrolamiento. —El tiempo de prisión sufrida, debe computarse por 
un tiempo igual al de servicio en el ejército permanente á 
que se destina al procesado. Página 100. 

Enrolamiento. — Si el condenado presenta un documento decisivo ig- 
norado antes, debe dejarse sin efecto la sentencia pasada en 
cosa juzgada, é instruirse la causa de nuevo. Página 119. 

Enrolamiento. — El infractor de la ley de la materia, debe ser conde- 
nado á la pena de un año de servicio en el ejército, descon- 
tándose el tiempo de prisión sufrida, en proporción deundia 
de prisión por un diade servicio. Páginas 151,203^ 215,219, 
y 391. 

Enrolamiento . — Debe darse por couipurgada la pena de un año de 
servicio en el ejército, impuesta al infractor de la ley de la 
materia, si el tiempo de detención sufrida excede de un ano. 
Páginas 153, 206, 209, 212, 217, 223 y 226. 

Enrolamiento. — El juez federal no es competente para conocer y rec- 
tificar errores en las papeletas de enrolamiento. Página 363. 

Enrolamiento . — Véase : Guardia Nacional . 

Excepciones dilatorias. — No proceden otras, que las declaradas tales 
por la ley de procedimientos Página 412. 

Eviccion, — No siendo materia del juicio, los derechos y deberes que 
existan en las relaciones del demandado con su causante, no 
procede declaración alguna respecto de la obligación en que 
éste se halle á consecuencia de la eviccion. Página 236. 

Excarcelación. — La sostilucion de una letra de 2500 florines, por tres 
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coD firma falsa de 500, 4000 y i 000 florines en uq mismo 
acto, y aun mismo efecto, no importa reiteración del delito. 
Página 70. 

Excarcelación, — Equivaliendo la suma de 2500 florines á 4 550 pesos 
oro, la pena correspondiente al delito, que no excede de dos 
años de prisión, permite la excarcelación provisoria bajo fian- 
za. Página 70. 

Excarcelación. — No procede la provisoria, en delitos que por la ley 
tienen establecida una pena mayor de dos años de prisión. 
Página 360. 

Excusación. — Es justa causa de la del juez, el haber intervenido en 
la causa como agente fiscal. Página 356. 

Expropiación. — No es apelable el auto nombrando un tercer perito 
para mejor proveer. Página 8. 

Expropiación. — El valor é indemnización correspondiente, deben fi- 
jarse teniendo en cuenta los antecedentes de autos, y la es- 
timacion pericial. Páginas 493 y 374. 

Expropiación. — En tal juicio, no corresponde la apelación, sino en 
relación. Página 202. 

Expropiación. — Véase : Justicia federal. 

F 

Fallecimiento. — El del inculpado, extingue la acción fiscal, y hace ce- 
sar la contienda de competencia suscitada para conocer de 
ella. Página |54. 

Fiscal de Estado. — Véase : Personería . 



G 

Guardia Nacional. — Las autoridades provinciales carecen de facultad 
para detener y someter á la justicia federal á los infractores 
de las disposiciones sobre movilización de la guardia nacio- 
nal; y lo obrado en consecuencia por el juez de sección, debe 
dejarse sin efecto. Página 443. 
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Habeos corpus. — Este recurso queda sin objeto, una vez que resulte 
que el interesado se halla en libertad. Página 304. 

Habeos corpus. — No procede este recurso, en el caso de detención 
por orden de juez competente. Página 369. 

Honorarios. — Véase : Apelación. 



Inhibitoria. — El extranjero que ha contestado la demanda ante el 
juez local, no puede ocurrir al juzgado federal por vía de in- 
hibitoria. Página 344. 

Inhabilidad de titulo. — No es admisibte esta] excepción, fundada en 
la doctrina de no ser demandables las provincias, en contra 
de lo resuelto invariablemente por la Suprema Corte. Pági- 
na 68. 



Justicia federal. — No corresponde al conocimiento de ella, las cau- 
sas por defraudación de rentas fiscales que procedan de im- 
puestos establecidos exclusivamente para la Capital y territo- 
rios nacionales. Página 104. 

Justicia federal. — No corresponde ai conocimiento de ella, la causa 
de expropiación seguida entre vecinos de una misma locali- 
dad, en virtud de una ley de provincia. Página 115. 

Jmtida federal. — La malversación y apropiación de caudales públicos 
confiados al procesado, es delito del fuero federal, y tiene que 
ser castigado con arreglo á la ley nacional penal de Setiem- 
bre 14 de 1863. Página 261. 

Justicia federal. — Véase : Ejecución. 
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Menores. — Véase : Enganche, 

Ministro diplomático, — Véase : Suprema Corte. 



N 

Nulidad. — Debe rechazarse la deducida, cuando iuiporta una excep- 
ción de falta de personería, que ;a no es liempo de oponer. 
Página 5. 

Nulidad. — Es nulo lo obrado en juicio ejecutivo en que no se ha he- 
cho la intimación de pago ni se ha despachado mandamiento. 
Página 52. 

Nulidad, — Es nulo lo actuado con relación á absolución de posiciones^ 
si en la citación no se ha observado lo dispuesto por los artí- 
culos 63 y 110 de la ley de procedimientos. Página 366. 

Nulidad. — Véase: Enganche; Guardia Nacional; Sentencia. 



Pago. — Si se ha convenido expresamente que el pago debe ser exigi- 
do conjuntamente por varias personas, el deudor no está obli- 
gado á hacerlo al acreedor que no justifique hallarse au- 
torizado por las- personas citadas, para exigirlo. Página 
188. 

Peritos. — Los que se nombran en el juicio ordinario sobre daños y 
perjuicios, dentro del término de prueba para hacer su ava- 
luación, no tienen otra misión que suministrar al juez un ele- 
mento para la estimación de los perjuicios reclamados. Pá- 
gina 81 . 

Personería. — No la tiene el Fiscal de Estado de la provincia de Bue- 
nos Aires para representar á ésta ante Suprema Corte Nacio- 
nal. Página 27. 



DE JUSTICIA Nacional 477 

Poseísion. — El juez federal que, por sentencia ejecutoriada, ha reco- 
nocido la propiedad de los bienes á favor de una sucesión, no 
puede desconocer el derecho de ésta, á obtener la posesión 
de los referidos bienes, y debe accederá lo que se solicita con 
ese fin, por su representante. Página 121 . 

Posesión. — El poseedor de buena fé, condenado á restituir la cosa, es 
responsable de los frutos percibidos y de los que por su ne- 
gligencia hubiese dejado de percibir, desde el día en que se 
le hizo saber la dennanda . Página 286 . 

Posiciones, — No puede ser llamado á absolverlas, el cedente del cré- 
dito que no es parte en el juicio. Páginas 80 y 9f . 

Posiciones. — Véase : Nulidad. 

Precio, — No es razón para no oblar el precio de la finca comprada en 
remate, que ésta debael impuesto de contribución territorial, 
y no se hayan hecho en la misma las obras de salubridad . 
Página 37. 

Prescripción. — El tiempo señalado para ella por el articulo 855 del 
Código de Comercio, se refiere al transporte marítimo ó flu- 
vial, no al terrestre. Respecto deéste,rigeel artículo 846 cuan- 
do no se establezca por disposición especial una prescripción 
más corta. Página 264. 

Prorogacion. — El haber opuesto ante los jueces locales, una excep- 
ción previa sobre nulidad de lo obrado, sin alegar nada con- 
tra la jurisdicción de los mismos, importa la prorogacion á 
que se refiere el artículo 12, inciso 4^, de la ley sobre juris- 
dicción y competencia de los tribunales federales. Página 88. 
Prorogacion. — Véase : Inhibitoria. 



R 



Recurso. — No procede contra el auto que importa el cumplimiento de 
otro ya ejecutoriado. Página 183. 

Recurso. — Concedido por los tribunales locales el recurso para ante 
la Suprema Corte, debe mandarse poner los autos en la ofi- 
cina para que el apelante exprese agravios. El pronunciamien- 
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to sobre su procedencia, debe reservarse para la sentencia 

definitiva. Página 378. 
Recurso, — Véase : Suprema Corle. 
Recusación, — Los jueces letrados de ios territorios nacionales, sólo 

pueden ser recusados por justa causa. Página 347. 
Reiteración de delito . — Véase : Excarcelación. 
Reivindicación. — Probado el dominio del actor, el deroandado debe 

devolverle el terreno reivindieado. Página 236. 
Retrision. — No procede este recurso, de sentencias pasadas en cosa 

juzgada, si no se verifica ninguno de los casos previstos por el 

articulo 551 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Página 399. 



Sentencia. — La aceptación por el juez, délos fundamentos del escrito 
de la parle, basados en disposiciones legales, importa fundar 
en éstas el auto que las acepta. Página 74. 

Sentencia. — bebe confirmarse la que acepta las acciones justificadas. 
Página 197. 

Sentencia.^ La, muerte del demandado y la apertura de su testamen- 
taria^ ocurridas después del llamamiento de autos, de las que 
no se ha dado noticia al juez, no anulan la sentencia que se 
dicte con posterioridad. Página 241. 

Sentencia. — Es nula la que condena al pago de daños y perjuicios, que 
no ha sido pedido en la demanda. Página 241 . 

Sentencia. — La que no ha resuelto sobre el pago de frutos pedido eu 
la demanda, puede ser aclarada ó adicionada, haciéndola de- 
claración correspondiente. Página 286. 

Sentencia. — La no apelada por el procesado, no puede ser modificada 
en su favor, en cuanto á la pena que le impone. Página 381. 

Señal.— • Véase : Banc^ Hipotecario. 

Suprema Corte. — No autoriza el recurso ante ella, de las sentencias 
de los tribunales de la Capital, la aplicación de las leyes na- 
cionales, cuando son leyes de carácter local. Página 126. 
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Suprema Corte. — El ejercicio de su jurisdicción originaria, por razón 
de atentados contra la persona de un ministro diplomático, 
no se produce si éste no ha iniciado gestión alguna por la vía 
diplomática con el objeto de producir un caso judicial. Pá- 
gina 229. 

Suprema Corte. — De la declaración que los tribunales locales hagan 
sobre la inexistencia del delito, no procede recurso alguno 
i la Suprema Corte, y en tal caso, no procede tampoco el 
recurso interpuesto respecto de la ley aplicable. Página 288. 

Suprema Corte . — Puede promover investigaciones en las denuncias 
sobre irregularidad de procedimientos en l;is causas crimi- 
nales, y condiciones de los detenidos. Página ¿54. 

Suprema Corte. — Los autos dictados por ella, en virtud de apelación 
concedida y no observada, no son susceptibles de reposición 
ni de revisión. Página 398. 

Suprema Corte. — No fundándose la sentencia reclamada de los tribu- 
nales locales, en la ley nacional que se invoca, ni descono- 
ciéndose por la sentencia, los derechos emanados de dicha 
ley, no es admisible el recurso que de ella se interpone para 
ante la Suprema Corte. Página 444. 

Suprema Corte, — Véase: Tribunales locales. 

Sustracción de valores. -- Véase : Violación de correspondencia. 



Terceria.--*- Terminada la ejecución, con el pago hecho por el deudor 
al acreedur ejecutante, la tercería deducida sobre los bienes 
embargados, queda sin objeto, y hace improcedente la reso- 
lución que se dicte con posterioridad. Página 256. 

Testigos. — El testimonio de las personas que han provocado la comi- 
sión del deliio, para denunciarlo, ó que han practicado dili- 
gencias ó dado recomendaciones en contra del procesado, no 
puede servir de fundamento para la imposición de una pena. 
Página 136. 

Testigos. — No es admisible la prueba de aquellos cuya lista se acom- 
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paña el penúltimo día del término probatorio. Página 379. 

Testigos. — Vencido el término de prueba, no es admisible la decla- 
ración de testigos que no se prestó dentro de él, por no haber 
la parte presentado en oportunidad el interrogatorio á cuyo 
tenor debían declarar. Página 40! . 

Testigos, — Consentida la providencia que manda presentar por sepa- 
rado la lista de los testigos, no es admisible la prueba de 
éstos, si dicha lista se presenta fuera del término Página 406. 

Transacción. — Véase: Ejecución. 

Transporte. — La empresa del ferrocarril en cuya estacii^n debia ha- 
cerse la entrega de mercaderías remitidas con una solacar- 
ta de porte, es responsable de éstas, aunque se hayan perdido 
antes de eutrar á su línea. Página 264. 

Transporte.— Véase : Prescripción. 

Tribunales locales. — No es contraria á la Constitución, la resolución 
de ellos, exigiendo la previa inscripción en la matricula y 
el juramento que prescribe la ley 13, titulo 6^ partida 3, para 
que un abogado sea admitido á informar in voce. Página 58. 

Tribunales loccUes. — Sus resoluciones, interpretando y aplicando las 
leyes de forma, están fuera del juicio y revisión de la Supre- 
ma Corte. Página 58. 



Vetita. — La de los bienes hipotecados, hecha por el Banco Hipote- 
cario Nacional, queda definitiva una vez prestada la aproba- 
ción por el directorio. Página 312. 

Violación de correspondencia. — Este delito y el de sustracción de va- 
lores, cometido por un empleado de la administración de .co- 
rreos, es castigado con la pena de cinco años de trabajos for- 
zados é inhabilitación para obtener empleos públicos. Pági- 
na 322. 
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